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Reseña histórica

La Revista Criminalidad es una publicación 
que edita la Dirección de Investigación 
Criminal e INTERPOL (DIJIN) de la Policía 
Nacional de Colombia. En 1955, a través del 
Departamento de Información Criminal y 
Estadística, se inició la recopilación ordena-
da y sistemática de registros administrati-
vos con fines estadísticos de delitos, contra-
venciones y servicios de policía a nivel 
nacional; sin embargo, solo a partir de 1958 
los datos y análisis se hacen públicos, 
mediante el documento titulado Estudio 
Criminológico 1958.

En 1960 se inició el estudio de las 
infracciones a los títulos del Código Penal 
colombiano, y en 1965 se estructuró y dio
forma a los contenidos de la  publicación. En 
1974 se creó la Oficina de Estudios Sociales, 
para fortalecer la Sección de Estadística 
Criminal mediante un grupo interdisciplina-
rio (psicólogos, politólogos, sociólogos, 
abogados y estadísticos); en 1977 se organi-
zó el Centro de Investigaciones Criminológi-
cas (CIC), que estaría a cargo de la edición
de la publicación hasta el año 2009, fecha 
en la que se creó el Grupo Observatorio del 
Delito, que depende del Área de Investiga-
ción Criminológica.

A la Revista Criminalidad, en el 2004, le 
fue asignado el código ISSN, y en el 2012 el 
ISSN virtual, para ser incluida en sistemas 
de indexación y resumen. La publicación fue 
anual hasta el 2007, cuando cambia su 
periodicidad a semestral, y en el 2013 se 
convierte en cuatrimestral.

En la actualidad está incluida en ocho 
sistemas de indexación e información, 
como: Publindex de Colciencias, Clase, 
Latindex, Dialnet, Lilacs, Google Académico, 
SciELO-Colombia y DOAJ. Asimismo, en el 
2015 obtuvo la certificación tipo A por parte 
del Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística (DANE), para los registros 
administrativos con fines estadísticos.

Para el 2016, se ha incluido en los 
archivos de los artículos en formato HTML 
de la página web institucional, comandos 
que permiten modificar el color del fondo y 
la fuente, así como el tamaño de la letra, 
con el propósito de adecuar la información 
contenida en la revista a nuestros lectores.

La Revista Criminalidad se ha constituido
en instrumento orientador mundial para la 
definición de políticas públicas y estrategias 
dirigidas a lograr un mayor desarrollo social, 
progreso económico y la consolidación de 
una cultura de cooperación y solidaridad 
ciudadana.
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Historical Overview

Revista Criminalidad is a periodical published 
by the Directorate of Criminal Investigation 
and INTERPOL (“Direccion de Investigacion 
Criminal e INTERPOL”) –DIJIN– of the 
Colombian National Police. In 1955, through 
the Criminal and Statistics Information 
Department initiated an orderly, disciplined 
and systematic gathering of administrative 
records of crimes, offenses, breaches, 
violations and police services at the national 
level. However, only since 1958, this kind of 
information was made public through a 
document entitled Estudio Criminológico 
1958 (literally, Criminological Study 1958).

In 1960, the study of breaches of the 
Colombian Criminal Code titles was first 
launched and, in 1965, the publication’s 
contents were structured and shaped. Then, 
the Office of Social Studies (“Oficina de 
Estudios Sociales”) was created in 1974 in 
order to strengthen the Criminal Statistics 
Section with the involvement of an effective 
interdisciplinary group (comprising psycho-
logists, sociologists, political scientists, 
lawyers, and statisticians); in 1977, the 
Center for Criminological Investigations 
(“Centro de Investigaciones Criminologi-
cas”) - CIC was created and took charge of 
the editing of the publication until year 
2009, when the Observatory for Crime 
Group (“Grupo Observatorio del Delito”) 
reporting to the Criminological Investigation 
Area was introduced.

Revista Criminalidad was assigned its 
ISSN number in 2004, and a virtual ISSN in 
2012 for its inclusion in indexation and 
summarizing systems. First created as an 
annual periodical in 1955, it began to be 
published on a semi-annual basis in 2007 and 
became a quarterly publication since 2013.

At present, it is included in eight indexa-
tion and information systems such as 
Colciencia's Publindex, Clase, Latindex, 
Dialnet, Lilacs, Academic Google, SciELO-Co-
lombia, and DOAJ.

Moreover, it was granted the A type 
rating by the National Administrative 
Department of Statistics (DANE) in 2015, for 
its administrative records with statistical 
purposes.

For year 2016, in the files in HTML format 
of the institutional web page, commands 
enabling users to change background color 
as well as font color and size have been 
introduced, in order to tune and adapt both 
the information contained in the publication 
and its visual appearance, in response to the 
interests and concerns of our readers.

Revista Criminalidad has become a global 
guiding instrument in the definition of public 
policies and strategies aimed at attaining 
broader social development, economic 
progress, and the consolidation of a citizen 
culture of cooperation and solidarity.
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Editorial
Mayor General Jorge Hernando Nieto Rojas
Director General de la Policía Nacional de Colombia

En el mundo actual, tres grandes características enmarcan el actuar policial. La primera es un talento humano 
de hombres y mujeres altamente calificados; la segunda, la toma de decisiones con apoyo en información 
empírica y estudios científicos, y la tercera, la asimilación de principios gerenciales de las empresas exitosas, 
para brindar un servicio de calidad a los ciudadanos.

Frente a estas características modernas, la Policía Nacional, a través de su servicio de investigación 
criminal, ha encontrado en la Revista Criminalidad un medio para difundir y divulgar datos empíricos sobre la 
criminalidad e investigaciones cualitativas y cuantitativas desarrolladas por policías e investigadores sociales, 
nacionales y extranjeros, que de manera individual o grupal contribuyen al conocimiento y propuestas de 
solución a problemas por los que atraviesan las sociedades contemporáneas, a la par de que sus líneas apoyan 
la formación del personal policial en Colombia y, sin lugar a dudas, en Iberoamérica.

Son 58 años, durante los cuales la Revista Criminalidad ha presentado información empírica de delitos, 
contravenciones y servicio de policía en Colombia, y resultados de investigación y trabajos inéditos de distintos 
países. Esta trayectoria ha sido punto de referencia para otras publicaciones nacionales e internacionales, 
con la capacidad de transmitir a la comunidad académica y científica diversas experiencias, historias y 
conocimientos.

Tan solo en este número, que dispone de nueve artículos de estupenda calidad, se aprecia la diversidad 
de investigaciones y disciplinas, que explican, desde variables de tiempo, modo y lugar, el comportamiento 
antinormativo o de conductas socialmente reprochables de jóvenes y adultos en la comisión de un delito. 
Entre los artículos están:
a)	 Las personas que han cometido un asesinato. De aquí se deriva la investigación policial y académica de 

sus motivaciones delictivas, que son estudiadas a través de factores como la firma (la “huella psicológica” 
que el multicida deja en la escena del crimen y/o en las víctimas, y que revela parte de sus motivaciones 
psicológico-criminales) y el modus operandi (el procedimiento que este tipo de personas llevan a cabo para 
perpetrar sus delitos). De lo anterior, la psicología criminal y forense permite el estudio de los multicidas 
u homicidas múltiples, los cuales cometen sus crímenes violentos de forma episódica y reincidente, y a la 
vez establece tres subtipos básicos de asesinos múltiples: los asesinos en serie, en masa y los itinerantes.

b)	 Asimismo, la importancia de muchas de las investigaciones y estudios plasmados en nuestra publicación 
depende de la calidad de la información disponible o fuente utilizada, por lo que se infiere de manera 
sustancial en la toma de decisiones en las fases del ciclo de políticas públicas. Es preocupante que el 
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ciclo, especialmente en el campo de política criminal, se aparte del análisis técnico, que no es el más 
importante, pero sí incisivo en el sustento teórico-práctico.

c)	 Otro fenómeno que se debe tener presente en este número, es la problemática relacionada con las 
personas que se encuentran fuera del sistema educativo y del mercado laboral, y que se denominan los 
“ni-ni”, que hace alusión a aquellos que ni estudian ni trabajan, pero que generan mayor preocupación 
porque pueden desembocar en conductas delictivas y repercusiones criminológicas.
Los artículos plasmados en este número revalidan la calidad, orientación y pertinencia de las investigaciones 

y estudios inéditos, realizados por autores de Argentina, España, Estados Unidos, México y Colombia, lo cual 
facilita a nuestro público lector una mayor gama de conocimiento integral e interdisciplinario en el mundo de 
la criminología y disciplinas conexas.

Este número no tendría tanta sinergia y enriquecedor conocimiento sin el acompañamiento y trabajo 
esmerado que realizaron los comités editorial, académico y científico de la Revista Criminalidad, así como el 
corrector de estilo y los traductores, por su ardua e importante labor.

Finalmente, la Revista Criminalidad, en los últimos seis años, consiguió inclusión, prestigio y reconocimiento 
en sistemas de indexación e información a nivel nacional e internacional, bajo el liderazgo del señor Capitán 
Juan Aparicio Barrera, que gracias a su dedicación, constancia y perseverancia durante este tiempo, 
posicionó la publicación en altos estándares de calidad científica, siendo la única revista institucional con 
estos reconocimientos académicos.

Mayor General Jorge Hernando Nieto Rojas
Director General de la Policía Nacional de Colombia
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Medición de la criminalidad, tendencias del delito, estadística, datos cuantitativos referidos a la delincuencia, homicidio 
(fuente: Tesauro de política criminal latinoamericana - ILANUD).

Abstract
The integrity of the public policy cycle depends upon the 
quality of information available to make decisions in any 
of the relevant phases. In a disturbing manner, this cycle 
–and particularly in the field of criminal policy– diverges 
from the technical analysis that should be based on em-
piric proof and theoretical justification and support. This 
article retakes classical –though forgotten– axes of crimi-
nality measurement, for the purpose of stressing the es-
sential function of reliable data in the public policy cycle. 
It offers an analysis of the registration and measurement 
process, and highlights both problems and limits involved 
in any crime registration exercise. It points out the need 
to examine the universe of what has been ignored in the 

diverse registration projects, and explains the tools used 
to account for the missing data. In order to illustrate the 
potential involved in the application of these tools in Co-
lombia, it exemplifies the results found in the integrated 
homicide record keeper in one of the Colombian 32 
administrative and political divisions: the Department 
of Antioquia, in the 2003-2011 period, pursuant to five 
registration projects (including that of the National Poli-
ce); and it offers a probabilistic estimation of homicides 
incorporating the calculation of missing data, according 
to a technique known as the Multiple Systems Estimation 
(MSE).

Key words

Criminality measuring, crime tendencies, statistics, quantitative data concerning crime, homicide (Source: Tesauro de 
política criminal latinoamericana - ILANUD).

Resumo
A integridade do ciclo de políticas públicas depende da 
qualidade da informação disponível para fazer decisões 
em qualquer uma das fases. De maneira preocupante, 
este ciclo – especialmente no campo da política criminal – 
afasta-se da análise técnica, que teria que ser baseada no 
teste empírico e no apoio teórico. Este artigo retoma eixos 
clássico (mas esquecidos) da medição da criminalidade, a 
fim de enfatizar a função essencial de dados fiáveis no ci-
clo de políticas públicas. Oferece uma análise do processo 
do registo e medição do crime, e destaca os problemas e 
os limites de todo o exercício do registo criminal. Resalta 

a necessidade para examinar o universo do desconhecido 
pelos diversos projetos de registo, e explica as ferramen-
tas que são usadas para apresentar os dados faltantes. A 
fim de ilustrar o potencial da aplicação destas ferramen-
tas na Colômbia, ilustra os resultados do registro integra-
do dos homicídios no departamento de Antioquia, no pe-
ríodo 2003-2011, de acordo com cinco projetos de registro 
(incluindo aquele da Polícias Nacional), e apresenta uma 
estimativa probabilística dos homicídios, que incorpora o 
cálculo dos dados faltantes de acordo com uma técnica 
chamada estimativa por múltiplos sistemas.

Resumen
La integridad del ciclo de políticas públicas depende de la 
calidad de la información disponible para tomar decisio-
nes en cualquiera de las fases. De manera preocupante, 
este ciclo –especialmente en el campo de la política crimi-
nal– se aparta del análisis técnico, que debería basarse en 
prueba empírica y sustento teórico. Este artículo retoma 
ejes clásicos (pero olvidados) de la medición de la crimina-
lidad, con el propósito de resaltar la función esencial de 
datos confiables en el ciclo de políticas públicas. Brinda 
un análisis del proceso de registro y medición del crimen, 
y destaca los problemas y límites de cualquier ejercicio de 
registro delictivo. Resalta la necesidad de examinar el uni-

verso de lo desconocido por los diversos proyectos de re-
gistro, y explica las herramientas que se utilizan para dar 
cuenta de datos faltantes. Con el fin de ilustrar el poten-
cial de la aplicación de estas herramientas en Colombia, 
ilustra los resultados del registro integrado de homicidios 
en el departamento de Antioquia, en el período 2003-2011, 
según cinco proyectos de registro (incluyendo el de la Po-
licía Nacional), y presenta una estimación probabilística 
de los homicidios, que incorpora el cálculo de los datos 
faltantes según un técnica que se denomina Estimación 
por Sistemas Múltiples (ESM).
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Introducción
La medición de los delitos (particularmente del ho-
micidio) y el reporte oficial de cifras sobre su diná-
mica siempre son objeto de contención. Los datos 
son utilizados para brindar cuentas y hacer anun-
cios de incrementos o caídas en la incidencia de la 
delincuencia. Todo el trabajo técnico de registro y 
análisis queda supeditado a una declaración políti-
ca. La mayor parte de la ciudadanía no se pregunta 
de dónde salen los datos ni cómo se producen las 
cuentas; toda la atención se concentra en la conde-
na que acompaña el incremento o los elogios que 
van de la mano de un descenso en la incidencia de 
ciertas manifestaciones delictivas. Este proceso se 
repite en casi todas las jurisdicciones del planeta: los 
números se toman la agenda pública como señal de 
alabanza o alarma (política), y los complejos proce-
sos que conducen al registro y medición del delito 
son ignorados.

La verdad sea dicha: ningún registro de criminali-
dad contiene un reflejo completo de la incidencia de 
las distintas conductas delictivas. Todos los proyec-
tos de registro de datos son útiles e importantes, 
pero ninguno (oficial o no) logra contener todo lo 
que acontece. Todos estos son parciales, como re-
sultado de datos faltantes, así como por la introduc-
ción de sesgos inherentes al diseño de cualquiera de 
los sistemas y de su operación. Estas aseveraciones 
no son un reproche a estos, son constataciones téc-
nicas que se aplican a cualquier proyecto de registro 
que busca documentar diversas manifestaciones de 
la criminalidad.

Con el fin de ilustrar el punto de manera senci-
lla, se toma un ejemplo de la vida cotidiana que será 
comprendido por todos. ¿Consideren si el registro 
que mantiene la Policía (de cualquier país) de las 
infracciones de tránsito que detectan es un reflejo 
adecuado de todas las infracciones de tránsito que 
son cometidas en su respectiva jurisdicción? Obvia-
mente, el policial se limita a aquellas infracciones 
que llevan a la intervención de esa autoridad (sea 
como resultado del contacto policivo o de la impo-
sición de un parte). Esta es una primera limitación, 
obvia pero comúnmente ignorada: solo se puede 
registrar aquello que se detecta. Además, recuer-
den que la intervención de la Policía es objeto de 
direccionamiento: los agentes policiales concentran 

su intervención en lo que sus superiores ordenan. 
Aunque resulte obvio, los agentes de policía detec-
tan lo que buscan, según sus órdenes. Si les piden 
que monten una operación para detectar excesos 
de velocidad, los agentes concentrarán su atención 
en esto y no observarán otro tipo de infracciones. 
Como es indiscutible, la suma de los eventos que 
son documentados representa una porción mínima 
del total de las infracciones que en realidad son co-
metidas; además, se concentran sobre cierto tipo 
de contravención, según las prioridades estableci-
das por los superiores. De este sencillo ejemplo se 
puede concluir que el reporte que se deriva del regis-
tro de las infracciones detectadas por la autoridad 
de tránsito no es una medida adecuada del total de 
las contravenciones cometidas. Desde finales del si-
glo XIX se sabe que los registros de la Policía son una 
fuente muy útil de información sobre la eficiencia 
y la acción policivas, pero una medida inadecuada 
del total de delitos (Morrison, 1897). Esta premisa 
irrefutable es comúnmente desconocida cuando se 
presentan los datos.

Quienes trabajan en el registro de datos sobre 
la criminalidad, o en la utilización de proyectos de 
registro sobre cualquier fenómeno social, deben 
operar bajo una premisa de parcialidad de los que 
utilizan (sea como resultado de datos faltantes, pro-
blemas de muestreo o en su captura, entre otros). 
Solo de esta manera se puede comprender el alcan-
ce de los datos, al reconocer lo que nos dicen estos 
y lo que no pueden decir.

No hay duda de que se pueden presentar dife-
rencias en la calidad de los datos según los proce-
dimientos aplicados, así como en la cobertura de 
distintos registros, pero la regla sigue siendo cier-
ta para todos los proyectos: los eventos que no se 
logran observar son, de forma sistemática, diferen-
tes de aquellos que se documentan. Esa diferencia 
se deriva de una decisión o un proceso, que hace 
que ciertos eventos sean observados mientras que 
otros permanezcan ocultos, lo que genera eventos 
visibles e invisibles.

Infortunadamente, la medición de la criminali-
dad es objeto de más debates políticos que discusio-
nes técnicas. En estos, los datos sufren y las cuentas 
que se hacen no suelen ser técnicas. Los debates 
sobre política criminal suelen basarse en emocio-
nes, impulsos, especulaciones y miedos. Los datos 

Palavras-chave

Medição da criminalidade, tendências do crime, estadísticas, dados quantitativos referidos à delinquência, homicídio 
(fonte: Tesauro de política criminal latinoamericana - ILANUD).
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se tornan más incidentales que esenciales. Los polí-
ticos sacan los datos de contexto y poco utilizan la 
prueba empírica o el sustento teórico para determi-
nar la conveniencia de las medidas que promueven 
y adoptan para combatir las distintas manifestacio-
nes del delito.

La integridad del ciclo de políticas públicas –di-
seño, implementación, monitoreo, evaluación y co-
rrección– depende de la calidad de la información 
disponible para tomar decisiones en cualquiera de 
las fases. En un campo político contencioso –como 
es el de la criminalidad y, particularmente, el de la 
delincuencia violenta– la información se usa como 
un arma burda, más que como herramienta analíti-
ca. Existe una creciente brecha entre la proliferación 
de políticas públicas que responden a un clamor 
extendido por endurecer la respuesta al crimen, y 
la capacidad técnica de proponer y evaluar la pro-
cedencia de las políticas con base en evidencia. En 
Colombia, como en la gran mayoría de los países, los 
programas de prevención al delito, la función poli-
cial y el sistema de administración de justicia penal 
están bajo constante crítica y reforma. Sin embar-
go, ni las críticas ni las reformas se basan en pruebas 
con sustento técnico. De esta manera, se constata 
que la conducta de los hacedores de política se ale-
ja de la deseada transparencia, y de los principios  
de eficiencia y eficacia que deben ordenar el ciclo de 
políticas públicas. Asimismo, los datos y su análisis 
no ocupan el lugar que deberían tener.

Este artículo retoma ejes clásicos (pero olvida-
dos) de la medición de la criminalidad, con el fin de 
resaltar la función esencial de datos confiables en 
el ciclo de políticas públicas. Inicia esta exploración 
recordando el alcance de cualquier proyecto de 
registro y medición. En segundo lugar, se resaltan 
algunas pautas que rigen la medición y la produc-
ción de datos sobre la criminalidad. En esa sección 
se brindan algunas respuestas a las siguientes pre-
guntas: qué miden los registros de datos y cómo lo 
hacen. En tercer lugar, se abordan las características 
genéricas de los distintos tipos de registros de cri-
minalidad que existen en el mundo y se destacan al-
gunos problemas que presentan sus datos. En esta 
sección se responde la eterna pregunta en cualquier 
realidad nacional: ¿quién tiene los mejores datos? En 
cuarto lugar, se examina el universo de lo descono-
cido por los proyectos de registro. Se aborda de ma-
nera somera la necesidad de dar cuenta de los datos 
faltantes. En la quinta sección se enuncia cómo la 
ciencia y la tecnología pueden complementar los 
registros sobre la criminalidad en Colombia para ob-
tener el mejor uso posible de los datos disponibles 
y ofrecer, a los hacedores de política, información 

que mejor refleje la incidencia de ciertas manifesta-
ciones de violencia en el país, en particular la letal. 
Y, finalmente, se ofrecen unas breves palabras de 
conclusión.

1.	 En busca de los datos 
perfectos…

La búsqueda de la medición total de todos los críme-
nes cometidos en el ámbito nacional, incluso de los 
delitos más evidentes (como el homicidio), es equi-
parable a la búsqueda de El Dorado. Aunque se crea 
en su existencia, su revelación no será posible.

Todos los proyectos de registro sobre el delito 
son el resultado de representaciones de un fenó-
meno que se observa, y están constreñidos por re-
cursos y teñidos por sesgos (algunos personales, 
otros institucionales), tanto en el diseño como 
en la operación del proceso de registro. Los datos y 
las mediciones son representaciones de la realidad, 
construidas mediante un proceso humano delibe-
rado y calculado, no su reflejo puro; se derivan de 
muestras incompletas y parciales, e incluyen múl-
tiples fuentes de error (como resultado de datos 
inesperados, otros no deseados y, la gran mayoría, 
faltantes). Por lo general, las mediciones de la cri-
minalidad tienden a subestimar el fenómeno que 
observan, suplantando el universo por una muestra 
de ese universo, más o menos englobante, de acuer-
do con las capacidades del proyecto, pero siempre 
parcial y reflejando sesgos. Algunas porciones del 
universo suelen estar bien representadas, pero 
otras pueden permanecer completamente ocultas 
(invisibles).

Consideradas de manera aislada, cada una de 
las bases de datos (que resultan de los distintos 
proyectos) cuenta solo una parte de la realidad. In-
cluso, la integración (técnica) de todas las bases de 
datos continúa proporcionando una representación 
parcial de la realidad. El uso de modelos provenien-
tes de la estadística matemática y de otros campos 
–incluyendo la demografía de censos humanos, el 
estudio estadístico del tamaño de la internet y la 
proyección del tamaño poblacional de fauna silves-
tre– permite la proyección de la porción de la rea-
lidad que no fue observada (estos son los eventos 
invisibles, que se traducen en datos faltantes)1.

1  	 El uso de modelos derivados del método de captura y recaptura para 
proyectar la realidad no registrada ha tenido desarrollos importantes 
en estos campos. E. g., en relación con el tamaño de la internet se 
puede examinar el trabajo de Lu (2010) o Anagnostopoulos, 
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En materia de criminalidad se han perfeccionado 
las herramientas en relación con algunas conductas, 
en particular los homicidios2. Así, como se verá más 
adelante, es posible lograr una aproximación téc-
nica a la población total de homicidios, incluyendo 
todas las muertes que fueron observadas por cada 
uno de los registros disponibles, y aquellas que no 
fueron observadas y no quedaron registradas en 
ninguna base de datos, pero que, mediante cálculos 
probabilísticos verificables, se puede plantear que 
seguramente existieron.

Presentadas estas notas introductorias, a conti-
nuación sigue el examen de algunas pautas básicas 
que rigen el proceso de medición de los delitos.

2.	 Qué miden los registros  
y cómo lo hacen

Las mediciones que se formulan sobre la crimina-
lidad no se hacen sobre la realidad, sino acerca de 
la porción de realidad que se logra observar. No es 
posible capturar como dato lo que no se observa; 
sin embargo, la no observación de los eventos no 
los hace menos reales. Recuerden el primer ejemplo 
relativo al total de las infracciones de tráfico cometi-
das, en comparación con aquellas que fueron detec-
tadas por una autoridad de tránsito. Claramente, el 
hecho de que las infracciones no son detectadas por 
la autoridad no debe anular su existencia.

El registro de lo observado se hace según pará-
metros acordados; los datos son representaciones 
empíricas de los fenómenos que se estudian, y esas 
representaciones responden a definiciones insti-
tucionales. Por lo tanto,  puede existir una amplia 
variación entre lo que dos entidades registran en 
relación con un mismo fenómeno, dependiendo 
de los parámetros que estén utilizando tanto para 
observar como para capturar los datos sobre esos 
eventos. Aunque observen lo mismo, su registro 
puede variar.

La variación se explica como resultado de las 
distintas maneras de conceptualizar lo observado y 

de poner los conceptos en operación. Así, e. g., los 
datos que registran la Policía Nacional y la autoridad 
médico-legal de cualquier país sobre la violencia 
que acontece en ámbitos domésticos son diferen-
tes. Por lo general, la autoridad policial registra los 
eventos en los cuales recibe una llamada para in-
tervenir, y el agente de policía involucrado decide 
documentar el caso, sea por la gravedad del hecho, 
porque se generó un arresto o por insistencia de la 
víctima. No todos los casos observados por un agen-
te de policía concluyen con un registro. Por su lado, 
la autoridad médico-legal, por lo general, tiene ac-
ceso a un número menor de casos de este tipo de 
violencia. Como es de esperarse, su registro se basa 
en los que conoce, pero solo conoce aquellos casos 
que requieren un parámetro médico-legal. Así, sus 
agentes deben registrar todos los casos de recono-
cimiento médico-legal. Como se desprende de este 
simple ejemplo, ambos proyectos de registro pro-
porcionan datos útiles, pero con diferencias signifi-
cativas (tanto en la muestra observada como en el 
dato capturado).

La variación entre distintos registros puede deri-
varse incluso de un mismo evento. Así, una muerte 
violenta puede ser concebida en términos policivos 
como un homicidio (capturando datos relativos al 
marco jurídico penal y policivo), mientras que para 
una autoridad de salud el mismo evento será regis-
trado mediante atributos determinados por pará-
metros médicos. En este caso, el evento observado 
es el mismo, pero su representación en los registros 
varía.

Igualmente, la variación también se explica por 
diferencias entre las muestras que observan los dis-
tintos proyectos de registro. En términos técnicos, 
los datos de este tipo de registro institucional deben 
ser tratados como provenientes de una muestra de 
conveniencia, es decir, producto de un muestreo no 
probabilístico en el que los eventos son documenta-
dos como resultado de su proximidad y su contacto 
(accesibilidad) con la respectiva entidad. Su inclu-
sión en la base de datos no depende de criterios 
probabilísticos, sino que se deriva de factores for-
tuitos, no aleatorios. Por lo tanto, este tipo de regis-
tro contiene una muestra que no es representativa y 
sus resultados no pueden ser generalizados.

Para resumir: todo proyecto de registro comien-
za con un proceso de conceptualización sobre un fe-
nómeno que busca observar. Luego esos conceptos 
deben operativizarse mediante la estructuración de 
variables que serán capturadas, y la definición de pa-
sos y procedimientos que se utilizarán en el proce-
so de medición. Además de estar determinado por 
estos pasos (en la fase de diseño), cada proyecto 

	 Stavropoulos & Anagnostopoulos (2011). En el campo de la ecología 
humana y poblacional, la producción es mucho mayor. Algunos de 
los textos fundacionales son Petersen (1896) y Lincoln (1930); para 
consultar un manual sobre el tema, se puede examinar Amstrup, 
McDonald & Manly (2005). Finalmente, en relación con censos 
humanos, algunos ejemplos de textos que han utilizado el método de 
captura y recaptura de manera original son: Sekar & Deming (1949); 
Seber (1965); Marks, Seltzer & Krotki (1974), y Darroch, Fienberg, 
Glonek & Junker (1993).

2	 Ofreciendo un examen del uso y las aplicaciones de la vinculación de 
registros (aparejamiento) y de la captura y recaptura de registros, vid. 
Herzog, Scheuren & Winkler (2007).
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de registro también está condicionado por factores 
dinámicos en la fase de operación. Como se verá a 
continuación, en esa fase dinámica, elementos per-
sonales y organizacionales influyen en la cobertura 
de cualquier proyecto de registro; la inclusión y la 
exclusión de casos; la consistencia de la observa-
ción, y la manera de registrar los eventos.

3.	 De dónde vienen los datos  
y qué cuentan

En los distintos países del mundo, los datos oficia-
les sobre la criminalidad provienen, en general, de 
registros de policía y encuestas de victimización3. 
Los análisis en relación con lo que miden los distin-
tos registros del delito están más desarrollados en 
Estados Unidos de América (EE. UU.) y los países eu-
ropeos que en otros lugares del mundo. Los hallaz-
gos de estos estudios son extensibles a los proyectos 
de registro en otros países, tanto por la influencia 
global de los modelos estadounidenses y europeos 
así como por derivarse de la aplicación de principios 
básicos sobre sistemas de información.

Con este fin, se examinan las características prin-
cipales de los registros del delito que se utilizan en 
gran parte de los países. Los registros de policía son 
(por uso y costumbre) la fuente de datos más uti-
lizada. En la mayoría de los países, estos tienen la 
cobertura más amplia, pero nunca total; además, 
incorporan sesgos con importantes implicaciones. 
E. g., como se demostrará, los datos faltantes sobre 
homicidios en los registros de la Policía revelan pa-
trones que no se pueden ignorar.

Durante muchos años, los registros policivos 
fueron la única fuente oficial de registro de datos 
sobre la delincuencia. La introducción de las encues-
tas de victimización cambió el panorama del regis-
tro de la criminalidad y mejoró sustancialmente la 
información estadística sobre el delito y sus efectos. 
El uso de las encuestas de victimización en EE. UU. y 
el Reino Unido permitió ejercicios comparados con 
los registros de las Policías. Estos estudios permitie-
ron la detección de variaciones entre las distintas 
fuentes, que evidenciaron que el registro de even-
tos delincuenciales por parte de las Policías excluía 

muchos de los eventos. Varios trabajos (Biderman 
& Lynch, 1991; Rand, Cantor & Lynch, 1987;  Rand & 
Rennison, 2007) han analizado esta variación (diver-
gencia) que existe entre los registros de policía y las 
encuestas de victimización.

En primer lugar, se determinó que los datos de la 
policía excluían todas aquellas conductas que no en-
traban en su ámbito de observación. Esta limitación 
ha sido estudiada desde hace décadas y es conocida 
como la cifra negra de la criminalidad (Biderman & 
Reiss, 1967). En segundo lugar, los datos que pro-
ducen las Policías están condicionados por el grado 
y la efectividad de la actividad policial (Seidman & 
Couzens, 1974). Así, los datos no reflejan tendencias 
de la incidencia de conductas criminales, sino las 
prácticas policiales (incluyendo prioridades e inicia-
tivas especiales) en relación con las conductas que 
documentan. En tercer lugar, muchos de los regis-
tros policivos (tanto en la actualidad como mayor-
mente en el pasado) responden a datos agregados 
que no proporcionan información particular sobre 
los distintos incidentes documentados, o se refieren 
a registros con una gran cantidad de datos faltan-
tes que reducen su utilidad o confiabilidad (Poggio, 
Kennedy, Chaiken & Carlson, 1985).

Al margen de la cantidad real de delitos que se 
cometen en un territorio nacional, todo registro po-
licial tropezará con un límite de su capacidad para re-
gistrar (Mosher, Miethe & Phillips, 2002). Los picos 
y las disminuciones que se detectan en los registros 
policiales sobre la criminalidad no son tanto un re-
flejo de las tendencias o patrones criminales, como 
de la capacidad institucional de registrar: e. g., con el 
paso del tiempo, se pueden establecer nuevos pun-
tos de atención o estaciones de policía en ciertas 
localidades, mientras se cierran otros. La instalación 
de las nuevas dependencias acarrea nuevas posibi-
lidades para documentar casos que antes pasaban 
inadvertidos; el cierre, por el contrario, reduce la po-
sibilidad de documentación. Así, la estadística oficial 
varía de acuerdo con la capacidad institucional de la 
Policía y no necesariamente en función de los patro-
nes de cambio en la actividad delictiva.

De igual forma, las disminuciones reales en la 
incidencia de un delito particular (el robo, e. g.) 
pueden ser compensadas por un aumento en su re-
gistro, lo que produce un incremento en los casos 
registrados. E. g., después de detectar que muchas 
de las denuncias por robo no estaban siendo docu-
mentadas, la dirección de un órgano de Policía or-
denó una nueva práctica para garantizar el registro 
de todas las denuncias recibidas. En estas condicio-
nes, aunque la incidencia del robo puede en reali-
dad disminuir en una localidad, la nueva práctica de 

3	 Existen algunas fuentes complementarias; e. g., aquellas que provienen 
de encuestas que miden auto-reportes de conducta delictiva (self-
reports from offenders) (Hindelang, Hirschi & Weis, 1981). Sin 
embargo, estas no han sido exploradas diligentemente en los países 
latinoamericanos. Igual de valiosos a los registros oficiales son los 
proyectos no oficiales que suelen tener como fuente los medios de 
comunicación, la observación directa o las redes sociales. Todas las 
fuentes distintas a los registros oficiales son un valioso y necesario 
complemento. Por razones de espacio, estos no serán abordados en 
este artículo, pero su valor complementario es subrayado.
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registro (ordenada desde del nivel central) puede 
generar un reflejo de incremento de ese delito en 
particular. Así, los incrementos en el registro de un 
delito reflejan, por lo general, una adición de los re-
cursos (materiales o humanos) para registrar los da-
tos, no necesariamente un aumento en la actividad 
delictiva.

Las encuestas de victimización tampoco están 
desproveídas de críticas, incluyendo la falta de res-
puesta, los problemas de cobertura y muestreo, 
y la introducción de sesgos en el cuestionario. Sin 
embargo, al proporcionar otra representación de la 
realidad, las encuestas permitieron contrastar los 
datos que ofrecían casi de manera unánime las Po-
licías en los distintos países. Justamente, el análisis 
de los puntos de superposición o solapamiento en-
tre los diferentes registros y los hallazgos de even-
tos únicos en cada base de datos permitió constatar 
la naturaleza única (pero también parcial) de cada 
proyecto de registro.

Resumiendo: no hay proyecto de registro que 
logre capturar todos los eventos. Los proyectos 
de registro son únicos y contienen información 
apreciable, valiosamente única. Ningún registro de 
manera autónoma puede dar cuenta absoluta de la 
criminalidad (o de cualquier fenómeno social) en un 
país. Hay limitaciones inherentes a cualquier proyec-
to de registro, que se desprenden de la capacidad 
de registro (determinada por recursos), incluyendo 
la cobertura espacial y temporal; factores políticos 
condicionantes de su funcionamiento (constreñi-
mientos), y elementos inherentes al proceso de re-
gistro, que inevitablemente conducen a datos que 
siempre serán, y estarán, faltantes (missing data).

En este orden de ideas, la respuesta a la pregun-
ta  ¿quién tiene los mejores datos?  debe ser aparen-
te: todos, pero ninguno de manera aislada.

4.		 ¿Cómo se aproximan  
los proyectos de registro  
a los datos faltantes?

En relación con toda base de datos se deben formu-
lar preguntas relativas a los datos faltantes: sea res-
pecto de unidades enteras (es decir, eventos que no 
se registran), o la falta de ciertos atributos en rela-
ción con cada evento (es decir, la ausencia de infor-
mación relativa a los eventos que se registran). La 
clave para la correcta aproximación a la realidad se 
encuentra en la comprensión de los datos faltantes. 
Aunque parezca contraintuitivo, la guía para aproxi-
marse a un panorama más completo de un fenóme-

no social que se observa está en la exploración de lo 
que no se conoce, o más precisamente de lo que no 
fue observado.

Se sabe que, en la mayoría de los registros –in-
cluso aquellos que son considerados como modelos 
(como el sistema uniforme de reporte del delito ad-
ministrado por el Buró Federal de Investigaciones de 
EE. UU., conocido como UCR4)–, los datos faltantes 
no son insignificantes y tampoco están distribuidos 
de manera aleatoria; por lo tanto, no pueden ser ig-
norados (Allison, 2002; Lynch & Jarvis, 2008)5. Igno-
rar los datos faltantes es simple y llanamente ignorar 
parte (es posible que gran parte) de la realidad. Si se 
quiere ver más allá de lo que reflejan los datos regis-
trados (según la muestra observada), es necesario 
recurrir a la estadística y proyectar de manera cien-
tífica datos que modelen el universo no observado.

La otra gran implicación que se quiere traer a 
colación de lo que se sabe sobre la operación de los 
proyectos de registro del delito (y de la violencia), 
es que algunas conductas escapan de manera sig-
nificativa a la observación de la Policía y de las au-
toridades en general. En estos casos, con el fin de 
tener información adecuada sobre la dinámica del 
fenómeno que se quiere observar, es necesario 
acudir a información complementaria y desarrollar 
análisis a partir de métodos mixtos (cuantitativos y 
cualitativos) de análisis. Si bien las encuestas de vic-
timización pueden contribuir a elucidar los datos fal-
tantes, tampoco son la solución en todos los casos.

La utilización de información complementaria y 
métodos de análisis mixtos para comprender ciertos 
fenómenos, como los delitos sexuales, es necesaria 
si se quieren superar los problemas que presentan 
los proyectos tradicionales de registro en relación 
con estos delitos. Las dificultades encaradas res-
pecto de los delitos sexuales han sido documenta-
das en EE. UU. de forma amplia (Fisher & Cullen, 
2000). En relación con la situación colombiana, exis-
te un estudio (Roth, Guberek & Hoover, 2011) que 
analiza directamente los retos y las oportunidades 

4	 El nombre oficial del proyecto de registro es: Federal Bureau of 
Investigation’s (FBI) Uniform Crime Reporting (UCR) Program. Analis-
tas del FBI que trabajan con el UCR son conscientes de que muchos 
(y posiblemente la mayoría) de los delitos no están representados en 
esa base de datos. Sin embargo, su trabajo se concentra en resolver 
los problemas que se derivan de que muchas jurisdicciones de Policía 
no reportan sus registros al FBI (Lynch & Jarvis, 2008). Este enfoque 
evade el problema mayor que, como ya fue expuesto, se deriva de 
que muchos delitos no son observados por las Policías en sus respec-
tivas jurisdicciones y, por lo tanto, nunca estarán representados en 
el registro del UCR. Como resume de manera sucinta un análisis de 
este proyecto de registro: “porque está basado en los delitos que son 
reportados a la Policía, el UCR no es una buena medida de los delitos 
que acontecen en EE. UU.” (Rand & Rennison, 2002) (traducción del 
inglés).

 5	 A una similar conclusión llegaron Zauberman & Névanen (2009) en 
relación con los registros de la Policía francesa.
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de investigación de la violencia sexual en el país. 
Destaca entre sus conclusiones la necesidad de uti-
lizar datos directos e indirectos para aproximarse 
a la realidad de los delitos sexuales en Colombia,  
y destaca que se deben valorar las contribuciones y 
las limitaciones que presentan los métodos cuan-
titativos y cualitativos hasta ahora utilizados en el 
país, antes de seguir reproduciéndolos. Este estudio 
también invita a profundizar en el uso de métodos 
cualitativos rigurosos, que pueden producir conoci-
miento relativo a la práctica y los patrones de este 
tipo de violencia en contextos específicos.

Otros dos fenómenos que presentan dificul-
tades similares en relación con el subregistro por 
parte de los proyectos tradicionales de datos son el 
secuestro y la extorsión. La naturaleza subrepticia 
de estas conductas, junto con el condicionamien-
to forzado de la no denuncia (el cual es inherente 
a su perpetración), hace que su registro sea parti-
cularmente esquivo. Nótese el riesgo que se corre 
al tomar las cifras reportadas por cualquier autori-
dad en relación con las tendencias del secuestro o 
la extorsión, como si se tratara de algo distinto a la 
capacidad de registro de esas entidades respecto 
de las conductas en cuestión. De aceptarse su valor 
absoluto se estaría sesgando la comprensión que se 
tiene de esos fenómenos.

Finalmente, cabe resaltar que el subregistro 
también debe contemplarse en relación con los 
delitos más evidentes, como los homicidios. Puede 
ser que el problema de datos faltantes no sea tan 
grande como en el caso de los delitos derivados de 
la violencia sexual, pero este no deja de ser un pro-
blema significativo. Además, como se verá a través 
del siguiente ejemplo, su dimensión puede generar 
sorpresa.

El Gobierno de EE. UU. dispuso un proyecto es-
pecial para registrar los homicidios cometidos por la 
Policía de ese país, el cual denominó Arrest-Related 
Deaths (ARD) [base de datos en internet]6. El pro-
yecto de registro fue organizado por el buró de es-
tadísticas del Departamento de Justicia, la fuente 
oficial de información para el sistema de administra-
ción de justicia penal en ese país. El proyecto ARD 
produce un listado que consolida los esfuerzos de 
los cuerpos policiales de cada Estado de la Unión y 
las autoridades forenses de EE. UU. Da cuenta de 
3.620 homicidios cometidos por policías en un pe-
ríodo de ocho años (2003-2009 y 2011), un promedio 

anual de aproximadamente 450 homicidios cometi-
dos por estos.

Dados los notorios casos de violencia policiva 
en EE. UU., las máximas autoridades federales ne-
cesitaban dimensionar el problema. Reconociendo 
que el registro ARD, como todos los proyectos de 
registro (oficiales y no oficiales), es incompleto, el 
Gobierno federal solicitó un estudio para evaluar su 
cobertura e integridad. Utilizando un método es-
tadístico de comparación de listados, un grupo de 
técnicos analizó la integridad del registro ARD en 
relación con otro registro mantenido por el Buró 
Federal de Investigaciones (FBI). La evaluación pu-
blicada en marzo del 2015 (Banks, Blanton, Couzens 
& Cribb) es reveladora: el listado ARD no registra 
muchos casos de homicidios cometidos por la poli-
cía, que sí son registrados por el FBI; el registro ARD 
varía en cobertura a través de los años, y el desglose 
de los datos según la geografía estadounidense per-
mite detectar variación en la cobertura del registro 
entre los distintos estados (e. g., Missouri reportó 
solo una fracción limitada de los homicidios al regis-
tro ARD, mientras Connecticut reportó la totalidad).

La evaluación reveló que el universo de homici-
dios cometidos por policías estadounidenses en el 
período es más cercano a los 7.427 casos. Concluyó 
que el registro ARD solo daba cuenta de la mitad de 
los homicidios que probablemente habían aconteci-
do. Estimó que más de 2.000 casos no fueron ob-
servados por ninguno de los dos registros oficiales. 
Complementando el cálculo, Human Rights Data 
Analisis Group (HRDAG), una organización sin ánimo 
de lucro y dedicada a la producción de conocimiento 
mediante las ciencias sociales y la tecnología, realizó 
un análisis de sensibilidad y corrigió las estimaciones 
presentadas en la evaluación contratada por el Go-
bierno estadounidense, y demostró que el total real 
de homicidios probablemente es más cercano a los 
10.000 casos (Lum & Ball, 2015). Los métodos utili-
zados en el estudio oficial sobre los homicidios co-
metidos por policías en EE. UU. (Banks et al., 2015) 
y aquellos aplicados por HRDAG (Lum & Ball, 2015) 
son muy similares a los utilizados para proyectar el 
total de homicidios en el departamento de Antio-
quia, que se esbozan en la siguiente sección.

Por el tipo de homicidio que se analizaba, la ca-
pacidad técnica de las agencias estadounidenses y 
los niveles de transparencia exigidos por esa socie-
dad, es razonable esperar que los datos tuviesen 
una mayor cobertura. Sin embargo, se constató que 
la tendencia al ocultamiento de homicidios cometi-
dos por agentes estatales es elevada y que el subre-
gistro del homicidio es alarmante.

6	 Este ejemplo fue previamente presentado en una columna de opinión 
escrita por uno de los autores, Michael Reed, en “El misterio ronda el 
registro del homicidio”. El Colombiano, 6 de abril de 2015, disponible 
en: http://m.elcolombiano.com/article/221139.
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Con base en el anterior ejemplo, consideren las 
implicaciones para la realidad colombiana, tanto en 
función de los registros que se mantienen sobre dis-
tintas manifestaciones de criminalidad y violencia 
como en relación con el uso que se da a los datos 
que producen. Además, ¿cuántos datos faltantes 
habrá en los registros oficiales sobre la criminalidad 
en Colombia? A nuestro modo de ver, el reconoci-
miento de la falibilidad de los proyectos de registro 
no debería ser tomado como señal de fallas institu-
cionales, sino como expresión de vocación técnica 
y disposición a utilizar la ciencia para aproximarse a 
la realidad.

5.		 Colombia, un universo  
por explorar

Los proyectos colombianos de registro del delito (y 
de la violencia) son de buena calidad. Los proyectos 
oficiales, en particular los gestionados por la Policía 
Nacional y el Instituto Nacional de Medicina Legal 
y Ciencias Forenses (INMLCF), contienen una gran 
riqueza de datos. Ambas entidades demuestran 
actualmente apertura para mejorar sus procesos 
de captura, análisis y reportes de información. Ade-
más, existen en Colombia persistentes proyectos 
no oficiales de registro de distintas manifestaciones 
de violencia, que son un importantísimo y necesario 
complemento de las fuentes oficiales. Sin embargo, 
a nuestro modo de ver, esta abundancia de datos es 
subutilizada y rara vez analizada de manera técnica.

Un paso necesario es lograr el cotejo científico 
entre los distintos proyectos de registro de datos 
sobre el delito y la violencia, para así descubrir sus 
fortalezas. A partir de este paso es posible empezar 
a indagar sobre los datos faltantes, probablemente 
abundantes, que deben ser proyectados para que 
los análisis trasciendan las limitaciones que imponen 
las muestras no probabilísticas. La aproximación 
a la realidad debe hacerse mediante herramientas 
científicas de estimación que permitan proyectar lo 
que no fue documentado por los distintos proyectos 
de registro. La estimación basada en la probabilidad 
estadística es el único método científico y con rigor 
matemático que permite estimar los datos faltantes.

Es claro que las políticas de mejoramiento en el 
proceso de recolección de datos son importantes, 
pero esas medidas no tienen la capacidad de resol-
ver el problema de los datos faltantes, ni en Colom-
bia ni en ningún país del mundo. La restricciones 
institucionales (presupuestales y logísticas) para 
registrar datos nunca desaparecerán. Tampoco se 
debe resolver el problema de la divergencia entre 

los distintos registros oficiales mediante ejercicios 
de coordinación que buscan homologar los datos de 
los distintos proyectos oficiales de registro. De he-
cho, este ejercicio puede empeorar el panorama en 
la medida en que anula las fortalezas de los distintos 
proyectos de registro y reduce la naturaleza única 
de las diferentes bases de datos, lo que impide el 
trabajo de comparación. La divergencia no es un 
atributo negativo en el cotejo de estas bases; justa-
mente, es esta variación la que permite estudiar los 
datos faltantes.

En el marco de la cooperación técnica y persi-
guiendo el interés de generar alianzas que promue-
van el conocimiento científico sobre fenómenos 
sociales (en particular relacionados con iniciativas 
tendientes a reducir la violencia y proteger los dere-
chos humanos), la Oficina en Colombia del Alto Co-
misionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos (ONU-Derechos Humanos) promovió un 
proyecto, conjuntamente con HRDAG, que explo-
ra la utilidad de las ciencias sociales y la tecnología 
para mejorar la comprensión de la incidencia de  
la violencia letal en Colombia. El proyecto contó con la 
activa colaboración del INMLCF, la Policía Nacional 
y la Fiscalía General de la Nación. Asimismo, se be-
nefició de datos producidos por la Comisión Colom-
biana de Juristas y una antigua base de datos que 
se produjo con registros del extinto Departamento 
Administrativo de Seguridad. En relación con esas 
bases de datos, todas incompletas pero únicas, se 
realizó un ejercicio de cotejo de los registros utili-
zando una combinación de métodos de valoración 
humana y procesos de aprendizaje automatizado 
(machine learning). Este proyecto permitió la pro-
ducción de una lista integrada de homicidios docu-
mentados por las cinco bases de datos, que vincula 
los registros de las distintas bases que se referían a 
la misma víctima, según nombre y apellido. El proce-
so de desduplicación siguió los pasos esbozados por 
Christen (2012). El registro integrado final proporcionó 
un total de 258.468 anotaciones únicas de homicidios7. 
Este resultado permitió definir el conteo de registros 
según base de datos y la superposición de los mismos 
en esta. Este producto es un paso esencial para la si-
guiente fase: la estimación del número de homicidios 
que acontecieron en Colombia que no fueron docu-
mentados por ninguna de las cinco fuentes.

 7	 Inicialmente, se tomaron 1.329.852 registros de las cinco fuentes de 
información. Luego, se realizó un filtro inicial para excluir, entre otros: 
suicidios o accidentes, registros sin nombres completos, registros sin 
fechas o sin lugar de muerte (o carente de suficiente especificidad). El 
proceso de importación de datos produjo un total de 418.261 registros 
de homicidios plenamente identificados. Luego se llevó a cabo un pro-
ceso de revisión humana y computacional para deduplicar registros y 
construir clústeres. Este proceso fue presentado a todas las organiza-
ciones que participaron en el proyecto, incluyendo la Policía Nacional.
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Con base en el análisis de los patrones de re-
gistro múltiple de homicidios (según las diferentes 
fuentes), se estimó el número de los no registrados. 
Los datos faltantes se calcularon mediante una co-
nocida técnica de estimación probabilística, que se 
denomina captura y recaptura, o estimación por sis-
temas múltiples8.

Con el fin de ilustrar el método utilizado, a con-
tinuación explicamos la lógica de la estimación que 
usa la captura y recaptura de datos. A partir de dos 
bases de datos –como los ejemplos antes presenta-
dos, registro ARD y registro FBI, sobre las muertes 
producidas por las distintas Policías en EE. UU.–, 
estas pueden ser comparadas para determinar los 
patrones de registro. Mediante esa comparación, se 
puede establecer cuáles muertes fueron reportadas 
solo en el registro ARD, cuáles en ambas bases de 
datos, y cuáles exclusivamente en el del FBI. Todas 
las muertes existen en un universo total N, que in-
cluye aquellas que fueron observadas (registradas) 
mediante estos proyectos de información, así como 
las muertes que no fueron incluidas en los registros. 
La probabilidad de que una muerte del universo N 
esté reportada en el registro ARD corresponde al nú-
mero de muertes registradas por ARD dividido por N 
(ARD/N). De igual forma, la probabilidad de que una 
muerte del universo N esté registrada por el FBI es 
el número de muertes anotadas en la base de datos 
del FBI dividido por N (FBI/N). La probabilidad de que 
una muerte aparezca como registro en ambas bases 
de datos, corresponde al número de muertes repor-
tadas por ambos registros dividido por el universo 
N, es decir: (ARD & FBI)/N. Obviamente, es necesario 
determinar con anterioridad las muertes registra-
das por ambos proyectos (ARD & FBI), mediante un 
ejercicio técnico de comparación y contrastación de 
los dos. Además, la probabilidad de que una muerte 
sea registrada por ambos proyectos de información 
corresponde a la probabilidad de que aparezca en 
el primero (ARD), multiplicado por la probabilidad 
de que aparezca en el segundo (FBI), así: (ARD/N) * 
(FBI/N) = (ARD & FBI)/N. La ecuación puede ser re-
formulada para estimar el universo N, de la siguiente 
manera: N = (ARD * FBI)/(ARD & FBI). Expresada de 
forma muy sencilla, esta es la lógica de los métodos 
que se presentan en este artículo.

Obviamente, el ejercicio técnico de estimación 
es mucho más complejo. Varios componentes adi-
cionales fueron incorporados para responder de 

manera específica a los retos que se derivan de los 
supuestos incorporados en la descripción conteni-
da en el párrafo anterior. La estimación del total de 
homicidios en Colombia, que se presenta en este 
texto, utiliza los métodos publicados originalmente 
por Madigan & York (1997). Diversas versiones de 
los métodos de captura y recaptura se han utilizado 
para estimar: el total de muertes violentas durante 
la guerra civil de Bosnia (Brunborg, Lynstad & Urdal, 
2003; Zwierzchowski & Tabeau, 2010); el total de 
muertes durante la guerra civil peruana (Ball, Asher, 
Sulmont & Manrique, 2003; Manrique & Fienberg, 
2008); las muertes en la guerra civil en El Salvador 
(Hoover Green, 2011); el total en Kosovo (Ball, Betts, 
Scheuren, Dudukovic, & Asher, 2002); el total de las 
muertes durante la ocupación de Indonesia de Ti-
mor del Este (Silva & Ball, 2007), y las muertes en 
Colombia (Lum, Price, Guberek, & Ball, 2010; tam-
bién Mitchell 2014). Las particularidades técnicas 
de cada estudio, incluyendo las utilizadas en las 
estimaciones que aquí se presentan, darían lugar a 
una discusión que trasciende el propósito de este  
artículo y que, además, estaría dirigido a una audien-
cia distinta. Los pasos básicos del proceso y de los 
métodos utilizados en las estimaciones presenta-
das a continuación están descritos en Lum, Price & 
Banks (2013); la estimación se realizó para el perío-
do comprendido entre el 2003 y el 20119.

Con el fin de explorar el potencial de este tipo de 
indagación científica, se ilustran las herramientas y 
los resultados obtenidos mediante un ejemplo basa-
do en los datos disponibles sobre Antioquia (Código 
departamental N.º 05, según el Departamento Admi-
nistrativo Nacional de Estadística, DANE)10. El estudio 
estadístico completo será presentado en el futuro 
cercano; en este texto solo se presentan los resulta-
dos de un departamento, a manera de ilustración.

En las siguientes gráficas (1, 2 y 3) se observan 
una serie de barras, cada una correspondiente a un 
trimestre. Cada uno está representado, a su vez, por 

   8	 Hoover (2013) brinda una explicación básica sobre los fundamentos 
matemáticos de esta técnica. Lum, Price & Banks (2013) proporcionan 
un barrido histórico detallado del uso del método, con atención parti-
cular a su uso para estimar el total de homicidios faltantes (o no docu-
mentados). El método bayesiano utilizado aplica el modelo propuesto 
por Madigan & York (1997).

 
9	 Los ejercicios de estimación se desarrollan en función de una orga-

nización estratificada de los datos, según su comportamiento en 
bloques que corresponden a variables de tiempo y lugar (localización 
geográfica). Este tipo de división en grupos o clases permite anali-
zar los patrones en los datos. El referente geográfico utilizado fue 
el departamento. Los referentes temporales fueron: año, semestre y 
trimestre. El trabajo fue realizado utilizando el software de estadística 
“R”, aplicando *dga* (Johndrow, Lum & Ball, 2014) para proyectar el 
número de homicidios no registrados según el método de estimación 
por sistemas múltiples desarrollado por Madigan & York (1997).

  10	 Los resultados detallados de este estudio, junto con todos los hallaz-
gos técnicos, serán dados a conocer próximamente. Además de la ex-
plicación matemática, se presentarán los archivos que contienen las 
estimaciones por cada departamento, la unidad de análisis de mayor 
precisión de acuerdo con los datos que fueron utilizados. Estos datos 
serán un aporte para aumentar la comprensión de la compleja reali-
dad colombiana.
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varias barras apiladas, u ordenadas verticalmente. 
En la parte inferior de cada barra hay una porción 
blanca, que representa el total de homicidios regis-
trados por las cinco fuentes, según el ejercicio de 
cotejo que se realizó. Esta tendencia del homicidio, 
con base en la lista que integra las víctimas de las 
cinco fuentes, nunca ha sido adoptada.

El color blanco indica que la probabilidad de que 
el valor real esté presente en esta porción es cero. 
El proceso de estimación calcula si existe alguna po-
sibilidad de que las cinco fuentes (integradas) hayan 
registrado todos los homicidios. Y como se puede ob-
servar en todas las gráficas presentadas, en ningún 
trimestre se presenta esa posibilidad. Es claro, por lo 
tanto, que siempre existió un mayor número de ho-
micidios al total registrado por todas las bases de da-
tos tomadas en conjunto. Las barras son blancas para 
dejar claro que el listado integrado de homicidios es 
la base para comprender los verdaderos patrones, 
pero no puede por sí sola evidenciar estos.

Arriba de la barra blanca se observa una barra 
azul (con gradación por tonalidad). El segmento azul 
claro representa el intervalo creíble bayesiano de 
95% para la estimación, y el azul oscuro indica el in-

tervalo creíble de 50%11. La barra sombreada de azul 
claro se puede interpretar de la siguiente manera: 
según los datos observados y el modelo utilizado, 
existe un 95% de probabilidad de que el número real 
del total de homicidios para cada período tempo-
ral esté contenido en el segmento de la barra que 
está sombreado de azul claro. Las barras más cortas 
(como las que se observan en 2004-Q3 y 2004-Q4) 
indican que las estimaciones son relativamente pre-
cisas, y que el error es relativamente pequeño. Las 
barras más largas, como la observada para el tercer 
semestre del 2003 (2003-Q3), demuestran que algu-
nas de las estimaciones son imprecisas y más difíci-
les de interpretar.

La línea roja que se extiende a través de las ba-
rras azules representa la posición central en la distri-
bución de la estimación (la mediana). Esta medida 
puede ser interpretada como el punto que estable-
ce que la mitad de las estimaciones probables están 
por encima, y la otra mitad, por debajo. Es recomen-
dable tomar la línea roja (la mediana) en cada uno 
de los semestres como la mejor indicación de la ten-
dencia a través del tiempo.

11	  Estas son estimaciones bayesianas; por lo tanto, se presentan “inter-
valos creíbles” no “intervalos de confianza”, como suele hacerse en 
la estadística clásica. Estos intervalos son asimétricos y su interpreta-
ción difiere de la hecha según el método clásico.

Gráfica 1. Homicidios observados y estimados en Antioquia (5), por trimestre.
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La interpretación de estas gráficas se puede 
resumir de la siguiente manera. Durante todos los 
períodos, el número de los homicidios observados 
es aproximadamente constante. Considerando los 
datos de las cinco fuentes, los homicidios en Antio-
quia se mantienen por debajo de 1.000 en cada tri-
mestre hasta finales del 2009, cuando sobrepasan 
ese umbral. Sin embargo, las estimaciones demues-
tran otra realidad. En algunos períodos, el número 
de homicidios estimados es casi igual al número de 
homicidios observados, e. g., en algunos trimestres 
del 2004 y el 2006.

Empero, a finales del 2006 se observa un incre-
mento repentino y sustancial del número de ho-
micidios estimados. En la segunda mitad del 2006 
(2006Q3-Q4) e inicios del 2007 (2007Q1), el número 
de homicidios estimados refleja un aumento impor-

tante. La interpretación es que en este período y, de 
manera significativa, otra vez en el 2009, hubo un 
incremento drástico de violencia homicida, pero se 
mantuvo oculta (y, por lo tanto, no fue observada). 
Este tipo de variación puede ser el resultado de acti-
vidad clandestina que no fue visible para las autori-
dades o que el pico de eventos de homicidio rebasó 
la capacidad institucional de las entidades locales 
para registrar el incremento en la violencia.

Las siguientes gráficas (2 y 3) adicionan una línea 
negra, que se extiende a través de las barras blancas. 
La línea negra de la gráfica 2 representa el patrón  
de homicidios a través del tiempo, según el registro de 
una de las cinco fuentes analizadas (con mayor co-
bertura); en la gráfica 3, en paralelo, se demuestra el 
patrón de homicidios a través del tiempo, represen-
tado por otra de las cinco fuentes analizadas.

Las gráficas ilustran claramente lo que se recal-
có a lo largo de este escrito. Ninguna fuente logra 
observar todos los eventos; cada uno de los proyec-
tos de registro tiene fortalezas y debilidades, y pro-
ducen información única y valiosa. Las autoridades 
encargadas de registrar los eventos se encontraban 
trabajando al máximo de sus capacidades de regis-
tro durante todo el tiempo. No hay un trimestre en 
el que una base de datos haya capturado todos los 
homicidios que se pudieron haber documentado: 
como se puede ver, las líneas negras nunca tocan 
la parte superior de las barras blancas. Siempre hay 

Gráfica 2. Homicidios observados y estimados en 
Antioquia (5), que demuestran los datos observados 
por una de las cinco bases de datos analizadas.

Gráfica 3. Homicidios observados y estimados en  
Antioquia (5), que demuestran los datos observados 
por otra de las cinco bases de datos analizadas.

homicidios que son visibles para un registro, siendo 
invisibles para los otros. Justamente, por esta razón 
no es recomendable que los proyectos de registro 
generen una integración impuesta de los datos que 
han observado. En cambio, cada entidad o proyec-
to de registro debería continuar trabajando según 
su propios criterios, enfoque y especialidades; solo 
después de un espacio de tiempo prolongado (al fi-
nal de cada año, quizás) podrían cotejar los datos y 
organizar un listado integrado, que cumpla con to-
dos los principios de manejo técnico y transparente 
de estos.

0

1000

2000

3000

4000

20
03
−Q
1

20
03
−Q
2

20
03
−Q
3

20
03
−Q
4

20
04
−Q
1

20
04
−Q
2

20
04
−Q
3

20
04
−Q
4

20
05
−Q
1

20
05
−Q
2

20
05
−Q
3

20
05
−Q
4

20
06
−Q
1

20
06
−Q
2

20
06
−Q
3

20
06
−Q
4

20
07
−Q
1

20
07
−Q
2

20
07
−Q
3

20
07
−Q
4

20
08
−Q
1

20
08
−Q
2

20
08
−Q
3

20
08
−Q
4

20
09
−Q
1

20
09
−Q
2

20
09
−Q
3

20
09
−Q
4

20
10
−Q
1

20
10
−Q
2

20
10
−Q
3

20
10
−Q
4

20
11
−Q
1

20
11
−Q
2

20
11
−Q
3

20
11
−Q
4

CI
50%
95%
obs.

0

1000

2000

3000

4000
20
03
−Q
1

20
03
−Q
2

20
03
−Q
3

20
03
−Q
4

20
04
−Q
1

20
04
−Q
2

20
04
−Q
3

20
04
−Q
4

20
05
−Q
1

20
05
−Q
2

20
05
−Q
3

20
05
−Q
4

20
06
−Q
1

20
06
−Q
2

20
06
−Q
3

20
06
−Q
4

20
07
−Q
1

20
07
−Q
2

20
07
−Q
3

20
07
−Q
4

20
08
−Q
1

20
08
−Q
2

20
08
−Q
3

20
08
−Q
4

20
09
−Q
1

20
09
−Q
2

20
09
−Q
3

20
09
−Q
4

20
10
−Q
1

20
10
−Q
2

20
10
−Q
3

20
10
−Q
4

20
11
−Q
1

20
11
−Q
2

20
11
−Q
3

20
11
−Q
4

CI
50%
95%
obs.



21

IS
SN
 1
79
4-
31
08
. 
Re
v.
 c
ri
m.
, 
Vo
lu
me
n 
58
, 
nú
me
ro
 1
, 
en
er
o-
ab
ri
l 
20
16
, 
Bo
go
tá
, 
D.
 C
.,
 C
ol
om
bi
a

El registro y la medición de la criminalidad. El problema de los datos faltantes y el uso de la ciencia...

6.	 A manera de conclusión
La estadística se puede entender como una serie 
de herramientas que permiten organizar los da-
tos y comprender su significado. El potencial de 
los proyectos de registro de delitos (y de violen-
cia) solo se puede explotar mediante el uso de 
las herramientas que brinda la estadística. Por un 
lado, esta permite organizar, resumir y evaluar la 
integridad de los datos, lo que facilita la detección 
de frecuencias y tendencias, y permite la determi-
nación de la variación y la relación entre distin-
tas series de datos. Por otro lado, la estadística 
también permite desarrollar análisis basados en 
inferencias derivadas de las muestras observadas 
para poder referir de manera general al universo. 
Así, se pueden proyectar estimaciones probabi-
lísticas con un intervalo creíble (probabilidad de 
acierto), para generar una proyección informada 
a la realidad, que incluye los datos no observados.

Esta dimensión del estudio de la criminalidad 
(y de la violencia) no ha sido suficientemente de-
sarrollada en Colombia. Se reitera que los proyec-
tos oficiales, en particular los gestionados por la 
Policía Nacional y el INMLCF, contienen una gran 
riqueza, pero los datos por sí solos no producen 
conocimiento. Se necesita aplicar las herramien-
tas de análisis con las que se cuenta: la estadística 
es una de estas –a nuestro modo de ver, una de las 
más poderosas–. La apertura de estas entidades 
y la Fiscalía General de la Nación a crear alianzas 
para explorar sus datos y proyectar nuevo cono-
cimiento científico augura resultados novedosos.

Declaración de los autores: El trabajo estadístico 
descrito en la sección 5 de este artículo fue co-
misionado a HRDAG por la Oficina en Colombia 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos, y recibió el apoyo 
del Gobierno de Noruega. Ese trabajo se reali-
zó en el 2013 y el 2014. Este artículo pretende 
contribuir a la comprensión del trabajo técnico 
de cotejo de proyectos de registro del homici-
dio en Colombia y de estimación del número 
total de homicidios, explicando de manera bá-
sica los conceptos y la práctica de ese trabajo. 
El artículo es producto directo de los autores, 
y su contenido es responsabilidad exclusiva de 
los mismos; no vincula a la ONU-Derechos Hu-
manos ni al donante. Los autores declaran que 
no existe ningún conflicto de intereses con su 
publicación.
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Abstract
Our aim is to find clusters of spatial patterns of criminality 
among young people and the total population in Mede-
llin, Colombia, within the period between October 2013 
and November 2014. For this purpose, a hexagonal city 
network was created and we looked for groupings into 
clusters among thirteen tort/delict variables. In order to 
find the clusters, we used the subtractive clustering and 
fuzzy c-means clustering. When running them, we found 

territorial microcorridors where high criminality is conso-
lidated during several periods of time and temporal pat-
terns showing how some high criminality zones are being 
gradually shaped. Additionally, spatial patterns of crimi-
nality were sought among youths, and it was found that, 
usually, this age group tends to exhibit higher variability 
in criminal dynamics and meddling territories smaller than 
the rest of the population.

Key words

Criminal behavior, criminality measuring, homicide, police statistics, juvenile offender (Source: Tesauro de política crimi-
nal latinoamericana - ILANUD).

Resumo
Procura-se encontrar padrões especiais de agrupação da 
criminalidade entre jovens e a população total em Mede-
llín, Colômbia, durante o período entre outubro de 2013 
e novembro de 2014. Para isso, uma malha hexagonal da 
cidade foi criada e nós procuramos clusteres entre treze 
variáveis criminosas A fim de encontrar clusteres nós usa-
mos as técnicas de clustering suustractivo e fuzzy c-means 
clusting. Quando executar os clusteres nós encontramos 
microbrokers territoriais onde o criminalidade alta é con-

solidada durante diversos períodos de tempo e padrões 
temporários que mostram como algumas zonas de alta 
criminalidade formam-se gradualmente. Adicionalmente, 
padrões espaciais de criminalidade entre jovens foram 
procurados, e achou-se que este grupo etário costuma 
apresentar maior variabilidade na dinâmica criminosa e 
territórios da ingerência menores do que o resto da po-
pulação.

Palavras-chave

Comportamento criminoso, medilção da criminalidad, homicídio, estadísticas policiais, delinquente juvenil (fonte: Tesau-
ro de política criminal latinoamericana - ILANUD).

Resumen
Se busca encontrar patrones espaciales de agrupación 
de la criminalidad entre jóvenes y población total en Me-
dellín, Colombia, durante el período comprendido entre 
octubre del 2013 y noviembre del 2014. Para esto se creó 
una malla hexagonal de ciudad y buscamos clústeres de 
agrupamiento entre trece variables delictuales. Para en-
contrar los clústeres usamos las técnicas de substractive 
clustering y fuzzy c-means clustering. Al correr los clúste-
res encontramos microcorredores territoriales donde la 

criminalidad alta se consolida durante varios períodos de 
tiempo y patrones temporales que muestran cómo algu-
nas zonas de alta criminalidad se van formando de modo 
gradual. Adicionalmente, se buscaron patrones espacia-
les de criminalidad entre jóvenes, y se encontró que este 
grupo etario suele presentar mayor variabilidad en la di-
námica criminal y territorios de injerencia más pequeños 
que el resto de la población.

Palabras clave

Comportamiento delictivo, medición de la criminalidad, homicidio, estadísticas policiales, delincuente juvenil (fuente: 
Tesauro de política criminal latinoamericana - ILANUD).
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Introducción
El homicidio es una de las variables que más han in-
fluenciado sobre las decisiones de política de seguri-
dad en Medellín. Su variación, sus diferentes etapas 
y niveles han marcado coyunturas políticas impor-
tantes, y en tiempos electorales este es uno de los 
fenómenos que más se discuten. Incluso, al revi-
sar la bibliografía sobre violencia en Medellín, en los 
últimos 30 años, el homicidio sigue siendo la variable 
principal en los análisis sobre violencia (Cf. Blair, Grisa-
les & Muñoz, 2009).

El problema que aquí se presenta es que la con-
flictividad en los barrios y comunas de Medellín no es 
solo una suma y variabilidad de una cantidad de homi-
cidios dada, estos conflictos suelen presentar otros 
indicadores que muestran diferentes tipos de con-
flictividad. E. g., no es lo mismo una zona donde hay 
homicidios por violencia intrafamiliar o por conflictos 
de convivencia, que una en la cual los homicidios son 
por sicariato, muy tecnificados y estratégicamente 
distribuidos. Además, hay otros delitos diferentes al 
homicidio que van marcando las características de un 
conflicto en una zona específica. Desde las capturas 
por estupefacientes, las hechas por diferentes tipos 
de hurtos, las incautaciones de drogas y armas, van 
marcando la especificidad o caracterización de uno u 
otro lugar. De este modo, zonas con un mismo nivel 
de homicidios, pero con diferencias en otros delitos, 
van mostrando lugares donde la criminalidad tiene 
distintos tipos de articulaciones con la población y di-
ferente incidencia.

En este sentido, un estudio que busque detectar 
fenómenos más allá del homicidio podría empezar 
por buscar delitos relacionados y agrupaciones de 
estos. De esta forma, ya no se trabaja con números 
solamente, sino con niveles de criminalidad por zo-
nas, por agrupaciones espaciales de fenómenos.  
En suma, se trata de encontrar patrones espaciales 
que diferencien los distintos tipos de criminalidad que 
pueden incidir sobre el número de homicidios de una 
u otra forma y del mismo modo, ver las poblaciones 
que están involucradas en estas zonificaciones de cri-
minalidad.

Sobre este tema de agrupación espacial y violen-
cias se encuentran estudios principalmente alrededor 
del homicidio. En particular, existen levantamientos 
de índices espaciales para determinar causalidades 
del homicidio en un sector específico (Cf. Loaiza, 
2012). Otros, también sobre homicidios, agrupan en 
forma espacial las distintas formas que puede tomar 
un homicidio en un territorio dado (Cf. Perversi, Va-
lenga, Fernández, Britos, & García, 2007). Ya en otros 
casos se encuentran estudios que buscan patrones 

espaciales en la agresividad juvenil (Cf. Devadoss & 
Felix, 2013) o la violencia contra la mujer (Cf. Fioredis-
tella & Mastrangelo, 2015).

Varios de estos estudios nos interesan por sus 
metodologías y agrupaciones de violencias distintas 
(Cf. Ingram & Kurtis, 2014, Di Martino & Sessa, 2009). 
No obstante, para el caso de Medellín no se encontró 
mucha bibliografía, y en particular ninguna agrupa-
ción que cree nuevas espacialidades alrededor de 
fenómenos delincuenciales, sino que muchos de los 
estudios solo usan la división político-administrativa 
de la ciudad. Asimismo, no se hallaron agrupaciones de 
variables distintas al homicidio que puedan dar una 
explicación más profunda alrededor de las violencias 
y, en específico, del homicidio.

Por todo lo anterior, este artículo en particular 
se interesa en encontrar agrupaciones de delitos en 
determinados espacios en Medellín, que expliquen 
distintas formas de criminalidad, tanto para jóvenes1  
como para el resto de la población. En específico, bus-
camos a través de distintas técnicas de “clustering” 
encontrar agrupaciones de delitos que den explicacio-
nes de fenómenos delictivos en el espacio y el tiempo2.

Se trabaja la variable jóvenes porque se conside-
ra que muchos de los estudios que se han hecho so-
bre ellos en la ciudad tienden a criminalizar un rango 
etario y no dan cuenta de las distintas formas de co-
nexión que tiene esta población con el conflicto. De 
modo específico, creemos que debe medirse su inci-
dencia real en el conflicto y los diferentes tipos deli-
tos de los que son víctimas y victimarios.

Metodología
Cuando hacemos referencia a diferentes tipos de 
criminalidad, buscamos tomar distintos indicadores 
relacionados con esta, y agruparlos para detectar 
las distintas zonas en las que estos aparecen. Por 
esto, para este análisis usamos las variables que 
aparecen en la tabla 1.

Así las cosas, usamos los diez delitos que mayor 
cantidad de capturas presentan en el período dado, 
junto con las incautaciones de armas, las de drogas 
y los homicidios de la ciudad3. Tomamos estas va-
riables porque dan cuenta de varios fenómenos a 
la vez. Primero, queremos ver los delitos que más 

1	 Entendemos por jóvenes el rango etario que va desde los 10 años has-
ta los 28, según la definición de la OMS (Organización Mundial de la 
Salud) y la Corte Constitucional de Colombia (Ley 26 de 2013).

 2	 Este artículo hace parte de una investigación mayor (con fuentes 
cualitativas y cuantitativas), que la Fundación Casa de las Estrategias 
ha venido adelantando con Open Society Foundations (OSF), titulada 
“Descontando a los jóvenes del homicidio en Medellín”. No obstante, 
los resultados aquí publicados son exclusivos y no se usan en dicha 
investigación.

3	 Todas estas variables tienen como fuente la Policía Nacional de Colombia.
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ocupan la operatividad policial en lo cotidiano; se-
gundo, queremos detectar delitos que no tienen 
que ver con patrones de criminalidad estructurada, 
como las capturas por violencia intrafamiliar, y ter-
cero, tenemos los delitos que implican comporta-
mientos entre estructuras criminales, como son los 
homicidios, las incautaciones de drogas y de armas, 
y las capturas por estos dos delitos.

Todas estas variables se tomaron en un corte 
transversal comprendido entre octubre del 2013 y 
noviembre del 2014. Lo importante de esta muestra 
de variables es que presentan baja correlación, es 
decir, son variables que capturan distintos compor-

tamientos criminales en una misma zona, y de este 
modo se pueden detectar las distintas formas que 
puede tomar espacialmente la criminalidad. La tabla 2 
presenta la correlación entre variables. Hay unas co-
rrelaciones altas esperadas, como la incautación de 
drogas con las capturas por estupefacientes, pero 
el resto de variables mantienen correlaciones por 
debajo de 0,5 y 0,6, lo que permite que no haya pro-
blemas de colinealidad en los clústeres; lo anterior 
quiere decir que estos últimos están conformados 
por variables que describen diferentes fenóme-
nos y no el mismo fenómeno explicado por varias  
variables.

Tabla 1   
Codificación de variables

Variable Codificación Descripción

Incautación de armas INCARMA
Incautaciones de armamento 
realizadas (o registradas) por 

la Policía Nacional 
Artículo 376. Tráfico, 

fabricación o porte de 
estupefacientes

ART. 376 Capturas por este delito

Artículo 239. Hurto a personas ART. 239 Capturas por este delito
Artículo 229. Violencia 

intrafamiliar ART. 229 Capturas por este delito

Artículo 239. Hurto a 
entidades comerciales ART. 239B Capturas por este delito

Artículo 111. Lesiones 
personales ART. 111 Capturas por este delito

Artículo 291. Uso de 
documento falso ART. 291 Capturas por este delito

Artículo 365. Fabricación, 
tráfico, porte o tenencia de 
armas de fuego, accesorios, 

partes o municiones

ART. 365 Capturas por este delito

Artículo 429. Violencia contra 
servidor público ART. 429 Capturas por este delito

Artículo 447. Receptación ART. 447 Capturas por este delito

Artículo 103. Homicidios ART. 103 Capturas por este delito

Incautación de drogas INCADRO
Incautaciones de sustancias 

realizadas (o registradas) por 
la Policía Nacional 

Homicidios HOMI Homicidios registrados por la 
Policía Nacional 
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Tabla 2   
Correlación entre variables

Variable INCARMA ART.
376

ART.
239

ART.
229

ART. 
239B

ART. 
111

ART.
291

ART.
365

ART.
429

ART.
447

ART.
103 INCADRO HOMI

INCARMA 1            

ART. 376 0,38 1           

ART. 239 0,40 0.52 1          

ART. 229 0,27 0.26 0,25 1         

ART. 239B 0,25 0.15 0,41 0,11 1        

ART. 111 0,42 0,65 0,86 0,33 0,32 1       

ART. 291 0,37 0,29 0,42 0,19 0,25 0,38 1      

ART. 365 0,71 0,49 0,46 0,34 0,26 0,50 0,40 1     

ART. 429 0,40 0,60 0,69 0,33 0,33 0,74 0,40 0,53 1    

ART. 447 0,38 0,73 0,59 0,30 0,16 0,69 0,31 0,47 0,54 1   

ART. 103 0,41 0,49 0,50 0,30 0,18 0,57 0,27 0,48 0,49 0,50 1   

INCADRO 0,36 0,95 0,52 0,27 0,13 0,66 0,25 0,46 0,56 0,78 0,52 1  

HOMI 0,47 0,50 0,37 0,40 0,18 0,51 0,27 0,55 0,46 0,49 0,56 0,51 1

Análisis espacial  
y georreferenciación

Uno de los problemas que presenta la georreferen-
ciación de variables de criminalidad en Medellín es 
el tamaño de los polígonos (de las zonas de medi-
ción). Por lo general, la información se divide en co-
munas y corregimientos, y algunos pocos análisis la 
presentan en el ámbito barrial. Esta información, a 
pesar de ser importante para tomadores de decisio-
nes a nivel global y para ordenamiento general de 
los dispositivos de seguridad y convivencia en la ciu-
dad, no sirve para optimizar las intervenciones. Por 
lo anterior, en aras de entender la complejidad de 
los fenómenos criminales en la ciudad, se necesitan 
análisis espaciales que apunten al nivel microterri-
torial, con posibilidades de agrupamiento de secto-
res y análisis globales, sin las limitaciones espaciales 
que impone la división político-administrativa de la 
ciudad. En suma, se trata de no usar las divisiones 
estándar (ciudad, comuna, barrio, etc.), sino de 
crear un nuevo mapa de fenómenos que establezca 
otras espacialidades, según los diferentes delitos.

Así las cosas, en este análisis se usó un método 
de clusterización para agrupar y georreferenciar 
los distintos delitos. En este sentido, se buscó una 
medida de hexágono estándar, con la cual dividir la 
ciudad y poder encontrar agrupaciones y patrones 
espaciales de comportamiento criminal en esta pa-
rrilla de hexágonos. Esta medida de hexágono usó 

como referente la tasa de homicidios de Medellín. 
De este modo, cada hexágono de esta medición tie-
ne proporcionalmente la misma tasa de homicidios 
que el total de ciudad4.

Una vez definido el tamaño de los hexágonos, se 
pasó a buscar patrones y agrupaciones espaciales 
de los delitos explicados con anterioridad. Para esto 
se usaron los siguientes pasos metodológicos:

Normalización

La normalización de las variables es necesaria para 
eliminar la dependencia de ellas con respecto a las 
unidades de medida empleadas. Esto hace los re-
sultados comparables con otros que no lo eran en 
forma directa.

El método de normalización implementado 
transforma linealmente el conjunto de datos usan-
do la ecuación 1.

4	 La tasa de homicidios de Medellín para el período analizado fue de 
34 homicidios por cada cien mil habitantes. Es por ello que se crea un 
“grid” hexagonal (panal o parrilla de hexágonos), donde cada hexá-
gono tiene un promedio de 2.500 habitantes (8 cuadras en zonas ur-
banas) y cuya tasa de homicidios es 0,86 por cada cien mil habitantes 
(esta tasa es proporcional de ciudad, dada la cantidad de hexágonos y 
de personas por hexágonos). Se usa la tasa de homicidios dada, que es 
la variable con mejor información y menor error en su conformación.

Ecuación 1: normalización

Valor normalizado=      valor - mínimo 

		   máximo - mínimo
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Dónde ra es una constante positiva que represen-
ta el radio del vecindario (cuánto se está dispuesto a 
alejarse de un centro). Si un punto tiene varios pun-
tos rodeándolo, tendrá una mayor densidad.

El primer centro xc1 será el punto que mayor den-
sidad Dc1 tenga o que más esté rodeado de otros 
puntos. Luego la medida de densidad para cada 
conjunto de puntos xi estará dada por la ecuación 3.

 

Dónde rb es una constante positiva que define un 
vecindario con reducciones en la medida de densi-
dad. Así, el conjunto de puntos cercanos al primer 
centro tendrá una medida de densidad reducida.

El siguiente clúster será el que mayor función 
de densidad tenga. El proceso continúa hasta que 
se cree una cantidad suficiente de clústeres (con el 
radio dado).

Fuzzy C-means Clustering

El “Fuzzy C-means clustering” emplea una partición 
“fuzzy”, en la que cada punto o conjunto de datos 
pertenece a varios grupos en un grado específico, 
dado por una función de pertenencia que está entre 
0 y 1. También utiliza una función de costo que trata 
de minimizar para encontrar las particiones.

La matriz de pertenencia U tiene elementos cu-
yos valores están entre 0 y 1. La suma de los valo-
res de pertenencia para cada punto es igual a 1, tal 
como se muestra en la ecuación 4.

La función de costo (la penalización o cobro por 
alejarse de un centro) para el “Fuzzy C-means Clus-
tering” es una generalización de la distancia eucli-
diana, que se presenta en la ecuación 5.

Esta transformación logra que variables con uni-
dades muy diferentes (tipos de delitos) se conser-
ven en un mismo rango comparable: [0,1].

Clusterización

La clusterización5  es uno de los muchos métodos o 
algoritmos de clasificación y modelado de sistemas. 
El propósito de realizar clústeres es identificar agru-
pamientos “naturales” en un conjunto muy grande 
de datos y generar una representación concisa del 
comportamiento del sistema. En este caso es la agru-
pación de hexágonos, dadas las características que 
cada uno de estos tiene según los delitos que incluye.

Las técnicas de clusterización se usan común-
mente en conjunto. En este caso se eligieron los mé-
todos: “Substractive clustering” y “Fuzzy C-means 
clustering” (Hammouda & Karray, 2000).

Substractive clustering

Cuando no se tiene una idea clara de cuántos clús-
teres deberían agrupar un conjunto de datos (de 
hexágonos), la técnica “Substractive clustering” 
permite estimarlos. En vez de crear una cuadrícula 
de la dimensión del problema como “Mountain clus-
tering”, elige entre el conjunto de datos los posibles 
clústeres, lo que permite reducir la computación de 
la dimensión del problema a su tamaño. Muchas 
veces los clústeres no están ubicados en uno de los 
puntos de los datos, pero en la mayoría de los casos 
son buenas aproximaciones.

Dado que cada punto es un centro en potencia, la 
medida de densidad (cuántos hexágonos son cercanos 
a un centro) en el punto xi se define en la ecuación 2.

5 	 Existen diferentes técnicas de clusterización. Las principales son: 
K-means Clustering: Encuentra los centros de los clústeres tratando 
de minimizar una función de costo: la distancia. Fuzzy C-means Clus-
tering: Es una técnica mejorada de “K-means Clustering”, en la que 
cada punto pertenece a un clúster en un grado específico. También 
trata de minimizar una función de costo. Mountain Clustering: Esta 
técnica construye una función de densidad (montaña) para cada po-
sible posición en el conjunto de datos, y escoge la de mayor densidad 
como su centro. Luego hace nuevamente este proceso, hasta encon-
trar la cantidad de clústeres deseados. Substractive Clustering: Es si-
milar a “Mountain Clustering”, excepto que no calcula la función de 
densidad en todas las posibles posiciones, sino que usa las posiciones 
de los puntos para calcular la densidad, lo que reduce el número de 
cálculos de manera significativa.

Ecuación 2: medida de densidad en un punto

Ecuación 3: medida de densidad para un conjunto de 
puntos

Ecuación 4: suma de los valores de pertenencia

Ecuación 5: función de costo Fuzzy C-means Clustering
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Donde,
- uij está entre 0 y 1.
- ci es el centro del clúster del grupo i.
- dij=|ci-xj | v es la distancia euclidiana entre el 
centro del clúster i  y el conjunto de puntos o 
el punto j-ésimo.
- m es un exponente ponderador.

El objetivo es que este costo sea mínimo, es de-
cir, que los hexágonos encuentren su centro más 
cercano. Las condiciones necesarias para encontrar 
el mínimo con esta función de costo están dadas 
por las ecuaciones 6 y 7.

El algoritmo trabaja iterativamente hasta que no 
encuentre otro mínimo bajo los siguientes pasos:
•	 Paso 1: inicializar la matriz U con valores alea-

torios entre 0 y 1, cumpliendo con la restricción 
dada en la ecuación 4.

•	 Paso 2: calcular los centros de los clústeres usan-
do la ecuación 6.

•	 Paso 3: computar la función de costo de la ecua-
ción 5 con estos valores. Parar si no hay cambios 
significativos en el costo.

•	 Paso 4: calcular la matriz U usando la segunda 
condición o ecuación 7.

Distancia euclidiana

Después de encontrar los clústeres generales, se 
necesita hallar a qué clúster pertenece cada zona 
filtrada por determinadas características. Dado que 
los clústeres ya están definidos, se toma la distancia 
euclidiana no generalizada como función de costo 
para encontrar su pertenencia. La distancia euclidia-
na se presenta en la ecuación 8.

Dónde Gi es cada grupo de datos y ci los centros 
definidos.

En este caso, al finalizar se elige el clúster que 
tenga mayor grado de pertenencia. Usando el 
“Substractive clustering” se obtienen las cantidades 
de clústeres que se exponen en la tabla 3 para cada 
valor en los radios.

Al estabilizarse en un ra de 0,02, se eligen 6 como 
la cantidad de clústeres adecuados. Luego, imple-
mentando el “Fuzzy C-Means” se obtienen los dife-
rentes clústeres en que se categorizarán los hexá-
gonos, los cuales quedan expresados en la tabla 4.

De esta forma, cada delito está representado en 
cada clúster en cierto nivel (expresado porcentual-
mente según fue normalizado). Cada porcentaje ex-
pone en qué cantidad está expresado ese delito con 
respecto al total de delitos ocurridos en el tiempo 
analizado; cada uno de ellos varía en la formación 
del clúster. En total, la clusterización arrojó seis clús-
teres diferentes. Seis maneras distintas de agrupar 
las zonas con delitos en la ciudad. De estos seis clús-
teres encontramos las siguientes:
1. 	 Este clúster (blanco) tiende a cero en todas las 

variables, son lugares sin ningún fenómeno de 
criminalidad significativo. A pesar de que son 
niveles muy bajos, se destaca que comparativa-
mente los niveles más altos en este clúster son 
homicidios y capturas por violencia intrafamiliar.

2. 	 Este clúster (verde) se presenta principalmente 
en zonas residenciales. Alrededor de familias, 
donde los delitos socioeconómicos (como los 

Ecuación 7: condiciones para encontrar el mínimo en 
función de costo

Ecuación 6: condición para encontrar el mínimo en 
función de costo

Ecuación 8: distancia euclidana

Tabla 3   
Radio de clústeres

Radio Cantidad  
de clústeres

>= 0,3 1

0,2 2

0,1 3

0,04 4

0,03 5

<= 0,02 6



32

IS
SN
 1
79
4-
31
08
. 
Re
v.
 c
ri
m.
, 
Vo
lu
me
n 
58
, 
nú
me
ro
 1
, 
en
er
o-
ab
ri
l 
20
16
, 
Bo
go
tá
, 
D.
 C
.,
 C
ol
om
bi
a
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Resultados

Una vez obtenidos los tipos de clústeres, se procede 
al análisis general y particular, en aras de encontrar 
algunos patrones.

De este modo, cada clúster tiene una especiali-
dad, un perfil de agrupación de delitos, que muestra 
cómo varios de estos se agrupan en una zona según 
la presencia de distintos actores. En general, se des-
taca que mientras los niveles de delitos criminales 
(homicidios, capturas por homicidios o por estupe-
facientes, incautación de drogas y de armas, entre 
otros) van aumentando, los delitos como capturas 
por violencia intrafamiliar van disminuyendo. Más 
allá de querer entender las relaciones numéricas en-
tre clústeres, nos interesa acá comprender sus com-
portamientos espacio-temporales.

En particular, queremos ver los clústeres forma-
dos por jóvenes. De este modo, el análisis se divide 
en dos frentes fundamentales: movimiento tempo-
ral de los clústeres en el período comprendido entre 
octubre del 2013 y noviembre del 2014 y clústeres 
totales para estos períodos. Estas dos etapas están 
discriminadas por jóvenes, población total, y pobla-
ción total sin jóvenes.

Tabla 4   
Clústeres

Clúster 1 2 3 4 5 6

INCARMA 0,0 % 29,8 % 10,7 % 48,8 % 69,8 % 100,0%

ART. 376 0,0 % 52,4 % 21,1 % 56,5 % 76,6 % 100,0%

ART. 239 0,0 % 17,4 % 12,7 % 53,9 % 73,4 % 100,0%

ART. 229 0,0 % 100,0% 20,8 % 22,2 % 24,7 % 25,8 %

ART. 239B 0,0 % 4,4 % 8,6 % 47,8 % 70,0 % 100,0%

ART. 111 0,0 % 42,3 % 20,8 % 54,0 % 74,8 % 100,0%

ART.291 0,0 % 26,3 % 15,7 % 52,8 % 73,9 % 100,0%

ART.365 0,0 % 33,3 % 9,2 % 45,3 % 67,7 % 100,0%

ART.429 0,0 % 52,0 % 20,5 % 56,7 % 75,1 % 100,0%

ART.447 0,0 % 57,8 % 15,3 % 55,5 % 74,9 % 100,0%

ART.103 0,0 % 48,9 % 19,4 % 56,7 % 75,0 % 100,0%

INCADRO 0,0 % 60,2 % 21,7 % 56,9 % 77,0 % 100,0%

HOMI 0,0 % 60,5 % 11,4 % 53,1 % 74,9 % 100,0%

hurtos) no tienen mucho impacto, pero otros, 
como la violencia intrafamiliar, el homicidio y las 
capturas por tráfico y porte de estupefacientes, 
tienen mayor predominancia.

3. 	 Para este clúster (amarillo) casi todos los deli-
tos están en un nivel bajo. No obstante, los de-
litos más altos son la incautación de drogas, la 
violencia intrafamiliar, las capturas por estupe-
facientes y las capturas por lesiones personales.

4. 	 En este clúster (naranja) todos los delitos se en-
cuentran en niveles medios, menos las capturas 
por violencia intrafamiliar, que están en un nivel 
bajo.

5. 	 Este clúster (rojo) es similar al anterior, pero con 
un mayor nivel en los indicadores diferentes a 
las capturas por violencia intrafamiliar. Llama la 
atención que es un clúster donde las incautacio-
nes de drogas y las capturas por lo mismo son 
las más altas comparativamente con los indica-
dores. Podría asociarse a un clúster de marcada 
especialidad en el microtráfico.

6. 	 En este clúster (rojo oscuro) los indicadores al-
canzan el máximo nivel para el período de tiem-
po analizado, exceptuando las capturas por vio-
lencia intrafamiliar.
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Clústeres totales entre octubre del 2013 y noviembre del 2014

Mapa 1. Clústeres totales (oct./13-nov./14)
Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.
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Del mapa 1 se destacan varios corredores para 
tener en cuenta:

1)	 El primero es uno que habla sobre todo de 
capturas por estupefacientes, violencia intrafamiliar 
y homicidios. Este corredor va por toda la centrali-
dad de la Comuna Nororiental, desde la frontera 
entre la Comuna 3 (Manrique) y la Comuna 8 (Villa-
hermosa), hasta las comunas 1 y 2 (Popular y Santa 
Cruz, respectivamente). Este corredor puede verse 
con mayor claridad en el mapa 2.

2)	 El siguiente corredor (que aparece en el 
mapa 3) se encuentra en todo el centro de la ciudad 
(Comuna 10 - La Candelaria). Tiene todos los  delitos 
agrupados en su máximo nivel posible para el perío-
do seleccionado, excepto las capturas por violencia 
intrafamiliar, y es una zona con pocos hogares resi-
denciales o de familias.

3)	 El tercer corredor, expuesto en el mapa 4, 
es el comprendido entre las comunas 5 y 6 (Castilla 
y Doce de Octubre, respectivamente). También en 
este los delitos alcanzan el máximo nivel, en espe-
cial en los barrios Castilla y la Esperanza, que son 
fronterizos entre estas dos comunas.

Mapa 2.  Corredor 1 (oct./13-nov./14)

Mapa 3. Corredor 2 (oct./13-nov./14)

Mapa 4. Corredor 3 (oct./13-nov./14)

Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.

Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.

Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.
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Estos son los principales clústeres de la ciudad 
que presentan patrones de distribución espacial du-
radera en el tiempo seleccionado. En estos también 
vale la pena ver que muchos de los colores de com-
portamiento siguen una distribución escalonada. 
Específicamente, esto se destaca en dos zonas:

1. En la zona nororiental los hexágonos verdes 
suelen estar rodeados de hexágonos amarillos. 
Esto explica que hay un corredor con profundi-
zación en delitos, como el de violencia intrafa-
miliar, homicidios y estupefacientes (verde), ro-
deado de unas franjas amarillas, que presentan 
todos los delitos en rangos bajos (incluyendo el 
homicidio).

Mapa 5. Corredor 4 (oct./13-nov./14)

2. En la zonas centro, noroccidente y centro-oc-
cidente ocurre algo similar, pero con los hexágo-
nos rojos oscuros, rojos y naranjas (clústeres 6, 5 
y 4, respectivamente). En ellas todos los delitos 
están en nivel alto, por lo común rodeadas de zo-
nas donde todos los delitos tienden a ser altos 
(excepto los de violencia intrafamiliar).
Ahora analizaremos el mismo mapa de clústeres 

de ciudad, pero solo para la población joven (10 a 28 
años), con los siguientes resultados:

Los clústeres de jóvenes, visible en el mapa 6, 
presenta unos corredores similares a los del total 
de la población, teniendo en cuenta que este grupo 
etario es el 30,65 % 6 de la población total de Mede-
llín. No obstante, llama la atención que muchas de 
las zonas que en el mapa de clústeres totales apare-
cen como medianas (amarillas o naranjas), se vuel-
ven rojas o rojas oscuras para el mapa de jóvenes. 
Es decir, aumentan delitos criminales y disminuyen 
otros de convivencia, como la violencia intrafami-
liar. Este fenómeno se presenta principalmente 
en las zonas noroccidentales (comunas 5 y 6, Cas-
tilla y Doce de Octubre), centro y centro-occidente  
(Comuna 13 - San Javier).

Del mismo modo, es importante ver el mapa sin 
jóvenes, es decir, el de clústeres donde está toda la 
población, exceptuando el rango etario entre 10 y 28 
años.

En el mapa 7 es más fácil ver que muchos de los 
corredores y clústeres de agrupamiento de hexá-
gonos se rompen, se desintegran un poco, lo que 
muestra que en cierto modo, y sin el ánimo de ade-
lantar conclusiones, el rango etario de jóvenes da 
consistencia a los agrupamientos de clústeres rojos 
y rojos oscuros.

6	 Según el último censo del DANE, del año 2005, con proyecciones has-
ta el año 2010.

4)	 Otro corredor importante, también en 
máximo nivel de delitos (aunque en número de 
hexágonos es más pequeño que el resto), es el ubi-
cado entre las comunas 12 y 13, por el corredor del 
Metro, que viene desde la Floresta, en la Comuna 
12, y llega hasta San Javier, El Salado y Nuevos Con-
quistadores, en la Comuna 13. Este se presenta en el 
mapa 5. 

Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.
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María Alejandra Arango González; Juan Diego Jaramillo Morales; Lucas Jaramillo Escobar 

Mapa 6. Clústeres de jóvenes (oct./13-nov./14)
Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.
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Mapa 7. Clústeres sin jóvenes (oct./13-nov./14)
Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.
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Lo primero que sale de esta matriz es que es 
poco probable que un sector con baja criminalidad 
(clústeres 1 o 2) se convierta en sectores de alta cri-
minalidad en un período de tiempo dado; en cam-
bio, sectores de alta criminalidad (clústeres 5 o 6) 
tienen mayor probabilidad (no mucha) de volverse 
de baja criminalidad. La movilidad de fenómenos, 
entonces, como se analizaba en los mapas anterio-
res, se da más entre sectores de criminalidad simi-
lar. En suma, las graduaciones se dan entre sectores 
con dinámicas criminales similares.

Al revisar la misma matriz, pero solo para la po-
blación joven (expuesta en la tabla 6), aparece que  
sigue una dinámica similar a la matriz de la población 
total, pero con la diferencia de que esta presenta 
probabilidades mayores de movilidad. Es decir, en 
general siguen el mismo patrón, pero los compor-
tamientos criminales tienen mayor probabilidad de 
variar en un período determinado de tiempo cuan-
do se trata de jóvenes.

Análisis de clustering temporal 
octubre 2013 a noviembre      
de 2014
Para ver las movilidades específicas de la variación 
entre clústeres es importante analizar el fenómeno 
a lo largo de los 14 meses analizados; a continuación 
se presentan los meses más importantes:

Tabla 5
Consistencia en hexágonos

Clúster 1 2 3 4 5 6

1 96,4% 1,2% 0,3% 0,8% 0,2% 1,0%

2 71,9% 12,6% 2,1% 4,3% 0,9% 8,1%

3 76,5% 14,5% 1,2% 3,6% 1,8% 2,4%

4 69,4% 6,2% 2,3% 8,2% 4,1% 9,9%

5 58,6% 6,9% 2,3% 9,8% 5,2% 17,2%

6 59,2% 8,3% 2,1% 7,9% 2,9% 19,5%

Tabla 6
Consistencia de hexágonos para jóvenes

Clúster 1 2 3 4 5 6

1 96,8% 1,2% 0,2% 0,7% 0,2% 0,9%

2 69,3% 13,2% 1,6% 6,3% 1,8% 7,9%

3 80,2% 14,3% 1,6% 1,6% 1,6% 0,8%

4 47,4% 8,4% 0,8% 28,1% 6,2% 9,1%

5 38,6% 8,1% 0,9% 13,5% 15,7% 23,3%

6 49,3% 9,4% 1,1% 13,6% 5,3% 21,3%

Mapa 8. Clústeres, octubre 2013

Consistencia en hexágonos
Siguiendo en esta línea de análisis, es importante 
ver qué tan consistentes son los hexágonos, es de-
cir, qué tanto cambian de color en el tiempo analiza-
do. En la matriz de la tabla 5 se puede ver la proba-
bilidad de que en el tiempo analizado los hexágonos 
cambien de color (es decir, cambie el fenómeno 
delictivo en esa zona). La diagonal central muestra 
la probabilidad de que un hexágono se conserve en 
su color; los clústeres clase uno (color blanco) tienen 
una alta probabilidad de conservarse blancos, ya que 
muchos de estos están en zonas poco habitadas de la 
ciudad, como los corregimientos (zona rural).

Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.
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Mapa 9. Clústeres, noviembre 2013

Mapa 10. Clústeres, enero 2014

Mapa 11. Clústeres, febrero 2014

Mapa 12. Clústeres, julio 2014

Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.

Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia. Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.

Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia. Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.
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Mapa 13. Clústeres, septiembre 2014

Mapa 14. Clústeres, noviembre 2014

Al ver el comportamiento de estos meses, se 
destaca que en general los sectores van consolidán-
dose de menor a mayor; es decir, los que están en 
nivel 2 o 3 tienden a convertirse durante el tiempo 
en sectores 5 o 6. No obstante, es más improbable 
que pase lo contrario: sectores que están en 5 o 6 
pasen a convertirse en 1, 2 o 3. En algunos períodos 
de tiempo, como el comprendido entre mayo y julio 
del 2014, los sectores se mantienen entre 3 y 5, pero 
eventualmente aumenta su nivel de criminalidad 
hasta llegar a 6.

Al ver el detalle específico de este comporta-
miento y analizarlo en el ámbito espacial, se desta-
ca que las zonas noroccidental y centro-occidental 
suelen variar a lo largo de los meses entre clúste-
res de baja y alta criminalidad, mientras que el cen-
tro de la ciudad conserva una criminalidad media y 
alta durante el período analizado. En estos 14 meses 
analizados también se ve un esparcimiento y reor-
denamiento de los niveles de las características de 
la criminalidad, al pasar de unos clústeres bastantes 
dispersos por toda la ciudad, a una consolidación de 
zonas, específicamente en los corredores mencio-
nados antes. Una de estas zonas es la noroccidental, 
donde es importante mostrar que desde mediados 
del 2014 en adelante se consolida una zona con clús-
teres de alta criminalidad, que van marcando unos 
corredores que duran varios períodos continuos.

En este sentido, es significativo ver el mismo 
comportamiento pero para los clústeres de jóvenes. 
A diferencia del análisis total, en el de jóvenes es 
más difícil ver un comportamiento estable, toda vez 
que tienden a bajar y a subir durante varios períodos 
de tiempo. Además, vemos que suelen mantenerse 
más tiempo en niveles más altos de criminalidad, 
como se ve en los períodos a inicios del 2014, cuan-
do se mueven alrededor del 4 y el 5:

Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.

Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.
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Mapa 15. Jóvenes clústeres, octubre 2013

Mapa 16. Jóvenes clústeres, noviembre 2013

Mapa 17. Jóvenes clústeres, febrero 2014

Mapa 18. Clústeres jóvenes, agosto 2014

Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia. Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.

Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia. Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.
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María Alejandra Arango González; Juan Diego Jaramillo Morales; Lucas Jaramillo Escobar 

Mapa 19. Clústeres jóvenes, septiembre 2014

Mapa 20. Clústeres jóvenes, noviembre 2014

En resumen, los clústeres de jóvenes presentan 
una consolidación de sectores con alta criminalidad. 
A pesar de que constituyen los que tienen mayor va-
riabilidad, en el período de tiempo analizado se van 
formando unos sectores estables en los corredores 
antes mencionados. Lo particular de estos sectores 
es que tienden a ser pequeños territorialmente, 
pero perduran en el tiempo.

Para contrastar lo anterior, a continuación se 
presentan los mapas mensuales más significativos 
para toda la población, exceptuando los jóvenes. Lo 
que sale de ello es que la variabilidad que aparece 
en el movimiento de fenómenos criminales suele 
darla la población joven, toda vez que sin este rango 
etario se ve poca variación entre meses, y se man-
tiene estable entre los niveles 2 y 5. Esta estabilidad 
se refleja en el ámbito espacial, toda vez que, a dife-
rencia de los clústeres para el total de la población, 
en los de jóvenes no hay variabilidad en las zonas 
noroccidental y centro-occidental, como sí la hay en 
los mapas mensuales del total de la población.

Mapa 21. Clústeres sin jóvenes, octubre 2013

Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.

Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia. Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.
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Mapa 22. Clústeres sin jóvenes, noviembre 2013

Mapa 23. Clústeres sin jóvenes, mayo 2014

Mapa 24. Clústeres sin jóvenes, junio 2014

Mapa 25. Clústeres sin jóvenes, noviembre 2014

Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia. Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.

Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia. Fuente: Datos Policía Nacional. Elaboración propia.
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En estos mapas de clústeres sin jóvenes los co-
rredores antes mencionados no presentan una du-
rabilidad en el tiempo. No obstante, vale la pena 
mencionar que para los meses entre junio y sep-
tiembre del 2014, en casi todos los mapas hubo alta 
criminalidad en zonas específicas, sin importar la po-
blación que se analizara.

Discusión

Medellín ha tenido una reducción significativa en la 
tasa de homicidios en la última década; de esto se 
deducen muchas razones y se habla normalmente 
de una mejora progresiva. No obstante, cuando se 
trata de jóvenes, al mirar las tasas (tabla 7) para el 
período analizado vemos que son muy superiores a 
la tasa del total de la población.

Los jóvenes en Medellín, como víctimas o victi-
marios, siguen liderando los indicadores de crimina-
lidad en la ciudad. Más allá de la consideración de 
que es un grupo etario que ocupa un tercio de la po-
blación, al hacer el análisis de clústeres, de compila-
ción de delitos, el patrón no es diferente. En particu-
lar, vemos que la criminalidad de jóvenes consolida 
las dinámicas criminales en algunos sectores de la 
ciudad.

Sin embargo, vale la pena anotar que los sec-
tores de más alta criminalidad, aquellos donde los 
jóvenes tienen elevada incidencia, son relativamen-
te pequeños (de uno a tres barrios), mientras que 
los sectores con criminalidad baja, pero con niveles 
altos en otros delitos, como el de la violencia intra-
familiar, ocupan amplios corredores a lo largo de la 
ciudad.

Al mirar los clústeres exclusivamente de jóve-
nes, vemos que ocupan unos barrios muy espe-
cíficos, una pequeña dispersión espacial, pero no 

vemos que se amplíen en forma significativa a lo 
largo del tiempo, como sí lo hacen los clústeres de 
otras edades. Además, como se mencionaba antes, 
los clústeres de criminalidad baja y media (del 1 al 4) 
se esparcen y se mueven más fácil en el tiempo que 
aquellos de criminalidad alta (del 5 al 6).

En suma, el análisis de clústeres muestra que los 
de baja criminalidad, donde existen todos los delitos 
pero en nivel bajo, no tienen un patrón espacial es-
table y varían bastante con el paso del tiempo. Por 
otro lado, los clústeres de criminalidad alta tienden a 
formarse en pequeñas zonas, pero esto no aparece 
de repente, sino que son clústeres que van convir-
tiéndose, que se van formando y finalmente se con-
solidan: vienen desde el nivel 2 o 3 hasta llegar al 5 y 
6, como se ve en el análisis mensual. Con esto es im-
portante destacar que la consolidación de un clúster 
nivel 6 (rojo oscuro) está precedida por fenómenos 
alrededor de los estupefacientes (incautaciones o 
capturas), los cuales aparecen con mayor fuerza en el 
clúster tipo 4. Esto, según el período mostrado, pue-
de presentar condiciones matemáticas para la predic-
ción de fenómenos específicos en la ciudad.

Alrededor de esto es importante explicar que to-
dos los clústeres suelen tener un nivel alto de homi-
cidios, excepto el 1 y el 3 (blanco y amarillo, respec-
tivamente), lo que habla de un fenómeno que está 
bastante esparcido a lo largo de la ciudad, pero que 
no siempre está ligado a las mismas características. 
Dicho lo anterior, es esencial mostrar que los clús-
teres rojos (5 y 6) suelen agrupar fenómenos delic-
tivos donde están presentes muchas variables en 
nivel alto, incluyendo el homicidio, pero hay otros 
donde el homicidio es alto, pero está rodeado de 
otros delitos, como la violencia intrafamiliar y las di-
námicas alrededor de los estupefacientes.

Para terminar, es importante mostrar que la 
clusterización permite ver que la criminalidad, o por 
lo menos la aquí agrupada, funciona bajo dinámicas 
de dispersión y consolidación. De modo específico, 
encontramos que durante 14 meses los fenómenos 
criminales suelen aparece en torno a dinámicas de 
criminalidad baja, que primero emergen sin patrón 
alguno, luego se van agrupando, mientras va au-
mentando el nivel de criminalidad, hasta llegar a 
una consolidación de unas zonas específicas (y re-
ducidas) en niveles altos (clústeres tipos 4, 5 y 6).

Esta clase de comportamientos, que desta-
camos para este tipo de agrupación de delitos, 
y en este período de tiempo, puede servir para 
optimizar zonas de intervención, y además para 
adelantarse a comportamientos de consolidación 
criminal en diferentes zonas. Lo esencial de este 
ejercicio es que puede ejecutarse en otros perío-

Tabla 7
Tasas de homicidios por cada cien mil habitantes. 
Total, jóvenes y menores de edad

Variable Población total Número de 
homicidios

Tasa de 
homicidios

Total 2.441.123 793 32,49

Jóvenes, 
10-28 años 712.360 397 55,73

Menores  
de edad 555.878 61 10,97
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dos de tiempo, y se puede intentar con otras agru-
paciones de delitos, según el perfil criminal de cada 
zona y las mediciones que se quiera obtener. Es 
importante destacar que esta técnica de agrupa-
miento puede ser ejecutada en cualquier período 
de tiempo, incluyendo diferentes variables, o inclu-
so definiendo otras zonas, dado que es una de las 
técnicas más efectivas para mejorar la precisión. 
Este tipo de mejoras o cambios a la técnica se hace 
con el propósito de que esta no solo identifique o 
clasifique diferentes zonas, sino que permita efec-
tuar evaluaciones en áreas definidas o en acciones 
efectuadas en esas áreas. Un cambio de clúster de-
finitivo en el tiempo puede ser una buena medida 
de impacto o efectividad.

Fuentes consultadas

Bases de datos de la Policía Nacional de Colombia, 
2013 y 2014.
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Resumen
El desarrollo del delito de minería ilícita tiene amplia in-
cidencia en el incremento de los índices de violencia en 
municipios mineros de Colombia, como se deduce de la 
presente investigación, que se realizó con el objetivo de 
explicar el impacto de la minería ilícita en la convivencia y 
seguridad ciudadana en los citados municipios. Método. 
La investigación fue de tipo mixto, de alcance explorato-
rio descriptivo, constituida por una muestra de 129 funcio-
narios públicos y particulares, distribuidos en 42 munici-
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pios de diez departamentos. Los resultados se analizaron 
desde la teoría integradora del delito, y revelan altos nive-
les de deterioro de la convivencia y seguridad ciudadana 
en municipios con vocación minera, evidenciados por ele-
vadas tasas de homicidio, lesiones personales y extorsión, 
situación que es aprovechada por los grupos armados or-
ganizados al margen de la Ley para perpetuar las espirales 
de violencia y subdesarrollo en las áreas donde delinquen.
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Illicit mining activities: its influence on citizen coexistence and 
security in ten Colombian departments

Mineração ilícita: incidência na convivência e na segurança 
cidadã em dez departamentos da Colômbia
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Mauricio Romero Hernández

Introducción
El fenómeno de minería ilícita en Colombia se ha 
convertido en uno de los mayores problemas que 
afectan la convivencia y seguridad ciudadana, con 
trascendencia local y regional, de otra parte quienes la 
practican se han constituido en víctimas y victimarios 
del deterioro del ambiente, pobreza y detrimento de 
los principios constitucionales citados. El problema se 
acentúa y adquiere dimensiones nacionales ante la 
incursión de Grupos Armados Organizados al Margen de 
la Ley (GAOML), que se usufructúan de la actividad ilícita.

El Observatorio del Delito de la Dirección de 
Investigación Criminal e Interpol (DIJIN), consciente 
de la problemática generada por el desarrollo de 
la minería ilícita en Colombia, consideró pertinente 
adelantar la presente investigación, con el propósito 
de contribuir al entendimiento del fenómeno desde 
un enfoque criminológico que permita plantear 

alternativas de acción tendientes a ejercer control en 
el desarrollo del mismo.

El principal objetivo de la investigación fue 
identificar y explicar, desde la perspectiva de la Teoría 
Integradora del Delito, el impacto de la explotación 
de yacimientos mineros auríferos y no auríferos en la 
seguridad y la convivencia ciudadana, en 42 municipios 
de los departamentos de Antioquia, Boyacá, Caldas, 
Cauca, Chocó, Huila, Nariño, Tolima, Santander y Valle 
del Cauca1, con el propósito de plantear cursos de 
acción que faciliten su regulación, control y combate.

Abstract
The evolution of illicit mining offenses has wide influence 
on the increasing violence indices in mining municipalities 
in Colombia, as deducted from the present research ca-
rried out with the objective of explaining the impact of 
illegal mining on coexistence and citizen security in the 
cited municipalities. Method. Research was of a mixed 
type, with a descriptive exploratory scope, composed by 
a sample of 129 public and private officers distributed into 
42 municipalities belonging to 10 departments.

Results were analyzed from the integrating theory of cri-
me, and they revealed high deterioration levels for coexis-
tence and citizen security in municipalities with a mining 
vocation, as evidenced by high homicide rates, personal 
injuries and extortion, this situation being well exploited 
by illegal armed groups to perpetuate violence and under-
development spirals in the areas where they commit their 
offenses.

Key words

Unlawful exploitation/development of mineral wealth, public security, homicide, extortion, personal injuries (Source: 
UNESCO Thesaurus).

Resumo
O desenvolvimento do crime da mineração ilícita tem 
ampla incidência no aumento dos índices da violência em 
municipalidades mineiras da Colômbia, como se deduz da 
pesquisa atual, que foi feita com o objetivo de explicar 
o impacto da mineração ilícita na convivência e na segu-
rança cidadã nas municipalidades mencionadas. Método: 
A pesquisa foi de tipo misturado, de alcance exploratório 
descritivo, constituído por uma amostra de 129´funcio-
nários públicos, distribuídos em 42 municipalidades de 

dez departamentos. Os resultados foram analisados da 
teoria integradora do crime, e revelam níveis altos da de-
terioração da convivência e da segurança cidadã nas mu-
nicipalidades com vocação mineira, demonstrada pelas 
elevadas taxas do homicídio, os ferimentos pessoais e a 
extorsão, situação que é alavancada pelos grupos arma-
dos organizados à margem da lei para perpetuar as espi-
rais da violência e do subdesenvolvimento nas áreas onde 
quebram a lei.

Palavras-chave

Explotação ilegal da riqueza mineira, segurança pública, homicídio, extorsão, ferimentos pessoais (fonte: Tesauro de 
política criminal latinoamericana - ILANUD), meio ambiente (fonte: Tesauro da Unesco).

1	 Los municipios fueron seleccionados con base en el Censo Minero 
del 2010, realizado por el Ministerio de Minas y Energía, los cuales 
estuvieron limitados en su escogencia por las dificultades de orden 
público que algunos municipios mineros ostentaban y que generaban 
riesgo en la seguridad de los encuestadores. La citada información 
fue actualizada por la Policía Nacional, y permitió depurar y seleccio-
nar los municipios objeto de estudio que garantizaron condiciones de 
seguridad para que los investigadores ingresaran, permanecieran y 
recolectaran la información de interés.
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Minería ilícita: incidencia en la convivencia y seguridad ciudadana en diez departamentos de Colombia

La teoría brinda importantes elementos de juicio, 
que ofrecen una visión que facilita el entendimiento 
de la conducta divergente de los ciudadanos y la 
sociedad que incurren en la mencionada actividad 
ilícita y delitos conexos. Para el efecto, se consultó la 
percepción que tienen las autoridades responsables 
de implementar controles y realizar seguimiento a 
las actividades mineras (funcionarios de alcaldías, 
gobernaciones, Policía Nacional, Corporaciones 
Autónomas Regionales y agremiaciones mineras), 
al igual que se analizó información estadística de 
delitos de la Policía Nacional y de Necesidades 
Básicas Insatisfechas del DANE.

La investigación plantea el dilema de cómo la 
minería ilícita contribuye al deterioro de la convivencia 
y seguridad ciudadana en los lugares donde se lleva a 
cabo.

Existe un acervo de investigaciones relacionadas 
con minería ilícita y su incidencia en el conflicto armado, 
orientadas a establecer nexos y consecuencias de 
la citada actividad con disputas de poder político, 
económico y social (Karl, 1977; Ross, 2001; Keen, 1998; 
Le Billion, 2001; Collier & Hoeffler, 2004; Bannon & 
Collier, 2003). Las investigaciones se han realizado en 
países en vías de desarrollo del África subsahariana 
(Ghana, República Democrática del Congo, Ruanda, 
Chad, Guinea Ecuatorial, entre otros) y Suramérica 
(Perú y Bolivia) (Colom & Campos, 2013; Di John, 2011; 
Tweneboah & Bentil, 2014), al igual que en Colombia, 
donde se ha hecho un amplio esfuerzo académico 
que evidencia la preocupación institucional privada 
y gubernamental por los lazos y conexiones entre 
la minería ilícita y el conflicto interno (Rettberg & 
Ortiz, 2014; Defensoría del Pueblo, 2010; Procuraduría 
General de la Nación, 2011; Maldonado & Rozo, 2014).

No obstante lo anterior, se pudo denotar la 
ausencia de investigaciones relacionadas con la 
incidencia de la actividad minera en los delitos 
de impacto que afectan el mantenimiento de la 
convivencia y seguridad ciudadana. La investigación 
sirvió para evidenciar correlaciones entre los delitos 
que afectan y deterioran la convivencia y seguridad 
ciudadana (homicidio, lesiones personales y extorsión), 
como consecuencia de la suma de múltiples factores, 
entre los que desempeña un papel preponderante el 
desarrollo de actividades mineras ilícitas.

Marco legal

La investigación contempla los términos de seguridad 
ciudadana, convivencia, homicidio, lesiones personales 
y extorsión.

Seguridad ciudadana
El concepto de seguridad ciudadana encuentra su 
origen en los arts. 3 y 17 de la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos (Organización de las Naciones 
Unidas [ONU], 1948), al igual que en los arts. 6.1 y 9.1 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(ONU, 1966), los arts. I y XXIII de la Declaración 
Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre 
(Organización de los Estados Americanos [OEA], 
1948) y los arts. 4.1, 5.1, 7.1, 21 y 32.2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (OEA, 1948).

La Real Academia Española (2015) define seguridad 
ciudadana como la “situación de tranquilidad pública 
y de libre ejercicio de los derechos individuales, cuya 
protección efectiva se encomienda a las fuerzas del 
orden público”.

La seguridad ciudadana es un bien público, 
encaminado a la protección de la integridad física 
y moral de las personas, y se entiende como la 
protección universal a los ciudadanos, en especial 
contra el delito violento y el temor a la inseguridad, 
garantizando su vida, integridad, libertad y patrimonio 
económico (Departamento Nacional de Planeación 
[DNP], 2011). Con anterioridad había sido concebida 
como una política soportada en una articulación de 
esfuerzos de la institucionalidad, la consolidación del 
control territorial, la autoridad legítima del Estado 
y la protección de los ciudadanos, para garantizar 
mejores niveles de convivencia, así como la promoción 
del desarrollo económico y social de todos los 
colombianos (Policía Nacional [PONAL], 2010).

La seguridad ciudadana es el eje principal de la 
política institucional de la Policía Nacional, caracterizada 
por tener una concepción integral, polivalente y 
participativa, con el propósito de garantizar derechos, 
deberes y libertades de sus asociados definidos en la 
constitución política (PONAL, 2010).

De acuerdo con lo anterior, las problemáticas 
de violencia e inseguridad ciudadana inciden 
directamente en la calidad de vida de los ciudadanos, 
limitando sus espacios, relaciones sociales y derechos 
humanos fundamentales, como el derecho a la 
libertad, la integridad psíquica, física y patrimonial, 
así como la vida en comunidad y el desarrollo de la 
democracia, entorpeciendo el crecimiento económico 
y la reducción de la pobreza (PONAL, 2010).

Convivencia

La Real Academia Española (2015) define la convivencia 
como la acción de vivir en compañía de otro u otros.
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Mauricio Romero Hernández

La Constitución Política de 1991, en su art. 2.º, 
establece que uno de los fines esenciales del Estado 
es el de asegurar la convivencia pacífica; en el mismo 
sentido, consigna en el art. 95 que es deber de 
los colombianos defender y difundir los derechos 
humanos como fundamento de la convivencia pacífica.

La convivencia comprende la promoción del 
apego y adhesión de los ciudadanos a una cultura 
basada en el respeto a la ley y a las normas de 
convivencia social (DNP, 2011).

Para la PONAL, el principio de convivencia 
ciudadana involucra las categorías de seguridad, 
tranquilidad, moralidad y ecología, las cuales son 
exigencias que legitiman toda actuación policial 
orientada hacia la prevención y a la toma de medidas 
para evitar la ocurrencia de hechos que la afectan 
(PONAL, 2010).

Homicidio

La Real Academia Española  (2015) define homicidio 
como “muerte causada a una persona por otro”. El 
Código Penal Colombiano (CPC), en sus arts. 103 a 106, 
establece los tipos de homicidio y circunstancias de 
agravación, al igual que las penas que se imputarán a 
los culpables del citado delito (Congreso de Colombia, 
2000).

Lesiones personales

La Real Academia Española (2015) las define como 
“delito consistente en causar un daño físico o psíquico 
a alguien”. El CPC, en sus arts. 111 a 121, determina los 
tipos de lesiones y penas, de acuerdo con la afectación 
que se genere a la víctima (Congreso de Colombia, 
2000).

Extorsión

Definida por la Real Academia Española (2015) como 
“presión que se ejerce sobre alguien mediante 
amenazas para obligarlo a actuar de determinada 
manera y obtener así dinero u otro beneficio”. El 
CPC lo relaciona con el acto de constreñir a otro a 
hacer, tolerar u omitir alguna cosa, con el propósito 
de obtener provecho ilícito para sí o para un tercero; 
en el mismo sentido, establece las circunstancias de 
agravación y penas que se han de imponer (Congreso 
de Colombia, 2000).

Marco teórico
Los resultados de la investigación se analizan teniendo 
en cuenta la Teoría Integradora del Delito, que facilita 
elementos explicativos que contribuyen a comprender 
las conductas y las diferentes manifestaciones 
del delito de los habitantes donde se desarrollan 
actividades de minería ilícita.

La Teoría Integradora del Delito desarrolla sus 
postulados partiendo de la premisa de que la crimi-
nalidad es el resultado de un complejo proceso de 
interacción entre el individuo y su entorno social, 
ambiental y formal; es decir, no solo considera al 
individuo como ser racional que evalúa los costos y 
beneficios de realizar una agresión, sino que ponde-
ra las experiencias y relaciones que éste ha tenido 
con la sociedad y otros transgresores.

La teoría se nutre de la Teoría del Aprendizaje 
Social, la Teoría de la Asociación Diferencial, la Teoría 
de la Desigualdad de Oportunidades y la Teoría de las 
Subculturas.

Inicialmente la Teoría del Control del Crimen plantea 
que cualquier persona ante las oportunidades puede 
cometer un acto delictivo, siendo posible evitarlo solo 
por las instituciones que generan patrones de control 
en el individuo.

La Teoría del aprendizaje Social, junto con la Teoría 
de la Asociación Diferencial, consideran que el crimen 
es un hábito adquirido por el individuo en entornos 
sociales (Sutherland, 1939; Burgess & Akers, 1966).

La Teoría de la Desigualdad de Oportunidades 
expresa que el dilema de adaptación a algunos tipos 
de comportamiento se presenta por las oportunidades 
diferenciales, que en un entorno social minimizan 
las posibilidades y alternativas de lograr las metas 
personales cuando se carece de medios institucionales 
pertinentes (Cloward & Ohlin, 2000).

La Teoría de las Subculturas postula que existen 
grupos “organizados” regulados por unas normas 
diferentes a las oficiales, los cuales son integrados por 
personas marginadas que buscan salida a la frustración 
de no poder participar de las oportunidades brindadas 
a la sociedad en general (Cohen, 1955).

Marco metodológico

La investigación es principalmente de enfoque 
cualitativo, de diseño narrativo-tópico, con alcance 
exploratorio descriptivo; además, incluye análisis 
cuantitativo mediante el uso de técnicas de estudio 
de datos de tipo descriptivo (Hernández, Fernández & 
Baptista, 2008).
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Minería ilícita: incidencia en la convivencia y seguridad ciudadana en diez departamentos de Colombia

La muestra fue no probabilística dirigida, confor-
mada por autoridades locales y regionales con inci-
dencia en 42 municipios mineros de diez departa-
mentos, donde se entrevistaron funcionarios de 47 
alcaldías, seis gobernaciones, ocho agremiaciones 
mineras, quince Corporaciones Autónomas Regio-
nales, 42 unidades de policía y once miembros de las 
Seccionales de Investigación Criminal de la Policía 
Nacional (Sijin). La muestra se seleccionó teniendo 
en cuenta el Censo Minero de 2010-2011 (Ministerio 
de Minas y Energía, 2012), pero sobre todo se pon-
deró la seguridad de los investigadores ante las difi-
cultades de orden público que ostentaron algunos 
municipios y regiones mineras por la presencia per-
manente de GAOML. Para su análisis, la muestra se 
caracterizó como municipios auríferos y municipios 
no auríferos.

En la recolección de la información se utilizaron 
seis formatos de entrevista (Gobernación, Alcaldía, 
Corporaciones Autónomas Regionales, Estaciones 
de Policía, Sijin y Agremiaciones Mineras), que 
durante el transcurso del año 2013 permitieron 
obtener insumos provenientes de fuentes directas 
atinentes a la explotación de yacimientos mineros y 
otros materiales en los departamentos de Antioquia, 
Boyacá, Caldas, Cauca, Chocó, Huila, Nariño, 
Santander, Tolima y Valle del Cauca, y su incidencia 
en las categorías analizadas.

La información cualitativa se analizó teniendo en 
cuenta las categorías de convivencia y seguridad ciu-
dadana, y se contrastó con la información cuantitati-
va derivada del Sistema de Información Estadístico, 
Delincuencial, Contravencional y Operativo (SIEDCO 
PLUS) correspondiente a los delitos de homicidio, 
lesiones personales y extorsión, con sus respectivas 
modalidades a fecha 16 de junio del 2015, tomando 
anualidades comprendidas entre el 2005 y el 2013; las 
estadísticas se calcularon por tasa de 100.000 habi-
tantes, con base en proyecciones anuales derivadas 
del censo poblacional del Departamento Nacional de 
Estadística (DANE) del 2005, con las cuales se reali-
zaron análisis descriptivos y correlaciones entre los 
citados delitos.

De otra parte, se analizó el índice de Necesida-
des Básicas Insatisfechas (NBI)2 municipales, depar-
tamentales y nacionales del DANE; al igual que los 
siguientes indicadores seleccionados: miseria (esta-

blece aquellos hogares que tienen dos o más nece-
sidades básicas insatisfechas), inasistencia escolar 
(mide la satisfacción de necesidades educativas míni-
mas para la población infantil, considera las viviendas 
con por lo menos un niño con edad entre 6 y 12 años, 
pariente del jefe y que no asista a un centro de educa-
ción formal) (DANE, 2015).

Resultados

Los 129 funcionarios entrevistados aportaron 
información relacionada con el conocimiento, 
inconvenientes y problemáticas generadas por la 
explotación ilícita de yacimientos mineros y otros 
materiales, así:

Convivencia y seguridad 
ciudadana
Las autoridades expresaron que donde se llevan a 
cabo actividades de minería ilícita se presentan altos 
índices de criminalidad y contravenciones en contra 
de la convivencia y seguridad ciudadana; entre lo 
manifestado se encuentra lo siguiente:

Un funcionario de la Alcaldía de Remedios (An-
tioquia) manifestó que desde que las bandas crimi-
nales decidieron incursionar en el delito de minería 
ilícita se incrementaron los hechos de extorsión, 
homicidio, hurto y lesiones personales, y las modali-
dades de riña y agresiones; igualmente, se agudizó 
el consumo de bebidas embriagantes y sustancias 
psicoactivas, al igual que el desarrollo de la prosti-
tución.

Un determinante para el incremento de las 
contravenciones y la criminalidad es el acelerado 
aumento de población foránea, que propicia la 
delincuencia al ejercer o beneficiarse de actividades 
como la prostitución y el tráfico de estupefacientes: 
“está llegando mucha persona extraña al municipio, 
mucha persona foránea; es un cambio de cultura”…; 
“aquí lo que se presentan más que todo son riñas” 
(funcionario de la Estación de Policía de Vetas).

La mayoría de municipios mineros conservan 
tendencia elevada y sostenida de contravenciones y 
criminalidad: “Antes de que empezara, había mucho 
homicidio… posteriormente continuó el homicidio 
y lesiones personales en menores cantidades, pero 
se incrementó el hurto, secuestro y riñas en disputa 
por oro, con intento de homicidio” (funcionario de 
la Estación de Policía de Suárez).

Lo manifestado por las autoridades se contrastó 
con el siguiente análisis estadístico:

2	 Metodología creada por la CEPAL, utilizada por la mayoría de países 
latinoamericanos, incluido Colombia (DANE, 2015), la cual busca de-
terminar el porcentaje de personas que tienen al menos una necesi-
dad básica insatisfecha; por lo tanto, los grupos que no alcancen un 
umbral mínimo fijado, se clasifican como pobres. El análisis para los 
municipios mineros seleccionados se fundamentó en los resultados 
del Censo General 2005 relacionado con Necesidades Básicas Insatis-
fechas (NBI), a 31 de diciembre del 2011.
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Mauricio Romero Hernández

Homicidio
En los municipios auríferos analizados para el pe-
ríodo comprendido entre el 2005 y el 2013, el homi-
cidio presentó tasas promedio superiores (68 por  
cada 100.000 habitantes) a la tasa nacional (35 por 
cada 100.000 habitantes); es decir, la tasa promedio 
de homicidios en los municipios auríferos fue supe-
rior al 94%, con respecto a la tasa nacional. La tasa 
de homicidios en municipios no auríferos estuvo 
siempre por debajo de la tasa promedio nacional 
(Romero et al. 2014) (vid. gráfica 1).

Homicidio municipios auríferos

Entre el 2005 y el 2013 el índice anual de homicidios 
en municipios auríferos estuvo muy por encima del 
índice nacional. La mayoría tuvieron una puntuación 
típica3  normal, es decir, se situaron entre ± 1, lo que 
significa que los datos se agrupan alrededor de la 
media (68), lo que indica la homogeneidad en las 
altas tasas de homicidios es características en gran 
cantidad de municipios auríferos; sin embargo, la 
mayoría de los municipios de los departamentos 
de Valle del Cauca, Nariño, Cauca y Antioquia 
presentaron puntuación típica por encima de uno, lo 

que significa que son los municipios auríferos donde 
se presentan las más altas tasas de homicidio. Los 
años 2006 y 2012 se caracterizaron por presentar 
altas tasas de homicidio (vid. gráfica 2).

En el 2006 los municipios con más homicidios 
por cada 100.000 habitantes fueron: Cumbitara 
(153), La Llanada (139) y Barbacoas (116) (Nariño); 
Buenaventura (121) y Tuluá (113) (Valle del Cauca); 
Anserma (152) (Caldas), y por último los municipios 
de Patía (137) y Caloto (115) (Cauca), que contrastan 
con la tasa de homicidios de Colombia, que ascendió 
a 37 en el citado año (vid. gráfica 2).

En el 2012 los municipios con más homicidios 
fueron: Remedios (486), seguido de Segovia (388) 
(Antioquia) y Caloto (165) (Cauca), y Tuluá (102) 
(Valle del Cauca), que superan ampliamente la tasa 
nacional para el año indicado, que ascendió a 34, al 
igual que la reportada para América Latina (23) y la 
mundial (6,2) (Oficina de las Naciones Unidas Contra 
la Droga y el Delito [UNODC], 2013) (vid. gráfica 2).

Homicidio por modalidad en municipios 
auríferos

El sicariato fue la modalidad que presentó el mayor 
promedio de casos (456), equivalente a 38 % del total 

Gráfica 1. Comparativo tasa de homicidios nacional y municipal mineros, 2005-2013. Tasa por 100.000 habitantes. 
(Romero et al. 2014)
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Minería ilícita: incidencia en la convivencia y seguridad ciudadana en diez departamentos de Colombia

Gráfica 2. Puntuación típica homicidios en municipios auríferos, 2005 a 2013. (Romero et al. 2014)

-2,0 -1,0 0,0 1,0 2,0 3,0 4,0 5,0

Buriticá

Concepción

El Bagre

Remedios

Segovia

Anserma

Marmato

Buenos Aires

Caloto

El Tambo

Patía

Santander de Quilichao

Suárez

Timbiquí

Atrato

Cértegui

Condoto

Istmina

Nóvita

Tadó

Pitalito

Rivera

Barbacoas

Cumbitara

La Llanada

Los Andes

California

Vetas

Ataco

Cajamarca

Chaparral

Mariquita

Buenaventura

Dagua

Guadalajara de Buga

Palmira

Tuluá

AN
TI

O
Q

U
IA

CA
LD

AS
CA

U
CA

CH
O

CÓ
H

U
IL

A
N

AR
IÑ

O
SA

NT
AN

DE
R

TO
LI

M
A

VA
LL

E

PUNTUACIÓN TÍPICA HOMICIDIOS

AÑO

2013

2012

2011

2010

2009

2008

2007

2006

2005



54

IS
SN
 1
79
4-
31
08
. 
Re
v.
 c
ri
m.
, 
Vo
lu
me
n 
58
, 
nú
me
ro
 1
, 
en
er
o-
ab
ri
l 
20
16
, 
Bo
go
tá
, 
D.
 C
.,
 C
ol
om
bi
a

Mauricio Romero Hernández

de modalidades, con un incremento alto y sostenido 
desde el año 2009, que alcanzó niveles de 63 y 57 % en 
los años 2011 y 2012 (Romero et al. 2014).

Las modalidades de agresión y riña aportaron un 
promedio de 45 % (535 casos), distribuidos en 29 % 
(343) correspondientes a la modalidad de agresión y 
16 % (192) relacionados con riñas; el 6 % (74) se refiere 
a atacados por GAOML, y las demás modalidades 
no se consideran significativas, porque el promedio 
individual no supera el 6 %.

Lesiones personales

Las tasas de lesiones personales en los municipios 
mineros estudiados revelan un comportamiento 
elevado, sostenido y cíclico, que supera en la mayoría 
de años las tasas nacionales (vid. gráfica 3).

Las tasas de lesiones personales en municipios no 
auríferos, en la mayoría de años, superan las tasas de 
municipios auríferos (vid. gráfica 3).

Lesiones personales municipios auríferos

En los últimos seis años el delito de lesiones personales 
en municipios auríferos mostró una tendencia cíclica 
creciente heterogénea, en la mayoría por debajo 
de la curva de municipios no auríferos, superándola 
únicamente en el año 2012 (vid. gráfica 3).

En el año 2012 el delito de lesiones personales en 
municipios auríferos supera en cuatro casos a los 

municipios no auríferos. Contribuyen a las elevadas 
tasas de lesiones personales los municipios de 
Tadó (562), Condoto (332) e Istmina (306) (Chocó), 
Caloto (490) (Cauca) y Chaparral (438) (Tolima), muy 
superiores a la tasa nacional, que ascendió a 170.

Lesiones personales municipios no auríferos

El delito de lesiones personales en municipios no 
auríferos presentó una tendencia cíclica creciente 
desde el 2005 hasta el 2013, con amplitud en los 
primeros cinco años (vid. gráfica 3).

El delito observó valores superiores durante el 
período 2007-2011 y el año 2013, con respecto a los 
municipios auríferos (vid. gráfica 3).

Los municipios de Socotá, Tasco, Ventaquemada 
(Boyacá) y Garzón (Huila) se caracterizaron por 
presentar puntuaciones atípicas en algunos años de 
estudio (vid. gráfica 4).

Lesiones personales por modalidad, 
municipios no auríferos

La riña, 130 casos (56 %), fue la modalidad de lesiones 
personales que presentó mayor frecuencia promedio, 
seguida de agresión, con 84 casos (37 %); las demás 
modalidades no se consideran representativas por 
sus bajos niveles promedio (por debajo del 4 %), que 
agrupadas ascienden al 7 %.

Gráfica 3. Comparativo tasa de lesiones personales nacional y municipal mineros, 2005-2013. Tasa por cada 
100.000 habitantes. (Romero et al. 2014)
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Minería ilícita: incidencia en la convivencia y seguridad ciudadana en diez departamentos de Colombia

Minería y extorsión
Los GAOML obtienen recursos financieros derivados 
del desarrollo directo o indirecto de actividades 
mineras ilícitas, como lo manifestaron algunos de los 
entrevistados, así:

(…) grupos ilícitos, ellos al ejercer esa injerencia 
delictiva a través de la extorsión y la amenaza a 
esas personas prácticamente promueven que la 
explotación se siga dando. Si una persona que está 
dedicada a la explotación minera formal o no formal 
está siendo presionada en su lugar de trabajo para 
dar pagos obligados de dinero, pues él te obliga 
a seguir trabajando y explotando más, porque 
necesita compensar esa pérdida y por lo general las 
personas que han iniciado o están en ese trabajo son 
ciudadanos que viven con muchos compromisos 
económicos (funcionario de la Alcaldía de Quibdó).
Un funcionario de la Alcaldía de Remedios y de la 

Asamblea de Mineros de Antioquia comentó que los 
GAOML extorsionan a mineros legales y a quienes 
desarrollan la actividad minera en forma ilícita, a pesar 
del control ejercido por la Policía Nacional.

Desde el punto de vista estadístico, el delito de 
extorsión en municipios mineros entre los años 2005 
y 2010 presentó distribución normal alrededor de 
la tasa nacional; en el lapso 2011-2013 se presentan 
algunos incrementos; en el 2013 hubo cinco casos más 
en municipios auríferos con respecto a la tasa nacional 
(vid. gráfica 5).

Extorsión por modalidad
La llamada a celular (60 % correspondiente a 57 casos 
anuales en promedio), es la modalidad de extorsión 
más frecuente, seguida de la denominada directa 
(16 %, equivalente a 15), otros (17 %, que aglutina las 
modalidades con participación menor del 5 %) y mixta 
(7 %, correspondiente a 6).

Extorsión municipios auríferos

El delito de extorsión para el año 2013 amerita análisis, 
en razón de la marcada diferencia entre la tasa de 
municipios auríferos con respecto a la tasa nacional, 
que a pesar de las altas tasas en municipios como 
Chaparral (49) (Tolima), Segovia (43) (Antioquia), 
Istmina (36) (Chocó) y Patía (31) (Cauca), Mariquita 
(30) y Ataco (27) (Tolima), y El Bagre (27) (Antioquia), 
se compensan con tasas nulas de varios municipios, 
para arrojar una tasa de 15, que difiere en cinco casos 
con respecto a la tasa nacional.

El delito de extorsión en relación con la muestra 
seleccionada se caracteriza por presentar en su 
mayoría tasas iguales o ligeramente superiores a la 
tasa nacional. Dentro de la muestra se observa alta 
dispersión de los datos en los municipios auríferos.

Gráfica 4. Puntuación típica lesiones personales en municipios mineros no auríferos, 2005 a 2013.  
(Romero et al. 2014)
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Mauricio Romero Hernández

Gráfica 5. Comparativo tasa de extorsión nacional y municipios mineros, 2005-2013.  
Tasa por cada 100.000 habitantes. (Romero et al. 2014)

Correlaciones entre los 
delitos de homicidio, lesiones 
personales y extorsión
Para el período analizado existió una correlación 
significativa entre la tasa de extorsión y la de homicidios, 
de 11 % (al 0,05 de significancia bilateral [sb]); es decir, el 
delito de extorsión explica en 11 % el delito de homicidio. 
La correlación entre la tasa de extorsión y la de lesiones 
fue de 21 % (al 0,01 de sb), lo que significa que el delito 
de lesiones personales es explicado en un 21 % por el 
delito de extorsión, que es de casi el doble con respecto 
a la correlación entre extorsión y homicidio (11 %) a un 
mayor nivel de sb (tabla 1).

Al realizar otras correlaciones se presentaron las 
siguientes:

En el año 2005 se evidenció una correlación de 45 % 
entre la tasa de lesiones personales y homicidio (al 0,01 
de sb), es decir, el delito de lesiones personales explica 
en 45 % el delito de homicidio.

Los años 2008 y 2013 presentaron una correlación 
de 37 y 38 % entre la tasa de extorsión y la de homicidio 
(al 0,05 de sb).

Los municipios no auríferos tuvieron correlación 
de 36 % entre los delitos de lesiones personales y 
homicidio (al 0,01 de sb).

Los municipios auríferos presentaron correlación 
de 11 y 13 % entre los delitos de lesiones personales y 
extorsión con respecto al delito de homicidio (al 0,05 
de sb), y de 23 % entre el delito de extorsión y lesiones 
personales (al 0,01 de sb); es decir, los delitos explican 
entre sí su ocurrencia, pero sobre todo los de extorsión 
y lesiones personales, que con una significancia más 
alta tienen una correlación en intensidad similar.

Antioquia presenta alta correlación entre el delito 
de lesiones personales y extorsión, 40 % (al 0,01 de 
sb). Se evidencia que a mayores índices de extorsión, 
mayores índices de lesiones. Igual tendencia 
presentaron los municipios mineros del departamento 
de Cauca, 32 % (al 0,01 de sb).

El departamento de Chocó presenta alta 
correlación entre los tres delitos; la correlación entre 
las tasas de extorsión y homicidio ascendió a 34 % (al 
0,05 de sb), y entre extorsión y lesiones personales 
registró 43 % (al o,01 de sb).

Tabla 1   
Correlaciones entre delitos de homicidio, 
lesiones personales y extorsión

Detalle Tasa 
homicidios

Tasa 
lesiones

Tasa 
extorsión

Tasa 
homicidios

Correlación 
de Pearson 1 ,037 ,110*

Sig. 
(bilateral) ,476 ,033

N 378 378 378

Tasa 
lesiones

Correlación 
de Pearson ,037 1 ,210**

Sig. 
(bilateral) ,476 ,000

N 378 378 378

Tasa 
extorsión

Correlación 
de Pearson ,110* ,210** 1

Sig. 
(bilateral) ,033 ,000

N 378 378 378
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Minería ilícita: incidencia en la convivencia y seguridad ciudadana en diez departamentos de Colombia

Los municipios auríferos del departamento de 
Huila registraron alta correlación, 74 % (al 0,01 de sb), 
entre los delitos de lesiones personales y homicidios.

Minería ilícita y seguridad 
pública
Los municipios mineros presentan permanente 
incursión de GAOML, que generan afirmaciones como 
las siguientes:

(…) estos problemas los tenemos en la zona 
oriental de la ciudad, que para nadie es un secreto 
que tiene problemas de orden público; nosotros 
aquí tenemos los grupos armados, donde de alguna 
manera parece que, esto no lo podemos asegurar, 
pero hace parte de las investigaciones, y es que 
ellos de alguna manera protegen a estas personas 
que trabajan en minería ilícita, estamos hablando 
del sector de Cueva Loca, donde más problemas 
hemos tenido y ellos hacen explotación con cianuro 
y mercurio (…) Entonces dificultades te lo digo que 
son de orden público que tenemos aquí en la zona 
rural, en la zona alta (funcionario de la Alcaldía de 
Buga).

(…) Escuchamos que al parecer miembros de 
la mal llamada banda delincuencial la Empresa 
estuvieron en el sector y al parecer ahora andan en 
disputa con los Urabeños. La comunidad es muy 
callada, ellos saben quiénes están sacando el oro, 
pero es difícil que ellos den información (funcionario 
de la Alcaldía de Buenaventura).

Vetas es un corredor de los grupos al margen de 
la ley desde hace mucho tiempo, donde son gente 
que camina de noche (…) dicen que la gente se está 
viendo afectada otra vez por la guerrilla, yo no he 
visto, pero de que dicen, dicen (…) no sé cómo se 
pueda volver a entonar una violencia que se salga de 
las manos y terminemos dañándonos entre nosotros 
mismos, y esta gente entre y aproveche la situación 
(funcionario UMATA Santander).

(…) usted llegaba, había gente con fusil y uno 
sabía que no era la Policía ni el Ejército, era gente 
armada ilícita (funcionario de la Alcaldía de Caloto).

Más que todo en el sector rural están las Farc 
(funcionario de la Alcaldía de Patía).

Nosotros soportamos el año pasado en 
Timbiquí 23 hostigamientos, como los denominan 
las autoridades militares, y todos se generaron 
causados por esa situación (funcionario de la Alcaldía 
de Timbiquí).

(…) Entonces son cosas que en el país yo creo 
que esto, y como esta fórmula es tan fácil de obtener 
recursos, ¿y usted sabe quiénes son los que tienen 

recursos?, los poderosos, sí, pero también los que 
están en la lucha armada y en las cosas ilícitas de 
este país, ¡claro! (...) Las AUC, los subversivos, claro, 
porque es una manera más, que se van a poner a 
sembrar coca (…) hagámosle, echemos cianuro y 
saquemos, es una manera más fácil de fortalecer sus 
arcas, entonces eso es supremamente delicado y eso 
se crece y se crece y va a traer problemas a futuro 
muy graves (…) (funcionario de la Secretaría de 
Medio Ambiente de Santander de Quilichao).
En el Valle del Cauca, algunas autoridades 

consideran que el desarrollo de actividades mineras 
per se es generador de delincuencia, agravado por el 
hecho de que las citadas actividades han favorecido 
la conformación de GAOML especializados en el 
aprovechamiento ilícito de la cadena productiva de la 
minería.

Minería y conflicto social

La mayoría de municipios mineros presentan 
problemática social, como lo evidencia el siguiente 
relato:

(…) alto consumo de bebidas embriagantes 
y alucinógenas, tráfico de armas ilícitas. También 
se presenta problemática social con las niñas de 
la región que en su mayoría son de campo quienes 
inicialmente viven con sus familias, posteriormente 
llega el minero, quien las enamora y se las lleva, 
tienen hijos y presentan problemas de violencia 
intrafamiliar... (funcionario de la Alcaldía de 
Ventaquemada).
Algunas autoridades consideran que la minería 

genera problemas sociales que trascienden la familia 
y el bienestar general:

(…) descomposición social, (…), la gente que 
explota, hace su plata y hay mucho más consumo de 
licor y por ende más problemas sociales (funcionario 
de la Alcaldía de Patía).

(…) duramos casi tres meses tratando de 
solucionar un conflicto minero social causado 
por cuatrocientas o quinientas personas, quienes 
bloquearon las vías y no dejaron subir a las 
autoridades al alto, donde quemaron unas minas y 
carros, bloqueando las vías (…) y es que la minería 
que se lleva a cabo cuenta con licencia ambiental de 
más de veinte años de antigüedad con el respectivo 
título minero, situación ante la cual uno queda 
cruzado de brazos, porque por un lado la sociedad 
le dice sáquelos porque nos van a dejar sin agua, 
deteriorando el municipio, pero por otro lado hay una 
reglamentación que dice que ellos están cumpliendo 
con las normas y aún no se ha solucionado hasta 
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el momento (…) (funcionario de la Secretaría de 
Gobierno de Socotá).
La información relacionada con el conflicto social, 

aportada por los entrevistados, se contrastó con el 
siguiente análisis socioeconómico de los municipios 
objeto de estudio.

Análisis socioeconómico

El siguiente es el análisis del índice de Necesidades 
Básicas Insatisfechas4 (NBI) para municipios mineros 
en relación con la proporción de personas en NBI, 
componente de personas en miseria e inasistencia 
escolar.

Proporción de personas en NBI

El 76 % de los municipios mineros están por encima 
del total nacional (27,78) (línea roja en la gráfica 6).

Los departamentos de Chocó (79,19 %), Cauca 
(46,62), Nariño (43,79), Huila (32,62), Boyacá (30,77) y 
Tolima (29,85) evidencian índices superiores al índice 
nacional de personas en NBI (Romero et al. 2014).

Los municipios de Istmina (88,08), Tadó (86,86), 
Cértegui (87,24) y Atrato (80,11) presentan los 
más altos índices de personas en NBI. Todos los 
municipios seleccionados de los departamentos de 
Chocó, Huila y Cauca superan el índice nacional (vid. 
gráfica 6).

Componente de personas        
en miseria
La mayoría de municipios mineros objeto de estudio 
están por encima del total nacional de proporción 
de personas en miseria (10,64) (línea roja en la grá-
fica 7); los municipios de Buriticá (Antioquia), Ataco 
(Tolima), Socotá (Boyacá) y Timbiquí (Cauca) pre-
sentan índices de personas en miseria superiores a 
36 (vid. gráfica 7) (Romero et al. 2014).

Componente de inasistencia 
escolar
El 62 % de los municipios mineros están por encima 
del total nacional (3,56) (línea roja en la gráfica 8),  

donde los municipios de Buriticá (Antioquia) y 
Timbiquí (Cauca) presentan índices superiores a 13 
(vid. gráfica 8). La totalidad de los municipios mineros 
seleccionados de los departamentos de Huila y Chocó 
presentan índices de inasistencia escolar superiores al 
índice nacional.

Gráfica 6. Proporción de personas en NBI. Municipios 
mineros. (Romero et al. 2014).4	 Cumbitara (Nariño) no se considera para los análisis, por cuanto tiene 

NBI correspondiente a 100 %, debido a la imposibilidad de obtener in-
formación por motivos de orden público.
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Minería ilícita: incidencia en la convivencia y seguridad ciudadana en diez departamentos de Colombia

Gráfica 7. Proporción de personas en miseria.  
Municipios mineros. (Romero et al. 2014).

Gráfica 8. Proporción de personas en inasistencia 
escolar. Municipios mineros. (Romero et al. 2014).
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Discusión de resultados                
y conclusiones

La Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y 
el Delito (UNODC) indica que el desarrollo es uno de 
los vínculos que más se relaciona con el homicidio, en 
razón a que tasas elevadas de homicidio se asocian 
con bajo desarrollo humano y económico, lo cual se 
explica porque la mayor proporción de homicidios se 
producen en países con pobres niveles de desarro-
llo humano, mientras que en los países con grandes 
desigualdades de ingresos las tasas de homicidio casi 
cuadriplican a las tasas de sociedades más equitativas 
(UNODC, 2011).

En concordancia con las premisas de UNODC 
(2011) y con el índice de NBI de municipios auríferos, 
la tasa promedio de homicidios (64 por cada 100.000 
habitantes) fue superior en 83 % con respecto a la tasa 
nacional (35), donde la modalidad de homicidio más 
representativa fue el sicariato (38 %), con guarismos 
de 63 y 60 % en los años 2011 y 2012.

El delito de lesiones personales tuvo un compor-
tamiento creciente y sostenido, que en la mayoría su-
pera con amplitud la tasa promedio nacional; el pro-
medio del delito en los municipios no auríferos fue de 
176, y de municipios auríferos de 147, que superaron en 
49 y 25 %, respectivamente, la tasa promedio nacional 
(118). 

Las modalidades de lesiones personales que más se 
presentaron en ambos grupos fueron la riña, seguida 
de la agresión; en los municipios no auríferos fue de 
56,66 % (130 casos, riña) y 36,61 % (84 casos, agresión), 
y en los auríferos, de 55,69 % (1.484 casos, riña) y 23,01% 
(613 casos, agresión).

La correlación entre el delito de extorsión y 
lesiones personales en los municipios mineros objeto 
de estudio fue de 21 %, y la correlación entre extorsión 
y homicidios ascendió a 11 %, lo que significa que los 
citados delitos se explican en los índices señalados 
por el delito de extorsión, a pesar de la incongruencia 
entre lo manifestado por los entrevistados y las bajas 
tasas de denuncia del citado delito.

Antioquia y Cauca presentan alta correlación 
entre los delitos de extorsión y lesiones personales; el 
departamento de Chocó presentó elevada correlación 
entre los tres delitos.

La extorsión tiene alta incidencia en los delitos 
de homicidios y lesiones personales, y se considera 
elemento sustancial y fundamental en el accionar 
delictivo de los GAOML, que se lucran de las actividades 
mineras manteniendo su control mediante la fuerza, 
la intimidación y el terrorismo. Ante la debilidad del 
Estado, la extorsión se presenta como una práctica 

institucionalizada, por medio de la cual el tributo 
colectado por los GAOML se compensa con protección 
física ante otros potenciales grupos delincuenciales o 
como barrera de contención contra el control estatal 
(Volkov, 2002).

Se ha argumentado que la extorsión es un delito 
de fácil comisión, porque no requiere de elevada 
inversión inicial, su gestión implica bajos costos y se 
lleva a cabo en territorios donde la protección del 
Estado no se considera adecuada o confiable; de otra 
parte, es una actividad de bajo riesgo, porque los 
mineros en general prefieren pagar una cuota en lugar 
de denunciar ante la Policía (Paoli, 2003).

Las víctimas de extorsión son en su mayoría 
mineros ilegales, quienes son vulnerables en razón a 
que su naturaleza ilegal les impide recibir protección 
oficial (Schelling, 1984), situación que explica el 
bajo nivel de denuncia; en estos casos se observan 
tendencias similares a la tasa nacional, contrario a lo 
expresado por las autoridades.

Por las correlaciones entre extorsión y lesiones 
personales (21 %), y extorsión y homicidio (11 %), 
pareciera que los GAOML, ante la negativa de las 
víctimas de pagar la extorsión, primero procedieran 
a hacer efectivo el cobro mediante agresión física, 
optando en segunda instancia por el homicidio en la 
modalidad de sicariato.

Los índices de criminalidad en los municipios 
mineros estudiados son el resultado de múltiples 
factores, entre los que se encuentran pobreza, 
marginalidad social, ausencia de presencia efectiva 
del Estado, incursión, participación e interferencia de 
GAOML en la cadena productiva de la minería, entre 
otros, que inciden para que se registren elevadas 
tasas de los delitos enunciados y, por ende, afecten 
la convivencia y seguridad ciudadana de las regiones 
donde se desarrollan actividades de minería ilícita.

Comprensión del delito:  
enfoque desde la Teoría 
Integradora del Delito

La comprensión del delito de minería ilícita y su 
incidencia en la convivencia y seguridad ciudadana 
subyace en el entorno familiar social y cultural en que 
se desenvuelven las poblaciones mineras, que tienen 
características propias y únicas que las diferencian 
de otros grupos humanos dedicados a actividades 
económicas diferentes.

En el caso de los municipios mineros (en especial 
auríferos), los individuos que desarrollan actividades 
de extracción minera pertenecen a posiciones 
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socioeconómicas desfavorables, que los limitan para 
acceder a un desarrollo social y personal aceptable, 
y los etiqueta y aleja de la percepción de comunidad 
normalmente admisible, encasillándolos en una 
subcultura con unas características y patrones de 
conducta que los identifican.

La subcultura de los municipios mineros se 
caracteriza por mantener patrones de conducta 
de desprecio por la educación y el medioambiente, 
manifestaciones de violencia, pobreza, entre otros, 
que atentan contra el respeto y solidaridad de los 
conciudadanos. Esta subcultura se presenta como 
reacción negativa de comunidades desfavorecidas 
que se están desarrollando al margen de la cultura 
generalmente aceptada en Colombia, con el 
propósito de buscar alternativas de solución a la 
frustración que soportan al no poder acceder a las 
diferentes oportunidades brindadas a la sociedad 
(Orellana, 2012).

La subcultura de los municipios mineros, en especial 
auríferos, se identifica por desconocer las normas 
y la institucionalidad. La desobediencia al control 
formal (normas) se caracteriza por obediencia a otros 
valores o principios establecidos por la comunidad y 
los GAOML; e. g., desarrollan actividades de minería 
ilícita sin el cumplimiento de los requisitos establecidos 
por el Estado, lo cual deteriora las condiciones de 
convivencia y seguridad ciudadana al atentar contra el 
ambiente y la salud personal y colectiva.

Los transgresores justifican la violación de la norma 
en función del beneficio personal o de la asociación a 
la que pertenecen; los mineros argumentan el derecho 
a extraer las riquezas del subsuelo, porque, según 
ellos, prima la necesidad de subsistir. De otra parte, 
los GAOML imponen “rentas” por “permitir el acceso 
a áreas de explotación minera”, gramaje, utilización 
de maquinaría y transporte, entre otros, por creerse 
la “autoridad imperante en la región”, que regula la 
mayoría de las actividades de los habitantes. Cualquiera 
que considere tener el poder suficiente se abroga 
el derecho de establecer su nicho de explotación 
económica, aun en desmedro del bienestar de la 
comunidad y el medioambiente.

La cultura en la que viven los mineros se constituye 
en la expresión de otros sistemas normativos, que 
pretenden brindar salida a la frustración que tienen 
que soportar por no poder participar y beneficiarse 
de los sistemas productivos normalmente aceptados 
por la comunidad (García-Pablos, 2007), motivo por 
el cual, justifican la realización de las actividades 
argumentando falta de oportunidades y reclamando 
el derecho a desarrollar procedimientos de minería 
ilícita, con el pretexto de ser lo único que saben hacer 
y porque la norma avala la realización de trabajos de 

minería informal, a pesar de conocer los efectos en el 
ambiente y la salud personal y pública.

Los individuos al estar inmersos en la subcultura 
de la minería ilícita, soportan tensiones propias 
de una sociedad incompleta y desorganizada, que 
los impele a adentrarse desde temprana edad en 
procesos propios de la citada actividad, lo cual 
se constituye en campo fértil para el aprendizaje 
de conductas desviadas. Llama la atención la 
naturalidad con que las personas entrevistadas se 
refieren a acciones relacionadas con alcoholismo, 
consumo de sustancias psicoactivas, prostitución, 
riñas, lesiones personales, homicidios, extorsiones, 
además de trabajo infantil y femenino sin sujeción a 
lo estipulado en el Código Laboral, entre otros.

El anterior panorama se agrava en la medida que 
se descubren y explotan áreas con riqueza minera, 
porque en Colombia existe una subcultura migrante 
de personas, integrada por individuos de diferentes 
regiones del país, quienes consideran que la minería 
ilícita es una de las mejores fuentes de subsistencia.

Esta subcultura se caracteriza por mantener un 
férreo proceso de aprendizaje social, determinado 
por el quehacer diario del individuo en las minas, quien 
desde niño aprende por imitación y observación los 
secretos para extraer las riquezas minerales, además 
de acostumbrarse a vivir en familias disfuncionales y 
en una sociedad que tolera acciones que transgreden 
la convivencia y seguridad ciudadana.

El comportamiento desviado en la cultura minera 
ilícita es aprendido como resultado de la interacción con 
los demás miembros de la sociedad, motivo por el cual, 
el individuo actúa en concordancia con las reacciones 
o respuestas que su conducta recibe de su entorno, lo 
que significa que en una sociedad carente de valores, 
la transgresión y la identidad con la misma acarrean 
estímulos que refuerzan el proceso de aprendizaje.

Considerando que la actividad minería ilícita im-
plica actividades conexas no lícitas, cada una de ellas 
involucra un proceso sistemático y escalonado de 
aprendizaje, que incluye técnicas, control de impul-
sos y autorracionalización de la conducta. El proceso 
de minería ilícita y delitos conexos involucra escuelas 
informales de aprendizaje de las técnicas que permi-
ten el perfeccionamiento de la actividad, con la con-
secuente concienciación del “beneficio” que genera el 
desarrollo de las citadas actividades.

De otra parte, los individuos son más propensos a 
ejecutar conductas desviadas (violaciones y transgre-
siones a la norma) cuando carecen de patrones efec-
tivos de crianza que les permitan mantener niveles de 
autocontrol, los cuales son adquiridos por pertenecer 
a instituciones como la familia, la escuela, la sociedad, 
entre otros.
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La responsabilidad del control del crimen recaería 
en los padres o adultos, con amplia incidencia en las 
primeras etapas de vida del ser humano, situación que 
para el caso objeto de estudio plantea un panorama no 
muy alentador, por cuanto las actividades de minería 
ilícita y delitos conexos se desarrollan en un ambiente 
de descomposición y disfunción familiar y social.

Los ambientes de municipios donde se practica 
la minería ilícita se caracterizan por ostentar bajas 
condiciones de adhesión entre el individuo, la familia y 
la comunidad. Los índices de NBI evidencian elevados 
niveles de pobreza que dificultan la realización de 
procesos de apego a valores inculcados en la familia 
y la escuela; es más, de acuerdo con lo expresado por 
los entrevistados, se carece de un entramado social, 
político y cultural que genere valores y cohesión en los 
núcleos familiares, sociales, la escuela y la sociedad.

La mayoría de familias violan el derecho que tienen 
los menores a la educación, agravado por la obligación 
que les asiste de efectuar trabajos para los cuales no 
están capacitados laboral, física y emocionalmente.

De acuerdo con lo anterior, los municipios mineros, 
en su mayoría auríferos, generan condiciones propicias 
para que los índices de NBI y tasas de los delitos de 
homicidio y lesiones personales superen las tasas 
departamentales y nacionales.

Otro elemento fundamental para el control 
del crimen es el compromiso con el desarrollo 
sostenido de actividades que a futuro redimen 
rendimientos positivos, que se colocan en riesgo por 
comportamientos delincuenciales; una de ellas es  
el desarrollo de procesos académicos duraderos en el 
tiempo (primaria y secundaria), realidad que estaría 
desvirtuada en razón a los altos niveles de inasistencia 
escolar, que en municipios mineros asciende al 59 %, 
muy superior al índice nacional.

La proporción de personas en inasistencia escolar 
es elevada, como lo corroboró un estudio de minería 
de oro realizado en el municipio de Condoto (Chocó), 
que determinó que la inasistencia escolar es muy alta, 
y el segmento entre 14 y 17 años fue el más elevado 
(68 % de la muestra seleccionada) (Organización 
Internacional del Trabajo, 2001). Entre las razones de 
inasistencia escolar argumentadas por los niños, niñas 
y adolescentes (NNA) estaban la de falta de dinero 
de los padres, la obligación de trabajar o buscar un 
trabajo y realizar oficios caseros (OIT, 2001).

En los municipios mineros no se estaría fomentando 
la cultura del compromiso porque se vive el día a día, 
donde la responsabilidad económica de los hogares 
recae en su mayoría en mujeres y NNA, desde este 
punto de vista, se estaría contribuyendo al desarrollo 
de conductas desviadas, por cuanto se desvirtúa el 
compromiso con el futuro personal.

Por lo general, el envolvimiento en actividades 
sociales convencionalmente aprobadas se constituye 
en elemento determinante en el control del delito, 
pero en el caso de poblaciones en los alrededores 
de los enclaves mineros, el nivel de envolvimiento 
positivo es mínimo; por el contrario, los habitantes, 
en especial los NNA, realizan sus actividades diarias 
dentro del marco de la ilegalidad; es decir, se 
encuentran inmersos negativamente en actividades 
socialmente aprobadas, que los aliena y les impide 
adquirir destrezas y competencias que les faciliten la 
inserción futura en un mundo laboral, situación que los 
adentra en una espiral de pobreza y marginalidad.

La violencia en municipios mineros, en especial 
auríferos, halla su génesis en la convergencia de 
múltiples factores, entre los cuales se encuentran 
privación de satisfacción de las necesidades humanas 
básicas; en este sentido, adquiere significado el 
análisis socioeconómico fundamentado en el estudio 
de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI).

El 76,19 % de hogares de municipios mineros 
tiene una proporción de personas con NBI superior 
al índice nacional, 27,78 %, y la gran mayoría están 
por encima del índice departamental, lo que significa 
que el 76,19 % de los hogares de los municipios 
objeto de estudio tienen por lo menos una NBI sin 
resolver; e. g., la mayoría de los hogares habitan en 
construcciones subnormales, que carecen de algún 
servicio público básico, y conviven en condiciones de 
hacinamiento, pobreza o miseria. En este sentido, el 
62 % de los hogares de los municipios mineros tienen 
una proporción de personas en situación de pobreza 
por encima del índice nacional, de 10,64 %.

Como resultado de la violencia y la pobreza se ge-
nera alienación, que consiste en la privación de necesi-
dades superiores (desarrollo personal y de habilidades 
profesionales y laborales que les permitan desenvol-
verse en un mundo globalizado); esto los empuja a 
mantenerse al margen de los procesos sociales, edu-
cativos, culturales, económicos y laborales, de modo 
que se acentúa la pobreza, que los victimiza y no les 
permite visualizar niveles superiores de desarrollo in-
dividual y colectivo.

De otra parte, la maldición de los recursos en zonas 
de explotación minera es evidente, porque a pesar de la 
intensa explotación de estos, las comunidades locales, 
regionales y nacionales no se benefician en debida 
forma de los rendimientos que generan. Los índices 
de NBI evidencian la acentuación y profundización 
del subdesarrollo, caracterizado porque no existen 
instituciones fuertes que planifiquen, controlen 
y regulen la actividad de explotación minera; al  
no haber institucionalidad minera y fiscal, el Estado no 
percibe rentas que puedan ser invertidas en desarrollo 
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económico y social; por el contrario, los GAOML, 
aprovechando el vacío institucional, se lucran en 
las diferentes etapas del proceso de producción de 
minería.

La pobreza perpetúa las disfunciones previstas en 
la teoría de la maldición de los recursos, porque para 
los GAOML, la precaria institucionalidad les facilita su 
accionar en la cadena del delito de minería ilícita, al 
encontrar incentivos en la explotación de recursos 
minerales (oro) fáciles de intervenir en cualquiera de 
sus fases de producción o comercialización. El oro es un 
commodity de fácil saqueo y de libre comercialización 
en Colombia, que es explotado en zonas lejanas de 
los centros administrativos (lejanía fundamentada en 
la dificultad de acceso), situación que es aprovechada 
por los GAOML para imponer su régimen de violencia.

Los municipios auríferos que cuentan con amplia 
presencia de GAOML tienen elevada correlación entre 
los delitos de lesiones personales con respecto al de 
homicidio, y entre el delito de extorsión y lesiones 
personales, lo que significa que existe relación entre 
explotación ilícita de oro, presencia de GAOML 
(Rettberg & Ortiz, 2014) y la ocurrencia de delitos 
de homicidio, lesiones personales y extorsión, que 
acentúan el conflicto interno que se vive en las regiones 
donde se presenta el fenómeno de minería ilícita.

La maldición y la guerra de recursos es evidente, 
porque ante un recurso (oro) que puede generar 
desarrollo, se presentan los más elevados índices de 
pobreza; esta situación la utilizan los GAOML para 
deteriorar la institucionalidad y desmejorar los bienes 
constitucionales de convivencia pacífica y la vigencia 
de un orden justo. Lo paradójico es que la debilidad 
institucional facilita el accionar delictivo de los GAOML, 
al permitirles obtener rentas que los fortalecen ante la 
acción de las autoridades.

Recomendaciones

La solución al problema de la minería ilícita y los delitos 
conexos encierra una dificultad mayúscula, por cuanto 
tiene múltiples aristas que lo complejizan; igual sucede 
con un sinnúmero de víctimas y victimarios, quienes 
reclaman creatividad y unión de esfuerzos para 
enfrentarlo en debida forma.

El combate de la minería ilícita no solo requiere de la 
implementación de estrategias tendientes a controlar 
sus manifestaciones y consecuencias (operativos de 
desmantelamiento de enclaves mineros ilegales y 
control de maquinaria amarilla y elementos químicos 
utilizados en su extracción y proceso, entre otros), sino 
que se hace necesario el diseño y aplicación de política 

pública tendiente a erradicar el problema atacando las 
causas que lo generan.

En un comienzo la política pública debe estar 
orientada a reformar el Código Minero, el cual 
debería consultar los intereses locales, regionales, 
departamentales y nacionales, teniendo como marco 
de referencia el ambiente y el desarrollo sostenible de 
la actividad.

La reforma del código indefectiblemente debe 
contemplar el fortalecimiento de la institucionalidad 
minera, mediante el empoderamiento de las entidades 
involucradas en la regulación y control de la actividad 
minera (las instituciones del Estado), que necesaria-
mente implica la presencia permanente y efectiva de 
las entidades en pro de facilitar el desarrollo minero, 
de acuerdo con la constitución y las leyes.

La transformación de la política minera debe 
estar respaldada por reformas económicas y sociales 
orientadas a promover desarrollo sostenible en 
los enclaves mineros y sus alrededores, con el fin 
de generar condiciones de mejoramiento social y 
económico, que desestimulen y hagan menos atractiva 
la actividad minera ilícita. Se requiere por parte del 
Estado de una fuerte inversión en infraestructura, 
que coadyuve al desarrollo económico de los enclaves 
mineros, con los consecuentes beneficios para la 
comunidad.

La política pública debe basarse en una amplia 
inversión social, fundamentada en estrategias que 
propendan por el desarrollo humano, con base en 
procesos de educación de calidad que trascienda los 
ámbitos familiar, social y laboral.

La política de educación debe ajustarse a la 
realidad regional y local de los estudiantes, porque 
los habitantes de zonas mineras tratan de hacer valer 
sus contextos, donde priman la fuerza y la resistencia 
física, desconfiando de los procesos educativos y de 
las aptitudes puramente intelectuales, que los llevan 
a ganar control situacional en contextos informales, 
porque en los formales, como el aula y el trabajo, están 
por completo subordinados (Gil, 2002).

Bajo el anterior precepto se logrará empode-
rar una sociedad solidaria y comprometida con  
el desarrollo integral local y regional, que facilitará el 
control social de las diferentes manifestaciones del 
delito de extracción ilícita de yacimientos mineros y 
otros delitos conexos, al igual que permitirá visuali-
zar posibles estrategias sociales de combate efectivo  
de los GAOML, mediante la neutralización de uno 
de los más importantes circuitos económicos que 
los financian.

La realización de un trabajo mancomunado entre la 
comunidad y el Estado es fundamental para garantizar 
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resultados positivos sostenibles en el tiempo, basados 
en el desarrollo individual y colectivo, que generen 
conciencia de protección del individuo, la comunidad 
y el medioambiente.

De otra parte, la política pública de convivencia y 
seguridad ciudadana debe cohesionar lo público con lo 
privado, mediante procesos basados en la educación, 
que deben estar orientados a la participación y la 
solidaridad; en este sentido, se deben impulsar 
programas y proyectos tendientes a fomentar la 
democracia en las organizaciones escolares, que 
trasciendan los diferentes ámbitos de la sociedad.

Teniendo en cuenta la correlación entre el delito 
de extorsión y los delitos de homicidios y lesiones 
personales, la función policial debe estar dirigida a 
combatir la extorsión en sus diferentes modalidades, 
la cual es realizada por GAOML. Lo anterior significa 
que una disminución en las tasas de extorsión se 
reflejará en menores tasas de homicidios y lesiones 
personales.

Finalmente, para la Policía Nacional el combate 
del delito de minería ilícita y delitos conexos plantea 
un desafío de grandes dimensiones, que requiere de 
articulación con las diferentes entidades del Estado 
a nivel nacional, regional y local, porque la sinergia 
institucional permitirá atacar el fenómeno en forma 
integral; de lo contrario, la Policía Nacional continuará 
contribuyendo con resultados que afectan la parte 
final de la cadena criminal, sin mayores repercusiones 
en las verdaderas causas y motivos que generan  
y dinamizan el átomo delictual de la minería ilícita y 
delitos conexos.
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Resumen
El terrorismo sufre cambios en la actualidad y evolucio-
na a la par que el resto del mundo. Boko Haram supone 
el ejemplo perfecto de un nuevo terrorismo emergente, 
alimentado por la globalización y la economía, pero fun-
damentado a su vez en pilares tan antiguos como el fa-
natismo religioso y los conflictos interculturales. En este 
artículo se trata de revisar las claves del nacimiento y de-
sarrollo de este grupo terrorista: las características de su 
país de origen, los elementos que llevaron al surgimien-
to de este grupo terrorista, qué estrategias de asalto y 
financiación utiliza en la actualidad y cómo lleva a cabo 
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su reclutamiento, así como su relación con otros grupos 
terroristas. Por último, con base en la teoría analizada, se 
realizará un análisis prospectivo sobre qué dirección es 
más probable que sigan sus acciones durante un futuro 
inmediato y a largo plazo. Las conclusiones alcanzadas 
por los autores indican que Boko Haram con probabilidad 
continuará creciendo y mejorando sus recursos y estrate-
gias, gracias a su relación con Daesh, para finalmente ser 
fagocitado por este como parte de un proceso de expan-
sión territorial.

Palabras clave

Terrorismo, religión, actos hostiles, organizaciones internacionales delictivas, política criminal (fuente: Tesau-
ro de política criminal latinoamericana - ILANUD).

Para citar este artículo / To reference this article / Para citar este artigo: Torregrosa, F. J., Garriga, D., López, R., Sánchez, 
N. & García, A. (2016). Boko Haram: análisis del fenómeno terrorista en Nigeria. Revista Criminalidad, 58 (1): 67-79.

Boko Haram: Analysis of the terrorist phenomenon in Nigeria

Boko Haram: análise do fenômeno terrorista na Nigéria



68

IS
SN
 1
79
4-
31
08
. 
Re
v.
 c
ri
m.
, 
Vo
lu
me
n 
58
, 
nú
me
ro
 1
, 
en
er
o-
ab
ri
l 
20
16
, 
Bo
go
tá
, 
D.
 C
.,
 C
ol
om
bi
a

Francisco Javier Torregrosa López; David Garriga Guitart; Rafael López Pérez; Nahikari Sánchez Herrero; Ángel García Collantes

Abstract
Nowadays, terrorism is undergoing changes and evolving 
on par with the rest of the world. Boko Haram involves 
the perfect example of a new emerging terrorism not 
only nurtured by globalization and economy, but sup-
ported in turn on three ancient pillars as old as religious 
fanaticism, bigotry and intercultural conflicts. This article 
attempts to review the keys of this terrorist group’s bir-
th and development process like, among others, the fea-
tures of their country of origin, the elements or factors 
leading to their emergence, what assault and financing 
strategies are they using today and how recruiting of new 

members is carried out, as well as their relationships with 
other terrorist groups. Finally, as based on the theory ha-
ving been examined, prospective analyses will be made 
on what kind of orientation in their actions is more likely 
to be followed in an immediate future and in the long run. 
The findings reached by the authors suggest that there is 
a strong possibility that Boko Haram will continue to grow 
and improve the group’s resources and strategies, thanks 
to its relationship with Daesh, but only to end up being 
swallowed by them –or should we say phagocyted– as 
part of a territorial expansion process.

Key words

Terrorism, religion, hostile acts, international criminal organizations, criminal policy (Source: Tesauro de política criminal 
latinoamericana - ILANUD).

Resumo
O terrorismo passa por mudanças na atualidade e evolui 
ao mesmo tempo o resto do mundo. Boko Haram supõe o 
exemplo perfeito de um novo terrorismo emergente, ali-
mentado pela globalización e pela economia, mas baseado 
também como nos pilares tão antigos como o fanatismo 
religioso e os conflitos interculturais. Neste artigo tenta-
se revisar as chaves do nascimento e do desenvolvimento 
deste grupo terrorista: as características do seu país de 
origem, os elementos que levaram ao surgimento deste 
grupo terrorista, as estratégias do assalto e do financia-

mento usa na atualidade e como realiza seu recrutamen-
to, assim como sua relação com outros grupos terroristas. 
Finalmente, com base na teoria analisada, uma análise 
prospectivo será feita sobre a direção mais provável que 
sigam suas ações durante um futuro imediato e de longo 
prazo. As conclusões alcançadas pelos a autores indicam 
que Boko Haram com probabilidade continuará crescen-
do e melhorando seus recursos e estratégias, graças a sua 
relação com o Daesh, finalmente para ser fagocitado por 
este como parte de um processo da expansão territorial.

Palavras-chave

Terrorismo, religião, ato hostil, organizações internacionais criminosas, política criminal fonte : Tesauro de política crimi-
nal latinoamericana - ILANUD).

Introducción
La amenaza que representa el terrorismo en la 
actualidad no se limita solo a países aislados. La 
época en la que los grupos terroristas actuaban 
exclusivamente a nivel nacional (ETA en España, 
el IRA en Irlanda, Hamás en Palestina, etc.) parece 
haber quedado atrás, dejando paso al desarrollo del 
conocido como “terrorismo internacional”, o aquel 
cuyas consecuencias comienzan a extenderse a 
diversos países (Jenkins, 1985: 4). De hecho, tanto las 
naciones occidentales como las orientales son víctimas 
hoy de multitud de actos criminales provocados por 
grupos terroristas con base en operaciones en territorios 

lejanos. Ejemplo de ello pueden ser los dos atentados 
de París sucedidos en el año 2015, o el perpetrado a 
un hotel español en Malí, también en ese año.  Ante 
el fenómeno de la globalización, la tarea de combatir 
al terrorismo parece aumentar en dificultad, y se 
convierte en un problema mundial (Zaffaroni, 2007).

Existen grupos terroristas que, como parte de la 
percepción amenazadora que de los mismos se tiene, 
son estudiados de forma especial. Aquí podríamos 
incluir los ya conocidos ejemplos de Daesh o Al Qaeda. 
Sin embargo, debido a un menor nivel de amenaza 
inmediata o al limitado alcance de sus acciones, otros 
grupos terroristas menos destacados son obviados 
por parte de los investigadores. El presente análisis 
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busca revisar el estudio de uno de estos grupos de 
carácter originalmente local, Boko Haram. El mismo, si 
bien puede no resultar una amenaza inmediata para 
el mundo occidental, para un conjunto concreto de 
países (en este caso, centroafricanos) representa un 
mal difícil de erradicar.

Contextualización  
sobre el terrorismo
“Si consideramos lo que ha sido el devenir de 
la humanidad en su dimensión sociopolítica, 
observaremos que el empleo de la fuerza física para 
anular la voluntad del otro ha sido una constante”. 
Esta primera frase, elaborada por Sabucedo, Casal 
y Fernández (2001), es un punto de vista interesante 
para empezar a tratar el fenómeno conocido como 
terrorismo. Esto es así debido a que, a pesar de ser un 
tema que cobra fuerza en la actualidad, y pese a que el 
terrorismo se ha convertido en un problema global en 
los últimos años (Institute for Economics and Peace, 
2014), no podríamos plantear que sea un tipo de 
delincuencia de reciente nacimiento.

Según la definición que realiza Schmid (1983), 
responsable del Departamento de Prevención del 
Terrorismo de las Naciones Unidas, el terrorismo “es 
un método de delincuencia en el cual víctimas, ya sean 
simbólicas o aleatorias, son convertidas en objetivo de 
la conducta violenta”. A través del uso de la violencia 
sobre individuos concretos, otros miembros del grupo 
victimizado son asustados de manera crónica (de 
ahí el término “terror”). El propósito del terrorismo 
puede ser o la inmovilización de su objetivo con un fin 
de desorientarlo o provocar conformidad en el mismo, 
o bien lograr objetivos secundarios de demandas 
y atención, todo ello en una particular fusión de 
violencia y propaganda (Schmid, 2005). Sea con un 
propósito u otro, el objetivo siempre se trata de una 
población diana que no está directamente involucrada 
en la toma de decisiones (Enders & Sandler, 1995), 
con los fines ya citados de intimidación y coacción 
violenta. Además, lejos de ser una criminalidad 
“azarosa” y “descontrolada”, como puede llegar a 
pensar una persona de a pie (Ruby, 2002), se trata de 
una modalidad de crimen totalmente organizado, con 
objetivos concretos y seleccionados de forma racional.

La principal consecuencia del terrorismo es el 
objetivo que lo caracteriza y por el cual lleva a cabo sus 
acciones: causar un daño psicológico en una sociedad 
y en sus individuos (Sullivan & Bongar, 2007), para 
conseguir cambios reivindicativos. Por supuesto, el 
miedo a ser víctima de un crimen puede dar lugar a 
consecuencias sin la necesidad de ser víctima directa 

del mismo (Pearson & Breetzke, 2014). Efectos 
sobre los pensamientos de un individuo, sobre sus 
percepciones y conductas, son solo algunos de los 
elementos que pueden producirse por la aparición 
del miedo. Se podría entender, por tanto, que el 
terrorismo no esté centrado en el acto de matar en sí, 
sino en el hecho de crear un temor que pueda llegar a 
tener un efecto más poderoso.

En estudios con población general sobre el miedo 
al delito, Vozmediano, San Juan & Vergara (2008) 
parecen demostrar que el nivel objetivo de delitos 
no tiene por qué guardar una relación directa con  
el nivel de miedo a los mismos. Y si bien es cierto que el 
constructo miedo al delito no engloba al terrorismo 
como tal (Serrano & Vázquez, 2007; Fernández, 
2008), sí parece interesante entender cómo esta 
diferencia de percepción entre lo que ocurre y lo 
que se cree que ocurre puede llegar a afectar tanto 
a una sociedad. Porque si bien existe un porcentaje 
objetivamente bajo de criminalidad, pero la sociedad 
tiene la percepción de lo contrario, es probable que 
los ciudadanos consideren que hay un nivel mayor de 
criminalidad del que en realidad hay, y por tanto, se 
sentirá, pensará y actuará con base en sus creencias. 
Esto fue llamado “la falacia del drama” por Felson & 
Boba (2010), que denominaban así a la falsa creencia 
de que la criminalidad es mucho mayor de lo que 
realmente es. Podríamos plantear que es en esta 
creencia sobre la que se apoya el terrorismo, como 
medio de chantaje para conseguir asustar a una 
población y ver cumplidas sus reivindicaciones.

Otra consecuencia directa del terrorismo es el 
impacto sobre los individuos concretos, que provoca 
heridas, pérdidas y mortalidad. El índice de asesinatos 
por motivos de terrorismo crece de manera continua, 
especialmente a raíz de la aparición del Daesh. Como 
puede comprobarse, entre los años 2012 y 2013 hubo 
un gran aumento del número de muertes por causas 
relacionadas con el terrorismo, al pasar de cerca de 12.000 
a casi 18.000 fallecidos, y concentrándose más del 80 % 
de las mismas en cinco países: Irak, Afganistán, Pakistán, 
Nigeria y Siria (Global Terrorism Index Report, 2014).

Las consecuencias indirectas del terrorismo, así 
como del miedo que este genera en la población, 
parecen diversas. Desde sentimientos xenófobos o 
racistas (Fekete, 2004), a la creación de legislaciones 
que no respetan las garantías del Estado de Derecho 
para aquellos considerados “enemigos” de la patria 
(Jakobs, 1985; Muñoz Conde & Hassemer, 2012), 
pasando por el recorte de libertades para individuos 
no criminales (EU Network of Independent Experts, 
2003; Tsoukala, 2006), todas estas representan, por 
tanto, una adición a las consecuencias directas del 
terrorismo, pudiendo resultar a su vez en una amenaza 
para cualquier sociedad.
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Sin embargo, ¿Qué ocurre cuando una sociedad 
no está preparada para hacer frente a este tipo de 
amenazas? ¿Qué sucede cuando no se encuentra bajo 
el amparo militar de un núcleo internacional? ¿Puede 
un país, por sí solo, hacer frente a la grave amenaza 
que representa el terrorismo?

Boko Haram

Nigeria: el desarrollo de un país inestable

Boko Haram tiene su foco principal de actuación en el 
país africano de Nigeria, hoy uno de los más poblados 
del mundo. Situado en el África occidental, cuenta 
con un sistema de gobierno propio de una república 
federal presidencialista. Antes una colonia británica 
y luego controlada por un régimen militar, el país 
finalmente logró el establecimiento de la democracia 
en el año 1999.

Nigeria se ha convertido en una economía 
potencialmente creciente desde principios del siglo 
XXI, dependiente de la extracción y exportación 
de petróleo (Gourley, 2012), resultando además un 
punto estratégico vital para los países occidentales, 
como “punta de lanza” para la pacificación de otros 
territorios africanos (Thomson, 2012). Sin embargo, 
pese a la ventaja que esto representa para el país, su 
economía todavía se encuentre tratando de afianzarse 
de forma definitiva, debido a diversos motivos: por 
un lado, y como defiende Adesoji (2011), a la nefasta 
influencia que el grupo terrorista Boko Haram tiene 
en ella (vid. el apartado “El impacto de Boko Haram”); 
por otra parte, a elementos de reparto no equitativo 
propios de la economía nigeriana y a su dependencia 
cada vez más exclusiva del petróleo (Gourley, 2012).

En contraposición a este rápido desarrollo, el país 
se caracteriza por no haber logrado superar problemas 
tradicionales existentes entre sus clases sociales 
(Shuriye & Huud, 2013), así como por ser víctima de 
la corrupción institucional (Lacey, 2012). Nigeria se 
encuentra, a su vez, bastante lejos de resultar un país 
igualitario (Gourley, 2012). De hecho, la mayor parte de 
la riqueza se suele concentrar en la parte sur del país 
(como veremos más adelante, Nigeria se encuentra 
dividida cultural e ideológicamente en dos partes, 
norte y sur), lo que provoca una gran crisis igualitaria 
entre los ciudadanos. ¿Por qué es así? Debido a la 
multiplicidad y diferencia entre las creencias de los 
grupos que la componen.

Desde hace años, es un país que se ha visto azotado 
por conflictos de carácter religioso y político internos 
(Adesoji, 2010), dada la diversidad de grupos étnicos 
e ideológicos que conviven en él. De hecho, resulta 

sencillo delimitar la división religiosa del país (Rogers, 
2012), donde el norte ha sido por tradición territorio 
islámico, y el sur reporta una mayoría de creencias 
cristianas (donde queda patente la influencia del 
Reino Unido durante la colonización de este país), 
y deja un territorio central conocido como el Middle 
Belt, o “cinturón central”, en el cual la convivencia 
es especialmente volátil entre estas dos grandes 
comunidades, sobre todo dado el hecho (nombrado 
en el párrafo anterior) de que el sur suele concentrar 
la mayor parte del poder económico. El posterior 
establecimiento de la democracia no ayudó a mejorar 
esta situación, sino que resultó en una crisis interna 
que se ha mantenido desde entonces. Todos estos 
elementos permiten hacerse una idea de la compleja 
situación en la que se encuentra Nigeria (Onuoha, 
2010). Las dificultades económicas, políticas y sociales 
contribuyen, por tanto, a la inestable situación del país 
y a que arrastre diversos conflictos desde hace años.

Un análisis más en profundidad muestra que las 
diferencias entre las distintas comunidades, lejos de 
ser fundamentalmente debidas a un conflicto religioso, 
se relacionan más bien con la actuación política del 
gobierno del país (Walker, 2012), que ha provocado 
un quebrantamiento entre los distintos grupos. 
Además, la situación de inestabilidad provoca que el 
mismo tenga recursos limitados para hacer frente a las 
amenazas, lo que a su vez provoca que no se pueda 
actuar de forma preventiva (Walker, 2012). Por ello, 
en multitud de ocasiones el gobierno es incapaz de 
evitar la emergencia de elementos que resultarán en 
un problema para el país (Onapajo & Uzodike, 2012).

De hecho, y antes de la aparición de Boko Haram, 
tuvo lugar el surgimiento de otro grupo sectario, 
también de origen fundamentalista islámico, conocido 
como Yan Tatsine, dirigido a su vez por el predicador 
Maitatsine, que causó desórdenes durante unos 
meses en el territorio de Kano, a finales del siglo XX 
(Danjibo, 2009; Loimeier, 2012).

Todas estas características muestran cómo Nigeria, 
pese a estar desarrollándose de manera vertiginosa 
en materia económica, todavía se encuentra anclada en 
problemas internos sociales, que provocan que el país 
sea víctima de conflictos políticos y fundamentalismos 
religiosos (Onapajo & Uzodike, 2012). Son todos estos 
elementos de inestabilidad, en conjunto, los que 
parecen haber provocado el nacimiento del grupo 
terrorista Boko Haram.

Boko Haram: definición y origen

Como preámbulo para explicar el origen de este 
grupo terrorista, es conveniente señalar que, pese al 
tiempo que Boko Haram lleva actuando en Nigeria, 
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actualmente parece complejo encontrar información 
fidedigna y consistente con la cual definir de manera 
definitiva al grupo terrorista. Walker (2012) señala que 
esto es debido a una multiplicidad de motivos, entre los 
cuales se encuentra la poca información que transmite 
la Policía sobre Boko Haram, que muchos oficiales y 
gente de alto rango en el país están comprados por 
el grupo, o que los servicios de seguridad en general 
se han mostrado “débiles” para hacer frente a la 
amenaza que representa este grupo terrorista. 

Boko Haram, cuyo nombre se traduciría como 
“La educación occidental es un pecado” o “La edu-
cación occidental está prohibida”, es un grupo mi-
litar fundamentalista islámico que opera en Nige-
ria desde el 2002, aunque se suele señalar el 2009 
como punto de origen de este grupo (que coincide 
con el período a partir del cual comenzó a desarro-
llarse una actividad más intensa y cruenta por parte 
de este). Representa, a su vez, un movimiento cer-
cano al salafismo (propio de otros grupos, como Al 
Qaeda), que propugna la vuelta a los orígenes teóri-
cos del Islam (Mohammed, 2014).

Dentro de los principales objetivos político-
religiosos de este grupo se encuentra el establecimiento 
de un Estado “puro”, regido por las normas islámicas, 
dado que “consideran que los políticos del norte 
representan a los falsos musulmanes”, así como la 
expulsión o supresión de las ideas occidentales del 
país. El grupo terrorista centra sus esfuerzos y ataques 
en la parte norte del país, donde se encuentra asentada 
la mayoría de la población musulmana, pero no por 
ello obvia el ataque a la población cristiana del sur. 
Podemos reforzar estas afirmaciones (Cook, 2011) con 
base en las declaraciones que el propio líder de Boko 
Haram, Muhammad Yusuf, manifestó a la cadena de 
noticias BBC:

(…) Hay prominentes predicadores islámicos que 
han visto y entendido que la educación occidental 
actual se mezcla con temas que van en contra 
de nuestras creencias en el Islam. Como la lluvia. 
Creemos que es una creación de Dios en lugar de una 
evaporación causada por el sol que se condensa y 
se convierte en lluvia. Como decir que el mundo es 
una esfera. Si va en contra de las enseñanzas de Alá, 
lo rechazamos. También rechazamos la teoría del 
Darwinismo (…)
¿Cuál es el origen exacto de este grupo? Loimeier 

(2012) apunta que su arranque más probable 
se encuentra en las disputas establecidas entre 
partidarios de la adopción de una educación occidental 
y sus detractores. En ambos casos, el objetivo era 
hacer frente al llamado “enemigo occidental”, pero 
el modo de llevar a cabo esta resistencia despertaba 

desacuerdos entre dos grandes bandos. Por un lado, 
aquellos partidarios de adoptar este tipo de educación, 
guiados por Ja’far Mahmud Adam, defendían que 
para hacer frente a occidente, primero había que cono-  
cerles, para luego comenzar a “islamizar” sus 
instituciones. Por otro lado, los detractores de este 
planteamiento, guiados por Muhammad Yusuf, 
rechazaban este tipo de formación y educación, lo 
que posteriormente se convirtió en un rechazo a las 
instituciones nigerianas por su “arbitrariedad”, sobre 
todo en lo referente a las fuerzas de seguridad del 
país. Si bien estas disputas se mantenían en la línea 
del simple debate teológico, finalmente en el 2003 
las mismas evolucionaron en un conflicto abierto, 
cuando los partidarios de Muhammad Yusuf atacaron 
a las fuerzas de seguridad nigerianas. Esto terminó 
provocando que los medios de comunicación de 
Nigeria catalogasen a este grupo como “talibanes 
nigerianos” (etiqueta que fue adoptada con rapidez 
por los medios de comunicación occidentales). El uso 
de tecnología occidental por parte de Boko Haram 
(el grupo de Muhammad Yusuf) fue criticado por sus 
detractores, aunque el propio grupo no se posicionó 
ideológicamente sobre el tema, defendiendo que el 
uso de esta tecnología no iba en contra de los términos 
islámicos (como sí defendió Maitatsine en 1980).

Fue en el 2009 cuando Boko Haram mostró ser 
una mayor amenaza, tras enfrentarse a las fuerzas 
de seguridad nigerianas en cinco estados del norte 
del país, que dejó más de 1.000 muertos durante el 
conflicto (Loimeier, 2012). Esto, unido a la muerte de 
Muhammad Yusuf (que previamente había sido hecho 
prisionero), y al inicio del uso, por parte del grupo 
terrorista, de tácticas de guerrilla para enfrentar a 
las autoridades nigerianas (elemento característico 
de estos grupos), indican la fecha en la que se suele 
marcar el “nacimiento” de Boko Haram como grupo 
terrorista.

A lo largo de los últimos años, Boko Haram ha 
continuado sofisticando sus métodos para llevar 
a cabo los ataques, en parte amparado por su 
relación con otro grupo terrorista, Al Qaeda (Forest, 
2012). A través de este, sus integrantes han recibido 
entrenamiento militar, así como en la creación y 
manejo de explosivos. De hecho, esta alianza, surgida 
entre ambas fuerzas terroristas, parece haber servido 
como medio para que la propia Al Qaeda vea ampliada 
su actuación en ciertos territorios africanos (Agbiboa, 
2013a). Este avance, además, tiene otra lectura 
posible, y es la amenaza que puede representar para el 
resto de países del ámbito internacional que un grupo 
terrorista controle un país productor y exportador de 
petróleo (Agbiboa, 2013b).
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Miembros y su captación

Para abordar la descripción de los miembros de la 
banda terrorista Boko Haram, podemos adoptar dos 
perspectivas: la del origen y perfil de los miembros, y la 
de su captación para las actividades terroristas.

En referencia a la primera cuestión es conveniente 
señalar la dificultad de tratar de contabilizar cuántos 
miembros posee Boko Haram hoy. En algo en lo que 
sí coinciden los expertos, sin embargo, es en señalar 
que la mayor parte de los mismos proceden de Nigeria 
(Oftedal, 2013), si bien es cierto que actualmente 
también existe una minoría de miembros procedentes 
de otros países, como pueden ser Chad o Sudán 
(Onuoha, 2012).

El fenómeno de la captación de miembros en 
organizaciones relacionadas con el terrorismo parece 
atraer a dos principales tipos de miembros: aquellos 
que se encuentran con sus necesidades básicas no 
cubiertas o sufren privación relativa, y los que tienen 
necesidades de identidad y de realización personal. 
Por norma general, el primer grupo conforma la 
mayor parte de los miembros de Boko Haram: jóvenes 
sin afecto por su país, desempleados, etc. (Walker, 
2012). Además, muchos de los individuos atraídos 
fueron hijos de personas reconocidas del norte de 
Nigeria, mientras que también se captó a refugiados 
de las guerras en Chad y a nigerianos sin trabajo que se 
sentían atraídos por la causa.

El segundo grupo es el más explotado en el caso de 
la Yihad islámica, donde muchos individuos se asocian a 
la misma en busca de una reafirmación de su identidad 
o de una realización personal (Trujillo, Moyano, León, 
Valenzuela & González-Cabrera, 2006). Profesores 
universitarios, banqueros, élites políticas e inmigrantes 
de otros países (Agbiboa, 2013a) forman una parte 
imprescindible de este grupo, e incluso corren ru-
mores de que posibles personajes con altos cargos 
en la sociedad nigeriana podrían estar financiando en 
secreto al grupo (Oftedal, 2013). Esto puede ser 
producto del desencanto con la política del propio 
país, hacia la cual se elevan constantes críticas desde 
la sociedad. De hecho, el 28 de marzo del 2015, día de 
las elecciones, hubo atentados reivindicados por Boko 
Haram. Los problemas relacionados con la corrupción, 
los conflictos sociales y las ideas fundamentalistas 
religiosas (como se citaba anteriormente) parecen ser 
los que permiten hacer funcionar a Boko Haram.

En lo que respecta a los métodos de captación, uno 
de los instrumentos más utilizados para contactar con 
posibles miembros parece ser la internet (elemento 
compartido por otras organizaciones terroristas, 
que la utilizan como medio de adoctrinamiento y de 
captación). De hecho, y con base en estudios realizados 

(Gutiérrez, 2012), muchos adolescentes aprovechan el 
amparo del anonimato de internet para informarse 
sobre este tipo de radicalismos. Un perfil bastante 
común del individuo captado por una organización 
terrorista es precisamente este: jóvenes, procedentes 
o habitantes de países árabes, muy interesados 
por la tecnología y a su vez por el islamismo radical 
(Gutiérrez, 2012).

También se utiliza el impacto que crean los propios 
grupos terroristas como propaganda a través de los 
medios de comunicación, así como los videos para 
promocionar sus acciones (Sánchez, 2010).

En resumen, es posible asegurar que, en lo que a 
captación se refiere, Boko Haram parece alimentarse 
de los individuos insatisfechos con la situación 
política y religiosa de su país, sin distinción de poder 
económico o nivel educativo, a los cuales se atrae a 
través de medios propagandísticos de corte idealista, 
con el fin de hacer crecer un sentimiento radicalizado 
contra Nigeria.

Métodos de actuación

El modus operandi (o método de actuación) que 
ha tenido la banda terrorista Boko Haram parece 
haber sufrido modificaciones a lo largo de los años, 
al evolucionar hasta refinar sus métodos. Al inicio los 
ataques del grupo terrorista se centraban en asaltar 
a individuos y poblaciones cristianas, en agresiones 
relativamente “simples”, con el uso de armas cortas. 
Luego, comenzarían a añadir otro tipo de armas, 
como los cocteles molotov, y de pequeños explosivos 
improvisados (Okpaga, Chijioke, & Eme, 2012); 
evolucionaron después al uso de explosivos más 
complejos en atentados suicidas y armamento militar. 
Este, que parece proceder del comercio transnacional, 
podría indicar que Boko Haram se ve beneficiado del 
que realiza con el extranjero a la hora de conseguir sus 
recursos (Oftedal, 2013).

Por otro lado, y como ya se ha señalado, las técnicas 
de Boko Haram pasan por la utilización, al igual que 
otros grupos terroristas (Laqueur, 1996), de tácticas 
de guerrilla, elementos que poco a poco evolucionan 
hasta incluir también ataques suicidas y asesinatos 
en masa de objetivos poblacionales. Llegado el 2010, 
Boko Haram había modificado sus tácticas lo suficiente 
como para resultar totalmente impredecible en sus 
actuaciones (Mohammed, 2014), y aumentar su 
peligrosidad de tal modo que el conflicto resultante, 
en la actualidad, podría ser considerado una guerra civil 
propiamente dicha (Cook, 2014). Además, este autor 
engloba las tácticas en las que se ha especializado 
este grupo terrorista en dos tipos: asaltos individuales 
o en grupos pequeños, que incluirían acciones como 
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disparar desde vehículos y huir, asesinatos, terrorismo 
suicida, etc., y ataques masivos a poblaciones 
relativamente indefensas, de una manera muy rápida 
(también en muchas ocasiones ha usado vehículos), en 
las que ha masacrado o raptado. Este último elemento 
es en especial característico, dado que a partir del 2013 
(Zenn & Pearson, 2014) Boko Haram comienza a utilizar 
la táctica de raptar a la población, con el fin de darle 
un uso instrumental, ya fuera para intercambiarla por 
otros rehenes, utilizarla como sirvientas, venderla, etc. 
A su vez, a lo largo de los años de conflicto, muchas 
mujeres cristianas han sido raptadas, usadas con fines 
sexuales, torturadas y asesinadas. Las estadísticas 
señalan que el 45 % de las muertes provocadas por los 
terroristas de Boko Haram son mujeres cristianas y 
niños (Zenn & Pearson, 2014).

Parece que una parte primordial de los objetivos de 
este grupo terrorista es realizar agresiones constantes 
contra la cultura occidental, lo cual se ha visto 
representado en la quema de colegios, de edificios 
del gobierno y de centros de Policía. Sin embargo, 
conviene señalar que, al contrario que otros grupos 
terroristas (como puede ser Al Qaeda), Boko Haram 
no ha atacado a otros países occidentales (Walker, 
2012).

En resumen, y debido a la progresiva pérdida 
de sus miembros más antiguos e introducción de 
nuevos seguidores, Boko Haram parece haber 
comenzado a modificar sus estrategias y estilo de 
actuación (Mohammed, 2014), centrándose más en 
el secuestro (un estilo previamente rechazado, pero 
hoy aceptado por el propio grupo). Además, dadas 
sus raíces provenientes del salafismo yihadista, suele 
ser difícil negociar con ellos, aunque en ocasiones ha 
habido ciertos acercamientos por parte del grupo 
hacia el diálogo con el gobierno (Adeyemi, 2014). 
Además, según los distintos servicios de inteligencia, 
Boko Haram habría recibido grandes sumas de dinero 
procedentes de otros grupos islamistas, como Al 
Qaeda o Daesh, y haber sido entrenado por este 
grupo en tácticas de guerra urbana y asaltos suicidas 
(Okpaga et al., 2012).

El impacto de Boko Haram

Pese a tratarse de un grupo que actúa tan solo en los 
límites de Nigeria o sus países vecinos (Walker, 2012), 
el impacto que representa la amenaza de Boko Haram 
ha comenzado a trascender hasta alcanzar a otros 
países, gracias posiblemente al seguimiento realizado 
por los medios de comunicación.

Lo primero que se puede extraer de las 
actuaciones de este grupo terrorista es el impacto 
que tienen sus acciones en cuestión de víctimas y 

heridos. Así, y como recoge el Global Terrorism Index 
del 2014 (Institute for Economics and Peace, 2014), 
las acciones terroristas de Boko Haram dejaron en 
el 2013 un total de casi 1.600 muertos. En la tabla 1 
podemos encontrar ejemplos del coste en pérdidas 
humanas relacionados con este grupo.

Sin embargo, y pese a la contundencia de los 
datos de mortalidad, las consecuencias respecto 
al número de muertos y heridos no son las únicas 
que este grupo ha provocado. Así, tal y como 
señalan Eme & Ibietan (2012), la actividad de Boko 
Haram está cambiando gradualmente la estructura 
económica de toda la parte norte de Nigeria. Tal y 
como lo explica Niyi Ajao, director ejecutivo del área 
de tecnología del Nigeria Inter-Bank Settlement 
System Plc, el hecho de que los medios de 
comunicación se hayan modernizado tanto provoca 
que, en el momento en que haya un accidente, las 
imágenes sean vistas en todo el mundo. Esto afecta 
en forma grave la actitud de los inversores frente 
a Nigeria. Conociendo la situación de inestabilidad 
en la que se encuentra su país, en multitud de 
ocasiones estos no llevan a cabo inversiones en el 
mismo. Si esto se suma al coste de la destrucción 
de infraestructuras debido a los ataques de Boko 
Haram y a la guerra que se libra en los distintos 
territorios nigerianos, puede entenderse que 
Nigeria sea incapaz de desarrollarse. Ayegba (2015) 
señala, además, que probablemente parte de las 
causas del desempleo y la pobreza presentes se 
deban a la inseguridad que tiene el país (más que a 
la falta de recursos que explotar).

Otra consecuencia parece ser que la imagen de 
Nigeria frente al resto de países se ha visto seriamente 
perjudicada, dada su situación inestable. Así, ciertos 
países, como EE. UU. o el Reino Unido (Adeyemi, 
2014), han llegado a proclamar como inseguro al país, 
y a declarar además a Boko Haram como una amenaza 
creciente. Es lógico pensar, por tanto, que los propios 
habitantes de Nigeria muestran su desconfianza hacia 
la clase política que los lidera, ante la larga oleada de 
problemas que los azotan. Estos problemas, a su vez, 
han tenido otras consecuencias, como la reducción 
de personas que viajan a Nigeria (según el índice de 
pasajeros desde Europa, de noviembre del 2012, en 
Adeyemi, 2014).

Reflejo de lo ya comentado es la reacción de la 
opinión pública ante los secuestros realizados por 
Boko Haram en Chibok (2014), los cuales movilizaron 
a la comunidad internacional, que lanzó una 
campaña de rechazo a modo de respuesta contra 
la banda terrorista. Hoy todavía se desconoce 
el destino de muchas de las mujeres que fueron 
secuestradas ese día.
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Relación con otros grupos terroristas

Planteadas las características de Boko Haram, y antes 
de concluir esta explicación sobre la estructura de 
la banda terrorista, es necesario incluir una breve 
referencia a las relaciones que ha mantenido con otros 
grupos internacionales.

Como se ha citado anteriormente, Boko Haram 
parece ser bastante similar a la secta Yan Tatsine, la 
cual nació en Nigeria 20 años antes de la aparición 
de Boko Haram. Podemos comprobar cómo existen 
características que unen a estos grupos: ambos 
fueron en origen sectas islámicas fanáticas contrarias 
a la política de la mayoría musulmana de Nigeria 
(derivándose Boko Haram en un grupo terrorista), han 
mostrado su total rechazo hacia la cultura occidental, 
consiguieron comprometer la seguridad del país 
a raíz del conflicto provocado, etc. (Adesoji, 2011). 
Podríamos plantear, por tanto, que Yan Tatsine (bajo 
el mando de Maitatsine) actuó como precedente 
histórico e ideológico de lo que posteriormente sería 
el grupo terrorista Boko Haram.

Por otra parte, Gourley avisaba, en un artículo de 
la revista Global Security Studies en el año 2012, que la 
unión entre Boko Haram y Al Qaeda era inminente, y 
que la misma sería llevada a cabo “en un año o dos, 
dada la información disponible” (Gourley, 2012: 10). 
Pese a que esto demostró no ser del todo certero 
(finalmente, la unión de Boko Haram se produjo con el 
Estado Islámico, o Daesh), sí resultó ser una precisión 
importante a la hora de predecir qué paso daría Boko 
Haram. Aunque esta alianza no se cristalizó en una 
unión definitiva, esto no impidió que ambos grupos 
se beneficiasen el uno del otro. De hecho, Al Qaeda y 
Boko Haram han mantenido durante su existencia una 
relación de apoyo mutua. Así, Al Qaeda ha apoyado a 
Boko Haram con entrenamiento y recursos, elementos 
que han permitido a este último desarrollar y mejorar 
sus métodos para mantener su presencia en Nigeria, 
mientras que Boko Haram ha permitido que Al Qaeda 
amplíe su área de actuación (Gourley, 2012).

Por último, es importante mencionar que en el 
2014 Boko Haram juró lealtad al califato formado por 
el Daesh; su actual líder (Abu Bakar Shekau) defiende 

Tabla 1   
Ejemplos de actividades y consecuencias de Boko Haram

Código Fecha Actividad Consecuencias

1 4 días de disturbios 
en julio, 2009

Disturbios en los estados nigerianos de 
Borno, Yobe, Kano y Bauchi sobre el rechazo 

a llevar casco en las motocicletas

Más de 800 personas 
asesinadas

2 Diciembre de 2010 Una iglesia en Jos es bombardeada 80 personas asesinadas

3 Junio de 2011 Cuartel general de la policía en Abuja 
bombardeado

5 personas asesinadas, 
y muchas otras son 

heridas

4 26 de agosto de 2011 La Casa de las Naciones Unidas en Abuja es 
atacada con una bomba suicida 20 personas asesinadas

5 2 de diciembre de 
2011 Una iglesia en Abuja es bombardeada 37 personas asesinadas

6 20 de enero de 2012
El cuartel general de la policía de Kano y la 

oficina de inmigración son atacados con más 
de 29 explosivos

186 personas 
asesinadas

7 16 de febrero de 
2012

Fuga de la prisión orquestada por Boko 
Haram en Lokoja

119 prisioneros 
liberados y 1 guardia 

muerto

8 29 de abril de 2012 Un coche cargado con explosivos explota en 
una iglesia en Kaduna del Norte

36 personas son 
asesinadas

9 29 de abril de 2012
Creyentes cristianos en la Universidad de 

Bayero, en Kano, son atacados con disparos 
y bombas

15 personas asesinadas

10 8 de marzo de 2012 Una misión británica de rescate de rehenes 
contra Boko Haram falla

Los 2 rehenes son 
asesinados

11 13 de julio de 2012
Un menor de 15 años hace estallar una 

bomba suicida en la mezquita central de 
Maidaguri

5 personas asesinadas

Fuente: Adenrele (2012).
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que el Daesh era un referente para las actuaciones de la 
banda terrorista nigeriana. Originalmente una escisión 
de la banda terrorista Al Qaeda, hoy Daesh, controla 
un amplio territorio extendido entre las regiones de 
Siria e Irak (Moreno, 2014). La unión entre estos dos 
grupos, por supuesto, supone un duro golpe a la lucha 
antiterrorista y antiyihadista, dado que, si bien el Daesh 
representa una amenaza internacional más evidente 
que el propio Boko Haram, juntos podrían constituirse 
en un problema mayor.

Análisis prospectivo

A continuación se presenta el análisis prospectivo 
basado en la información planteada anteriormente, 
con el objetivo de establecer hipótesis sobre el rumbo 
que tomará Boko Haram bajo la óptica de los autores.

Boko Haram a corto plazo

El aspecto clave para analizar a corto plazo sobre la 
situación de Boko Haram es qué resultado tendrá 
su relación con Daesh, la cual probablemente 
condicionará el futuro de la organización nigeriana. 
Así, y fruto de esta relación, podemos señalar diversos 
puntos de partida que afectarán las características de 
este grupo:
•	 Mejora de recursos y metodología. El Daesh ob-

tiene los recursos para financiar sus actividades 
de varias fuentes, como señala Moreno (2014): 
donaciones, secuestros (esto practicado antes 
por Al Qaeda y asumido por Boko Haram pos-
teriormente), robos y asaltos, venta de recur-
sos energéticos, impuestos para cristianos, etc. 
Mención especial requiere la venta de recursos 
energéticos, dado que Boko Haram proviene de 
un país exportador de petróleo. Esto podría ser 
uno de los motivos por los que Daesh se haya 
interesado por Boko Haram, con vistas a una po-
sible nueva fuente de financiación. Boko Haram, 
por tanto, puede verse ampliamente beneficia-
do, en lo que a recursos se refiere, a través de su 
relación con Daesh. Así, se podría crear una re-
lación similar a la mantenida entre Boko Haram 
y Al Qaeda, con Daesh suministrando al grupo 
terrorista entrenamiento en nuevas tácticas de 
combate, así como recursos para financiar sus 
actividades, mientras que Boko Haram sería un 
representante de los ideales del Daesh en África 
occidental, y posible medio de obtención de los 
recursos del país.

•	 Ampliación de horizontes. Si bien es lógico que 
el Daesh puede tener intereses en Boko Haram, 

a raíz de su necesidad de ampliar su área de ac-
tuación, la unión entre estos dos grupos podría 
provocar que Boko Haram comenzase a expan-
dir sus actividades más allá de la propia Nigeria 
y afectara a los países limítrofes, incluso organi-
zando atentados en territorio occidental. Esto, 
por supuesto, representaría un severo problema 
internacional.

•	 Aumento de miembros y captación. Esto se 
deduce de una simple suma logística: a mayor 
unión, más individuos para repartir entre los dis-
tintos territorios. En este punto, Boko Haram se 
ve mucho más beneficiado que el propio Daesh, 
dado que el segundo es más numeroso y, por 
tanto, tiene más capacidad para aportar capital 
humano al grupo de Nigeria. Además, el hecho 
de que Boko Haram haya proclamado lealtad 
a Daesh provocará que muchos individuos del 
área de África occidental, radicalizados, encuen-
tren en Boko Haram un refugio desde el cual 
apoyar el establecimiento de un califato global.
Por supuesto, la sumisión de Boko Haram al Daesh 

también podría representar ciertas desventajas 
para este grupo. E. g., la respuesta de la comunidad 
internacional podría no hacerse esperar. Una vez 
que ciertos países occidentales vean su seguridad 
puesta en riesgo por esta unión, es probable que 
no tarden en poner en marcha un dispositivo de 
intervención en Nigeria, ampliando el frente existente 
contra la amenaza del Daesh. Esto puede significar 
para Boko Haram un nuevo frente, que pondrá 
a prueba la resistencia de este grupo terrorista 
contra la sofisticación de las fuerzas de otros países 
occidentales.

Por otra parte, al ser un socio menor, Boko Haram 
corre el peligro de ser fagocitado por el Daesh, 
provocando así la desaparición teórica del mismo. Si 
bien esto es poco probable que suceda a corto plazo, 
es una posibilidad que debe ser tenida en cuenta.

Expuestos todos estos hechos, puede intentar 
establecerse qué rumbo seguirá Boko Haram a corto 
plazo (en torno a los dos primeros años). Existe la 
posibilidad de que la nueva fuerza que le aporta su 
relación con el Daesh resulte en un empuje para las 
actividades de este grupo en Nigeria, lo cual puede 
complicar más la ya de por sí grave situación de 
inestabilidad del país, provocando incluso (como se 
citaba) una guerra civil (Cook, 2014). Con la comunidad 
internacional centrada en la amenaza que supone 
Daesh (sobre todo a raíz de los últimos ataques que 
ha sufrido Occidente a manos de este grupo), la 
actuación en Nigeria podría retrasarse lo suficiente 
como para prolongar esta situación de crisis en el país 
africano (probablemente extendiéndose también 
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a los países vecinos). Es posible que no haya una 
reacción lo bastante sólida contra Boko Haram, 
hasta que estos provoquen un ataque en territorio 
occidental (o contra objetivos occidentales), o bien un 
ataque cuya magnitud provocase una gran conmoción 
a través de los medios de comunicación (recordemos 
la reacción del mundo ante los secuestros de Chibok). 
Para entonces, puede suceder que Daesh ya haya visto 
extendidas sus raíces en el territorio africano, lo cual 
provocaría una guerra abierta con dos frentes.

Boko Haram a largo plazo

A continuación presentamos una estimación de 
la actuación de Boko Haram en un plazo de apro-
ximadamente diez años, basados en el análisis ya  
planteado.

En primer lugar, es probable que el grupo terrorista 
Boko Haram haya desaparecido como tal para dentro 
de diez años, habiendo sido finalmente fagocitado por 
el Daesh. Habrá pasado, por tanto, a convertirse en el 
brazo africano de este grupo, aunque eso no signifique 
la desaparición de su actividad en Nigeria.

En segundo lugar, es probable que se haya 
cometido algún atentado por parte de Boko Haram en 

suelo occidental, lo cual habrá atraído la atención de 
otros países, lo que a su vez podría desembocar en una 
intervención armada en territorio nigeriano. Además, 
Boko Haram habrá llevado a cabo una extensión 
definitiva de sus actividades a otros países de África, 
más allá de sus directamente limítrofes.

En tercer lugar, la inestabilidad económica 
provocada en Nigeria por el conflicto con Boko 
Haram, sumada a la compleja situación social del país, 
podría desembocar en la imposibilidad de lograr un 
desarrollo económico sostenido y en el aumento de 
las desigualdades sociales en sus habitantes.

Es probable que el gobierno haya sufrido varios 
intentos de desmantelamiento, gracias al apoyo 
del Daesh a los radicales nigerianos, lo cual podría 
desembocar en el decreto de una ley marcial. Por 
supuesto, la corrupción de las clases dirigentes de la 
sociedad nigeriana no disminuirá, y provocará, junto 
con la situación de inestabilidad, el interés de los 
jóvenes por pasar a engrosar las filas de Boko Haram 
(o del Daesh).

En conclusión, sea bajo el mismo nombre o como 
extensión del Daesh, Boko Haram se podría ver 
fortalecido por la alianza establecida, aumentando sus 
recursos, su efectividad, sus miembros y la amenaza 
que representa.

Tabla 2   
Cuadro resumen del análisis prospectivo

Análisis temporal Conclusiones

A corto plazo

• Boko Haram verá aumentados sus recursos y afinadas sus tácticas.
• Comenzará a ampliar sus horizontes de actuación. 
• Engrosará sus filas con nuevos miembros procedentes del Daesh.
• Comenzará a llamar la atención de países occidentales, que verán amenazado el comercio 
de petróleo con Nigeria.
 • Provocará que el conflicto en Nigeria termine de consolidarse como una guerra civil.

A largo plazo

• Estará siendo, de no haber sido ya, parcialmente absorbida por Daesh.
• Habrá provocado atentados en suelo occidental.
• Se habrá expandido a otros territorios de África no limítrofes con Nigeria.
• Provocará una ofensiva armada por parte de países occidentales que busquen detener la  
    expansión del Daesh.
• Aumentará todavía más la inestabilidad característica de Nigeria, potenciando la compleja  
    lucha entre clases. 

Fuente: Adenrele (2012).

Conclusiones
En opinión de Pérez (2014), el problema que representa 
el terrorismo se relaciona con una disputa cultural 
que históricamente es arrastrada desde hace siglos, 
y que en este momento se cristaliza en la aparición 

de una guerra librada en distintas partes del mundo y 
a pequeña escala, motivo por el cual todavía no nos 
hemos dado cuenta de lo real que es.

Quizá no esté tan alejado de la realidad hablar de que 
el terrorismo y la lucha contra el mismo pueden estar 
representando una auténtica “guerra encubierta”. 



77

IS
SN
 1
79
4-
31
08
. 
Re
v.
 c
ri
m.
, 
Vo
lu
me
n 
58
, 
nú
me
ro
 1
, 
en
er
o-
ab
ri
l 
20
16
, 
Bo
go
tá
, 
D.
 C
.,
 C
ol
om
bi
a

Boko Haram: análisis del fenómeno terrorista en Nigeria

No hay más que comprobar la información existente 
sobre los países que mayor impacto han sufrido por 
el terrorismo en el año 2014 (vid. imagen 1), para 
observar la realidad que actualmente nos ocupa en 
temas de terrorismo.

Como se puede observar en esta representación, 
el mayor impacto del terrorismo se sufre en aquellos 
países que se enfrentan al terrorismo islamista 
radicalizado (como citábamos al principio, Nigeria está 
entre estos, añadiendo además a Irak, Afganistán, 
Pakistán, etc.). Si se trata de adoptar una visión más 
específica de los datos, es posible comprobar cómo 
la mayor parte del terrorismo se concentra en Asia 
y en África, también caracterizados por la presencia 
del terrorismo islamista en su territorio. Otros países 
se han visto afectados indirectamente por este 
terrorismo, como puede ser EE. UU.

De lo que no cabe duda, teniendo en cuenta los 
datos objetivos y entrando ya en la pura reflexión, es 
que el terrorismo (en cualquiera de sus formas) afecta 
cada vez a un mayor número de países, ya sea debido 
a amenazas globales (como Daesh) o en pequeña 
escala (como Boko Haram). El miedo y la inseguridad 
ciudadana provocan que se tomen medidas para 
lograr frenar este tipo de terrorismo, pero evitar la 
entrada de terroristas por las fronteras no representa 
sino una solución a corto plazo. El auténtico problema 
sigue encontrándose en los distintos países que 
se ven azotados constantemente por este tipo de 
criminalidad. Nigeria es solo uno de estos, un ejemplo 
de cómo un país con posibilidades económicas 
positivas puede verse frenado y boicoteado por la 
presencia de amenazas como la de Boko Haram.
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Resumen
La delincuencia juvenil es uno de los fenómenos sociales que 
más preocupación generan en distintos países y culturas. Nu-
merosas teorías se han puesto a prueba sistemáticamente 
para explicar la influencia que tienen diferentes variables en 
el comportamiento antinormativo de los jóvenes. El presente 
trabajo compara, mediante un diseño caso-control, la distri-
bución de variables familiares y sociales entre adolescentes 
en conflicto con la ley penal y adolescentes escolarizados de 
la población general de Argentina, que respondieron una se-
rie de cuestionarios de autoinforme. Los resultados indican 
que, en comparación con los estudiantes, los adolescentes 
infractores han estado expuestos a menos prácticas parenta-
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les positivas de apoyo y de control, y núcleos de convivencia 
caracterizados en su mayoría por hogares monoparentales, 
con predominancia de la presencia de la madre. También re-
portaron que poseen más cantidad de amigos que se invo-
lucran en actividades antisociales, y que en sus barrios hay 
mayor presencia de vandalismo, casas abandonadas, robos y 
agresiones entre vecinos. Ambos grupos de adolescentes no 
se diferenciaron en la participación en actividades recreativas 
convencionales. Este estudio representa un acercamiento 
empírico novedoso a la problemática de la delincuencia en 
los adolescentes de Argentina. Se discuten las consecuencias 
de los hallazgos a nivel teórico y práctico, considerando las 
particularidades del contexto.
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Introducción
La delincuencia juvenil es uno de los fenómenos que 
más preocupación generan en diferentes países 
y culturas; no solo por su magnitud, sino también 
por su relevancia e impacto a nivel personal y social 
(Organización Mundial de la Salud, 2014). Los estudios 
longitudinales han encontrado que durante la 
adolescencia se produce un aumento en el número 

de delitos cometidos (Farrington, 1995), lo que la 
convierte en un período crítico para la intervención. 
Numerosas teorías se han ido conformando a lo largo 
del tiempo para explicar las causas que conducirían a 
las personas a cometer actos antisociales y/o delictivos 
(Hoeve, Dubas, Eichelsheim, Van Der Laan, Smeenk 
& Gerris, 2009; Mulvey, 2011; Piquero, Hawkins, 
Kazemian, Petechuk & Redondo, 2013). Algunas de 
ellas han puesto su foco sobre variables personales, 

Abstract
Juvenile crime is one of the most troubling and distres-
sing phenomenon worldwide, in very different countries 
and cultures. Numerous theories have been systemati-
cally tested in many attempts aimed at explaining the 
influence of different variables in some young people’s 
defiant and hostile behavior. This work uses the design of 
a case-control study to compare the distribution of family 
and social variables among adolescents living in conflict 
with criminal law and school-going youngsters belonging  
to the general population of Argentina having answe-
red to a series of self-reporting questionnaires. Results 
indicate that, as compared with young students, juveni-
le offenders have been exposed to less positive support 
and control practices from parents, while usually living 

in coexistence groups mostly characterized by monopa-
rental homes where the prevailing presence is that of the 
mother. It was also reported that most of these youngs-
ters’ friends are involved in antisocial activities; in addi-
tion, vandalism, abandoned houses, theft and burglary 
are common in their environment, as well as aggressive 
relations and hostile conduct among their neighbors. 
None of both adolescent groups differed in what con-
cerns involvement in recreational activities. This study is 
an innovative empirical approach to the juvenile delin-
quency issue among adolescents in Argentina. The con-
sequences of findings at both theoretical and practical le-
vels are discussed by taking into account the peculiarities 
envisaged in the context of this work.

Key words

Juvenile delinquency, family, social factors, criminological theories (Source: Tesauro de política criminal latinoamericana 
- ILANUD).

Resumo
A delinquência juvenil é um dos fenômenos sociais que 
mais preocupação gera em países e em culturas dife-
rentes. Várias teorias foram provadas sistematicamente 
para explicar a influência que têm diferentes variáveis no 
comportamento antinormativo dos jovens. Esse trabalho 
compara, por meio de um projeto caso-controle, a distri-
buição de variáveis familiares e sociais entre adolescentes 
no conflito com a lei penal e adolescentes escolarizados 
da população geral da Argentina, que responderam uma 
série de questionários de autoinforme. Os resultados indi-
cam que, em comparação com os estudantes, os infrato-
res adolescentes foram expostos a mais menos práticas 
parentais positivos de apoio e do controle, e núcleos de 

convivência caracterizados em sua maioria pelos lares 
monoparentais, com a predominância da presença da 
mãe. Também relataram que têm mais quantidade de 
amigos que se engajam em atividades antisociais, e que 
em seus bairros tem uma maior presença de vandalismo, 
casas abandonadas, roubos e aggressões entre vizinhos. 
Ambos os grupos de adolescentes não se diferenciaram 
na participação em atividades recreacionais convencio-
nais. Esse estudo representa uma aproximação empírica 
inovadora à problemática da delinquência adolescentes 
da Argentina. As conseqüências dos resultados são discu-
tidas ao nível teórico e prático, considerando as particula-
ridades do contexto.

Palavras-chave

Delinquência juvenil, família, fatores sociais, teorias criminológicas (fonte: Tesauro de política criminal latinoamericana - 
ILANUD).
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entre las que destacan la Teoría del Autocontrol 
propuesta por Gottfredson & Hirschi (1990), y la 
Teoría de la Personalidad Delictiva de Eysenck (1981). 
Otras se han enfocado en variables de naturaleza 
social para explicar el comportamiento criminal. Estas 
teorías ponen énfasis en la importancia de los vínculos 
familiares y sociales en el desarrollo de la conducta 
delictiva, y en ellas tendrá su referente teórico el 
presente artículo. 

Las influencias sociales  
en la conducta delictiva
Una de las teorías más reconocidas en el ámbito  
de la criminología académica y empírica es la Teoría de 
la Asociación Diferencial propuesta por Sutherland 
(1924), la cual plantea que la conducta delictiva es 
aprendida en interacción con otras personas, en un 
proceso de comunicación que tiene lugar en grupos 
íntimos, próximos al individuo. Es decir, que una 
persona tiene más probabilidades de cometer actos 
delictivos si sus interacciones con grupos y patrones 
favorables a la violación de la ley superan aquellas que 
tienden al respeto de la ley y las normas (Sánchez, 
2014).

Ampliando esta perspectiva, la Teoría del 
Aprendizaje Social de Akers (Akers, Krohn, Lanza-
Kaduce & Radosevich, 1979) postula que el 
aprendizaje del delito deriva de cuatro mecanismos 
interrelacionados: la asociación diferencial con 
personas que muestran hábitos y actitudes delictivos, 
la adquisición por el individuo de definiciones 
favorables al delito, el reforzamiento diferencial de 
comportamientos delictivos y la imitación de modelos 
prodelictivos (Akers et al., 1979; Andrés & Redondo, 
2007). Las asociaciones diferenciales pueden 
producirse en los grupos primarios (familia o amigos) 
y también en secundarios o de referencia (comunidad, 
iglesias, vecinos) (Redondo & Garrido, 2013).

La Teoría del Control Social de Hirschi (1969) 
es una reconocida del ámbito criminológico y ha 
generado una vasta investigación empírica. Resalta 
la importancia de los vínculos afectivos con personas 
socialmente integradas, como mecanismo primario 
que retiene a los jóvenes de implicarse en actividades 
delictivas (Hay, 2001; Redondo & Garrido, 2013). 
Así, la falta de vinculación con los padres, la escuela, 
el grupo de amigos o iguales y con las pautas  
de acción convencionales rompen los mecanismos de 
vinculación social y predisponen al delito (Hirschi, 
1969, 2003). Ya en 1969, Hirschi llevó a cabo un estudio 
sobre delincuencia juvenil, y encontró que aquellos 
sujetos que tenían más vínculos sociales y participaban 

en más actividades convencionales (educativas, 
recreativas, etc.) cometían menos delitos (Redondo & 
Garrido, 2013).  

Variables familiares y sociales 
asociadas a la delincuencia 
juvenil

Son muchos los trabajos empíricos que se han llevado a 
cabo a lo largo de las últimas décadas, con el propósito 
de estudiar factores de riesgo familiares y sociales 
del comportamiento delictivo juvenil (Loeber, 1990; 
Murray & Farrington, 2010). No hay dudas a la fecha de 
que la manera en que los padres se comportan con sus 
hijos influye en la conducta desviada de estos (Hoeve 
et al., 2009, Hoeve, Stams, van der Put, Semon Dubas, 
van der Laan & Gerris, 2012; Loeber & Stouthamer-
Loeber, 1986; Petrosino, Derzon & Lavenberg, 2009). 
Uno de los propósitos de los académicos es discernir 
qué prácticas parentales se relacionan, y en qué 
medida, con la conducta delictiva, ya que esto podría 
variar en función de la cultura y la población (Vazsonyi 
& Flannery, 1997).

Algunas prácticas parentales se refieren al apoyo 
recibido por los padres, e incluyen dimensiones 
positivas, como cuidado, apoyo, comunicación e 
intimidad, y negativas, como la hostilidad (Rohner, 
2004). Otras prácticas que los padres llevan a cabo 
están relacionadas más con la disciplina y el control, 
y el monitoreo es una de las que se analizan con 
frecuencia en la literatura (Vazsonyi & Belliston, 
2007; Vazsonyi & Flannery, 1997). Las diferencias 
en la influencia del padre y de la madre también 
resultan de interés, ya que la cantidad y la calidad 
del tiempo que los padres pasan con sus hijos podría 
ser cuantitativa y cualitativamente diferente entre 
ambos sexos (Videon, 2005). No obstante, pocos 
son los estudios que han ilustrado la influencia de 
la parentalidad en la conducta adolescente, y que 
discriminan entre los sexos de los padres (Williams, 
2005). Hoeve et al. (2009) condujeron un meta-análisis 
de 161 artículos sobre la relación entre parentalidad 
y delincuencia. Encontraron que las dimensiones 
negativas de parentalidad (como negligencia, 
hostilidad y rechazo) se asociaban positivamente al 
comportamiento delictivo, con tamaños del efecto 
entre .26 y .33 (interpretados como correlaciones); 
el monitoreo parental y las dimensiones positivas 
del apoyo mantenían una asociación negativa 
moderada con la delincuencia, y las dimensiones de 
comunicación y permisividad, que se asociaban con 
el comportamiento delictivo en sentido negativo 
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y positivo, respectivamente, evidenciaban efectos 
de menor tamaño. También encontraron que las 
prácticas de apoyo se relacionaron con mayor fuerza 
a la delincuencia entre hijos y padres del mismo sexo 
(Hoeve et al., 2009). Un estudio con 306 adolescentes 
en riesgo, de Marruecos y Holanda, evidenció que las 
prácticas de comunicación y apoyo de los padres se 
relacionaban de manera negativa con la delincuencia 
de sus hijos. Por el contrario, la autonomía y el 
conflicto no tuvieron una relación con la delincuencia 
en esta muestra (Eichelsheim, Buist, Deković, Wissink, 
Frijns, Van Lier, Koot, Meeus, 2010). El monitoreo 
parental y el vínculo y la comunicación entre padres e 
hijos resultaron en disminución del involucramiento en 
comportamientos violentos en jóvenes de Oklahoma 
(Haegerich, Oman, Vesely, Aspy & Tolma, 2014). Por 
su parte, Mestre, Samper & Frías (2004) encontraron 
que las prácticas parentales caracterizadas por la 
hostilidad, irritabilidad y rechazo guardaban una 
relación positiva con el comportamiento agresivo de 
jóvenes españoles, mientras que convivir con el afecto, 
apoyo emocional y estimulación hacia la autonomía 
personal guarda una relación negativa con dicha 
conducta. No hubo diferencias para las prácticas de la 
madre y del padre en este estudio (Mestre et al., 2004). 
No obstante, otro trabajo del mismo grupo visibilizó 
que la crianza de la madre ejerce mayor impacto en la 
conducta agresiva de los adolescentes varones (Tur-
Porcar, Mestre, Samper & Malonda, 2012).

La convivencia con los padres también ha 
demostrado de manera empírica ejercer influencia 
sobre el comportamiento delictivo de los hijos. 
Diversos trabajos coinciden en el hallazgo de que los 
jóvenes que viven con solo uno de sus padres tienen 
más ingresos al sistema judicial o cometen más delitos 
que aquellos que viven con ambos padres (Farrington, 
2011; Rebellon, 2002). No obstante, otros estudios no 
soportan la relación entre la estructura familiar y la 
delincuencia en los jóvenes (Cernkovich & Giordano, 
1987; Van Voorhis, Cullen, Mathers & Garner, 1988) o lo 
hacen de manera indirecta a través de otras variables, 
como las prácticas o procesos familiares (Demuth 
& Brown, 2004; Laub & Sampson, 1988; Piquero et 
al., 2013). En un estudio con menores infractores y 
estudiantes de Texas no se encontraron diferencias en 
las puntuaciones en conducta delictiva entre jóvenes 
que reportaban presencia del padre en el hogar, 
en comparación con aquellos que manifestaban su 
ausencia, en ninguno de los dos grupos estudiados 
(Flood, 2003). Demuth & Brown (2004) reportaron 
que adolescentes norteamericanos que convivían solo 
con su padre manifestaban los niveles más altos de 
delincuencia, seguidos de aquellos casos que convivían 
con el padre y la pareja, o con la madre sola. Los niveles 

más bajos de conducta delictiva autoinformada fueron 
encontrados en adolescentes que vivían con ambos 
padres biológicos. No obstante, cuando al modelo 
se incorporaban los procesos familiares (cercanía, 
monitoreo, supervisión), la variable presencia de los 
padres no tenía influencia directa sobre la delincuencia, 
y el modelo explicativo presentaba un mejor ajuste 
(Demuth & Brown, 2004).

Pese a la gran variedad de estudios que analizan 
las variables familiares como predictoras del 
comportamiento antinormativo en la adolescencia, 
las diferencias en las muestras (e. g., en relación con la 
edad, tipo de institución, cultura), en las definiciones 
y operacionalizaciones de las variables y en los 
instrumentos empleados, hacen difícil la comparación 
entre estudios (Hoeve et al., 2009).

En relación con las variables socio-contextuales, 
una de las más frecuentemente estudiadas respecto 
al delito es la influencia del grupo de pares. Diversos 
estudios han informado de manera consistente 
que la exposición a pares antisociales predispone 
a los jóvenes a involucrarse en comportamientos 
delictivos (Bazon & Estevão, 2012; Leeper, Gover, 
MacDonald & Piquero, 2005; Mahoney & Stattin, 
2000; Monahan, Steinberg & Cauffman, 2009). Un 
estudio con estudiantes en Suiza evidenció que los 
jóvenes que forman parte de una pandilla tienen 
cinco veces más probabilidades de haber cometido 
un acto de delincuencia violenta en los últimos doce 
meses, que los miembros de grupos no delincuentes 
o los individuos que no forman parte de ningún grupo 
(Schioppa, 2013). En otro estudio con adolescentes 
venezolanos escolarizados, el grupo de iguales no 
convencionales, caracterizado por presencia de 
conflictos, violencia, presión y delincuencia, demostró 
efectos directos sobre la conducta antisocial de los 
jóvenes (Rodríguez, 2011).

Otro factor de riesgo de la delincuencia es el barrio 
en el cual los jóvenes viven. Algunos trabajos que 
se han dedicado a estudiar la relación entre ambas 
variables han encontrado una sólida asociación entre 
ellas, lo cual demuestra que los adolescentes que 
provienen de contextos comunitarios y barriales con 
mayor presencia de vandalismo y actividad delictiva, 
cometen más crímenes o tienen más problemas de 
conducta (Gracia, Fuentes & García, 2010; Sampson, 
Morenoff & Gannon-Rowley, 2002). E. g., un estudio 
en barrios de jóvenes colombianos con trastorno 
disocial halló una mayor presencia de pandillas 
juveniles, comparados con los barrios donde residen 
jóvenes sin el trastorno (Rey-Anacona, Paitán-Ávila & 
Monguí-Merchán, 2014). No obstante, otros estudios 
no han encontrado efectos directos del contexto, 
sino indirectos, mediados por otras variables, como 
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los procesos familiares (Caicedo, 2014; Vieno, Nation, 
Perkins, Pastore & Santinello, 2010) o el grupo de pares 
(Mahoney & Stattin, 2000). A su vez, la participación 
en actividades recreativas convencionales, ya sea a 
través de la religión (Chadwick & Top, 1993; Johnson, 
De Li, Larson & McCullough, 2000), los deportes 
(Barber & Stone, 2003; Mahoney & Stattin, 2000) 
o el arte (Mahoney & Stattin, 2000), opera en un 
sentido opuesto. El involucramiento del joven en este 
tipo de actividades funciona como un marco donde 
se aprenden valores y actitudes prosociales, que 
disminuyen su implicancia en actividades antisociales 
(Osgood, Wilson, O’Malley, Bachman & Johnston, 
1996).

Tras una revisión bibliográfica en las bases EBSCO, 
Science Direct, PsycINFO y Google académico 
(en inglés y en español), no se han localizado 
estudios argentinos publicados que aborden las 
diferencias entre menores en conflicto con la ley y los 
escolarizados de población general en las variables 
revisadas. Tampoco se encontraron trabajos que 
estudien de manera empírica la relación entre 
variables familiares y sociales con la delincuencia en 
población adolescente local. Sin embargo, ciertos 
grupos de trabajo en Argentina han evaluado algunas 
de las dimensiones mencionadas. El antecedente 
más lejano en el tiempo, hallado en la literatura, 
es un estudio que en un análisis de las pandillas de 
Argentina a mediados de los años 60, encontró 
como las modalidades delictivas más frecuentes 
el robo y las agresiones, y un bajo involucramiento 
en actividades vandálicas (Defleur, 1967). Más 
recientemente, Arbach, Santuoro, Lumello & Garrido 
(2013) han encontrado en jóvenes universitarios 
de Córdoba una tasa autoinformada de conductas 
antinormativas durante la adolescencia, que ronda el 
90 % (Arbach et al., 2013). En un estudio comparativo 
entre niños de Argentina y España, donde se 
valoraron estilos parentales, inestabilidad emocional 
y agresividad, se encontró que los comportamientos 
parentales negligentes, en especial los de la madre, 
son el predictor más importante de inestabilidad 
emocional y agresividad en los niños, y que estos 
resultados permanecen invariantes a través de los 
estratos socioeconómicos y de las poblaciones 
estudiadas (Richaud, Mesurado, Samper, Llorca, 
Lemos & Tur, 2013). Otro trabajo, enfocado en la 
descripción de las características sociodemográficas 
y delictivas de adolescentes en conflicto con la ley, 
de 16 a 18 años en Córdoba, indica que el 85 % de 
ellos convivían con ambos padres y otros familiares 
(hermanos, tíos, abuelos), y que el 19,1 % indicaban 
practicar actividades deportivas (Cosacov & Croccia, 
2007).

El presente estudio
Este trabajo se propone estudiar variables familiares 
y sociales, tradicionalmente asociadas en la literatura 
al comportamiento delictivo, en menores en 
conflicto con la ley penal de Argentina. De manera 
más específica, el objetivo se centra en comparar 
convivencia con ambos padres biológicos, prácticas 
parentales, exposición a pares antisociales, contexto 
barrial y participación en actividades recreativas 
convencionales, en adolescentes con antecedentes 
delictivos y otros de la población general. Las hipótesis 
son que los menores en conflicto con la ley estarán 
más expuestos a pares antisociales, participarán 
menos frecuentemente en actividades convencionales 
y vivirán en barrios con más disturbios y en unidades 
familiares caracterizadas por la presencia de uno o 
ninguno de los padres. También se hipotetiza que la 
relación con sus padres está caracterizada por menos 
prácticas parentales de apoyo positivas (apoyo, 
proximidad, comunicación y aprobación del grupo 
de pares) y más prácticas negativas (conflicto), como 
también menos prácticas de control (monitoreo).

Metodología

Participantes

Una muestra no probabilística de tipo accidental, 
conformada por 158 jóvenes varones de 13 a 18 años 
de edad, de la provincia de Córdoba, en Argentina, 
respondieron los protocolos de recogida de datos. 
De ellos, 88 son infractores residentes al momento de 
la evaluación (abril a octubre del 2015), en un centro 
socioeducativo cerrado de la ciudad de Córdoba. 
No se dispone de cifras oficiales actualizadas de la 
cantidad de jóvenes institucionalizados, debido al 
constante ingreso y egreso de estos, pero se estima 
que alrededor de 250 adolescentes varones de 
toda la provincia de Córdoba residen en el centro al 
mismo tiempo. Los restantes 70 son adolescentes sin 
antecedentes delictivos, alumnos de dos institutos 
educativos públicos de nivel medio, radicados en dos 
localidades del interior de la provincia y pertenecientes 
a estratos socioeconómicos medios a bajos.

Variables e instrumentos

Los datos se recogieron con preguntas diseñadas ad 
hoc y con cuestionarios preexistentes hechos para 
valorar las variables en estudio que se detallan a 
continuación:
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Datos sociodemográficos: se recogió información 
sobre la edad de los adolescentes y el máximo nivel 
educativo de los padres.

Convivencia con los padres: se registraron datos 
acerca de si los adolescentes convivían con ambos 
padres, con uno de ellos o con ninguno.

Prácticas parentales: fueron valoradas con la 
versión en español de la Adolescent Family Process 
Measure (Vazsonyi, Hibbert & Blake Snider, 2003). 
La escala evalúa la percepción que tienen los 
adolescentes sobre las relaciones con sus madres y 
padres (biológicos, sustitutos o tutores). La escala se 
compone de seis subescalas: proximidad (seis ítems; 
e. g., “mi mamá es cariñosa conmigo”; “me siento más 
cercano a mi mamá que muchos de los chicos de mi 
edad”), apoyo (cuatro ítems; e. g., “mi mamá a veces 
no me escucha y no tiene en cuenta mis opiniones”, 
“parece que mi mamá quisiera que yo fuera alguien 
diferente”; siguiendo la estrategia de los autores 
del trabajo original, los ítems de esta subescala se 
recodificaron a la inversa, de manera que, como en el 
resto de las subescalas, un puntaje más alto indica más 
presencia de la variable), monitoreo (cuatro ítems; 
e. g., “cuando paso tiempo libre fuera de casa, mi 
mamá sabe dónde y con quién estoy”, “si no vuelvo 
a casa después del colegio, mi mamá quiere que le 
avise dónde estoy”), comunicación (cinco ítems;  
e. g., “le cuento a mi mamá sobre los problemas que 
tengo en la escuela”, “le cuento a mi mamá sobre 
decisiones personales importantes”), conflicto (tres 
ítems; e. g., “peleo bastante seguido con mi mamá”, 
“con frecuencia dejo de hablarle a mi mamá porque 
me enojo con ella”) y aprobación del grupo de pares 
(tres ítems; e. g., “a mi mamá en general le caen bien 
mis amigos”, “a mi mamá le cae bien mi novia”). Cada 
ítem se responde en una escala tipo Likert de 5 puntos 
(de “totalmente falso” a “totalmente cierto”). Si bien 
en la escala original las cuatro últimas subescalas 
se formulan como preguntas con cinco categorías 
de respuesta diferentes a las otras subescalas (de 
“nunca” a “muy frecuentemente”), en el presente 
trabajo los ítems fueron reformulados de forma 
afirmativa para unificar los criterios de respuestas en 
todos los ítems de la escala, y evitar que el cambio en la 
manera de responder pudiera generar confusión a los 
participantes. De la misma manera que en el trabajo 
original, las puntuaciones más altas indican que las 
conductas se dan con mayor frecuencia.

Del total de sujetos, el 92 % respondieron el 
cuestionario referido a las prácticas de la madre, y  
el 71 %, el relacionado con el padre. De los sujetos que 
respondieron, el 73 % lo completaron en su totalidad 
para las prácticas de la madre, mientras que el  
66 % lo hicieron con las del padre. Se eliminaron de 

los análisis que incluían esta variable aquellos sujetos 
que dejaron incompletos más de tres ítems del total 
de la escala de prácticas parentales. Los que dejaron 
tres o menos ítems sin completar fueron tratados  
por imputación simple, reemplazando el valor per-
dido por la moda de la subescala a la que pertenecía 
el ítem. El ítem 24 presentó la mayor cantidad de 
datos perdidos (el 10% del total de cuestionarios 
respondidos, aproximadamente), ya que hace 
referencia a relaciones de noviazgo, que algunos 
participantes aún no mantienen, dada su edad. En 
este caso, los datos perdidos fueron ponderados por 
la puntuación media de todos los sujetos. Los índices 
de fiabilidad fueron de moderados a aceptables, 
oscilando entre α=.62 y α=.78 para las prácticas 
parentales maternas, y entre α=.63 y α=.81 para las 
paternas, con excepción de la dimensión de apoyo 
cuyos índices de fiabilidad fueron de α=.53 y .55 para 
madre y padre, respectivamente.

Exposición a pares antisociales: los participantes 
debieron indicar, en una escala de tres opciones de 
respuesta (“ninguno”, “algunos” o “casi todos”), 
cuántos de los/as amigos/as de su grupo realizaban las 
siguientes conductas: fumar marihuana, beber alcohol 
habitualmente, destrozar cosas en lugares públicos, 
destrozar cosas de otras personas, consumir drogas 
ilegales, amenazar o atacar a otras personas, discutir 
de manera violenta con los padres o profesores y 
robar.

Disturbios barriales: mediante cuatro preguntas 
directas se consultaba a los adolescentes sobre el 
grado de vandalismo, casas abandonadas, robos 
y agresiones entre los vecinos que estimaban en 
sus barrios, de acuerdo con la siguiente escala de 
respuesta: “nunca ocurre en mi barrio”, “ocurre a 
veces” y “ocurre casi siempre”.

Participación en actividades recreativas 
convencionales: se indagó acerca de la frecuencia 
con que los jóvenes participaban en tres clases de 
actividades recreativas: deportivas, culturales o 
artísticas y religiosas. Las opciones de respuesta 
fueron “nunca”, “a veces” y “casi siempre”.

Procedimiento

El estudio fue transversal, de tipo caso-control, y 
se utilizaron encuestas de autoinforme. Luego de 
la gestión de las autorizaciones en las instituciones 
donde se encontraban los adolescentes, se 
procedió a la recogida de datos. En el centro 
socioeducativo cerrado la aplicación se llevó a cabo 
de manera colectiva en grupos de 2 a 5 sujetos, en 
lugares dispuestos por la institución para tal fin. 
En el caso de los centros educativos se administró 



87

IS
SN
 1
79
4-
31
08
. 
Re
v.
 c
ri
m.
, 
Vo
lu
me
n 
58
, 
nú
me
ro
 1
, 
en
er
o-
ab
ri
l 
20
16
, 
Bo
go
tá
, 
D.
 C
.,
 C
ol
om
bi
a

Familia, barrio y sociedad: un estudio comparativo en jóvenes con y sin antecedentes delictivos de Argentina

el instrumento en las aulas de manera colectiva. 
Cuando el participante carecía de habilidades 
lectocomprensivas adecuadas para cumplimentar el 
protocolo de recogida de datos, pero manifestaba 
interés de participar, se administraba el instrumento 
de forma verbal e individualizada. Asimismo, se 
llevaron a cabo las mínimas adaptaciones necesarias 
de los instrumentos para adecuarlos al nivel de 
instrucción de los participantes y se incorporaron 
dibujos en las categorías de respuesta para facilitar 
su comprensión. En todos los casos se solicitó a los 
participantes el consentimiento informado ajustado 
a las normas éticas de cada institución. En el mismo 
se dejaba expresa claridad respecto a los objetivos 
del estudio, las implicancias, el carácter voluntario 
de la participación y la confidencialidad en el 
tratamiento de los datos.  

Análisis de datos

Para los análisis fueron dicotomizadas las siguientes 
variables: exposición a grupo de pares antisociales 
(0 = ninguno de mis amigos lo hace o solo alguno 
de mis amigos lo hace; 1 = la mayoría de mis amigos 
lo hacen), participación en actividades recreativas 
convencionales (0 = nunca o solo a veces participo; 
1 = participo casi siempre) y disturbios barriales 
(0 = esto en mi barrio no ocurre o solo ocurre a 
veces; 1 = esto en mi barrio ocurre casi siempre). 
Para describir la prevalencia de las variables 
relacionadas con la convivencia con los padres, 
exposición a pares antisociales, disturbios barriales 
y participación en actividades convencionales, se 

utilizaron estadísticos de frecuencia para cada 
grupo. Se empleó la prueba de x2 para contrastar 
la hipótesis de independencia entre los grupos. En 
el caso de las prácticas parentales, se calcularon 
estadísticos descriptivos (media y desviación 
estándar) y las diferencias entre los grupos en estas 
variables se evaluaron mediante la prueba t de 
Student. Para las variables continuas se calcularon 
los tamaños del efecto mediante los índices d de 
Cohen, interpretándose como tamaños robustos, 
moderados o débiles índices (d) de .80, .50 y .20, 
respectivamente (Cohen, 1992). Para las pruebas 
de independencia entre grupos con variables 
categoriales se calcularon los índices odds ratio 
(OR).

El procesamiento y análisis de datos se efectuó 
mediante el programa estadístico informatizado 
SPSS Statistics versión 22 (Social Package for Social 
Sciences).

Resultados

En la tabla 1 se presentan las características 
sociodemográficas y familiares de los participantes. 
Los grupos no se diferenciaron en edad, ni en el 
nivel educativo de los padres. No obstante, los 
adolescentes de población general manifestaron 
en mayor medida que convivían con ambos padres, 
mientras que los menores en conflicto con la ley 
reportaron como lo más frecuente convivir con 
solo uno de los padres, en general con la madre  
(x2(2, N=157)=19.77, p <.001).

Tabla 1   
Características sociodemográficas y familiares de los participantes

Menores infractores
n = 88

Menores escolarizados
n = 70

Edad: M (DE) 16,24 (1,34) 15,85 (1,67)

Escolaridad de la madre

Secundario, terciario o universitario completo (%) 47,60 60,00

Sin educación formal o primario completo (%) 52,40 40,00

Escolaridad del padre

Secundario o terciario/universitario completo (%) 52,60 57,60

Sin educación formal o primario completo (%) 47,40 42,40

Convivencia con los padres (%) ***

Con los dos 23,90 53,60

Con uno 55,70 43,50

Con ninguno 20,50 2,90

Nota: *** La diferencia entre grupos fue significativa a nivel de p<.001.	
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En la tabla 2 se comparan las puntuaciones 
medias en cada subescala de prácticas parentales. Se 
analizaron las diferencias entre los grupos, a fin de 
responder las hipótesis en estudio. Las puntuaciones 
en las subescalas de prácticas parentales maternas 
de apoyo (t(137)= -3.31; p=.001), aprobación del 
grupo de pares (t(132)= -5.86; p<.001) y conflicto 
(t(137)= -2.68; p=.008) resultaron significativamente 
más bajas en los menores infractores.

En relación con las prácticas parentales del 
padre, los menores infractores informaron 
menos apoyo (t(104)= -2.58; p=.011), monitoreo 
(t(87)= -2.25; p=.027) y aprobación del grupo de 

pares (t(89)= -5.67; p<.001) que los menores de 
la población general. No hubo diferencias entre 
los grupos en el nivel de conflicto (t(104)= -1.05; 
p=.294), comunicación (t(104)= -.55; p=.587) y 
proximidad (t(104)= -.18; p=.857) con el padre, como 
tampoco en la proximidad (t(137)= 1.71; p=.090), el 
monitoreo (t(136)= -1.84; p=.068) y la comunicación 
(t(137)= -.12; p=.903) con la madre. Los tamaños de 
los efectos de las diferencias significativas fueron 
de moderados a robustos para todas las prácticas, 
excepto para el apoyo del padre, cuya diferencia 
resultó débil (tabla 2).

Tabla 2   
Prácticas parentales en menores infractores y no infractores 

Prácticas parentales Infractores
M (DS)

No infractores
M (DS) d de Cohen

Madre n = 76 n = 63

Aprobación del grupo de pares 6,33 (3,00) 8,84 (2,01) .78***

Apoyo 7,28 (3,30) 9,17 (3,45) .67***

Monitoreo 10,11 (3,46) 11,06 (2,68) ns

Conflicto 4,09 (2,95) 5,49 (3,20) .39**

Comunicación 11,70 (4,89) 11,79 (4,35) ns

Proximidad 18,76 (3,76) 17,76 (3,01) ns

Padre n= 51 n= 55

Aprobación del grupo de pares 6,22 (2,72) 8,82 (1,91) 1.26***

Apoyo 7,29 (3,35) 8,96 (3,31) .33*

Monitoreo 8,51 (4,26) 10,11 (2,86) .63*

Conflicto 4,90 (3,25) 5,55 (3,04) ns

Comunicación 10,00 (5,45) 10,53 (4,50) ns

Proximidad 16,04 (5,86) 16,22 (4,26) ns

En la tabla 3 se comparan y analizan las diferencias 
entre los grupos en relación con las variables sociales 
exploradas: exposición a pares antisociales (“la  mayo-
ría de mis amigos lo hace”), participación en actividades 
recreativas convencionales (“participo casi siempre de 
estas actividades”) y disturbios barriales (“esto ocurre 
casi siempre en mi barrio”). Los adolescentes en con-
flicto con la ley se diferenciaron de los de la población 
general en ocho de las quince dimensiones sociales 
exploradas. En relación con el grupo de pares, los me-
nores infractores se relacionaban con más pares que 
fumaban marihuana (x2(1)=18.86, p<.001), que consu-
mían sustancias ilegales duras (x2(1)=19.95, p<.001), 
que agredían a otras personas (x2(1)=10,19, p=.001)  
y que robaban (x2(1)=41,43, p<.001). No hubo dife-
rencias entre los grupos en la exposición a pares que 
tomaban alcohol habitualmente (x2(1)=.33, p=.564), 

que rompían cosas en lugares públicos (x2(1)=1.93, 
p=.165) y de otras personas (x2(1)=3.26, p=.071) y que 
peleaban violentamente con padres o profesores 
(x2(1)=.09, p=.766).

Con respecto a las variables contextuales, 
tanto el vandalismo (x2(1)=11.85, p=.001) como los 
robos (x2(1)=43.11, p<.001), las agresiones entre 
vecinos (x2(1)=7.54, p=.006) y la presencia de casas 
abandonadas (x2(1)=4.73, p=.030) fueron más 
prevalentes en los barrios de los adolescentes 
infractores.

En el caso de la participación en actividades 
recreativas convencionales, no hubo diferencias 
significativas entre los adolescentes de cada grupo 
en relación con la frecuencia en que desarrollan 
actividades deportivas (x2(1)=.21, p=.649), artísticas 
(x2(1)=.58, p=.446) o religiosas (x2(1)=.40, p=.525).

Nota: ns = no significativo; * p<.05; **p<.01; ***p<.001
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Dado el relativamente limitado número de casos 
en cada grupo, algunos de los intervalos de confianza 
(IC) del estadístico OR han resultado amplios en 
forma anormal. La literatura sugiere considerar estos 
valores, aunque con precaución (Irala, Fernandez-
Crehuet Navajas & Serrano del Castillo, 1997). En última 
instancia se toma como referencia el valor mínimo 
del IC, ya que representa el menor riesgo posible de 
pertenencia al grupo de menores infractores si la 
variable se encuentra presente. Los análisis indicaron 

que aquellos sujetos que se relacionaban con más 
cantidad de pares antisociales resultaron tener de 
1,9 a 8,4 veces más (dependiendo de la conducta 
antisocial de los pares) de probabilidades de ser 
institucionalizados por problemas con la ley. A su vez, la 
probabilidad de incurrir en comportamientos delictivos 
se vio incrementada de 2,7 a 7,7 veces en los sujetos que 
manifestaron vivir en barrios con elevados niveles de 
casas abandonadas, vandalismo, agresiones y robos.

Tabla 3   
Pares antisociales, barrio y actividades sociales positivas en menores infractores y no infractores

Variables sociales  Infractores
n = 83

No infractores
n = 68

Tamaño del efecto
OR (IC 95 %)

Exposición a pares antisociales que… % %

Roban 48,70 1,50 63,65 (8,41-481,68)***

Consumen drogas ilegales duras 36,70 5,90 9,28 (3,06-28,13)***

Fuman marihuana 55,70 20,60 4,85 (2,32-10,13)***

Golpean a personas 20,30 2,90 8,38 (1,85-37,94)*** 

Rompen cosas de otras personas 15,20 5,90 ns

Rompen cosas públicas 13,00 6,10 ns

Pelean con padres o profesores 3,90 3,00 ns

Consumen alcohol 38,00 42,60 ns

Disturbios en el barrio

Robos 56,40 4,60 26,75 (7,72-92,61)***

Vandalismo 28,20 6,10 6,09 (1,98-18,76)***

Agresiones entre vecinos 33,30 13,60 3,17 (1,36-7,38)**

Casas abandonadas 24,70 10,60 2,76 (1,08-7,06)*

Participación en actividades prosociales

Artísticas 13,30 9,20 ns

Deportivas 41,00 44,80 ns

Religiosas 6,50 9,40 ns

Nota: *p<.05; **p<.01; ***p<.001

Discusión
Numerosas teorías se han desarrollado y puesto 
a prueba sistemáticamente a lo largo del tiempo, 
para explicar la influencia que tienen diferentes 
variables familiares y sociales en el comportamiento 
antinormativo (Akers et al., 1979; Garrido, Stangeland 
& Redondo, 2006; Welsh & Farrington, 2007). No 
obstante, las particularidades y singularidades de las 
poblaciones y culturas en estudio hacen necesario el 
análisis exhaustivo de cada una de las variables en los 
diferentes contextos, a fin de diseñar estrategias de 

prevención adaptadas a las necesidades específicas. 
En función de esto y debido al limitado desarrollo de 
investigaciones en relación con el tema en el contexto 
local, el presente artículo se propuso comparar, 
mediante un diseño caso-control, la distribución de 
variables familiares y sociales entre adolescentes 
en conflicto con la ley penal y los escolarizados de la 
población general, que respondieron una serie de 
instrumentos de autoinforme.

En consonancia con la literatura previa, los resulta-
dos indican que los adolescentes infractores puntúan 
más bajo en algunas de las prácticas parentales posi-
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tivas estudiadas, y que las prácticas de ambos padres 
resultan de importancia, siendo la aprobación del 
grupo de pares, tanto de la madre como del padre, la 
práctica que mejor diferenció a los grupos. Por su lado, 
el apoyo de ambos padres y el monitoreo por parte del 
padre también resultaron de utilidad para discriminar 
entre adolescentes con y sin antecedentes delictivos. 
En la Teoría General del Delito, Gottfredson & Hirschi 
(1990) postulan que las prácticas de monitoreo son 
fundamentales en el control del comportamiento de 
los hijos, ya que es a través de este que los padres 
pueden reconocer cuándo los hijos se comportan de 
maneras socialmente desviadas, y tomar las medidas 
disciplinarias oportunas. La Teoría del Control Social 
pone énfasis también en la importancia del vínculo 
con los padres en tanto modelos de comportamien-
to adaptado (Hirschi, 2003). Numerosos estudios han 
encontrado evidencia de la importancia que tienen las 
prácticas parentales positivas para disminuir el com-
portamiento delictivo de los jóvenes (Haegerich et 
al., 2014; Hoeve et al., 2009, 2012; Loeber & Stoutha-
mer-Loeber, 1986; Mestre et al., 2004; Tur-Porcar et 
al., 2012; Vazsonyi & Belliston, 2007; Vazsonyi & Flan-
nery, 1997). Con respecto a las prácticas parentales 
negativas, no hubo diferencias entre los grupos en 
la dimensión de conflicto con el padre, y contrario a 
lo esperado, el conflicto con la madre fue significati-
vamente mayor en los estudiantes. Algunos trabajos 
previos no encuentran relación entre el conflicto y la 
delincuencia general, pero sí soportan su vínculo con 
la violencia en particular (Eichelsheim et al., 2010).  
E. g., mientras que el conflicto con la madre no aporta-
ría en la predicción de delitos generales, sí lo haría en 
la predicción de la violencia filio-parental. El presente 
estudio no discriminó entre menores institucionaliza-
dos por delitos violentos de aquellos por modalidades 
delictivas no violentas, lo cual puede haber influido 
en que no haya diferencia en los niveles de conflicto 
entre los menores infractores y los estudiantes en el 
conflicto con el padre. Por otro lado, la mayor parte 
de los menores institucionalizados conviven solo con 
su madre, es decir, sin la presencia del padre, lo que 
podría favorecer que los vínculos entre ellos se vuel-
van más estrechos, y de esta manera disminuyan las 
peleas y las agresiones, incluso hasta encontrarse con 
menor frecuencia que en adolescentes de la población 
general. Esto se corresponde con el hallazgo de que 
la dimensión de proximidad o cercanía con la madre 
fue la única dimensión positiva en que los adolescen-
tes privados de libertad puntuaron más alto que los 
estudiantes, aunque las diferencias no resultaron sig-
nificativas.

La convivencia con ambos padres fue significativa-
mente menor en los jóvenes del centro socioeducati-

vo, caracterizándose en su mayoría por hogares mo-
noparentales con predominancia de la presencia de la 
madre, a diferencia de lo encontrado diez años antes 
por otro estudio en la misma ciudad (Cosacov & Croc-
cia, 2007). La literatura respecto a esto ha sido contro-
versial. Diversos estudios han encontrado influencias 
de la estructura familiar en la delincuencia de los hijos, 
e indican que los que viven en hogares monoparenta-
les tienen más probabilidades de ser ingresados al sis-
tema de justicia (Farrington, 2011; Rebellon, 2002). No 
obstante, otros trabajos manifiestan que la estructura 
familiar solo influye en la delincuencia de manera indi-
recta a través de los procesos familiares (Cernkovich 
& Giordano, 1987; Demuth & Brown, 2004; Piquero et 
al., 2013). Gottfredson & Hirschi (1990) indicaban que 
si bien la presencia de ambos padres no era una con-
dición necesaria para el buen comportamiento de los 
hijos, a los hogares con ambos padres presentes les re-
sultaba más fácil el monitoreo de los niños y la discipli-
na correspondiente. Este estudio no analizó efectos in-
directos ni directos de la presencia de los padres sobre 
el comportamiento delictivo de los hijos, limitándose 
a establecer comparaciones entre grupos, por lo cual 
no puede descartarse que las diferencias estén dadas 
o moduladas por otras variables.

En relación con el grupo de pares, los menores in-
fractores indican más cantidad de amigos involucrán-
dose en algunas de las conductas antisociales estudia-
das (robo, agresiones hacia otras personas y uso de 
drogas ilegales blandas y duras), lo cual se correspon-
de con lo encontrado en la literatura (Bazon & Estevão, 
2012; Mahoney & Stattin, 2000; Monahan et al., 2009; 
Rodríguez, 2011; Schioppa, 2013). Sin embargo, en la 
dimensión relacionada con el vandalismo (romper co-
sas públicas y de otras personas), no hubo diferencias 
entre los grupos. Defleur (1967), en un análisis de la ac-
tividad de las pandillas en Córdoba, encontraba escasa 
presencia de vandalismo y predominio de delitos con 
objetivos instrumentales. Si bien muchos años han pa-
sado y las condiciones contextuales y culturales pue-
den haberse modificado, los resultados del presente 
estudio parecen indicar que las modalidades delictivas 
de los jóvenes de Córdoba siguen caracterizándose 
por robos o delitos con fines utilitarios. Por otra par-
te, los menores infractores reportan escasas peleas y 
agresiones hacia sus madres, hipotetizándose, como 
ya se mencionó, que la constitución familiar monopa-
rental, caracterizada frecuentemente solo por la pre-
sencia de la madre, estrecha sus vínculos y disminuye 
la violencia entre ellos. Cabe pensar que esto mismo 
se daría en el caso de sus amigos, por lo cual tampoco 
se evidenciaron diferencias en las agresiones a padres 
y profesores entre los amigos de estudiantes y los de 
adolescentes con antecedentes delictivos. Tampoco 



91

IS
SN
 1
79
4-
31
08
. 
Re
v.
 c
ri
m.
, 
Vo
lu
me
n 
58
, 
nú
me
ro
 1
, 
en
er
o-
ab
ri
l 
20
16
, 
Bo
go
tá
, 
D.
 C
.,
 C
ol
om
bi
a

Familia, barrio y sociedad: un estudio comparativo en jóvenes con y sin antecedentes delictivos de Argentina

hubo diferencias entre los grupos en la cantidad de 
amigos que consumen alcohol, lo cual no resulta ex-
traño si se considera que la ingestión de alcohol es en 
general frecuente en los adolescentes de Argentina 
(César, 2005). Porcentajes similares, de sujetos que in-
dican que la mayoría de sus amigos consumen alcohol, 
se localizaron en otro estudio con estudiantes de nivel 
secundario en la misma ciudad (Cassola, Pilatti, Aldere-
te & Godoy, 2005).

Respecto a los disturbios en el barrio, los 
adolescentes delincuentes manifiestan que viven 
en barrios donde hay más vandalismo, casas 
abandonadas, robos y agresiones entre vecinos. La 
presencia de violencia y delincuencia en el barrio ha 
sido asociada ya en la literatura a los comportamientos 
antisociales y delictivos en los adolescentes (Gracia et 
al., 2010; Sampson et al., 2002). Debido a que no se 
dispone de información sociodemográfica respecto 
a los barrios de los adolescentes infractores, esto no 
pudo ser controlado de manera exhaustiva. Se ha 
intentado minimizar este sesgo seleccionando un 
grupo control, compuesto por sujetos de diferentes 
barrios y condiciones socioeconómicas heterogéneas 
dentro del rango de medias a bajas. No obstante, se 
sugiere tener esto en cuenta cuando se interpreten los 
resultados.

No hubo diferencias entre adolescentes en 
conflicto con la ley y estudiantes en la participación 
en actividades religiosas, deportivas y artísticas. La 
literatura respecto a esto no resulta concluyente. Si 
bien algunos trabajos han encontrado una asociación 
negativa de estas actividades con la delincuencia 
(Barber & Stone, 2003; Mahoney & Stattin, 2000), 
otros no soportan tal hallazgo (Roman, Stodolska, 
Yahner & Shinew, 2013; Salas-Wright, Olate, Vaughn & 
Tran, 2013). Además, las medidas de participación aquí 
utilizadas no consideran intervención estructurada en 
tales actividades, como pertenecer a grupos religiosos 
o asistir a clubes o centros culturales, solo indaga en 
la realización de ciertas actividades que pueden no 
estar en realidad organizadas. Los centros culturales, 
los espacios religiosos y los clubes deportivos 
formales representan espacios consolidados para 
la construcción de valores socialmente adaptados y 
el respeto a las normas (Osgood et al., 1996); por el 
contrario, el ocio desestructurado puede favorecer 
comportamientos antisociales (Roman et al., 2013).

Pese a representar una primera aproximación 
al estudio de variables familiares y sociales en 
adolescentes con y sin antecedentes delictivos 
de Argentina, el presente estudio tiene algunas 
limitaciones que deberán ser solventadas en futuras 
investigaciones. En primer lugar, el número de 
casos utilizados es reducido. No obstante, dadas 

las características de las muestras de población 
penitenciaria y las dificultades en el acceso a ellas, 
no es infrecuente encontrar estudios con tamaños 
muestrales similares o menores que los del presente 
estudio (Becerra & García, 2014; Caravaca, Sánchez 
& Luna, 2013; García, 2015; Rey-Anacona et al., 2014). 
Por otra parte, aunque se han controlado la edad, 
el sexo y el nivel educativo de los padres, otras 
variables sociodemográficas que podrían influir en los 
resultados, como, e. g., el estatus socioeconómico, 
deberían ser controladas más exhaustivamente en 
futuros estudios. Sin embargo, a fin de disminuir el 
impacto que pudiera tener esta variable, se seleccionó 
un grupo control heterogéneo en relación con el 
contexto barrial y las condiciones socioeconómicas 
(dentro del rango de media a baja). Otra limitación es 
que no se han valorado efectos directos o indirectos 
de las variables sobre el comportamiento delictivo, 
por lo cual no puede descartarse que las diferencias 
entre grupos se expliquen por otras variables no 
contempladas o por efectos indirectos de las mismas. 
Los resultados describen lo encontrado en la muestra 
estudiada, y se debería evitar la generalización a 
poblaciones de adolescentes en general.

Futuras investigaciones deberán realizar análisis 
que valoren el peso que tiene cada una de las variables 
estudiadas en relación con la conducta delictiva, para 
desarrollar estrategias de prevención más ajustadas a 
las necesidades del contexto local, así como explorar 
en nuestro medio, a través de análisis estadísticos más 
complejos, el ajuste de los modelos teóricos propuestos 
para explicar la delincuencia juvenil. También se sugiere 
para futuros trabajos la aproximación a variables 
personales, que han demostrado desempeñar un 
papel importante en el desarrollo de la conducta 
delictiva, como el autocontrol (Buker, 2011; Vera & 
Moon, 2012), los estilos de apego (Kochanska, Barry, 
Stellern & O’Bleness, 2009; Loinaz & Echeburúa, 
2012; Miller, Jennings, Alvarez-Rivera & Lanza-Kaduce, 
2009) y el consumo de sustancias (Mauricio, Little, 
Chassin, Knight, Piquero, Losoya & Vargas-Chanes, 
2009).

Pese a sus limitaciones, los datos aquí expuestos 
representan un primer acercamiento empírico a la 
problemática de la delincuencia en los adolescentes 
en Argentina, con importantes implicancias a nivel 
teórico y práctico. En relación con la teoría, los 
datos soportan los postulados de las principales 
teorías que se utilizan para explicar el fenómeno de 
la delincuencia juvenil a nivel mundial, y apoyan así 
su aplicabilidad al contexto local. En la práctica, los 
resultados aquí encontrados coinciden con lo hallado 
en otras culturas, y es un aporte de fundamental 
importancia para el desarrollo de políticas y prácticas 
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de prevención del delito y la violencia, e incluso para la 
adaptación de aquellas que han demostrado eficacia 
en la reducción de la delincuencia juvenil en otros 
contextos (Piquero, Farrington, Welsh, Tremblay 
& Jennings, 2009). Este trabajo pretende formar 
parte de una línea de investigación consolidada en 
un contexto con una limitada representación en la 
literatura de investigación. Los autores entienden 
que los estudios sobre la delincuencia juvenil basados 
en la evidencia son indispensables para el desarrollo 
de intervenciones eficaces en la reducción de la 
reincidencia delictiva en esta población.
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Resumen
Se tiene como objetivo analizar la evolución histórica y 
normativa del beneficio del adelantamiento de la libertad 
condicional, desde sus orígenes hasta nuestros días, que 
constituye actualmente un mecanismo fundamental 
para que la ejecución de la pena cumpla con su función 
preventiva especial positiva, traducida en la resocialización 
del penado. Asimismo, se prestará especial atención a las 
limitaciones y restricciones impuestas por las reformas de 
los últimos años para su concesión y disfrute. Para ello, 
se plantea una metodología basada en un estudio sobre 
los antecedentes internacionales del sistema progresivo 
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de ejecución de condenas, y un análisis evolutivo de la 
normativa penal y penitenciaria española, abordando 
la temática de manera analítica, descriptiva y sucinta de la 
normativa reguladora de la institución, poniendo de 
manifiesto la constante y creciente rigidez de la normativa 
punitiva reguladora del beneficio del adelantamiento 
de la libertad condicional. Y es que un siglo después de 
que se instaurase la libertad condicional en España, el 
mecanismo de otorgamiento de su adelantamiento se 
concibe de extremada, si no imposible, concesión.

Para citar este artículo / To reference this article / Para citar este artigo: Fernández, D. & Medina, O. (2016). El beneficio 
penitenciario del adelantamiento de la libertad condicional en España. Análisis histórico-evolutivo de la institución. Revis-
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The prison system’s benefit of granting parole in advance in Spain.        
Historical-evolutionary analysis of the Institution
O benefício penitenciário do adiantamento da liberdade condicional na 
Espanha. Análise histórico-evolutivo da instituição
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Introducción
Los beneficios penitenciarios se configuran como 
instrumentos que permiten reducir el tiempo de 
cumplimiento efectivo de las penas privativas de li-
bertad en el espacio intramuros, lo que posibilita el 
regreso anticipado a la vida en libertad. En este sen-
tido, y como acertadamente señala Valdés (2001,  
p. 28), “un encierro sin esperanza de más pronto re-
torno a la vida libre es estéril”.

En ocasiones, la normativa reguladora de los be-
neficios penitenciarios renuncia parcialmente a las 
exigencias del principio de la prevención general 
negativa, al entender que la aplicación efectiva de 
la totalidad de la pena ya no es necesaria por haber 

alcanzado el prisionero el fin primordial de la pena 
privativa de libertad, esto es, su resocialización. No 
obstante, la reforma operada en España en virtud 
de la Ley Orgánica 7/2003, de cumplimiento ínte-
gro y efectivo de penas, ocasionó un significativo 
retroceso en esta materia, al crear una gran alarma 
social que fomentaría la mera retención y custodia, 
en detrimento de la reeducación y reinserción social 
de los penados, principal objetivo de la actividad 
penitenciaria. En esa línea, continúan proliferan-
do las reformas que endurecen el texto punitivo, 
“vendiendo seguridad colectiva a cambio de liber-
tades y derechos ajenos” (Sánchez, 2004, p. 1.200), 
y mantienen en prisión a personas aptas para vivir 
un régimen de semilibertad. De esta deriva hacia el 

Abstract
The objective here is to analyze the historical and norma-
tive evolution of the benefit of granting parole in advan-
ce, from its origins to this day. At present it has become 
an essential mechanism to make sentence enforcement 
fulfill its special positive function translated into the re-
socialization of the convicted prisoner. Likewise, parti-
cular attention will be given to the limitations and cons-
traints imposed to both parole granting and enjoyment 
in the past years. For this purpose, a methodology has 
been proposed on the basis of a study on international 

backgrounds of the gradual serving of sentences, and an 
evolutionary analysis of the Spanish criminal and peniten-
tiary normative. The matter is approached in an analytical, 
descriptive and concise manner, while highlighting the 
persistent and even growing rigidity of the Institution’s 
punitive regulations governing the benefit of granting an 
early release from prison. And, notwithstanding benefits, 
a century after having introduced parole in Spain the ad-
vancement of the granting of parole is being deemed to 
be an extreme –if not impossible– concession.

Key words

The serving/enforcement of sentence, freedom on parole/parole, resocialization/reincorporation into society, individuali-
zation, penitentiary system (Source: Tesauro de política criminal latinoamericana - ILANUD).

Resumo
O objetivo é analisar a evolução histórica e normativa 
do benefício de adiantamento da liberdade condicional, 
de suas origens ao tempo atual, que é um mecanismo 
fundamental para que a execução da pena cumpra sua 
função preventiva especial positiva, traduzida no resso-
cialização do punido. Também, prestará atenção especial 
às limitações e às restrições impostas pelas reformas dos 
últimos anos para sua concessão e usufruto. Para isso, se 
considera a metodologia baseada em um estudo sobre 
os antecedentes internacionais do sistema progressivo 

da execução das sentenças, e uma análise evolutiva da 
normativa penal e penitenciária espanhola, abordando a 
temática de maneira analítica, descritiva e sucinta da nor-
mativa reguladora da instituição, mostrando a constante 
e crescente rigidez da normativa punitiva reguladora do 
benefício do adiantamento da liberdade condicional. E 
é que um século depois que a liberdade condicional em 
Espanha foi restaurada, o mecanismo de conceder de ou-
torgamento do seu adiantamento e concebido do extre-
mada, se não impossível, concessão.

Palavras-chave

Cumprimento dapena, liberdade condicional, ressocialização, individualização penitenciária, sistema penitenciário (fon-
te: Tesauro de política criminal latinoamericana - ILANUD).
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Derecho Penal del enemigo, resultado de argumen-
taciones populistas que justifican esos cambios en 
la neutralización e inocuización del infractor como 
forma de prevención, y se desprende la desconfian-
za del legislador respecto del funcionamiento del 
sistema penitenciario, que dirige la pena hacia una 
postura protectora de la sociedad. Ello se debe, de 
manera primordial, a que estas reformas no valoran 
las vulneraciones que atañen a los derechos funda-
mentales de los penados. Y es que, tal como señala-
ra Arús (2005, p. 189), “el Derecho Penal ha estado 
en crisis desde siempre, si por crisis entendemos el 
predominio de su naturaleza de instrumento de po-
der sobre la de mecanismo de justicia”.

En cualquier caso, en un Estado democrático de 
Derecho no es tolerable la asunción de un concep-
to de justicia basado en la retribución pura y en el 
castigo por el hecho cometido. Resulta indispen-
sable, por tanto, la búsqueda de fórmulas jurídicas 
que permitan conciliar el garantismo penal con la 
función integral que debe cumplir la pena. El pro-
blema radica, no obstante, en que, en cierto modo, 
la legislación penal y la penitenciaria continúan des-
coordinadas entre sí. Así, mientras la actividad peni-
tenciaria se dirige esencialmente a la resocialización 
y la reinserción social del penado, la norma punitiva, 
sin embargo, prioriza la prevención general, retribu-
ción e intimidación penal, con lo que consigue debi-
litar la prevención especial en su concepto positivo, 
al tiempo que refuerza su versión inocuizadora, que 
pretende proteger a la sociedad manteniendo al de-
lincuente alejado de ella. El objetivo es, pues, alcan-
zar un punto de equilibrio, si bien en pleno siglo XXI 
parecieran prevalecer los principios de prevención 
general, desterrando la orientación política que ha-
cia el legislador penal y penitenciario desprende el 
art. 25.2 de la Constitución española de 1978: la re-
educación y reinserción social de los condenados a 
penas privativas de libertad y medidas de seguridad.

Con base en lo expuesto, se tratará de abor-
dar la evolución histórica y normativa del benefi-
cio penitenciario del adelantamiento de la libertad  
condicional.

Se comenzará por analizar el adelantamiento de 
la libertad condicional desde sus orígenes más re-
motos y primeras manifestaciones prácticas hasta 
su concepción actual.

Asimismo, se subrayará la relevancia de este be-
neficio penitenciario como instrumento encamina-
do a la consecución de la reinserción social de los 
condenados a penas privativas de libertad que cum-
plan los requisitos establecidos en la normativa re-
guladora, dentro del sistema de ejecución de conde-
nas, y se expondrán las limitaciones y restricciones 

que la legislación penal ha ido imponiendo durante 
los últimos años para su concesión y disfrute, obs-
taculizando el cumplimiento integral del mandato 
constitucional hacia el legislador español.

Metodología

Se ha llevado a cabo una investigación relativa al be-
neficio del adelantamiento de la libertad condicio-
nal desde una perspectiva histórica, retornando a la 
mitad del siglo XIX, para analizar sucintamente los 
antecedentes internacionales del sistema progresi-
vo de ejecución de condenas, así como su influencia 
en la normativa venidera. También se ha examina-
do, de manera analítica y descriptiva, la evolución 
de la legislación penal y penitenciaria española que 
ha venido regulando la configuración de este instru-
mento, desde su primigenia aparición en el texto 
punitivo de 1928, hasta su concepción actual, tras la 
reforma del Código Penal (en adelante CP) opera-
da en virtud de la Ley Orgánica 7/2003, de 30 de ju-
nio, de cumplimiento íntegro y efectivo de las penas,  
y de la reciente reforma llevada a cabo a través de 
la Ley Orgánica 1/2015, de 31 de marzo. Finalmente, 
y como complemento a los datos normativos objeti-
vos, el estudio se aborda con el soporte y argumen-
tación ofrecida por la ilustre opinión doctrinal más 
relevante.

Resultados

1.	 Primeras manifestaciones 
prácticas de la libertad 
condicional adelantada a nivel 
internacional

La iniciativa de adelantar el momento de la libertad 
correspondió, a mediados del siglo XIX, a Alexander 
Maconochie, quien asumiera en 1840 la superinten-
dencia de la colonia de la isla australiana de Norfolk, 
destino de los penados reincidentes considerados 
más peligrosos, con el firme propósito de poner a 
prueba su proyecto dignificador en la administra-
ción de convictos, al sustituir la dureza aleatoria y 
los modos brutales y degradantes por la correcta 
disciplina y la certeza del castigo. El esquema orga-
nizativo respondía a un sencillo planteamiento: la 
gradual preparación del penado para su futura liber-
tad, entendiendo que nada había de otorgarse gra-
tuitamente, que todo debía ganarse por el propio 
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esfuerzo. Es por esto que se implantó un sistema de 
puntos conocido como mark system, que consistía, 
como señala Guzmán (1976, p. 89), en medir la du-
ración de la pena por una suma de trabajo y buena 
conducta impuesta al condenado, representando 
dicha suma un determinado número de marcas o 
boletas, de tal forma que la cantidad de marcas que 
cada penado necesitaba obtener antes de su liber-
tad estuviese en proporción con la gravedad del 
hecho criminal. Estas marcas podían tener dos ver-
tientes: positivas o negativas.

El sistema se dividía en tres períodos: el primero, 
de prueba, en régimen de aislamiento celular diurno 
y nocturno, de trabajo duro y alimentación escasa; 
el segundo, de trabajo en común, con predominio 
de la regla del silencio y aislamiento nocturno, en 
donde comenzaban a otorgarse las marcas, des-
glosadas estas en cuatro clases, que se obtenían 
a medida que se trabajaba y mejoraba la conducta 
del interno. En el tercer período, el penado, una vez 
que hubiera adquirido los suficientes puntos, podía 
obtener el ticket of leave, que le permitía disfrutar 
de la libertad condicional. En definitiva, Maconochie 
consideraba que los presos tenían la llave de su pro-
pia libertad, constituyendo su experiencia en Norfo-
lk un valioso antecedente del adelantamiento de la 
libertad condicional.

Es digno de reseña resaltar al otro gran promo-
tor de la instauración del sistema progresivo, Walter 
Crofton, quien fuera director e inspector de las prisio-
nes irlandesas desde 1849, y que es reputado como el 
fundador del sistema irlandés o de Crofton, el cual co-
menzó a aplicarse en 1853. Él se limitó a perfeccionar 
el sistema de Maconochie, al introducir un período 
previo a la libertad condicional, considerando este 
tiempo como medio de prueba de la aptitud del 
penado para la vida en libertad. Argumentaba su ne-
cesidad en que las dificultades de vigilancia y control 
durante el período de libertad condicional la conver-
tían en pura y simple libertad. En todo caso, al igual 
que su antecesor, hizo descansar su sistema en el 
principio de liberación gradual de los condenados, 
que verían disminuir el nivel de control y disciplina 
a medida que pasaban por cada uno de los períodos 
por los que transcurrían.

El sistema irlandés se dividía en cuatro períodos 
y, al igual que en el sistema de Maconochie, depen-
día del número de marcas que tuviere el penado, y 
según la gravedad del delito, de su conducta y de 
su dedicación al trabajo, se ubicaba en uno u otro 
período. Los dos primeros períodos guardaban bas-
tante similitud con los del sistema inglés. El tercero, 
o intermedio, era de trabajo en el exterior del esta-
blecimiento; pero sería en el cuarto período, o liber-

tad condicional, cuando el recluso era excarcelado 
para cumplir la última fase de la pena en libertad, 
adquiriendo esta etapa final de libertad anticipada 
un papel cada vez más preponderante en la ejecu-
ción de las condenas.

Las referencias a Maconochie y Crofton no deben 
restar mérito al primigenio ensayo experimental 
puesto en práctica en el año 1834 por Montesinos, 
en el presidio valenciano de San Agustín. Su sistema 
innovó, ya desde entonces, métodos de corrección 
de los reclusos con criterios humanitarios, al 
aplicar un tratamiento capaz de regenerar a los 
delincuentes mediante la aplicación de rebajas 
en la duración de las condenas, en recompensa al 
buen comportamiento y a las obras que realizaban. 
Así, y en palabras de Rico (1948, p. 111) “se trataba 
de un verdadero sistema, redentor y progresivo, 
que sin llegar a anularlo, dulcificaba el sentido 
expiatorio de la pena”, por lo cual, para autores 
como Calón (1962), llegó a considerarse que esta 
práctica supuso el primer antecedente de la libertad 
condicional, que casi un siglo después se implantaría 
en España en virtud de la Ley de 23 de julio de 1914, 
consolidando así el éxito y la plasmación firme del 
sistema progresivo completo.

En definitiva, se constata cómo desde mediados 
del siglo XIX, la pena se inserta en el marco de un 
sistema progresivo, en función de la observación 
realizada sobre el interno y la conducta que este 
manifiesta, ya que el fin esencial es reformar al 
criminal, y no imponerle un sufrimiento por espíritu 
de venganza. Es por ese motivo que comienza a 
ganar fuerza la idea de que el criminal no debería ser 
condenado por tiempo determinado en la sentencia, 
sino que sería preferible mantener en prisión a los 
individuos en tanto en cuanto no se acreditase la 
corrección y enmienda del recluso (Valdés, 2006).

2. 	 Antecedentes normativos del 
beneficio penitenciario de la 
libertad condicional en España

El primer antecedente legislativo de una modalidad 
de libertad condicional anticipada, similar al bene-
ficio penitenciario vigente, data del CP de 1928, en 
cuya exposición de motivos se realzaba la introduc-
ción de tal novedosa institución, y predicaba su 
carácter premial, al posibilitar una reducción del 
cumplimiento de la pena exigido para ser liberado.

El procedimiento de concesión de esta modali-
dad de libertad condicional anticipada, visiblemente 
influenciado por el sistema de tickets of leave im-
plantado por Maconochie, se articulaba mediante 
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los denominados bonos de cumplimiento de con-
dena, que se asignaban a los penados que, ade-
más de cumplir las condiciones para acceder a la 
libertad condicional, hubiesen realizado algún acto 
extraordinario, traduciéndose en un determinado 
período de tiempo que se sumaba al ya extinguido 
de la pena, únicamente para efectos de adelantar la 
propuesta de libertad. La concesión de esos bonos, 
que quedaba vedada de manera reglamentaria para 
los penados clasificados en primer período peniten-
ciario, así como para los multirreincidentes sujetos 
a la denominada retención, era aprobada por el tri-
bunal sentenciador, bien de forma ordinaria, previa 
propuesta trimestral de la junta de disciplina de la 
prisión, bien de manera extraordinaria, de oficio o 
a instancia del Ministerio Fiscal, pero siempre pre-
vio informe de la junta de disciplina de la prisión. 
Además, estas juntas de disciplina podían otorgar, 
como premios extraordinarios, unos vales o tickets 
representativos de un día de abono y, cuando el pe-
nado llegase a reunir quince o treinta vales, podían 
ser aprobados por el tribunal sentenciador como 
bonos de cumplimiento de condena, por valor de 
dicho tiempo. No obstante, si llegado el momen-
to el penado observase mala conducta, la junta de 
disciplina podía solicitar al tribunal sentenciador la 
anulación total o parcial del beneficio concedido. Fi-
nalmente, una vez que el penado había extinguido 
el tiempo mínimo efectivo de condena requerido, 
y siempre que dispusiera de los bonos de cumpli-
miento necesarios, la libertad condicional, en su 
modalidad adelantada, se le concedía como medio 
de prueba otorgada por Real Orden, previo acuerdo 
del Consejo de Ministros.

Luego, el adelantamiento de la libertad condicio-
nal quedaría reglamentado de una forma similar, en 
los arts. 54 y 55 del Reglamento de Servicio de Pri-
siones, de 14 de noviembre de 1930, introduciendo, 
como novedad relevante, la posibilidad de conce-
der, por una sola vez, un bono de cumplimiento de 
condena por valor de quince o treinta días, según 
los casos, por hechos meritorios de carácter excep-
cional que merecieran inmediata recompensa, pero 
restringiendo al mismo tiempo su concesión, al no 
permitir adjudicar más de un bono de treinta días 
o dos de quince en cómputo anual, limitando con 
ello la reducción que un penado podía alcanzar por 
la realización de actos extraordinarios. Además, se 
vino a exigir que la sesión en que se estudiase 
alguna propuesta de concesión de bonos de cumpli-
miento de condena, fuese presidida, necesariamen-
te, por inspector regional de prisiones de la zona 
respectiva. Y se facultó a la junta de disciplina para 
acordar directamente la anulación del beneficio lo-

grado, tras la obtención de bonos de cumplimiento, 
en aquellos casos en que el penado observase mala 
conducta, debiendo solo dar cuenta motivada al Tri-
bunal sentenciador.

Una vez aprobado el CP de 1932, el adelanta-
miento de la libertad condicional dejaría de contem-
plarse en el texto punitivo, aunque continuó 
aplicándose en virtud del citado Reglamento de 
1930. Sin embargo, esta novedosa institución no 
mantuvo una continuidad legislativa, al no codificar-
se tampoco en los CP sucesivos de 1944 y 1973, ni en 
los Reglamentos de Servicios de Presidios y Prisio-
nes de 1948 y 1956, no volviéndose a regular hasta la 
entrada en vigor del Reglamento Penitenciario (en 
adelante RP) de 1981.

El beneficio de la libertad condicional anticipada, 
llamada a sustituir la redención de penas por el 
trabajo, se reincorporó en el art. 256 del RP de 
1981. Cabe subrayar, como con buen tino apuntara 
Delgado (2007, p. 110) al compararlo con el previsto 
en el texto punitivo de 1928, “el mayor contenido 
tratamental del beneficio que se regulaba en 
este precepto, pues no bastaba únicamente con 
la actividad laboral para su concesión sino que 
exigía asimismo la participación en actividades de 
reeducación y reinserción social”. También resulta 
relevante el hecho de que con la entrada en vigor 
de la Ley Orgánica General Penitenciaria, 1/1979, de 
26 de septiembre (en adelante LOGP), fuera el juez 
de vigilancia penitenciaria (en adelante JVP) quien 
asumiera la facultad específica de conceder este 
beneficio, ya que hasta ese momento había sido una 
competencia exclusiva del Consejo de Ministros.

Por otra parte, la reintroducción de la libertad 
condicional anticipada produjo un verdadero sola-
pamiento normativo con el instituto de la redención 
de penas por el trabajo previsto en el art. 100 del 
CP de 1973, al no prosperar el Proyecto del CP de 
1980, en el que se había previsto su expresa deroga-
ción como resultado de las críticas doctrinales aso-
ciadas a la misma, y tras no hacerse ninguna alusión 
al respecto en la LOGP. Esta descoordinación entre 
la normativa penal y penitenciaria, al regular dos 
instituciones de análogo contenido, provocaría su-
puestos de dudosa legalidad, debido a la pretendida 
compatibilidad de ambos beneficios.

Finalmente, el beneficio penitenciario regulado 
en el art. 256 del RP de 1981, sería derogado, junto a 
la redención de penas por el trabajo del art. 100 del 
CP de 1973, al entrar en vigor el CP de 1995, que vino 
a modificar de forma radical el panorama legislati-
vo en materia de beneficios penitenciarios (Renart, 
2003, p. 199).
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3. 	 El beneficio del adelantamiento 
de la libertad condicional  
en el Código Penal de 1995

El CP español vigente fue aprobado en virtud de 
la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre. Este 
texto punitivo planteaba ya, en su exposición de 
motivos, la necesidad de “la adaptación positiva del 
nuevo Código Penal a los valores constitucionales”. 
Con este propósito fundamental, se propuso llevar 
a cabo una profunda reforma del sistema de penas, 
de manera que permitiese alcanzar, en lo posible, 
los objetivos de resocialización, en concordancia 
con el fin orientador que la Constitución española 
otorga a las penas privativas de libertad y a las me-
didas de seguridad, las cuales deberán estar orienta-
das, en todo caso, hacia la reeducación y reinserción 
social de los penados. Para alcanzar esa función re-
socializadora que se le asigna a la pena, el legislador 
eleva a la categoría de disposición legal orgánica la 
posibilidad de conceder anticipadamente la libertad 
condicional, contemplándolo como un supuesto 
excepcional, tras la extinción de solo dos tercios de 
la condena, siempre que se cumplan los requisitos 
exigidos para ello.

La versión originaria del CP de 1995, vino a co-
dificar en la Sección 3.ª, bajo la rúbrica «De la liber-
tad condicional», comprendida en el Capítulo III (De 
las formas sustitutivas de la ejecución de las penas 
privativas de libertad), de su Título III (De las pe-
nas), las siguientes figuras: en el art. 90, la libertad 
condicional en su modalidad típica; en el art. 91, el 
adelantamiento de la libertad condicional; en el art. 
92, los supuestos extraordinarios de concesión de li-
bertad condicional para septuagenarios y enfermos 
graves con padecimientos incurables, y en el art. 93, 
las causas de revocación de la libertad condicional. 
Como consecuencia de su estrecha vinculación con 
el beneficio penitenciario objeto de estudio, resulta 
esencial transcribir previamente el art. 90, por cuan-
to que en él se contienen los requisitos legales a los 
que alude más adelante el precepto 91, relativo a la 
concesión de la libertad condicional anticipada.

Así, el referido art. 90 del CP disponía:
1. Se establece la libertad condicional en las 

penas privativas de libertad para aquellos sen-
tenciados en quienes concurran las circunstancias  
siguientes:

1.ª) Que se encuentren en el tercer grado de 
tratamiento penitenciario.

2.ª) Que hayan extinguido las tres cuartas par-
tes de la condena impuesta.

3.ª) Que hayan observado buena conducta, y 
exista respecto de los mismos un pronóstico in-
dividualizado y favorable de reinserción social, 
emitido por los expertos que el Juez de Vigilancia 
estime convenientes.

Y en seguida, el art. 91 del CP establecía:
Excepcionalmente, cumplidas las circunstan-

cias 1.ª y 3.ª del apartado 1 del artículo anterior, el 
Juez de Vigilancia Penitenciaria podrá conceder 
la libertad condicional a los sentenciados a penas 
privativas de libertad que hayan extinguido las 
dos terceras partes de su condena, siempre que 
merezcan dicho beneficio por haber desarrollado 
continuadamente actividades laborales, cultura-
les u ocupacionales.
A continuación exponemos en qué consiste cada 

uno de los requisitos para obtener el beneficio peni-
tenciario, regulado en el art. 91 del CP.

La circunstancia 1.ª, a la que hace alusión el art. 
91 del CP, consiste en encontrarse en tercer grado 
de clasificación penitenciaria, cimentándose esta 
categorización, en palabras de Valdés (1982, p. 226), 
en “la eliminación de obstáculos físicos contra la 
evasión y en la confianza que se deposita en la auto-
rresponsabilidad del interno”, atenuándose con ello 
los fines penitenciarios de retención y custodia, en 
favor de los de reeducación y reinserción, y consti-
tuyendo, por consiguiente, el paso previo e impres-
cindible hacia la libertad condicional. Es por ello que 
la clasificación tiene, como objetivo principal, indi-
vidualizar el tratamiento, tras la adecuada observa-
ción de cada penado, debiendo tomar en cuenta, tal 
y como se recoge en el art. 63 de la LOGP, y se reitera 
en el 102.2 del RP de 1996, “no solo la personalidad 
y el historial individual, familiar, social y delictivo del 
interno, sino también la duración de la pena, el me-
dio al que probablemente retornará y los recursos, 
facilidades y dificultades existentes en cada caso y 
momento para el buen éxito del tratamiento”.

La circunstancia 3.ª señalada en el precepto  
objeto de estudio, hace referencia a la conjunción 
de haber observado buena conducta, y la existencia de 
un pronóstico individualizado y favorable de rein-
serción social, emitido por los expertos que el JVP 
estime convenientes.

Por un lado, en cuanto a la buena conducta, cabe 
subrayar que hasta el CP de 1932, el requisito exigi-
do era que el penado ofreciera «pruebas evidentes 
de intachable conducta», desapareciendo dicha exi-
gencia probatoria ya en la redacción del CP de 1944, 
que pasó a requerir al penado una «intachable con-
ducta», requerimiento que se mantuvo en el texto 
punitivo de 1973. Sin embargo, el art. 90.1.3.ª del CP 
de 1995 modificó este criterio tradicional, y rebajó el 
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nivel de exigencia del comportamiento, ya que aho-
ra el penado solo necesita demostrar «buena con-
ducta». A pesar de esta evolución gramatical, cierto 
sector doctrinal defiende la supresión de su tipifi-
cación. En este sentido se pronuncia Valdés (2002, 
p. 1.067), al señalar que resulta un tanto “tautoló-
gica” la exigencia de buena conducta, puesto que 
si el primer requisito para conceder la libertad con-
dicional es que el penado se encuentre clasificado 
en tercer grado, esta clasificación ya lleva implícita 
la conducta adaptada. Y es que, aunque se venía en-
tendiendo que lo más humano a efectos de libertad 
condicional era exigir simplemente buena conduc-
ta, este requisito sigue presentando un contenido 
ambiguo, cargado de cierto subjetivismo. No obs-
tante, la jurisprudencia se ha encargado de precisar 
el contenido de este concepto jurídico indetermina-
do, interpretándolo incluso como la inobservancia 
de mala conducta o con la ausencia de sanciones, 
asignándole un significado equiparable al de mani-
festar una actitud por parte del penado acorde con 
las conductas exigibles en el régimen disciplinario y, 
por tanto, un significado similar al de no registrar en 
su expediente ninguna sanción por comportamien-
to ilícito contemplado en el RP.

Y, por otro lado, la exigencia de un pronóstico 
individualizado y favorable de reinserción social, re-
emplazó al requisito histórico relativo a que el pena-
do ofreciera garantías de hacer una vida honrada en 
libertad como ciudadano pacífico y laborioso. Con 
esta novedosa redacción se trata, en primer lugar, 
de objetivar ese requisito, al pasar de una simple ga-
rantía personal aportada por el propio penado, que 
asegura que va a llevar en el futuro una vida honra-
da, a una condición mucho más objetiva, científica 
y fiable, y en segundo lugar, de conectar la libertad 
condicional con la reeducación y la reinserción so-
cial (Alocén, 2001). En consonancia con tal postula-
do, el art. 195 del RP contempla, como uno de los 
documentos que debe contener el expediente de 
libertad condicional, un informe pronóstico de inte-
gración social emitido por la junta de tratamiento, 
el cual, según el art. 67 de la LOGP, manifestará los 
resultados logrados por el tratamiento, y un juicio 
de probabilidad sobre el comportamiento futuro 
del penado en libertad. Este informe resulta de gran 
trascendencia, si bien no es vinculante para el JVP, 
que puede solicitar la opinión de los expertos que 
estime convenientes, aunque generalmente se limi-
ta a evaluar este documento.

El art. 91 del CP establece, además, una condi-
ción cronológica, al requerir que los penados hayan 
extinguido las dos terceras partes de su condena, 
exigencia que sirve, en opinión de Cadalso (1921), 

para observar la corrección de la conducta del pe-
nado como consecuencia de la aplicación del trata-
miento. Se trata, en este caso, de un mero cálculo 
aritmético, si bien su determinación no es tan sen-
cilla como aparentemente pudiera considerarse a 
primera vista, pues habrá de tenerse en cuenta la 
posible concurrencia de indultos, así como que los 
sentenciados no siempre están cumpliendo una úni-
ca condena. Para un correcto cálculo del tiempo de 
condena extinguido es preciso tener en cuenta los 
criterios de unificación del art. 193 del RP de 1996, 
que dispone que:

Para el cómputo de las tres cuartas partes o, 
en su caso, dos terceras partes de la pena, se ten-
drán en cuenta las siguientes normas:

1.ª El tiempo de condena que fuera objeto de 
indulto se rebajará al penado del total de la pena 
impuesta, a los efectos de aplicar la libertad con-
dicional, procediendo como si se tratase de una 
nueva pena de inferior duración.

2.ª Cuando el penado sufra dos o más condenas 
de privación de libertad, la suma de las mismas 
será considerada como una sola condena a efectos 
de aplicación de la libertad condicional. Si dicho 
penado hubiera sido objeto de indulto, se sumará 
igualmente el tiempo indultado en cada una para 
rebajarlo de la suma total.
Conforme a este precepto, en aquellos casos en 

los que concurra una pluralidad de condenas, habrá 
de acudirse al principio de unidad de ejecución, que 
implica un cumplimiento acumulado, como si de 
una sola pena se tratara. Por tanto, no deben pro-
ponerse licenciamientos definitivos de cada una de 
las condenas, que apliquen a todas ellas una libertad 
condicional unitaria (Gómez, 2005). Además, en los 
supuestos en que un penado tenga pendientes de 
cumplir varias condenas, habrá que observar tam-
bién la limitación temporal que establece el art. 76.1 
del CP, cuando manifiesta que “[…] el máximo de 
cumplimiento efectivo de la condena del culpable 
no podrá exceder del triple del tiempo por el que 
se imponga la más grave de las penas, declarando 
extinguidas las que procedan desde que las ya im-
puestas cubran dicho máximo, que no podrá exce-
der de veinte años […]”. No obstante, en el art. 78 
del CP se prevé una excepción a esta regla, al dispo-
ner que “si a consecuencia de las limitaciones esta-
blecidas en el artículo 76 la pena a cumplir resultase 
inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, 
el Juez o Tribunal, atendida la peligrosidad criminal 
del penado, podrá acordar motivadamente que los 
beneficios penitenciarios y el cómputo del tiempo 
para la libertad condicional se refieran a la totalidad 
de las penas impuestas en las sentencias […]”. Sin 
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embargo, en el párrafo siguiente se confiere al JVP 
la potestad para acordar, de forma razonada, a la 
vista del tratamiento y valorando las circunstancias 
personales del reo, la evolución del tratamiento ree-
ducador y el pronóstico de reinserción social, la apli-
cación del régimen general de cumplimiento.

Por último, el art. 91 del CP restringe la concesión 
de la libertad condicional anticipada a los penados 
que merezcan dicho beneficio, por haber desarro-
llado de manera continuada actividades laborales, 
culturales u ocupacionales. Se advierte que este 
requisito es producto del desarrollo normativo del 
plus de actividad que se exigía, ya en el CP de 1928, 
y en el RP de 1981, para disfrutar del adelantamien-
to de la libertad condicional, valorando, como bien 
apunta Yllera (1996, p. 519), la realización continua-
da de las referidas actividades laborales, culturales 
u ocupacionales, como un “síntoma de rehabilita-
ción social”.

Los principales problemas que plantea la com-
probación de este requerimiento final son, de un 
lado, la concreción de la continuidad que ha de exi-
girse en el desarrollo de las actividades y, de otro, 
las dificultades para documentar el desempeño de las 
mismas. Para solventar esto último, la Dirección Ge-
neral de Instituciones Penitenciarias (en adelante 
DGIP, y actualmente Secretaría General de Institu-
ciones Penitenciarias), procedió a dictar la Circu-
lar 7/96, donde ordena a las juntas de tratamiento 
realizar el estudio semestral relativo a la participa-
ción de los internos en actividades laborales, cultu-
rales u ocupacionales, así como la emisión de una 
valoración sobre la misma, a efectos de un futuro 
adelantamiento de la libertad condicional. Sin em-
bargo, no da cumplimiento al mandato del art. 131.5 
del RP de 1996, que ordena la formación de “una 
cartilla donde figurarán todas las actuaciones for-
mativas, laborales, socioculturales y deportivas que 
los internos hayan realizado”. Con el propósito de 
enmendar esta discrepancia y establecer un sistema 
objetivo de evaluación continuada de la participa-
ción y compromiso de cada interno, la DGIP aprobó 
la Instrucción 8/1999, sobre sistema de evaluación 
continuada e incentivación de actividades de los 
internos. A raíz de esta disposición se establece un 
“catálogo unificado de actividades”, en el que se fija 
el valor de cada actividad mediante un sistema de 
créditos ponderados (40 horas = 1 crédito), en fun-
ción de su duración, contenido rehabilitador, oferta 
disponible, dificultad e interés de la actividad para 
el beneficio común del establecimiento. La junta de 
tratamiento, en vista de las acreditaciones recibidas 
del equipo técnico, certifica trimestralmente los 
créditos logrados por cada interno, y deja constan-

cia de ello en un modelo denominado “registro de 
evaluación para la propuesta de beneficios peniten-
ciarios”. Y cada seis meses, como máximo, deberá 
revisar la evolución del interno, realizando una va-
loración global, de la que resultará una puntuación 
de +2, +1 o –1. En este sentido, para considerar al pe-
nado merecedor de la libertad anticipada, la citada 
Instrucción establece que en el momento de efec-
tuarse la propuesta deberá concurrir alguna de las 
siguientes situaciones: que la suma de las calificacio-
nes obtenga un saldo positivo y, además, no consiga 
una puntuación negativa en la última evaluación, o 
bien, que la suma de las calificaciones no obtenga 
un saldo negativo, y que reúna una puntuación posi-
tiva en las evaluaciones obtenidas en el último año.

4. 	 La Ley Orgánica 7/2003, de 30 
de junio, de cumplimiento íntegro 
y efectivo de las penas

El panorama legal descrito cambió sustancialmente 
tras la reforma del CP, operada por la Ley Orgáni-
ca 7/2003, de 30 de junio, de cumplimiento íntegro 
y efectivo de las penas, con acierto calificada por 
Gimbernat (2004, p. 18) de “regresiva”, la cual, en lo 
que atañe a la concesión de la libertad condicional, 
supuso un intenso retroceso, al instaurar nuevos re-
quisitos legales y trabas para su concesión.

Así, el art. 91.1 del CP, que venía regulando el 
beneficio de la concesión de la libertad condicional 
anticipada, sufrió una significativa transformación, 
al quedar redactado como sigue:

Excepcionalmente, cumplidas las circuns-
tancias de los párrafos a) y c) del apartado 1 del 
artículo anterior, y siempre que no se trate de 
delitos referentes a organizaciones y grupos 
terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo 
VII del Título XXII del Libro II de dicho Código, o 
cometidos en el seno de organizaciones o grupos 
criminales, el juez de vigilancia penitenciaria, 
previo informe del Ministerio Fiscal, Instituciones 
Penitenciarias y las demás partes, podrá conceder 
la libertad condicional a los sentenciados a penas 
privativas de libertad que hayan extinguido las 
dos terceras partes de su condena, siempre que 
merezcan dicho beneficio por haber desarrollado 
continuadamente actividades laborales, culturales 
u ocupacionales.
Como contrapartida, introdujo un segundo pá-

rrafo en el art. 91.2 del CP, en el que se contemplaba 
como excepción dentro de la excepción (Renart, 
2003), una nueva modalidad de libertad condicional 
anticipada, lo que permitía adelantar aún más el mo-
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mento de su disfrute, aunque su contenido queda al 
margen de nuestro estudio.

Al mismo tiempo, la Ley reformó el art. 36.2 del 
CP, al introducir un “período de seguridad”, que 
restringe el acceso al tercer grado de tratamiento 
penitenciario, a la par que incorporó dos nuevos 
apartados en el art. 72 del LOGP, que establecieron 
nuevos requisitos para alcanzar el tercer grado de 
clasificación penitenciaria. Ahora pasamos a puntuali-
zar cómo afectaron todas estas reformas legislativas 
la concesión de la libertad condicional anticipada.

El primer requisito para acceder a la libertad 
condicional ordinaria es, como hemos señalado, 
encontrarse en tercer grado penitenciario. Antes 
de la Ley Orgánica 7/2003, no existía impedimento 
para clasificar al inicio a un penado en tercer grado 
(salvo los supuestos excepcionales legalmente esta-
blecidos), si bien, tras su entrada en vigor, se res-
tringió de forma significativa esta posibilidad con la 
introducción del referido “período de seguridad”. 
Con esta fórmula se impide el acceso al tercer grado 
para los sentenciados cuya pena de prisión impues-
ta sea de más de cinco años de duración, que de-
berán cumplir la mitad de esta para poder alcanzar 
ese grado de clasificación. No obstante, se otorga 
al JVP la facultad para acordar razonadamente la 
aplicación del régimen general de cumplimiento, si 
bien esta potestad se ve limitada en los supuestos 
de personas condenadas por delitos de terrorismo o 
cometidos en el seno de organizaciones criminales, 
en cuyo caso, el acceso al régimen abierto se condi-
ciona de manera inexorable al cumplimiento de la 
mitad de la condena.

Como consecuencia lógica de esta restricción, 
se produjo un debilitamiento del sistema de indivi-
dualización científica instaurado por la LOGP (Ber-
mejo, 2014), al hacer prevalecer el tiempo de pena 
cumplido en detrimento de la evolución del inter-
no, que queda relegada a un plano secundario, lo 
que provoca, además, diversas disfunciones entre 
la normativa penal y penitenciaria. Para flexibilizar 
esta medida, los JVP acordaron que el período de 
seguridad tomase como referencia las condenas 
individualmente consideradas, de modo que solo 
sería de aplicación en las penas superiores a cinco 
años de privación de libertad. De este modo, e in-
dependiente de que el penado deba cumplir una o 
varias penas privativas de libertad, si una de estas 
no supera de forma individualizada los cinco años, o 
aun superando ese límite, cuando el JVP, de forma 
excepcional, acuerde el régimen general de cumpli-
miento, continuará siendo aplicable el sistema de 
individualización. En caso contrario, dejaría de ser 

aplicable parcialmente en tanto en cuanto no quede 
cumplida la mitad de la condena.

En cualquier caso, este precepto fue objeto de 
reforma, por virtud de la Ley Orgánica 5/2010, de 22 
de junio y, a partir de entonces, el período de segu-
ridad dejó de ser una figura jurídica imperativa, que 
pasó a ser aplicable cuando así lo determine el tes-
timonio de la sentencia, al disponer que “cuando la 
duración de la pena de prisión impuesta sea superior 
a cinco años, el Juez o Tribunal podrá ordenar que 
la clasificación del condenado en el tercer grado no 
se efectúe hasta el cumplimiento de la mitad de la 
pena impuesta”, o bien, para aquellos condenados 
por delitos de terrorismo o cometidos en el seno de 
organizaciones criminales; por abusos y agresiones 
sexuales a menores de trece años, o por delitos re-
lativos a la prostitución y corrupción de menores, 
cuando la víctima fuere menor de trece años, todos 
los cuales quedarán supeditados inevitablemente al 
amparo del período de seguridad.

Asimismo, y como hemos mencionado, la Ley 
Orgánica 7/2003 endureció el acceso al tercer gra-
do al añadir dos nuevos apartados en el art. 72 de 
la LOGP. El primero de estos, regulado en el párra-
fo quinto, exige, además de los requisitos previstos 
por el CP, la satisfacción de la responsabilidad civil 
derivada del delito. Y el segundo, previsto en el pá-
rrafo sexto, referido a los condenados por delitos 
de terrorismo o cometidos en el seno de organiza-
ciones criminales, vino a añadir un condicionante 
extra, demandando que dichos condenados mues-
tren signos inequívocos de haber abandonado los 
fines y los medios terroristas, y que además hayan 
colaborado activamente con las autoridades.

Al mismo tiempo, la reforma prescribió estos 
mismos criterios para considerar que existe respec-
to de los sentenciados un pronóstico individualizado y 
favorable de reinserción social. En lo concerniente a 
la satisfacción de la responsabilidad civil, aunque su 
inclusión en la regulación de la libertad condicional 
pudiera parecer superflua (Cervelló, 2004), en reali-
dad no lo es, pues como de manera acertada apunta 
Dorado (2004, p. 12), “las circunstancias pueden va-
riar favorablemente entre la clasificación en tercer 
grado y el momento de la libertad condicional”. En 
todo caso, tal y como sucede con la evaluación de 
la concurrencia de dicha responsabilidad para el ac-
ceso al tercer grado, no puede establecerse como 
condición inexorable su satisfacción para la conce-
sión de la libertad condicional o su disfrute anticipa-
do, sino que debe abordarse desde una perspectiva 
preventivo-especial, exigiendo que el penado haya 
puesto de manifiesto la tendencia a adecuar su con-
ducta al respeto a la norma y a la víctima de su deli-
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to. Y en cuanto a la adecuación de la conducta por 
parte de los condenados por delitos de terrorismo o 
cometidos en el seno de organizaciones criminales 
se refiere, recordemos que aun cuando hubieran ac-
cedido al tercer grado y cumplieran el resto de exi-
gencias previstas para ello, estos penados quedan 
excluidos expresamente de la posibilidad de acce-
der a la libertad condicional anticipada, en virtud del 
art. 91 del CP.

 Por otro lado, para la correcta exégesis de las 
actividades laborales, culturales u ocupacionales 
realizadas por los penados, a efectos de poder 
proponer de forma justificada al JVP la concesión 
de la libertad condicional anticipada, la Instrucción 
8/1999 sobre el sistema de evaluación continuada 
e incentivación de las actividades de los internos, 
fue derogada por la Instrucción 3/2004, implantán-
dose finalmente la Instrucción 12/2006, de “Progra-
mación, evaluación e incentivación de actividades y 
programas de tratamiento”, que en su Procedimien-
to tercero regula los criterios para la valoración de 
la participación en las actividades reseñadas (Del-
gado, 2007). Así, la valoración habrá de traducirse, 
atendiendo a la asistencia, rendimiento y esfuerzo, 
en alguna de las cuatro calificaciones siguientes: ex-
celente, destacada, normal o insuficiente. Para con-
siderar al interno merecedor del adelantamiento 
de la libertad condicional, será preciso que realice, 
“como mínimo, aquellas actividades que la Junta de 
Tratamiento haya aprobado en su programa de tra-
tamiento, por ser éstas las que están directamente 
relacionadas con el proceso de reinserción” y ob-
tenga, además, las calificaciones de excelente y/o 
destacada en su valoración, pues tal y como señala 
la citada Instrucción, “en ningún caso, se realizarán 
propuestas de los beneficios penitenciarios si las 
calificaciones son inferiores”. En cuanto al número 
de actividades exigibles, no se concreta con carác-
ter general, al argumentar “que se trata más de una 
cuestión de carácter cualitativo que cuantitativo, ya 
que esto será determinado por el Equipo Técnico, 
en función de las carencias, necesidades, intereses 
y capacidades del interno, así como de las posibili-
dades de la oferta de actividades y programas de 
acuerdo al Catálogo de Actividades del Centro”.

En relación con el procedimiento de concesión 
de la libertad condicional anticipada, se encuentra 
reglamentado en el art. 205 del RP de 1996, el cual 
contempla que las Juntas de Tratamiento, previa 
emisión de un pronóstico individualizado y favora-
ble de reinserción social, podrán proponer al JVP 
competente el adelantamiento de la libertad condi-
cional de aquellos penados que cumplan los requi-
sitos ya reseñados. Por su parte, el art. 204 del RP 
de 1996, viene a recordar que “la propuesta de los 

beneficios penitenciarios requerirá, en todo caso, la 
ponderación razonada de los factores que la moti-
van, así como la acreditación de la concurrencia de 
buena conducta, el trabajo, la participación del inte-
resado en las actividades de reeducación y reinser-
ción social, y la evolución positiva en el proceso de 
reinserción”. En todo caso, la concesión de la liber-
tad condicional anticipada no podrá ser considerada 
hasta la clasificación del penado en tercer grado. No 
obstante, si un penado considera que cumple todos 
los requisitos legales para disfrutar de ese beneficio 
y, sin embargo, la junta de tratamiento no ha incoa-
do el expediente, podrá plantear una queja ante el 
JVP, quien deberá solicitar al centro penitenciario 
un informe en el que se enumeren motivadamente 
las causas por las que no se ha instruido el expe-
diente para la concesión de tal beneficio. En este 
sentido, la resolución del JVP sobre su concesión o 
denegación deberá ser en forma de auto, y estar de-
bidamente motivada y razonada. Si el JVP resuelve 
la concesión del beneficio, el director del estableci-
miento penitenciario la cumplimentará, remitiendo 
copia a la Secretaría General de Instituciones Peni-
tenciarias, dando cuenta a la junta de tratamiento 
en la primera sesión que se celebre, y expidiendo al 
liberado un certificado acreditativo de su situación 
penitenciaria. Para el caso de que el auto sea dene-
gatorio, el penado podrá recurrir en reforma, ape-
lación, queja, amparo y, en última instancia, ante el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

5. 	 La reforma introducida por  
la Ley Orgánica 1/2015, del 30  
de marzo, por la que se modifica 
el Código Penal

El 31 de marzo de 2015 fue publicada, tras un dilata-
dísimo proceso legislativo, la Ley Orgánica 1/2015, de 
30 de marzo, por la que se modifica el texto puniti-
vo español, entrando en vigor el pasado 1 de julio. 
En virtud de esta reforma del CP, se han adoptado 
innovaciones radicales, avaladas, según reza en su 
Preámbulo, por “la necesidad de fortalecer la con-
fianza en la administración de justicia [que] hace 
necesario poner a su disposición un sistema legal 
que garantice resoluciones judiciales previsibles, que, 
además, sean percibidas en la sociedad como jus-
tas”. Sin embargo, en palabras de Valdés (2012a), 
esta reforma era “perfectamente prescindible y su 
magnitud la convierte, de nuevo, casi en un nuevo 
texto punitivo cuando aún no se ha exprimido con-
venientemente el vigente de 1995 y su postrera gran 
modificación, procurada por la Ley 5/2010”. En su 
opinión, “la máxima importancia de la modificación 
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que se anuncia es la introducción en nuestra legisla-
ción de las instituciones de la cadena perpetua revi-
sable […], y la denominada custodia de seguridad. 
Ambas figuras, que endurecen nuestra norma pu-
nitiva y responden a una concreta política criminal 
presente, no forman parte ni figuran en la tradición 
española” (2012b).

En lo referido a la libertad condicional en general, 
y al beneficio que supone su disfrute anticipado, en 
particular, esta reforma refunde los anteriores arts. 
90 y 91, al pasar a concentrar las distintas modalida-
des en el nuevo art. 90, el cual distribuye en ocho 
apartados que analizaremos a continuación. De gran 
importancia resulta lo dispuesto en el Preámbulo de 
la ley que reforma el texto punitivo, al describir que 
“la libertad condicional pasa a ser regulada como 
una modalidad de suspensión de la ejecución del 
resto de la pena”, dejando de ser considerada como 
una forma de cumplimiento de la pena, permitién-
dose con ello la aplicación de la nueva regla de que 
el tiempo transcurrido en libertad condicional no 
sea computado a los efectos del cumplimiento de 
la condena para el caso de que, como consecuencia 
de la revocación de aquella, haya que procederse 
a la ejecución de la parte de la pena aún pendiente 
de cumplimiento. Esta sorprendente alteración de 
la naturaleza de la libertad condicional supone una 
modificación de los principios estructurales carac-
terísticos de la más consolidada tradición jurídica 
española y, lamentablemente, debilita al actual sis-
tema de ejecución de condenas español: el sistema 
de individualización científica, instaurado mediante 
ley orgánica al inicio del período democrático, el cual 
ha venido practicándose desde sus inicios, sin haber 
sido cuestionado por la doctrina ni por la práctica 
administrativa penitenciaria, así como tampoco por 
la jurisprudencia.

El vigente art. 90.1 del CP regula la concesión de 
la libertad condicional en su modalidad ordinaria, 
manteniendo los requisitos tradicionales para su 
concesión, esto es, la clasificación en tercer grado, 
la extinción de las tres cuartas partes de la pena y la 
observancia de buena conducta, los cuales serán ne-
cesarios también para disfrutar del adelantamiento 
de la libertad condicional, a excepción del requisito 
temporal. Sin embargo, se suprime la exigencia re-
lativa al “pronóstico individualizado y favorable de 
reinserción social emitido por el informe final pre-
visto en el artículo 67 de la LOGP”, estableciéndose 
en su lugar que:

[…] el JVP valorará la personalidad del pena-
do, sus antecedentes, las circunstancias del delito 
cometido, la relevancia de los bienes jurídicos que 
podrían verse afectados por una reiteración en el 

delito, su conducta durante el cumplimiento de la 
pena, sus circunstancias familiares y sociales y los 
efectos que quepa esperar de la propia suspensión 
de la ejecución y del cumplimiento de las medidas 
que fueren impuestas.
Así, pues, se observa cómo, a diferencia de lo 

que venía sucediendo en la ya derogada normati-
va (en virtud de la cual se realizaba una proyección 
hacia el futuro desde el presente, permitiéndose 
incluir en el informe final requerido tanto los resul-
tados logrados con el tratamiento como un juicio 
de probabilidad sobre el comportamiento futuro 
en libertad), con la actual previsión no solo se va-
loran circunstancias presentes y futuras, sino tam-
bién otras que forman parte del pasado del penado, 
como «sus antecedentes» y «las circunstancias del 
delito cometido», las cuales ya fueron tenidas en 
cuenta en la sentencia condenatoria. Por tanto, esta 
regulación sacrifica una alta probabilidad de la rein-
serción del penado, asignando una mayor relevancia 
a la gravedad del delito cometido como criterio para 
determinar el régimen penitenciario. Al mismo tiem-
po, cabe afirmar que la existencia de un pronóstico 
individualizado, efectuado por los equipos técnicos 
implicados en el seguimiento del penado durante el 
cumplimiento de su pena, ofrece mayores garantías 
que la valoración independiente y más subjetiva que 
pueda efectuar el órgano judicial.

Por otra parte, se añade al apartado 1 del art. 
90 del CP, un nuevo párrafo en el que se concreta 
que “no se concederá la suspensión si el penado no 
hubiese satisfecho la responsabilidad civil derivada 
del delito”, a modo de requisito extra, al dejar de 
considerarse un presupuesto, para entender que 
existe un pronóstico individualizado y favorable de 
reinserción social respecto del penado. Sin embar-
go, el legislador no se limita a concretar tal condicio-
nante, sino que realiza una ampliación conceptual 
de la responsabilidad civil, en el novedoso apartado 
4 del precepto, haciéndola pivotar sobre la actitud 
positiva y reparadora del penado respecto del daño, 
al establecer que:

El JVP podrá denegar la suspensión de la ejecu-
ción del resto de la pena cuando el penado hubiera 
dado información inexacta o insuficiente sobre el 
paradero de sus bienes u objetos cuyo decomiso 
hubiera sido acordado; no dé cumplimiento con-
forme a su capacidad al compromiso de pago de 
las responsabilidades civiles a que hubiera sido 
condenado; o facilite información inexacta o insu-
ficiente sobre su patrimonio.
Esa misma posibilidad se prevé cuando el conde-

nado por alguno de los delitos contra la Administra-
ción pública hubiere eludido el cumplimiento de las 
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responsabilidades pecuniarias, o la reparación del 
daño económico causado a la Administración.

El segundo apartado del referido art. 90 confir-
ma la subsistencia del beneficio penitenciario del 
adelantamiento de la libertad condicional, tras ha-
ber cumplido las dos terceras partes de la condena 
(pretérito art. 91.1 del CP), y mejora su redacción, 
al suprimir la nota de excepcionalidad que se otor-
gaba a ese supuesto y sustituir el requerimiento de 
que el penado “merezca dicho beneficio por haber 
desarrollado continuadamente actividades labora-
les, culturales u ocupaciones”, por la necesidad de 
haber desarrollado tales actividades, “bien de for-
ma continuada, bien con un aprovechamiento del 
que se haya derivado una modificación relevante y 
favorable de aquéllas de sus circunstancias persona-
les relacionadas con su actividad delictiva previa”. 
Asimismo, el art. 90.2 del CP, contempla el adelan-
tamiento de la fecha de libertad condicional sobre 
el anterior plazo de dos tercios, una vez extinguida 
la mitad de la condena, hasta un máximo de noven-
ta días por cada año transcurrido de cumplimiento 
efectivo de condena, reproduciendo la redacción 
asignada al anterior art. 91.2 del CP, “precepto farra-
goso y de confusa redacción”, como acertadamente 
lo describe Renart (2013, p. 220), desaprovechando 
con ello la oportunidad de clarificar su regulación.

En el apartado tercero del precepto se ha intro-
ducido, como novedad, un supuesto privilegiado de 
acceso a la libertad condicional, tras haber cumplido 
la mitad de la condena, que se tilda de excepcional, 
aplicable a los penados primarios que hayan sido 
condenados a pena de prisión no superior a tres 
años de duración, siempre que se encuentren cla-
sificados en tercer grado, hayan observado buena 
conducta y desempeñado actividades laborales, 
culturales u ocupacionales, bien de forma continua-
da, bien con un aprovechamiento del que se haya 
derivado una modificación relevante y favorable 
de aquellas circunstancias personales relacionadas 
con su actividad delictiva. Esta previsión merece, sin 
duda, una valoración positiva, en la medida en que 
promueve la aplicación de la libertad condicional 
anticipada a penados cuyo rango de peligrosidad 
es, en principio, de menor entidad. Sin embargo, 
sorprendentemente, se veda la aplicación de este 
régimen a los penados en virtud de un delito contra 
la libertad e indemnidad sexual. De igual manera, tal 
y como se contemplaba en la legislación ya deroga-
da, el art. 90.8 del CP dispone que la concesión de 
la libertad condicional anticipada no será aplicable, 
en ninguna de sus modalidades, a las personas con-
denadas por delitos de terrorismo o cometidos en 
el seno de organizaciones criminales, consolidando 

con ello los regímenes especiales de ejecución de la 
pena de prisión, en función del delito cometido, lo 
cual resulta censurable y manifiesta, una vez más, 
la latente desconfianza del legislador respecto de la 
actividad de la Administración penitenciaria y de los 
JVP.

El apartado quinto del vigente art. 90 enfatiza la 
transmutación de la naturaleza de la libertad con-
dicional, al regular aspectos nucleares de su aplica-
ción mediante la remisión a las normas relativas a 
la suspensión ordinaria de la ejecución de la pena. 
Además, otorga al JVP la potestad de revocar la li-
bertad condicional, y por tanto, de su disfrute anti-
cipado, “cuando se ponga de manifiesto un cambio 
de las circunstancias que hubieran dado lugar a la 
suspensión que no permita mantener ya el pronós-
tico de falta de peligrosidad en que se fundaba la 
decisión adoptada”. Con esta previsión, la evalua-
ción de la peligrosidad del penado puede adquirir 
un peso desproporcionado, pues no solo se rea-
liza en el momento de tramitar la concesión de la 
libertad condicional, sino que se mantiene vigente 
durante todo el período de suspensión de la ejecu-
ción de la pena, permitiendo una observación por 
parte del poder público de carácter permanente. 
Por este motivo, debería valorarse la peligrosidad 
del penado exclusivamente al tiempo de conceder 
su libertad, permitiéndole, cuando el juicio hubiere 
resultado negativo, su reintegración en la sociedad 
como un ciudadano más.

Asimismo, el último párrafo del apartado quinto 
establece que el plazo de suspensión será de dos a 
cinco años, sin que el mismo pueda ser inferior a la 
duración de la parte de pena pendiente de cumpli-
miento. Tal regulación no solo conduce a la grave 
distorsión de perjudicar a los condenados a penas 
de menor duración, sino que además distorsiona 
el principio de seguridad jurídica, que exige que las 
penas no sean inciertas, en aras de evitar la incer-
tidumbre a la hora de aplicar los castigos públicos. 
Por tanto, hubiera sido más acertado establecer 
que el período de suspensión coincidiera, en todo 
caso, con el período de pena que restase por cum-
plir, manteniendo, en cierto modo, la proporcionali-
dad de todo un sistema.

Por otro lado, el art. 90.6 del CP establece que 
el tiempo transcurrido en libertad condicional 
no se computará como tiempo de cumplimiento 
de la condena, lo que provoca la ruptura con el 
actual sistema penitenciario de individualización 
científica. Esta reforma proviene de una equivocada 
interpretación, consistente en que el cumplimiento 
en tercer grado y en libertad condicional no son 
fases de la ejecución de la pena, algo que ya se 
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vislumbró en la Ley Orgánica 7/2003, en virtud de 
la cual se introdujo la novedad de no computar el 
tiempo disfrutado en libertad condicional, en los 
casos de revocación de la libertad condicional para 
condenados por delitos de terrorismo.

Finalmente, el apartado séptimo del art. 90 regu-
la el proceso de concesión de la libertad condicional 
y sus modalidades de acceso anticipado, al estable-
cer que: “El JVP resolverá de oficio sobre la suspen-
sión de la ejecución del resto de la pena y concesión 
de la libertad condicional a petición del penado. En 
el caso de que la petición no fuera estimada, el juez o 
tribunal podrá fijar un plazo de seis meses, que mo-
tivadamente podrá ser prolongado a un año, hasta 
que la pretensión pueda ser nuevamente plantea-
da”. Cabe destacar que este precepto contiene dos 
imprecisiones de carácter procesal, además de incu-
rrir en una grave contradicción. Por una parte, en 
lo que respecta al órgano judicial competente para 
decidir sobre la concesión de la libertad condicional, 
hace mención al JVP, pero seguidamente redirige al 
“juez o tribunal”, atribuyéndole la competencia de 
fijar un plazo en el que el penado no pueda reiterar 
su pretensión, lo cual no resulta justificable y mani-
fiesta una clara contradicción del legislador. Asimis-
mo, no se concreta la forma y el momento para pro-
mover o solicitar la libertad condicional, limitándose 
a establecer que “El JVP resolverá […]”, omitiendo 
que esa valoración tiene que venir precedida de un 
expediente de libertad condicional elaborado por 
la Administración penitenciaria. Esta imprecisión se 
salva en el supuesto del adelantamiento cualificado 
del segundo párrafo del art. 90.2, en el que sí se es-
pecifica que el JVP podrá adelantar la concesión de 
la libertad condicional “a propuesta de Instituciones 
Penitenciarias y previo informe del Ministerio Fiscal 
y de las demás partes”. Y, por último, resulta incon-
gruente que sea el JVP quien resuelva “de oficio”, y 
se establezca que lo hará “a petición del penado”, 
generándose así una mayor confusión procedimen-
tal relativa a la concesión de la libertad condicional.

Podemos concluir afirmando que las únicas no-
vedades positivas de la Ley Orgánica 1/2015 en el ám-
bito que nos ocupa son, de un lado, la mejora en la 
redacción del apartado que regula su adelantamien-
to, tras haber extinguido las dos terceras partes de 
la condena, y de otro, la introducción de la excep-
cional figura que permite el disfrute de la libertad 
condicional, tras haber cumplido sólo la mitad de la 
pena. Sin embargo, en términos generales, la refor-
ma responde al endurecimiento de nuestro sistema 
punitivo, que ya se inició con la Ley Orgánica 7/2003 
(Renart, 2013) y que, tal como sostiene Basoco 
(2012, p. 13), “supone un serio intento de retroceso 

a opciones de política criminal pre-democráticas”, 
priorizando los criterios de prevención general y 
de seguridad por encima de la confianza que habría 
que concederle al penado en la fase de ejecución, 
para poder alcanzar así su propia resocialización.

Conclusiones

En la historia penitenciaria internacional, los ante-
cedentes más remotos relativos al adelantamiento 
de la libertad se encuentran en el sistema que puso 
en práctica Alexander Maconochie, consistente en 
adelantar el momento de la libertad a mediados del 
siglo XIX, suponiendo un punto de inflexión, por 
cuanto comenzó a germinarse una ideología enca-
minada hacia la indeterminación de la condena, 
haciendo depender el alcance de la libertad de la 
propia suerte de los penados.

La legislación que institucionalizó la libertad con-
dicional en España fue la Ley de la libertad condicio-
nal, de 23 de julio de 1914, aunque no se incorporaría 
al texto punitivo hasta el CP de 1928, primero que 
introduce, además, una modalidad de libertad con-
dicional anticipada, similar al actual beneficio peni-
tenciario, y que perduraría hasta 1948, año en que 
pierde su continuidad legislativa. Con el RP de 1981, 
se restituye la posibilidad de otorgar la libertad con-
dicional de forma anticipada, si bien este beneficio 
vendría a solaparse con la institución de la reden-
ción de penas por el trabajo, instaurada legalmente, 
lo que en la práctica se tradujo en una escasa aplica-
ción del precepto reglamentario.

Con la promulgación del primer CP democrático 
en España, el cual se mantiene en vigor desde 1995, 
el adelantamiento de la libertad condicional y la re-
dención de penas por el trabajo vigentes hasta ese 
momento, fueron derogados, quedando formal-
mente contemplada en el texto punitivo, la posibili-
dad excepcional de disfrutar de forma anticipada de 
la libertad condicional. Sin embargo, la reforma del 
CP operada en virtud de la «regresiva» Ley Orgánica 
7/2003, supuso un fuerte retroceso en lo referido 
al beneficio penitenciario del adelantamiento de la 
libertad condicional, al endurecer los requisitos le-
gales para su disfrute, e introducir otros de nuevo 
cuño, y vedar su concesión a los condenados por 
delitos de terrorismo o cometidos en el seno de or-
ganizaciones criminales. Como contrapartida, ven-
dría a contemplar una nueva modalidad de libertad 
condicional anticipada más ventajosa, al permitir 
adelantar aún más el momento de su disfrute, y con-
servar la restricción para los delitos anteriormente 
reseñados.
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Continuando con la dinámica del progresivo endure-
cimiento del sistema punitivo iniciada en 2003, la última 
reforma del CP, aprobada en virtud de la Ley Orgánica 
1/2015, de 30 de marzo, brinda un paso más hacia el 
hostigamiento del sistema penitenciario, al introducir 
nuevas instituciones foráneas, y alterar la naturaleza 
de la libertad condicional, que deja de considerarse una 
forma de cumplimiento de la pena, para ser concebida 
como una modalidad de suspensión de la ejecución de 
la pena. Esta previsión posibilita la aplicación de la nueva 
regla de que el tiempo transcurrido en libertad condi-
cional no se computará como tiempo de cumplimiento  
de condena, en el caso de que, como consecuencia de 
la revocación de aquella, haya de procederse a la ejecu-
ción de la parte de la pena aún pendiente de extinción.

Con esta nueva regulación, se prescinde del pro-
nóstico individualizado y favorable de reinserción social 
como requisito de concesión de la libertad condicional, 
y se faculta al JVP para valorar tanto las circunstancias 
presentes y futuras del penado, como otras de su pasa-
do, a la hora de decidir acerca de la concesión o no de la 
libertad condicional, aumentando con ello el margen de 
discrecionalidad, y haciendo prevalecer, en muchos ca-
sos, la gravedad del delito cometido como criterio para 
determinar el régimen penitenciario.

Para finalizar, cabe destacar que la norma reciente-
mente aprobada, no solo debilitará el sistema de ejecu-
ción de penas, sino que, además, fraguará la desmoti-
vación en las actitudes resocializadoras de los penados, 
por lo que solo cabe esperar que se reflexione acerca de 
sus perversas consecuencias, y se consideren las sabias 
palabras de Valdés (2012b) cuando reza que “la humani-
zación del castigo procede del legislador culto y avanza-
do que no alcanza a entender que un Derecho moderno 
contemple… prisiones sin esperanza”.

El presente estudio no presenta conflicto de intere-
ses y, por tanto, se cimienta sobre el criterio de buenas 
prácticas científicas.
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Gestão pública territorial da segurança cidadã na Colômbia. A análise das 
inconsistências normativas e das afetações nas relações interinstitucionais

Resumen
Servidores públicos que participan en la gestión territorial 
de la seguridad ciudadana (GTS) advierten que en la nor-
mativa existen incoherencias que afectan la coordinación 
interinstitucional y el funcionamiento mismo de los instru-
mentos que contiene el modelo de GTS. En este artículo, 
resultado de investigación, es de interés indagar cuáles son 
las inconsistencias y afectaciones derivadas de la normati-
va que regula tres de los instrumentos del modelo GTS, la 
coordinación, la planeación y las fuentes de recursos. Pri-
mero se describieron los instrumentos, luego se analizó 
la normativa que los regula y, finalmente, se formularon 
tres rutas de acción para que las iniciativas de reforma 
normativa se incluyan en la agenda pública. En el método 

se consideró el desarrollo de la consulta documental, en-
trevistas, grupos focales y de discusión, así como técnicas 
de recolección de información. Se diseñaron matrices para 
realizar análisis de contenido y comparaciones. Mediante 
la reducción de variables se configuraron seis categorías, 
en las que se agruparon las inconsistencias normativas de 
los instrumentos más representativos de planeación, coor-
dinación y fuentes de recursos, inconsistencias cuyo ajuste 
debe ser una prioridad para la agenda pública, porque afec-
tan el proceso de descentralización, la modernización del 
Estado y la gestión territorial de los problemas públicos de 
violencia y delincuencia, de cara a la construcción de paz 
desde el ámbito territorial.
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Palabras clave

Política criminal, descentralización, gestión pública territorial, seguridad ciudadana, valor público (fuente: 
Tesauro de política criminal latinoamericana - ILANUD).

Abstract

Public servers taking part in territorial management of 
citizen security (“Gestión Territorial de la Seguridad Ciu-
dadana” - GTS) have noticed that incoherencies in the 
normative are affecting inter-institutional coordination, 
and even the functioning of the instruments containing 
the GTS model itself. In this article, as the result of a re-
search, it becomes interesting to inquire what these in-
consistencies and affectations are that derive from the 
regulations governing three of the GTS model’s instru-
ments, i.e. planning, coordination, and funding sources. 
In the first place, the instruments were described and, 
subsequently, their governing normative was analyzed. 
Finally, three action routes were drawn up in order to 
include the relevant amendment initiatives in the public 

agenda. In the method, the development of documentary 
consultation was taken into consideration together with 
interviews and focus and discussion groups, as well as 
information-gathering techniques. Matrices were desig-
ned to help carry out content analyses and comparisons. 
Through the reduction of variables, six categories were 
set within which the normative inconsistencies of the 
most representative instruments of planning, coordina-
tion and funding sources were grouped, the adjustment 
of which must become a public agenda priority since they 
affect both the decentralization and State modernization 
processes, along with territorial management of public 
violence and criminality issues, in facing the construction 
of peace from the territorial scope.

Key words

Criminal policy, decentralization, public territorial management, citizen security, public value (Source: Tesauro de política 
criminal latinoamericana - ILANUD).

Resumo
Servidores públicos que participam na gestão territorial 
da segurança cidadã (GTS) advertem que na normativa 
existem incoerências que afetam a coordenação 
interinstitucional e a operação mesma dos instrumentos 
que contem o modelo de GTS. Neste artigo, o resultado 
da pesquisa, é do interesse pesquisar quais são as 
inconsistências e os afetações derivadas da norma 
que regula três dos instrumentos do modelo GTS, da 
coordenação, do planejamento e das fontes dos recursos. 
Os instrumentos foram descritos primeiramente, depois 
a norma que os regula foi analisada, e finalmente, as três 
rotas da ação foram formulada de modo que as iniciativas 
da reforma normativa sejam incluídas na agenda pública. 
No método considerou-se o desenvolvimento da consulta 

documental, entrevistas, grupos focais e da discussão, 
assim como técnicas de coleta de informação. As matrizes 
foram projetadas para fazer a análise do conteúdo e 
comparações. Por meio da redução das variáveis seis 
categorias foram configuradas. Nessas categorias, as 
inconsistências normativas dos instrumentos os mais 
representativos do planejamento, da coordenação e das 
fontes dos recursos foram agrupadas, inconsistências 
cujo ajuste deve ser uma prioridade para a agenda 
pública, porque afetam o processo da decentralização, 
da modernização do Estado e da gestão territorial dos 
problemas público da violência e da delinquência, a fim de 
construir a paz do âmbito territorial.

Palavras-chave

Política criminal, decentralização, gerência pública territorial, segurança cidadã, valor público (fonte: Tesauro 
de política criminal latinoamericana - ILANUD).
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Introducción
En Colombia, los asuntos propios de la gestión pú-
blica territorial de la seguridad ciudadana (GTS) 
están determinados por una normativa dispersa 
y desactualizada, frente a disposiciones más re-
cientes y poco acordes con la nueva arquitectura 
institucional de la rama ejecutiva del Estado. Estos 
aspectos, sumados a las inconsistencias que con-
tiene este corpus normativo específico, afectan las 
relaciones interinstitucionales entre las autoridades 
competentes en la materia. Además, generan pun-
tos de tensión en la planeación estratégica y presu-
puestal de los asuntos de seguridad ciudadana en 
las entidades territoriales, que afectan la materiali-
zación del principio de coordinación. Esta situación 
trae como última consecuencia la no generación de 
valor público en la respuesta que el Estado da a las 
diferentes problemáticas de violencia y delincuencia 
que afectan a los ciudadanos.

Debido a lo anterior, resulta de interés indagar 
cuáles son las inconsistencias de la normativa que 
regula tres de los instrumentos que contiene el mo-
delo GTS. Así, se tiene que el objetivo general de 
este artículo, resultado de investigación, es estable-
cer las inconsistencias y afectaciones derivadas de 
la normativa que regula la coordinación, la planea-
ción y las fuentes de recursos del modelo de GTS. 
Esto implicó describir los tres instrumentos del mo-
delo de GTS objeto de estudio, analizar la normativa 
que los regula y, finalmente, formular tres rutas de 
acción para que estas iniciativas de reforma norma-
tiva se incluyan en la agenda pública.

Esta investigación de tipo descriptivo, que se 
realizó durante el año 2105 en la Escuela de Postgra-
dos de Policía “Miguel Lleras Pizarro”, de la Policía 
Nacional en Bogotá, D. C. (Colombia), encuentra su 
justificación en el interés del Gobierno Nacional de 
transformar la arquitectura institucional del Estado 
para responder de manera adecuada a los desafíos 
que, en materia de GTS, puedan afectar la construc-
ción de paz territorial.

Método

En esta investigación se hizo uso de un marco teó-
rico y conceptual. La aproximación teórica se reali-
zó desde la ciencia política y a partir del análisis de 
políticas públicas como campo de estudio, que ha 
tenido desarrollo desde la década de los setenta del 
siglo pasado. En este sentido, Roth (2002) sugiere 
que “el Estado decide sobre el uso de uno, otro o va-
rios instrumentos para la implementación” (p. 44) 

de una política pública. Así, aunque existen varios 
instrumentos de implementación, es importante 
mencionar que:

“El estudio de una política pública en función de 
los instrumentos jurídicos que se han previsto e im-
plementado permite dar indicaciones sobre cómo 
el Estado y las instituciones han entendido el pro-
blema que buscan resolver y revela la concepción 
predominante de la autoridad” (Roth, 2002, p. 44).

Desde la perspectiva que propone Roth se selec-
cionaron los instrumentos de intervención del Esta-
do de carácter normativo como objeto de análisis, y 
de manera específica el estudio se concentró en los 
instrumentos de coordinación y los de organización 
y procedimiento.

Instrumentos de coordinación. La multiplicación 
de las políticas públicas obliga a desarrollar meca-
nismos de coordinación entre estas. La planificación 
y los estudios de impacto son los principales instru-
mentos a disposición del Estado para esta función.

Instrumentos de organización y procedimiento. 
La realización de una actividad necesita la definición 
de unas modalidades para la acción. Los instrumen-
tos de organización definen el marco en el cual se va 
a desarrollar el proceso de la política pública. Este 
marco puede ser formal (en el caso de una comisión 
o un concejo municipal) o informal. Los instrumen-
tos de procedimiento complementan los de organi-
zación y definen el proceso formal de decisión y de 
administración (Roth, 2002, p. 46).

Estos instrumentos de intervención del Estado 
propuestos por Roth permiten agrupar los seis ti-
pos de instrumentos que hacen parte del modelo 
de GTS. Al respecto, es importante mencionar que 
la investigación se centró en algunos de los instru-
mentos más representativos de tres tipos, a saber: 
coordinación, planeación y fuentes de recursos (vid. 
ilustración 1).

En igual sentido, es importante resaltar que la 
investigación se concentró en la práctica territorial 
de los instrumentos de GTS, entendiendo por terri-
torial la forma como estos se deben implementar 
en las diferentes entidades territoriales y en los ór-
denes de gobierno seccional y local que existen en 
Colombia.

Además, fue pertinente el uso de la teoría del 
institucionalismo propia de las ciencias sociales, y 
en particular de la ciencia política, “que estudia a la 
sociedad a partir de sus instituciones formales, y de 
la efectividad del funcionamiento de éstas” (Moya-
do, 2013, p. 30). En concordancia con el objeto de 
estudio se tuvo como referente el institucionalis-
mo clásico, que brinda especial atención al análisis 
normativo, por considerar que la ley “constituye 
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tanto la estructura del sector público como una he-
rramienta fundamental del gobierno para influir en 
el comportamiento de los ciudadanos” (Moyado, 
2013, p. 34). Como sugiere uno de los más importan-
tes representantes del institucionalismo jurídico clá-
sico, Hauriou, “las normas son instituciones” (Mo-
yado, 2013, p. 42) que deben ser estudiadas para 
comprender el funcionamiento del sistema político.

Aunque el funcionamiento de los instrumentos 
de GTS puede estar determinado por muchos fac-
tores, estos se pueden clasificar en dos grandes 
grupos: estructurales y coyunturales. El primero 
compuesto por las disposiciones normativas, las es-
tructuras orgánicas, y en general por aquellas rea-
lidades administrativas o de la gestión pública que 
por su complejidad no son de fácil modificación en 
el tiempo. Por su parte, el segundo conformado por 
los factores coyunturales, entre los que se destacan: 
las autoridades político-administrativas en cada pe-
ríodo de gobierno (Frühling, 2011), el compromiso y 
voluntad política con la GTS, las etapas de transición 
o condiciones especiales que se presentan en las 
entidades territoriales, entre otros. La investigación 
tenía como finalidad analizar la normativa como fac-
tor estructural en el funcionamiento de un conjunto 
de instrumentos de intervención del Estado en un 
tema específico como es la seguridad ciudadana. 
Razón por la que la investigación se inscribe en el 
tipo de análisis propio del institucionalismo norma-
tivo clásico.

Conceptualmente, se empleó el término incon-
sistencia para referenciar alguna de las siguientes 
situaciones: i) las contradicciones y colisiones que 
pueden existir entre diferentes disposiciones nor-
mativas sobre un asunto en particular; ii) las defi-
ciencias conceptuales que desde su concepción en 
la normativa generan problemas de implementa-
ción; iii) la poca o nula armonía que se puede identi-
ficar entre algunas disposiciones normativas y asun-
tos técnicos del Estado; iv) los desfases que existen 
entre las disposiciones normativas y las realidades 
institucionales y organizacionales, que pueden limi-
tar, restringir o impedir su implementación, y v) la 
no estandarización o normalización en la denomina-
ción y forma de ciertos asuntos, que en ocasiones 
limita la consistencia y coherencia de los textos nor-
mativos.

Además, se consideró que la seguridad ciudada-
na se puede entender como el conjunto de instru-
mentos y acciones que permiten la protección en 
red de los ciudadanos, la relación recíproca entre 
ellos y el Estado frente a las manifestaciones de vio-
lencia y delincuencia para mantener la convivencia 
pacífica. Esta opción sociojurídica, que concibe la 

existencia de reglas formales y no formales, permi-
te satisfacer las demandas de la ONU en seguridad 
personal, y de la OEA en materia de derechos huma-
nos, y ofrece alternativas flexibles para el proceso 
de la política pública.

Luego de este marco teórico y la aproximación 
conceptual, se desarrolló consulta documental, 
entrevistas, grupos focales y de discusión, como 
técnicas de recolección de información. El análisis 
de información comprendió, a su vez, tres etapas: 
primero, el contexto general de la normativa a par-
tir de la revisión de diez leyes, siete decretos y dos 
acuerdos superiores de carácter nacional, mediante 
los que se han dado disposiciones respecto a los ins-
trumentos de GTS.

Segundo, mediante el diseño de matrices en 
Excel se hizo análisis de contenido y reducción de 
variables, a través de las cuales se identificaron 17 in-
consistencias que se clasificaron en seis categorías. 
Además, se destacaron tres tipos de afectaciones a 
las relaciones interinstitucionales durante la gestión 
pública territorial de la seguridad ciudadana.

Y tercero, las inconsistencias normativas y las 
afectaciones en las relaciones interinstitucionales se 
constituyeron en el insumo para construir tres posi-
bles rutas de acción para que la Policía Nacional de 
Colombia pueda hacer visible, en la agenda pública 
del orden nacional, la necesidad que existe de reali-
zar ajustes a las normativas que permitan un mejor 
funcionamiento de los instrumentos del modelo de 
GTS en Colombia.

Resultados

Instrumentos del modelo de gestión 
pública territorial para la seguridad 
ciudadana

Este modelo se define como el “conjunto de seis 
tipos de instrumentos cuya finalidad es facilitar, di-
namizar, organizar y hacer funcional la forma como 
se articulan las autoridades territoriales de los órde-
nes seccional y local para atender las problemáticas 
de violencia y delincuencia que afectan a los ciuda-
danos de su jurisdicción” (Gómez & Cortés, 2015,  
p. 2). Este conjunto de instrumentos, algunos de los 
cuales tienen su origen en disposiciones dadas en 
el marco de la Carta Constitucional de 1886, se aco-
plaron a las competencias y funciones que las auto-
ridades territoriales de elección popular recibieron 
en materia de orden público y seguridad ciudadana 
a partir de la Constitución Política de 1991. Y se ar-
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ticulan de manera permanente con disposiciones 
dadas en el marco de la descentralización territorial 
y administrativa que el país continúa desarrollando.

Toda vez que la configuración del modelo ha sido 
un proceso interactivo, en el que se mezclan nece-
sidades e intereses del ámbito territorial, con apro-
ximaciones y prioridades propias del orden nacional 
desde las diferentes perspectivas de la rama ejecu-
tiva y legislativa sobre el particular, resulta conve-
niente conocer algunos elementos de este proceso, 
que a su vez permitan comprender el origen o ex-
plicación a ciertas inconsistencias. Al respecto, con-
viene recordar que la configuración del modelo ha 
estado determinada por dos preocupaciones cen-
trales del Gobierno Nacional; primero, las existencia 
de fuentes de financiación específicas en los tres ór-
denes de gobierno para atender los problemas de 
seguridad ciudadana y alteraciones al orden público 
interno. Segundo, el interés por dinamizar procesos 
de coordinación y articulación interinstitucional en 
el ámbito territorial, y entre este y el orden nacional, 
que permitan una gestión más efectiva de los pro-
blemas públicos de violencia y delincuencia.

Los espacios de coordinación interinstitucional 
en seguridad ciudadana, que fueron concebidos 
desde inicios del Frente Nacional, van a ser redise-
ñados a la luz de la nueva configuración institucio-
nal, administrativa y territorial del Estado, mediante 
el Decreto 2615 de 1991 y, posteriormente, a través 
del Decreto 1066 de 2015. De igual forma, fórmulas 
fiscales para destinar recursos para la seguridad ciu-
dadana, concebidas a finales de los 80 del siglo pa-
sado, fueron reorganizadas teniendo como referen-
te las nuevas disposiciones constitucionales, y hasta 
la fecha marcan la concepción y funcionamiento de 
las fuentes de financiación específicas para la GTS.

El proceso de fusión, acomodación y adaptación 
de antiguas disposiciones respecto a las nuevas di-
rectrices constitucionales y la nueva configuración 
del modelo, con un mayor énfasis territorial acorde 
con el proceso de descentralización, estuvo marca-
do desde sus inicios por tres características: a) El 
modelo no se configuró bajo un único instrumento 
normativo. b) El diseño y las directrices de funcio-
namiento no han obedecido a un único enfoque 
sectorial, ni tampoco a uno intersectorial coordina-
do o direccionado; por el contrario, ha sido la suma 
de enfoques y lineamientos dispersos de múltiples 
entidades del orden nacional. c) La concepción no 
ha respondido a un único lineamiento o enfoque de 
política pública del orden nacional sobre los asuntos 
de seguridad ciudadana, debido a la existencia de 
múltiples documentos de política pública relaciona-
dos con estas materias, razón por la cual confluyen 

diferentes tensiones en el despliegue entre los órde-
nes de gobierno de las diferentes políticas públicas, 
al punto que pareciera que lo único cierto es que “se 
espera que los entes territoriales sean capaces de 
sortear los temas de interés del Estado central fren-
te a los requerimientos puntuales que ellos tienen 
frente a sus territorios” (Gutiérrez, 2012, p. 114).

En ese sentido, la configuración del modelo se 
ha producido, primero, en medio de una gran dis-
persión normativa, a través de la cual se regulan los 
seis tipos de instrumentos de la GTS. Segundo, con 
bajo nivel de interrelación en temas complementa-
rios. Y tercero, los desarrollos normativos se han 
visto envueltos en contextos políticos, en algunas 
ocasiones adversos o simplemente indiferentes res-
pecto a la razón de ser y fundamento del mismo.

Debido a los aspectos mencionados, en el trans-
curso de estos 24 años se han configurado una serie 
de inconsistencias en la normativa, que a su vez ge-
neran afectaciones en la relación interinstitucional 
que debe existir entre las autoridades responsables 
de estas temáticas en el ámbito territorial. Esto, en 
algunas oportunidades, genera la percepción erra-
da de que el modelo debe constituirse en el fin 
mismo de las autoridades y no en el medio para ga-
rantizar la seguridad ciudadana como un bien públi-
co a cargo del Estado (Gómez, 2015).

De esta forma, el modelo se ha estructurado a 
partir de un conjunto de disposiciones normativas 
que le brindan a las autoridades e instituciones un 
marco de acción delimitado por las competencias, 
funciones y atribuciones que les han sido otorgadas 
en cada caso. Y contempla la existencia de seis tipos 
de instrumentos de gestión pública aplicables desde 
y con enfoque territorial (vid. ilustración 1). Cada 
tipo puede contener varios instrumentos.

A continuación se describen los tres tipos de ins-
trumentos que fueron objeto de esta investigación 
y se establece qué instrumento se analizó específi-
camente de cada tipo.

Coordinación promueve la materialización de este 
principio de la gestión pública dispuesto en la Constitu-
ción Política, art. 288. Coordinar en temas de seguridad 
ciudadana es propiciar un intercambio permanente de 
información que lleve, a su vez, a una aproximación 
más completa de los problemas públicos ligados a 
este derecho y bien público y, por ende, propiciar la 
toma de decisiones consensuadas, de tal manera que 
exista articulación y armonía entre las acciones que se 
desarrollan por parte de cada una de las autoridades 
competentes en la materia. De todos los espacios de 
coordinación interinstitucional que existen en el ámbi-
to, la investigación analizó los consejos de seguridad y 
los comités territoriales de orden público.
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Respecto a la materialización del principio de 
coordinación, la Corte Constitucional reconoce que: 
“No es, pues, ninguna novedad, que la organización 
estatal y la distribución de competencias entre los 
distintos niveles de la administración implica de por sí 
un entramado de relaciones complejo y lleno de ten-
siones” (Corte Constitucional, 2005), que hace difícil 
la coordinación como principio y proceso técnico.

Los instrumentos de planeación obedecen al 
principio de la planificación en la gestión pública, 
que se materializa en la planeación estratégica, ope-
rativa, financiera y presupuestal en todos los sec-
tores del Estado. En el caso específico del modelo, 
la reglamentación de estos ha sido deficiente; no 
obstante, en disposiciones reglamentarias recien-
tes se ha tratado de generar una correspondencia 
con cada tipo de instrumento de planeación y se 
pretende generar una relación entre estos y los ins-
trumentos de coordinación. La investigación analizó 
los planes integrales de seguridad y convivencia ciu-
dadana de manera específica, por ser el referente 
de planeación estratégica más reconocido en el ám-
bito territorial en la materia.

El principio de planeación es de vital importan-
cia para el Estado, motivo por el cual se encuentra 
consagrado en la Constitución Política, en el art. 
339, que dispone la existencia de los planes de desa-

rrollo. Este principio es considerado intrínseco al ac-
tual funcionamiento del Estado colombiano, puesto 
que, como sugiere Aponte (2014):

…La lectura del texto constitucional permite evi-
denciar que en el Estado colombiano, el concepto 
de planeación se haga presente como principio 
que irradia no sólo el cumplimiento de las funcio-
nes a cargo del Estado, sino que permite la optimi-
zación en el desarrollo de las labores, y se encuen-
tra presente en diversos aspectos de la vida de los 
administrados (p. 186).
De forma complementaria, la Constitución Polí-

tica consagra, en los arts. 340 y 341, este principio 
como la esencia fundamental para cumplir las metas 
del Estado, motivo por el cual concibe la conforma-
ción del sistema nacional de planeación.

Los instrumentos relacionados con las fuentes 
de recursos, quizá son los que más atención han 
despertado en las autoridades, debido a las debili-
dades institucionales y a las limitadas capacidades 
que se tienen para atender los asuntos de seguridad 
ciudadana. Su concepción tiene raíces en el período 
anterior a la Constitución Política de 1991 y origen en 
la forma como el Gobierno Nacional dispuso recur-
sos extraordinarios para enfrentar una de las etapas 
más violentas de la historia del país (1989) en medio 
de la confrontación entre carteles de la droga, la ac-

Ilustración 1. Tipos de instrumentos del modelo de GTS.

Coordinación

Fuentes de 
recursos

Planeación

Información

Disposiciones 
en derecho 
de policía

Seguimiento
y control

Consejos de Seguridad, Comités Territoriales de Orden Público, 
Comités Seccionales de Estupefacientes, Comités territoriales   

de convivencia escolar, Comisión local de seguridad, comodidad,
y convivencia,  entre otros.  

Fondo Nacional de Seguridad y Convivencia 
Ciudadana , fondos – cuentas territoriales de 
seguridad FONSET, recursos del SGR, tasas 

y sobretasas, recursos de libre inversión,  
entre otros.

Políticas públicas de seguridad y convivencia 
ciudadana, PISCC, POAI – SC, planes de 

acción, proyectos de inversión, entre otros. 

Bases de datos, sistemas de información, 
observatorios especializados en fenómenos 

sociales, entre otros. 

Código Nacional de Policía, Códigos 
departamentales, ordenanzas, acuerdos y 

normativa especializada en la materia 

Sistemas de control del orden nacional , FUT, 
mecanismos de control y veeduría social, 

entre otros. 
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tuación de los grupos insurgentes y la complejidad 
que significaba la confluencia de múltiples tipos de 
violencias en el territorio. En el desarrollo de la in-
vestigación se analizaron los Fondos-cuenta Territo-
riales de Seguridad Ciudadana - Fonset.

Inconsistencias y afectaciones 
derivadas de la normativa que regula 
los instrumentos de GTS

A continuación se presenta una breve descripción 
de las inconsistencias identificadas, organizadas 
en las seis categorías en las que se clasificaron y las 
afectaciones en las relaciones interinstitucionales 
de tres tipos.

Inconsistencias de la normativa

Inconsistencia respecto a la plataforma 
institucional de la rama ejecutiva

Aunque “la Constitución Política de 1991 marcó un 
hito respecto a la concepción de la seguridad ciu-
dadana y se empiezan a considerar otros ámbitos 
como la estabilidad institucional y la convivencia 
ciudadana” (Vargas & García, 2008, p. 39), las incon-
sistencias, respecto a la estructura orgánica de la 
rama ejecutiva actual, resultan naturales por el solo 
hecho de mantener vigentes disposiciones normati-
vas de principios de los 90, que no se compadecen 
con las transformaciones recientes en la estructura 
del Estado1. Entre estas inconsistencias se destacan 
las siguientes:
•	 Conformación de los consejos de seguridad. 

En la normativa expedida en 1991 se concibe 
la participación en los consejos de seguridad 
departamentales del Director Seccional del De-
partamento Administrativo de Seguridad (DAS) 
y el Director Seccional de Orden Público o su 
delegado. Sobre el particular, los directores sec-
cionales del DAS hoy no existen, debido a que la 
entidad se encuentra en proceso de liquidación, 
y dos unidades administrativas con carácter de 
organismos de seguridad y un departamento 
administrativo asumieron las funciones que esta 
cumplía. En el caso de los directores seccionales 
de orden público, actualmente equivalen, en al-

gunos departamentos, a subsecretarías o altas 
consejerías de seguridad pública o ciudadana. 
Esto genera una afectación al funcionamiento 
del espacio de coordinación, que algunas veces 
se satura de funcionarios que dicen cumplir fun-
ciones equivalentes a los cargos antes mencio-
nados o, en otras ocasiones, por defecto no asis-
ten los funcionarios pertinentes en esta materia.
En el mismo decreto se dispone la participación 

del delegado del Plan Nacional de Rehabilitación 
(PNR) en los consejos municipales de seguridad. No 
obstante, este programa desapareció desde 1994. 
Entonces, aunque programas, unidades especiales 
y departamentos administrativos desarrollan y lide-
ran iniciativas similares, a la fecha no se ha produci-
do la respectiva actualización en la reglamentación, 
razón por la cual no se ha considerado la posibili-
dad de que el Departamento Administrativo para 
la Prosperidad Social (DPS) tenga participación per-
manente en estas instancias de coordinación.
•	 Recaudo de las contribuciones especiales. La 

Ley 418 de 1997 disponía el procedimiento de 
trazabilidad al recaudo de las contribuciones es-
peciales que nutren los Fonset, proceso a cargo 
de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacio-
nales (DIAN) a nivel nacional y de las Secretarías 
de Hacienda en el ámbito territorial. Al respecto, 
hoy los avances en sistemas de información, se-
guimiento y trazabilidad financiera y presupues-
tal en el Estado son notorios. Y aunque los siste-
mas de información cada vez se encuentran más 
interrelacionados, la normativa sigue replicando 
el párrafo construido en 1997, según se eviden-
cia en la Ley 1738 de 2015, art. 1, prórroga del art. 
121 de la Ley 418 de 1997: “Copia del correspon-
diente recibo de consignación deberá ser remiti-
da por la entidad pública al…” (Congreso de la 
República, 1997, art. 121), disposición que no se 
compadece con la dinámica vigente en materia 
financiera, presupuestal, de control fiscal y ope-
rativa del país.

•	 Seguimiento a las inversiones que realizan las 
entidades territoriales. Contrario a la lógica fun-
cional que hoy se tiene entre el Departamento 
Nacional de Planeación (DNP), el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, la Contaduría Ge-
neral de la Nación y la Contraloría General de la 
República, la Ley 1421 de 2010, en el art. 6, dispu-
so la creación en el Ministerio del Interior y de 
Justicia de un sistema de información para hacer 
seguimiento a las inversiones que las entidades 
territoriales realizan con los recursos de los Fon-
set. Tarea que no se ha cumplido a la fecha, y que 
se puede constituir en una duplicación de esfuer-

1	 Entre las reformas más recientes a la estructura orgánica de la rama 
ejecutiva por parte del nivel nacional se deben mencionar todas 
aquellas que se dieron en el marco de las facultades extraordinarias 
otorgadas al Presidente de la República mediante la Ley 1444 del 4 de 
mayo de 2011.
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zos, que a su vez puede generar reprocesos de la 
información, que posiblemente van a tener cos-
tos superiores a los que implicaría apoyarse en 
los sistemas ya existentes.

Inconsistencias frente al funcionamiento  
de la Policía Nacional

Estas inconsistencias están relacionadas con la co-
herencia que debe existir entre las disposiciones 
normativas y la organización de la Policía Nacional, 
debido a la importancia estratégica de esta entidad 
en la GTS.
•	 Organización político-administrativa y unidades 

desconcentradas. La intersección entre la políti-
ca pública y la gestión pública implica lograr la 
coherencia entre las estructuras institucionales 
y organizacionales y las dinámicas de funciona-
miento. Aspecto que, de no darse, puede afectar 
la efectividad en las actuaciones del Estado. Se-
gún la Ley 62 de 1993, la Policía Nacional debería 
tener paridad entre sus unidades territoriales 
desconcentradas y las entidades territoriales, 
entendiendo que estas últimas no solo se limitan 
a las concebidas en la Constitución Política de 
1991, sino que también deberían estar contem-
pladas las entidades territoriales de tipo admi-
nistrativo que recientemente fueron organiza-
das mediante la Ley 1454 de 2011.
Figuras como los consejos metropolitanos de 

seguridad, que fueron creados para referirse a las 
jurisdicciones en las que la Policía Nacional tuviese 
en funcionamiento unidades desconcentradas de 
tipo metropolitano, hoy se constituyen en un desa-
fío de funcionamiento para el modelo, en tres ám-
bitos: primero, ciertas realidades territoriales son 
producto de procesos más endógenos en el territo-
rio y superan las estructuras orgánicas que deben 
atenderlas. Segundo, se desconoce qué avances 
normativos recientes pueden colisionar con esta 
disposición, motivo por el cual se deben producir 
procesos de normalización y actualización que fa-
ciliten la gestión pública. Y tercero, inconsistencias 
normativas de este tipo generan afectaciones evi-
dentes en las relaciones interinstitucionales desde 
la dimensión política.
•	 Consejos regionales de seguridad y ordena-

miento territorial. Se hace necesario estudiar la 
figura de los consejos regionales de seguridad, 
a la luz de la organización en unidades descon-
centradas de la Policía Nacional, que concibe 
la existencia de regiones. Lo anterior, porque 
dichos consejos en el decreto son funcionales 
cuando se requiere coordinar acciones de segu-

ridad en municipios que se corresponden con 
diferentes departamentos y deben ser presidi-
dos por el Ministro de Gobierno (Ministro del 
Interior) o un delegado del Consejo Nacional de 
Seguridad. No obstante, no suelen desarrollarse 
de esta manera, pero tampoco obedecen a las 
figuras de subregiones en las que se dividen cier-
tos departamentos, o a figuras como los distri-
tos policiales, que podrían corresponderse con 
divisiones subregionales o provincias en ciertos 
departamentos. Tampoco dicha normativa ha 
sido actualizada de cara a las disposiciones nor-
mativas de la LOOT, que conciben la existencia 
de regiones administrativas y de planificación, y 
de planeación y gestión.

Inconsistencias de colisión  
entre disposiciones normativas

Este conjunto de inconsistencias se han configura-
do quizá debido a la atención mínima del ejecutivo 
en el nivel nacional para garantizar la coherencia de 
las disposiciones pese a su dispersión, y a la poca ri-
gurosidad técnica por parte del legislativo. Razones 
por las que existen choques o poca armonía entre 
disposiciones normativas sobre asuntos específicos.
•	 Nueva contribución especial. Mediante la Ley 

1106 de 2006 se dispuso, en el art. 6, la creación de 
una nueva contribución especial para financiar los 
Fonset. Esta consistía en la causación del tres por 
ciento (3%) sobre aquellas concesiones que otor-
guen las entidades territoriales con el propósito 
de ceder el recaudo de sus impuestos o contribu-
ciones. Debido a la improcedencia de este tipo de 
concesiones por parte de las entidades territo-
riales, se expidió una ley cuya única finalidad era 
prohibir este hecho generador de la contribución 
(Ley 1386) a partir del 21 de mayo de 2010. Debido 
a esta prohibición, desapareció el hecho gene-
rador de la contribución contemplado en la ley 
mencionada. No obstante, el 21 de diciembre de 
2010, en el art. 1 de la Ley 1421 de 2010 se prorrogó 
por cuatro años el art. 6 de la Ley 1106 de 2006 
y se incorporó la contribución especial del 3%, 
pese a que dicha posibilidad siete meses antes, 
mediante una ley, había quedado tajantemente 
prohibida. Posteriormente, a través del Decreto 
399 de 2011, en el art. 11, se incluyó la contribución 
especial, dándola como válida y vigente. Situación 
que desde todo punto de vista es contraria a la 
jerarquía normativa, que dispone la superioridad 
de las leyes sobre los decretos.
Aunque se resolvió la inconsistencia en el 2014, 

mediante la Ley 1738. En esta oportunidad, a través 
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del art. 8 que derogó el penúltimo inciso del artículo 
6° de la Ley 1106 de 2006, en el 2015, la inconsisten-
cia se continúa perpetuando, mediante el Decreto 
1066 del 26 de mayo, al incorporar en el art. 2.7.1.1.11 
la contribución especial sobre un hecho generador 
que está prohibido desde el año 2010.
•	 Contradicción en la prórroga concedida a las 

fuentes específicas de financiación. Durante el 
año 2010, y con una diferencia de escasos ocho 
días, se produjo una inconsistencia normativa 
mayor, que afectaba la vigencia de las fuentes 
de financiación específicas en materia de segu-
ridad ciudadana y la existencia y sostenibilidad 
tanto del Fondo Nacional de Seguridad y Convi-
vencia Ciudadana (Fonsecon) como de los Fon-
set. La inconsistencia se produjo entre dos dis-
posiciones normativas con carácter de ley. El 21 
de diciembre se expidió la Ley 1421 de 2010, que 
prorrogó por cuatro años las contribuciones es-
peciales y permite la financiación de los asuntos 
de seguridad ciudadana en los tres niveles de 
gobierno. No obstante, ocho días después, me-
diante la Ley 1430 del 29 de diciembre, el tiempo 
de la prórroga fue modificado a través del art. 
53 por el término de tres años, contados a partir 
de la promulgación. De esta forma, dos leyes dis-
tintas con ocho días de diferencia modificaban la 
vigencia de la prórroga concedida a las fuentes 
específicas de financiación en asuntos de segu-
ridad ciudadana.
Esta inconsistencia mayor, que encuentra su ori-

gen en el legislativo y no es detectada por el control 
jurídico que debe realizar el Departamento Admi-
nistrativo de la Presidencia de la República (DAPRE) 
previo a la sanción presidencial, tuvo que resolverse 
en la vida práctica en un diálogo eminentemente 

jurídico y muy acompañado del sentido común por 
parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
del Interior, de Justicia y la Dirección de Impuestos 
y Aduanas Nacionales, en el 2011. Diálogo en el que 
se reconoció que la inconsistencia se daba en dos 
dimensiones: la cronológica y la de especialidad de 
cada norma. Motivo por el cual, bajo la aprobación 
del presupuesto jurídico, que prescribe que la ley 
general posterior no deroga la ley especial anterior, 
se decidió que prevalecía la disposición de la Ley 
1421 de 2010, que daba una vigencia de cuatro años 
a las fuentes de financiación y a los fondos.

Inconsistencias de denominación y forma

Este tipo de inconsistencias en algunos momentos 
dan cuenta de confusiones conceptuales o, en su 
defecto, generan problemas de funcionamiento 
y alcance en el uso de algunos instrumentos en el 
ámbito territorial. Denotan la no estandarización o 
normalización en la denominación de ciertos instru-
mentos, asuntos, situaciones, entre otros.
•	 Múltiples denominaciones al PISCC y al comité 

de orden público. A nivel de planes de seguri-
dad, las diferentes denominaciones que se uti-
lizan en la normativa, aunque parecieran tener 
la misma esencia, ponen mayor énfasis en algu-
nos casos a ciertos elementos, además de que 
amplían o limitan el alcance del instrumento. La 
Ley 62 de 1993 se considera el origen normati-
vo, posterior a la Constitución Política de 1991, 
del instrumento que se denomina actualmente 
planes integrales de seguridad y convivencia ciu-
dadana (PISCC); este ha recibido múltiples deno-
minaciones (vid. tabla 1).

Tabla 1  
Denominaciones a los PISCC en las normativas

Disposición normativa Denominación del instrumento

Estrategia Nacional contra la Violencia 1991 Planes regionales de seguridad

Ley 62 de 1993 Planes y estrategias integrales de seguridad

Decreto 2615 de 1991 Planes específicos de seguridad
Planes de seguridad

Decreto 399 de 2011
Planes integrales de seguridad ciudadana

Planes integrales de seguridad y convivencia 
ciudadana

Ley 1551 de 2012 Planes integrales de seguridad ciudadana

Leyes 1421 de 2010 y 1738 de 2014 Planes integrales de seguridad
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Estas múltiples denominaciones, que ascienden 
de acuerdo con las referencias normativas anterio-
res a seis para el mismo instrumento, que se han 
utilizado de manera indiscriminada, quizá son una 
de las razones por las cuales ha sido difícil constituir 
un imaginario común o representación colectiva de 
este instrumento entre el orden nacional y el ámbito 
territorial. Además de que se ha constituido en un 
aspecto que también ha afectado la concepción res-
pecto al alcance y profundidad del mismo.

Incorporar o no en determinadas ocasiones 
la dimensión convivencia ciudadana, mencionar 
el atributo integral y en otras ocasiones utilizar el 
término específico, o en su defecto, oscilar entre el 
concepto seguridad para luego ser más especial y 
mencionar seguridad ciudadana, se constituye en 
un problema de denominación y forma, que termina 
afectando la concepción y alcance del instrumento.

Hecho que a la fecha no solo es visible en la ca-
lidad, profundidad, pertinencia, coherencia, consis-
tencia, veracidad de los PISCC que existen en mu-
chas entidades territoriales, sino en la poca o baja 
capacidad de interrelación de este instrumento de 
planeación estratégica con los demás que hacen 
parte del modelo. Además, se corrobora con los ba-
jos niveles de implementación, seguimiento y eva-
luación que tienen este tipo de planes sectoriales en 
todo el país.

Similar situación se ha presentado con la 
denominación de los comités de orden público, que 
en dos artículos de un mismo decreto reglamentario 
reciben denominaciones diferentes. El Decreto 399 
de 2011, art. 17, se refiere a los comités territoriales de 
orden público, y en el artículo siguiente tan solo 
lo enuncia como comités de orden público, que 
fue la denominación que inicialmente recibió este 
instrumento en el Decreto 2615 de 1991.  
•	 Fondos de financiación. Respecto a los fondos 

de financiación específicos para seguridad ciu-
dadana, en las diferentes normativas, aunque el 
carácter y esencia de los mismos se mantiene, la 
denominación varía de una disposición a otra. En 
el Decreto 2008 de 1992, desde el primer artícu-
lo, la referencia era fondos de seguridad. Al año 
siguiente, en la Ley 104 la denominación se man-
tenía. Mediante la Ley 418 de 1997, se mantenía 
la denominación general, y se creaba el Fondo 
Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana 
(Fonsecon). Después, en 1999, mediante el art. 
3 de la Ley 548, se alteraba la denominación del 
Fonsecon, al eliminar el término nacional. Pero 
en la siguiente prórroga, en la Ley 782 de 2002 
se retomó la denominación original, la cual se ha 
mantenido hasta la fecha.

Respecto a los fondos de seguridad, cuyo carác-
ter era el de fondos-cuenta territoriales, de acuerdo 
con lo dispuesto en la Ley 418 de 1997, solo fue en 
el art. 6 de la Ley 1106 de 2006 en el que se realizó la 
referencia fondos de seguridad y convivencia. Poste-
riormente, en la Ley 1421 de 2010 se utilizaron varias 
denominaciones para la misma figura: primero, en 
el art. 6 la referencia es fondos de seguridad y convi-
vencia ciudadana. En el art. 8 el carácter que se ha-
bía dado a los mismos se convirtió en denominación 
fondos-cuenta territoriales en el primer inciso, pero 
en el resto del artículo la referencia que se utiliza re-
coge el carácter y el objeto al referirse a los mismos 
como fondos-cuenta territoriales de seguridad.  

En la reglamentación de esta ley, el Decreto 399 
de 2011 va a utilizar las diferentes denominaciones. 
Inicialmente, se va a referir en el título del decreto 
a los fondos de seguridad de las entidades territoria-
les, pero en las consideraciones no solo utiliza dos 
denominaciones distintas, sino que otorga la sigla 
Fonset, que equivale a fondos de seguridad de las 
entidades territoriales. Y en el capítulo II comple-
menta la denominación y la hace equivaler a la sigla 
al denominarlos fondos territoriales de seguridad y 
convivencia ciudadana - Fonset. Entonces, en varios 
artículos del mismo decreto se utiliza la denomina-
ción anterior, suprimiendo la palabra territorial, o se 
simplifica a fondos territoriales de seguridad.

Así las cosas, pese a que la figura en organiza-
ción presupuestal ha sido siempre fondo-cuenta te-
rritorial con destinación específica, la denominación 
ha variado múltiples veces. Situación que, a su vez, 
genera problemas en la coherencia y consistencia 
de los actos administrativos, mediante los cuales se 
crean y prorrogan estos fondos en las entidades te-
rritoriales (ordenanzas y acuerdos).

Inconsistencias en la concepción  
de los instrumentos de GTS

Estas inconsistencias dan cuenta de la inexistencia 
de directrices coherentes, acertadas y consecuen-
tes en el orden nacional:
•	 Documentos antes que el proceso de política 

pública. En relación con los instrumentos de pla-
neación, y de manera específica con la existencia 
reciente y literal del instrumento denominado 
políticas integrales de seguridad y convivencia, 
se observa una incoherencia en la normativa a 
partir del año 2011, cuando a través del Decreto 
399, en el art. 16, se hace explícita la competen-
cia de los gobernadores y alcaldes con relación a:
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...formular una política integral de seguridad y 
convivencia ciudadana, que contemple los planes, 
programas y proyectos elaborados conjuntamen-
te con los representantes de la fuerza pública, 
organismos de seguridad y policía judicial a nivel 
territorial. Esta política se articulará con la política 
y estrategia de seguridad y convivencia ciudadana 
que formule el Gobierno Nacional...
Pero después, en el mismo decreto, en el art. 18, 

que dispone las funciones de los comités territoria-
les de orden público, en el numeral 3, se hace refe-
rencia no en singular sino en plural, a las políticas 
integrales de seguridad y convivencia ciudadana.

Este juego en la utilización del término en sin-
gular y en plural, que pareciera ser cosmético, 
realmente denota confusiones conceptuales en 
relación con el término política pública o, en su de-
fecto, aproximaciones restringidas, instrumentales 
y funcionales en una lógica muy administrativa. Pa-
reciera que la redacción limita la política pública, en 
cualquier tema, a la existencia de documentos de 
formulación de política, y no hace referencia a la 
dimensión de proceso que debería tener la política 
pública en cualquier asunto sectorial o transversal 
en el Estado.

En este sentido, se puede observar que en la nor-
mativa existe una mirada restringida o limitada a la 
noción de política pública de seguridad y conviven-
cia ciudadana, a pesar de que en la denominación se 
le da el carácter de integral. Aproximación que, a su 
vez, pareciera circunscribir la existencia de políticas 
públicas integrales de seguridad y convivencia ciu-
dadana a un único documento formal que contenga 
la formulación. Situación que no resultaría tan co-
herente, porque aunque existe en la actualidad un 
documento denominado Política Nacional de Segu-
ridad y Convivencia Ciudadana (PNSCC), este no es 
el único a través del cual se han dado lineamientos 
sobre asuntos especiales en materia de seguridad 
ciudadana, ni engloba todos estos ni se constituye 
en el origen del proceso de política pública de segu-
ridad ciudadana.

Al respecto, es importante mencionar que desde 
1991 y hasta la fecha no solo han existido múltiples 
documentos de política pública nacional en la ma-
teria, sino que se han liderado procesos iterativos e 
interactivos que dan cuenta de la existencia de las 
bases de una política pública específica. Entonces, la 
falta de unidad de criterio en la normativa da cuenta 
de vacíos conceptuales, que suelen resolverse con 
miradas muy instrumentales y administrativas que, 
alejadas de la generación de valor público, permiten 
cumplir simples formalismos en el Estado.

•	 Instancias de coordinación para la planeación 
financiera y operativa de los recursos de inver-
sión. En relación con los instrumentos de coor-
dinación se observan inconsistencias respecto 
a los papeles que cumplen las instancias y al ca-
rácter histórico con el cual fueron concebidas. 
Mientras a inicios de los años 90 del siglo pasado 
se concibió, mediante el Decreto 2615 de 1991, un 
carácter preventivo para los consejos de seguri-
dad, debido a la regularidad con la que debía de-
sarrollarse, a la función de asesoría que cumplían 
sus integrantes respecto a los gobernadores 
y alcaldes en su papel de primera autoridad de 
policía y las funciones incipientes en materia de 
planeación estratégica y financiera, los comités 
de orden público fueron concebidos con un ca-
rácter más reactivo, vinculado a las condiciones 
de conflicto armado que vivía el país y a las ca-
pacidades reales de gobernabilidad y presencia 
que las autoridades tenían en el territorio.
Pero, contrario a lo anterior, las disposiciones 

normativas empezaron a ser modificadas, al punto 
de invertir el carácter de cada instancia de coordi-
nación, primando las funciones relacionadas con la 
planeación financiera y operativa de los recursos de 
inversión en materia de seguridad ciudadana en las 
instancias anteriormente concebidas como reacti-
vas y restando importancia a las funciones preven-
tivas y de planificación de los consejos de seguridad.

Consecuencia de estos cambios en la normativa, 
los comités territoriales de orden público parecie-
ran tener mucha más relevancia, incidencia y tras-
cendencia en la GTS, que lo que en el pasado pudie-
ron tener los consejos de seguridad. Instancia que 
resulta más común en su denominación e imagina-
rio general a los ciudadanos que la de los comités, 
pero que hoy pareciera ser una instancia netamente 
protocolaria, en la que asisten muchos funcionarios, 
se toman pocas decisiones y se pierden oportunida-
des de abordajes más integrales de los problemas 
públicos relacionados con la seguridad ciudadana.
•	 Ejecución de recursos sin planeación. Respecto 

a los instrumentos de planeación estratégica, 
operativa y presupuestal que deben desplegarse 
en los asuntos de seguridad ciudadana, resulta 
evidente la inconsistencia dada por la inexisten-
cia, en el transcurso de estos 24 años de funcio-
namiento del modelo, de disposiciones espe-
cíficas sobre temporalidad para la formulación 
y la vigencia de los PISCC. Hecho que no solo 
da cuenta del no desarrollo reglamentario del 
principio de planeación, sino que, a su vez, al no 
existir ha generado una esquizofrenia en el fun-
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cionamiento del modelo como tal en el ámbito 
territorial, al punto de que por muchos años se 
ejecutaron recursos sin planear, se planeó sin im-
plementar, o no se coordinó pero se ejecutaron 
recursos sin construir consensos mínimos entre 
los interesados.

Inconsistencias que denotan poca armonía 
con otros asuntos técnicos del Estado

Toda vez que el modelo de GTS no es ajeno al fun-
cionamiento de otros temas sectoriales en el Esta-
do, ni a la existencia de otros modelos específicos 
de gestión pública, es fundamental tener en cuenta 
que este debe ser concebido como parte del siste-
ma que en sí mismo representa la rama ejecutiva. 
En este sentido, es importante que la forma como 
se conciben los diferentes tipos de instrumentos 
que hacen parte de este modelo de GTS no genere 
colisión con otras disposiciones técnicas del Estado, 
sino que, por el contrario, se ensamblen de manera 
tal que contribuyan a generar sinergia y disminuyan 
costos de transacción. En este orden de ideas, las 
inconsistencias en esta categoría se presentan con 
relación a las fuentes de financiación.

Estas inconsistencias quizás encuentran su ori-
gen en la normativa que ha reglamentado las fuen-
tes de recursos específicas en seguridad ciudadana 
y sus posibles usos. Normativa que ha estado condi-
cionada tanto al contexto político y económico del 
momento de su concepción, como a las dificultades 
económicas ligadas al funcionamiento del Estado y, 
en especial, de la fuerza pública, y en general, a las 
difíciles condiciones de orden público. Motivo por 
el cual se ha priorizado la necesidad de solucionar 
deficiencias relacionadas con el funcionamiento, la 
cobertura y las capacidades de la fuerza pública me-
diante la creación de fuentes de financiación, tanto 

nacionales como territoriales, que aunque tienen el 
carácter de ser fondos de inversión, funcionalmen-
te se utilizan para resolver problemas de funciona-
miento. Debido a lo anterior, se hacen evidentes 
tres inconsistencias técnicas: la primera, relacionada 
con simultaneidad de autorizar destinaciones espe-
cíficas y, al mismo tiempo, generales. Algunas de las 
destinaciones específicas son inapropiadas en algu-
nos órdenes de gobierno para el contexto actual o 
no son consecuentes con los lineamientos de la po-
lítica pública PNSCC. La segunda, relativa al carácter 
presupuestal del Fonset y su verdadera utilización. 
La tercera, y última, está vinculada a la autorización 
que la Ley 1421 de 2010 dio para la creación de tasas 
y sobretasas a la seguridad ciudadana, que fue de-
clarada permanente por la Ley 1738 de 2014.

Afectaciones de las relaciones 
interinstitucionales

La existencia de un modelo de GTS es una fortaleza 
para el Estado colombiano al momento de atender 
las problemáticas de violencia y delincuencia que li-
mitan los derechos de los ciudadanos; no obstante, 
la forma como están concebidos estos instrumen-
tos y las inconsistencias que se presentan en su 
organización y existencia generan un conjunto de 
afectaciones que se clasificaron en tres categorías, 
a saber: 1) relacionadas con la coordinación interins-
titucional entre las autoridades competentes en la 
materia; 2) uso real y efectivo de los instrumentos, y 
3) niveles de sinergia y correlación que deben existir 
entre los asuntos de seguridad ciudadana y otros te-
mas que son resorte de las autoridades territoriales. 
Además, se identificaron unas afectaciones de tipo 
general. La tabla 2 contiene algunas, clasificadas por 
tipo de instrumento y categoría.
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Tabla 2  
Afectaciones ocasionadas en el funcionamiento del modelo de GTS, como consecuencia de las inconsistencias 
identificadas en la normativa 

Instrumento Categoría de afectación Descripción de la afectación

Coordinación
Consejos de Seguridad

Comités de Orden 
Público

Relacionamiento entre  las 
autoridades que tienen 

competencias en materia 
de seguridad ciudadana

1. Los consejos de seguridad suelen funcionar con 
muchos delegados y pocos titulares de los cargos, 
afectando la capacidad real de toma de decisiones y 
adquisición de compromisos.

2. Los consejos de seguridad son espacios donde se 
presenta mucha información de manera unilateral por 
parte de cada participante, se articulan pocas acciones  
y, a veces, no se toman decisiones.

3. Participación de gran diversidad de funcionarios, 
muchas veces de una misma entidad, generando 
fenómenos de sobrerepresentación y cuyo origen más 
que promover abordajes integrales de las problemáticas 
o materializar el principio de corresponsabilidad, su 
interés es el apalancamiento de recursos para una 
misma entidad y, a veces, un intento por normalizar 
paridades de entre las estructuras organizacionales de 
las diferentes entidades competentes en la materia.

4. Dinamización de las tipologías de consejos  
de seguridad a partir del liderazgo de entidades de 
carácter nacional (Policía Nacional - Comandantes  
de Región).

Uso real  y efectivo de los 
instrumentos de GTS

1. Se privilegian los comités territoriales de orden 
público sobre los consejos de seguridad, debido a las 
funciones relacionadas con la planeación presupuestal 
y operativa de los primeros respecto a los FONSET.

2. Uso simbólico de los consejos de seguridad, 
legalización de reuniones.

3. Distribución de recursos mediante porcentajes 
desconociendo la unidad básica presupuestal, los 
proyectos de inversión.

4. Los consejos de seguridad no atienden las fun- 
ciones que les fueron otorgadas, rara vez cumplen 
funciones de seguimiento a los PISCC.

Niveles de sinergia que 
deben existir entre los 
asuntos de seguridad 

ciudadana y el resto de 
temas que debe atender 

una administración 
territorial

Inexistentes procesos de sinergia entre los asuntos que 
se tratan en los consejos de seguridad y los comités 
territoriales de orden público y los demás espacios 
sectoriales de coordinación en gestión territorial.

(pasa...)
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Instrumento Categoría de afectación Descripción de la afectación

Planeación
Políticas Públicas 

Integrales  
de Convivencia y 

Seguridad Ciudadana
Planes Integrales  
de Convivencia y 

Seguridad Ciudadana

Relacionamiento entre  
las autoridades que 

tienen competencias 
en materia de 

seguridad ciudadana

Elaboración de planes integrales de seguridad y convivencia 
ciudadana por parte de un único actor en las entidades 
territoriales, con baja participación de los ciudadanos, a partir 
de un solo enfoque o aproximación a las problemáticas, que 
rompe con el principio de corresponsabilidad y coordinación 
inter-institucional.

Uso real  y efectivo 
de los instrumentos 

de GTS

1. La inexistencia de disposiciones claras sobre tiempos de 
formulación y vigencia de los PISCC ha generado omisión o 
permanente postergación de esta obligación por parte de las 
autoridades territoriales.
2. La poca claridad acerca de la vigencia de los PISCC ha dado 
como resultado: a) PISCC con vigencias muy limitadas que 
impiden acciones de largo aliento. b) PISCC con vigencias iguales 
a las del periodo de los mandatarios y c) PISCC con vigencias 
superiores a un año, pero normalmente inferiores al periodo 
de gobierno o en su defecto en las que se presenta cruce de 
vigencias.
3. Debido a la confusión conceptual que se observa en las 
disposiciones normativas, la poca formación de las autoridades 
y la inexperiencia que se tiene en algunas entidades territoriales 
respecto a las diferencias y relaciones que existen entre las 
políticas públicas integrales en la materia y los PISCC; a la 
fecha se presentan en diversas situaciones, entre las que se 
destacan: a) Líneas de política pública de seguridad ciudadana 
muy bien formuladas en el marco de los planes de desarrollo, 
en concordancia con la Política Nacional de Seguridad y 
Convivencia Ciudadana PNSCC que se despliegan a través de los 
PISCC, situación ideal. b) Líneas de política pública de seguridad 
ciudadana muy bien formuladas en el marco de los planes de 
desarrollo, en concordancia con la Política Nacional de Seguridad 
y Convivencia Ciudadana PNSCC, que no se despliegan a través 
de los PISCC, motivo por el cual se han generado anotaciones y 
llamados de atención por parte de la Procuraduría General de 
la Nación a las autoridades de ciertas entidades territoriales.  
c) Inexistencia de líneas de política pública de seguridad 
ciudadana en el marco de los planes de desarrollo, pero PISCC 
formulados atendiendo los lineamientos contenidos en la 
Política Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana. d. 
Inexistencia de lineamientos de política pública integral de 
seguridad ciudadana, así como de PISCC en algunas entidades 
territoriales, no obstante, ejecución de los recursos del fondo-
cuenta territorial de convivencia y seguridad ciudadana FONSET, 
hecho que es una violación al principio de planeación.
4. Baja o inexistente interrelación entre el plan integral de 
seguridad y convivencia ciudadana y los planes operativos 
anuales de inversión en la materia POAI - SG.
5. La existencia simbólica de los PISCC con deficiencias respecto 
a calidad, objetividad, coherencia, consistencia, limitan la 
generación de valor público al momento de  atender los 
problemas públicos que afectan la seguridad ciudadana.

(pasa...)

(...viene)
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Instrumento Categoría de afectación Descripción de la afectación

Niveles de sinergia que 
deben existir entre los 
asuntos de seguridad 

ciudadana y el resto de 
temas que debe atender 

una administración 
territorial

Baja correlación entre la planeación estratégica 
en materia de seguridad ciudadana y los demás 
instrumentos de planeación estratégica sectorial 
que se producen en una entidad territorial. Este 
hecho ocasiona una limitación en la aproximación 
supuestamente integral a los asuntos de seguridad 
ciudadana por parte de las autoridades.

Fuentes de recursos 
Fondos - cuentas territoriales  

de convivencia y seguridad 
ciudadana FONSET

Relacionamiento entre   
las autoridades que tienen 
competencias en materia  
de seguridad ciudadana

1. Los ordenadores del gasto de los fondos cuenta 
territoriales de convivencia y seguridad ciudadana 
se acostumbraron a ejecutar estos recursos sin 
tener en cuenta proyectos de inversión que tuviesen 
relación con los PISCC. Muchas de las ejecuciones 
estaban  soportadas en solicitudes de las unidades 
desconcentradas de la fuerza pública relacionadas con 
el pago de gastos de funcionamiento.

2. El relacionamiento entre las autoridades territoriales 
y los comandantes de unidades desconcentradas 
territoriales de la fuerza pública se da más desde 
una lógica de instrumentalización de los recursos del 
ámbito local y seccional en atención al nivel nacional, 
logrando una inversión del principio de subsidiaridad – 
el ámbito local y seccional subsidia al ámbito nacional.

Uso real  
de los instrumentos  

de GTS

1. Afectación negativa respecto a la coherencia 
entre los diagnósticos de violencia e inseguridad 
que se elaboran en las entidades territoriales y las 
inversiones que se realizan para dar respuesta a los 
problemas públicos identificados. Básicamente, se 
realizan inversiones atendiendo más a los rubros que 
la normatividad dispone y no a los problemas que se 
deben atender.
2. Una ruptura  entre el tipo de inversiones que 
se realiza en las entidades territoriales cuando de 
seguridad ciudadana se trata y los ejes priorizados 
en la Política Nacional de Seguridad y Convivencia 
Ciudadana PNSCC.
3. Debido a los problemas de funcionamiento y a 
las limitaciones en capacidades que presentan las 
unidades desconcentradas de la fuerza pública y 
otras entidades del orden nacional, más que una 
preocupación por resolver los problemas públicos 
que afectan la seguridad ciudadana, existe un afán 
por apalancar recursos del ámbito seccional y local 
que contribuyan al funcionamiento, mejoramiento o 
desarrollo de capacidades de las entidades del orden 
nacional en el ámbito territorial.

(...viene)
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Además de las afectaciones específicas, existen 
unas de tipo general que afectan el funcionamien-
to del modelo de GTS, entre las que podemos des-
tacar:

La dispersión normativa que existe respecto a 
los instrumentos para la GTS ocasiona que algunas 
de estas se entrecrucen, colisionen o simplemente 
se amalgamen sin mayor claridad, situaciones que 
han generado apatía, poco interés y desatención 
en las autoridades territoriales, debido a que, a 
su juicio, es difícil entender el entramado norma-
tivo, no es fácil acceder a todas las disposiciones 
normativas de manera rápida y, además, algunas 
disposiciones no son comprensibles. Este descono-
cimiento y poco interés ha generado, a su vez, una 
despreocupación por el uso adecuado y efectivo 
de los instrumentos para la GTS, lo cual ocasiona 
que se considere que es la Policía Nacional, repre-
sentada por el comandante de la unidad territorial 
desconcentrada, la institución que no solo debe 
saber del tema, sino operarlo de manera unilateral.
•	 Es innegable reconocer que el éxito de los pro-

cesos de coordinación interinstitucional está 
determinado por el conocimiento, la experien-
cia y la capacidad real para promover trabajo 
colaborativo. “Para que la coordinación entre 
múltiples actores funcione, es indispensable 
entonces que los distintos involucrados no se 
vean a sí mismos como partes aisladas sino liga-
das a otros por algún nivel de interdependencia 
en torno a una materia o problemática en co-
mún” (Guerrero, 2011, p. 9). Pero la paradoja en 
estas materias es que “los alcaldes no saben de 
políticas públicas de seguridad ciudadana, pero 
sí saben de cómo hacer política con los asuntos 
de seguridad”, afirma un ex-Comandante de Es-
tación de Policía.

•	 Esta afectación tiene una manifestación espe-
cífica relacionada con la incomprensión, por 
parte de los alcaldes, de la calidad que ostentan 
como primera autoridad de policía, situación 
que ocasiona que en algunas oportunidades 
quieran convertirse en comandantes operati-
vos de la unidad territorial desconcentrada de 
la institución o, en su defecto, que consideren 
que el personal de la unidad debe atender órde-
nes unilaterales, sin el conducto del respectivo 
comandante y en algunas oportunidades con-
trarias a las disposiciones normativas. “…los 
alcaldes siempre quieren que uno no cierre los 
establecimientos donde ellos consumen licor, 
así el cierre de estos haya sido acordado con el 

secretario de gobierno”, afirma un ex-Coman-
dante de Estación de Policía.

•	 La posibilidad que existe de que las autoridades 
territoriales evalúen o valoren el trabajo de los 
comandantes de las unidades territoriales des-
concentradas de la Policía Nacional, de manera 
permanente, sin criterios claros y definidos pre-
viamente, ocasiona que se utilicen mecanismos 
como: llamadas a los superiores para descalifi-
car sin motivos objetivos el trabajo de los co-
mandantes o se ejerzan presiones. Hechos que 
generan traslados y llamados de atención, en 
palabras de algunos excomandantes.
“Los alcaldes califican mal al comandante por 
asuntos personales y lo hacen trasladar. Es pre-
ferible la amistad que el trabajo, para evitar 
complicaciones en la institución”.
“El peor error de un comandante es informar a 
los organismos de control sobre las irregulari-
dades, porque eso genera malestar y se dañan 
las poquitas relaciones que existen”.
“Los comandantes terminamos supeditados al 
servilismo que debemos tener con los alcaldes 
para poder sobrevivir”.
Hacer uso de los instrumentos para la gestión 

territorial de la seguridad ciudadana (GTS) y en es-
pecial aplicar las medidas relacionadas con el dere-
cho de policía es poco viable en ciertos municipios, 
debido a que las administraciones municipales no 
cuentan con la plataforma institucional para sopor-
tar los procedimientos administrativos, realizar los 
operativos y, en general, para desarrollar acciones 
en materia de seguridad ciudadana. Es tal la ausen-
cia de funcionarios, que algunos excomandantes 
de Policía identifican: “…los fines de semana son 
momentos en que sólo la Policía Nacional respon-
de por los municipios y en los que las autoridades 
brillan por su ausencia”.

Rutas de acción para incidir  
en la agenda pública

Teniendo en cuenta las inconsistencias identifica-
das, resulta indispensable hacer visible en la agen-
da política la necesidad de modificar las normativas 
para solucionar las inconsistencias e incorporar nue-
vas disposiciones que permitan innovar y dinamizar 
el modelo de GTS. Para alcanzar la incorporación en 
la agenda se identificaron tres posibles rutas de ac-
ción, que se describen a continuación.



127

IS
SN
 1
79
4-
31
08
. 
Re
v.
 c
ri
m.
, 
Vo
lu
me
n 
58
, 
nú
me
ro
 1
, 
en
er
o-
ab
ri
l 
20
16
, 
Bo
go
tá
, 
D.
 C
.,
 C
ol
om
bi
a

Gestión pública territorial de la seguridad ciudadana en Colombia. Análisis de las inconsistencias normativas y las afectaciones...

Modificar exclusivamente 
disposiciones de tipo 
reglamentario
Debido a la dificultad que reviste tramitar un pro-
yecto de ley en el Congreso de la República, que 
tenga como tema central la seguridad ciudadana, 
o en su defecto generar modificaciones en la re-
cientemente prorrogada Ley 418 de 1997 - Ley 1738 
de 2014, una primera opción consiste en proponer 
modificaciones en los decretos reglamentarios 
que versan sobre la composición, organización y, 
en general, los términos de funcionamiento de los 
consejos de seguridad y los comités territoriales de 
orden público, así como en aquellas disposiciones 
que mencionan parcialmente aspectos relaciona-
dos con el funcionamiento de las políticas integra-
les de seguridad y convivencia ciudadana, y los pla-
nes integrales en la materia en el ámbito territorial.

Esta opción es válida, aunque tiene como limi-
tación que no podrían modificarse aspectos que 
previamente hayan sido contemplados en leyes; 
tal es el caso del origen, funcionamiento, carácter 
presupuestal y demás aspectos relacionados con la 
existencia y funcionamiento de los Fonset.

La ventaja de intentar modificar solo los de-
cretos reglamentarios relacionados con algunos 
instrumentos de GTS es que su expedición corres-
ponde de manera específica al Presidente de la Re-
pública, en su calidad de responsable por el mante-
nimiento del orden público en Colombia.

Para lograr lo anterior existen varias instancias, 
a través de las cuales se puede presentar la peti-
ción formal al ejecutivo: el Ministerio del Interior, 

por ser la cartera responsable de los asuntos de 
seguridad ciudadana, es el canal privilegiado para 
presentar a consideración la modificación. El Con-
sejo de Seguridad Nacional y el Comité Operativo 
de Seguridad Nacional, que por la dinámica real 
que tienen abordan de manera permanente los 
asuntos relacionados con el orden público y la se-
guridad ciudadana. Y el Ministerio de Defensa Na-
cional, debido a que históricamente es la cartera 
que ha liderado el manejo estratégico de los asun-
tos de orden público y seguridad ciudadana.

Las tres instancias mencionadas resultan per-
tinentes para promover una reforma de las dis-
posiciones normativas que tienen relación con los 
instrumentos de coordinación y planeación en ma-
teria de seguridad ciudadana. Por vía reglamenta-
ria, los instrumentos de coordinación casi podrían 
ser modificados en su totalidad, razón por la cual 
resultaría pertinente evaluar la pertinencia de los 
dos espacios de coordinación especializados que 
existen: consejos de seguridad y comités territoria-
les de orden público, los tipos de consejos de segu-
ridad y la conformación y funciones de los mismos. 
Con relación a los instrumentos de planeación, se 
podrían realizar precisiones respecto a la razón  
de ser, las diferencias y el funcionamiento de dos de 
los instrumentos de planeación, políticas integra-
les de seguridad y convivencia ciudadana y planes 
integrales en la materia. Infortunadamente, por 
esta vía no se podrían hacer modificaciones sustan-
ciales al carácter y funcionamiento de los Fonset, 
solo modificar las disposiciones que se encuentran 
en decretos reglamentarios relacionadas con es-
tos, que son contrarias a normas superiores o que 
ya perdieron vigencia.

Ilustración 2. Posibles rutas de acción para incluir en la agenda pública la necesidad de ajustar las disposiciones 
normativas relacionadas con el modelo de GTS.

 Presionar
modificaciones de tipo

reglamentario para
solucionar algunas

inconsistencias

Modificaciones a la
Ley 1738 de 2014

Ministerio del interior Modificación previa a 2018 

Proceso de prorroga y 
reforma en el segundo

semestre del 2018

Iniciativa del Gobierno 
por vía legislativa

Iniciativa del 
Gobierno por vía

reglamentaria

Consejo de Seguridad 
Nacional

Ministerio de Defensa 
Nacional

Proponer la
concepción de un

Sistema Nacional de
Seguridad Ciudadana
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Modificaciones a la Ley 1738 
de 2014

Otra ruta es concentrar todos los esfuerzos en el 
proceso de prórroga y modificación de la Ley 1738 
de 2014, cuya vigencia es de cuatro años, de acuer-
do con lo dispuesto en el art. 8. Este camino, 
básicamente, tendría dos opciones que revisten 
igual complejidad. Primero, proponer una reforma 
de esta ley específica antes del plazo por el cual fue 
prorrogada; esto quiere decir, durante los años 2016 
o 2017. Y segundo, esperar hasta el 2018 para propo-
ner los cambios específicos que, además, tendrían la 
particularidad de poner en discusión cuatro artícu-
los que fueron declarados la última vez con carácter 
permanente.

En caso de que se acogiera la primera opción, 
sería necesario tener presentes varios aspectos: pri-
mero, promover la reforma a una ley que se viene 
prorrogando desde el año 1998 no resulta tan fácil 
políticamente, debido a la complejidad de los temas 
que contiene este corpus normativo, y en especial a que 
no es de interés del Gobierno someter a discusión 
ciertos temas en pleno proceso de paz. Segundo, 
poner todas las expectativas de modificación de las 
disposiciones normativas en un proceso que pasa 
por el legislativo tiene sus puntos a favor y en con-
tra, toda vez que son muchos los intereses que pue-
den generar estas disposiciones, situación que hace 
difícil identificar previamente el sentido de las po-
nencias o el desenlace de los debates, tanto en las 
comisiones como en las plenarias. Tercero, resultaría 
difícil políticamente convencer a los congresistas de 
que un conjunto de disposiciones que el Gobierno 
solicitó a finales del 2014 que fueran declaradas per-
manentes, debido a su trascendencia para el manejo 
del orden público, ahora se considere que deben ser 
revaluadas, cuando por muchos años fueron mínimas 
las modificaciones y, por el contrario, el texto de la 
norma da cuenta de una enorme continuidad.

Proponer la concepción  
de un Sistema Nacional  
de Seguridad Ciudadana

La tercera ruta resulta más novedosa y ambi-
ciosa, porque permitiría incorporar cambios  
para resolver las inconsistencias y sería el camino para 
concebir un nuevo sistema nacional de seguridad 
ciudadana, que tenga entre sus componentes más 
importantes los instrumentos para la GTS. En este 

sentido, esta iniciativa tendría como finalidad inva-
lidar las anteriores disposiciones normativas y cons-
truir un nuevo conjunto de disposiciones que sea 
más consecuente con las realidades territoriales, la 
nueva organización de la rama ejecutiva, el funcio-
namiento de ciertas entidades del orden nacional y, 
por supuesto, el contexto real de seguridad y orden 
público que se vive en ciertas regiones del país. Tra-
mitar una propuesta en este sentido puede darse 
por dos caminos: vía legislativa o reglamentaria.

Discusión

Analizar y sistematizar en seis categorías las incon-
sistencias que se presentan en la normativa que re-
gula la existencia de algunos de los instrumentos del 
modelo de GTS se constituye en el primer insumo 
para que las autoridades del ámbito nacional, com-
petentes en la materia, consideren la posibilidad de 
realizar ajustes y modificaciones que contribuyan a 
subsanar las mismas.

El hecho de que a la fecha persistan tantas incon-
sistencias en las disposiciones normativas, pese a las 
múltiples posibilidades que han existido para subsa-
narlas, da cuenta de: a) la inexistencia de un único 
enfoque en su concepción y desarrollo por parte del 
orden nacional; b) falta de técnica reglamentaria y 
capacidad de autocorrección, y c) la distancia que 
ha existido entre la forma como se ha concebido 
gran parte del modelo y las realidades territoriales 
en la materia.

Resulta sorprendente que aunque el modelo 
contiene un conjunto de instrumentos a partir de 
los cuales las autoridades territoriales podrían abor-
dar de manera más efectiva los problemas de vio-
lencia y delincuencia debido a las inconsistencias, 
en muchas oportunidades este ha dejado de ser el 
medio para convertirse en el fin. Esto quiere decir 
que las autoridades parecieran estar más preocu-
padas por tener actas de reuniones de consejos de 
seguridad y comités de orden público, ejecutar re-
cursos en rubros no acordes con sus necesidades y 
formular documentos de política con bajos niveles 
de implementación, antes que en resolver los pro-
blemas públicos reales que afectan a los ciudadanos 
en materia de seguridad.

Las inconsistencias relacionadas con la plata-
forma institucional requieren una rápida solución, 
porque dificultan el funcionamiento de ciertas ins-
tituciones y generan problemas de sinergia. Las que 
dan cuenta de la colisión o conflicto entre disposi-
ciones normativas y las de denominación y forma 
deben ser solucionadas, porque pueden aumentar 
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los costos de transacción en el funcionamiento del 
Estado y se convierten en vacíos o contradicciones 
jurídicas que pueden ocasionar demandas. Las que 
tienen relación con la confusión entre la concepción 
de ciertos instrumentos y las de carácter técnico 
requieren soluciones que denoten capacidad de in-
novación, flexibilidad, pero sobre todo, que contri-
buyan al funcionamiento armónico del modelo de 
cara al resto de la gestión pública y procesos com-
plejos, como la descentralización y la moderniza-
ción del Estado.

La solución a las inconsistencias descritas por sí 
sola no va a generar un funcionamiento perfecto del 
modelo, porque, como se mencionó al comienzo, 
existen más factores estructurales y coyunturales 
que condicionan el funcionamiento del GTSmismo, 
pero indiscutiblemente brindará las claridades ne-
cesarias a las autoridades competentes, permitirá 
la simplificación funcional de los instrumentos en 
ciertos casos, al punto de propiciar una relación vir-
tuosa entre los mismos, que contribuirá a una mejor 
aproximación del Estado a los problemas de violen-
cia y delincuencia.
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rollo municipal. México: UNAM.

Roth, A. (2002). Políticas públicas. Formulación, im-
plementación y evaluación. Bogotá: Edicio-
nes Aurora.

Vargas, A. & García, V. (2008). Seguridad ciudadana 
y gasto público: reflexiones sobre el caso 
colombiano. América Latina Hoy, 50: 37-51.

Referencias normativas

Constitución Política de Colombia (1991).
Colombia, Congreso de la República, Ley 62 (1993, 

12 de agosto). “Por la cual se expiden nor-
mas sobre la Policía Nacional, se crea un es-
tablecimiento público de seguridad social y 
bienestar para la Policía Nacional, se crea la 
Superintendencia de Vigilancia y Seguridad 
Privada y se reviste de facultades extraor-
dinarias al Presidente de la República”. En 
Diario Oficial, N.º 40.987, de agosto 12 de 
1993, Bogotá.

Colombia, Congreso de la República, Ley 418 (25 de 
diciembre de 1997). “Por la cual se consa-
gran unos instrumentos para la búsqueda 
de la convivencia, la eficacia de la justicia y 
se dictan otras disposiciones”. En Diario Ofi-
cial, N.º 43.201, del 26 de diciembre de 1997, 
Bogotá.

Colombia, Congreso de la República, Ley 489 (29 de 
diciembre de 1998). “Por la cual se dictan 
normas sobre la organización y funciona-
miento de las entidades del orden nacional, 
se expiden las disposiciones, principios y 
reglas generales para el ejercicio de las atri-
buciones previstas en los numerales 15 y 16 
del artículo 189 de la Constitución Política y 
se dictan otras disposiciones”, en Diario Ofi-
cial N.º 43.464 del 30 de diciembre de 1998, 
Bogotá.

Colombia, Congreso de la República, Ley 548 (23 de 
diciembre de 1999). “Por medio de la cual 
se prorroga la vigencia de la Ley 418 del 
26 de diciembre de 1997 y se dictan otras 
disposiciones”, en Diario Oficial N.º 43.827. 
Diciembre 23 de 1999, Bogotá.

Colombia, Congreso de la República, Ley 782 (23 de 
diciembre de 2002). “Por medio de la cual 
se prorroga la vigencia de la Ley 418 de 
1997, prorrogada y modificada por la Ley 
548 de 1999 y se modifican algunas de sus 
disposiciones”, en Diario Oficial N.º  45.043 
de diciembre 23 de 2002, Bogotá.

Colombia, Congreso de la República, Ley 1106 (22 
de diciembre de 2006). “Por medio de la 



130

IS
SN
 1
79
4-
31
08
. 
Re
v.
 c
ri
m.
, 
Vo
lu
me
n 
58
, 
nú
me
ro
 1
, 
en
er
o-
ab
ri
l 
20
16
, 
Bo
go
tá
, 
D.
 C
.,
 C
ol
om
bi
a

Luis Ernesto García Hernández; Claudia Patricia Gómez Rojas; Yofre Luis Cortés Vargas

cual se prorroga la vigencia de la Ley 418 
de 1997, prorrogada y modificada por la Ley 
548 de 1999, la Ley 782 de 2002, y se modifi-
can algunas de sus disposiciones”, en Diario 
Oficial N.º 46.490 de diciembre 22 de 2006, 
Bogotá.

Colombia, Congreso de la República, Ley 1386 (21 
de mayo de 2010). “Por la cual se prohíbe 
que las entidades territoriales deleguen, 
a cualquier título, la administración de los 
diferentes tributos a particulares y se dic-
tan otras disposiciones”, en Diario Oficial 
N.º 47.716 de mayo 21 de 2010, Bogotá.

Colombia, Congreso de la República, Ley 1421 (21 de 
diciembre de 2010). “Por medio de la cual 
se prorroga la Ley 418 de 1997, prorrogada 
y modificada por las Leyes 548 de 1999, 782 
de 2002 y 1106 de 2006”, en Diario Oficial N.º 
40.958 de julio 22 de 1993, Bogotá.

Colombia, Congreso de la República, Ley 1551 (6 de 
julio de 2012). “Por la cual se dictan nor-
mas para modernizar la organización y el  
funcionamiento de los municipios”, en  
Diario Oficial N.º 48.483 del 6 de julio de 
2012, Bogotá.

Colombia, Congreso de la República, Ley 1738 (18 de 
diciembre de 2014). “Por medio de la cual 
se prorroga la Ley 418 de 1997, prorrogada 
y modificada por las Leyes 548 de 1999, 782 
de 2002, 1106 de 2006 y 1421 de 2010”, en 
Diario Oficial N.º 49.369 de diciembre 18 de 
2014, Bogotá.

Colombia, Congreso de la República, Ley 1753 (9 de 
junio de 2015). “Por la cual se expide el Plan 
Nacional de Desarrollo 2014-2018, ‘Todos 
por un nuevo país’ ”, en Diario Oficial N.º 
49.538 de 9 de junio de 2015, Bogotá.

Colombia, Presidencia de la República, Decreto 2615 
(1991, 19 de noviembre). “Por el cual se reor-

ganizan los Consejos Departamentales de Se-
guridad y el Consejo de Seguridad del Distrito 
Capital; se crean los Consejos Regionales de 
Seguridad y los Consejos Metropolitanos 
de Seguridad; se faculta a los gobernadores 
para autorizar u ordenar la conformación de 
Consejos Municipales de Seguridad y se crean 
los Comités de Orden Público”.

Colombia, Presidencia de la República, Decreto 399 
(14 de febrero de 2011). “Por el cual se es-
tablece la organización y funcionamiento del 
Fondo Nacional de Seguridad y Convivencia 
Ciudadana y los Fondos de Seguridad de las 
Entidades Territoriales y se dictan otras dis-
posiciones”.

Colombia, Presidencia de la República, Decreto 577 
(2 de marzo de 2011). “Por el cual se modifica 
el artículo 12 del Decreto 399 de 2011”.

Colombia, Presidencia de la República, Decreto 1066 
(26 de mayo de 2015). “Por medio del cual 
se expide el Decreto Único Reglamentario del 
Sector Administrativo del Interior”.

Colombia, Corte Constitucional, Sentencia C-617/02. 
Demanda de inconstitucionalidad en contra 
de los artículos 2, 6, 16, 22, 23, 24, 27, 29, 30, 
39, 42, 56, 57, 60, 64, 72, 74, 76, 88, 111, par-
ciales, de la Ley 715 de 2001, “Por la cual se 
dictan normas orgánicas en materia de re-
cursos y competencias de conformidad con 
los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legisla-
tivo 01 de 2001) de la Constitución Política y 
se dictan otras disposiciones para organizar 
la prestación de los servicios de educación y 
salud, entre otros”. Bogotá, D. C., 8 de agos-
to de 2002.

Colombia, Corte Constitucional. Sentencia C-891/12. 
“Demanda de inconstitucionalidad contra el 
inciso cuarto del parágrafo del artículo 8.º de 
la Ley 1421 de 2010”. Bogotá, 31 de octubre 
de 2012.



131ISSN 1794-3108. Rev. crim., Volumen 58, número 1, enero-abril 2016, pp. 131-157, Bogotá, D. C., Colombia

Fecha de recepción: 2016/02/03  Fecha concepto evaluación: 2016/03/23  Fecha de aprobación: 2016/03/28

Microextorsión en Colombia: 
caracterizando el delito desde Medellín, 
Cartagena y Bogotá*, 2011-2014

María Jimena Peñalosa Otero
Abogada, Mg. Seguridad y Defensa Nacionales.

Investigadora Criminológica - Observatorio del Delito,
Dirección de Investigación Criminal e INTERPOL,

Bogotá, D. C., Colombia.
maria.penalosa1473@correo.policia.gov.co

Ervyn Norza Céspedes
Capitán de la Policía Nacional de Colombia.

Doctorando en Ciencia Política - Universidad de los Andes.
Investigador Criminológico - Observatorio del Delito,

Dirección de Investigación Criminal e INTERPOL,
Bogotá, D. C., Colombia.

ervyn.norza@correo.policia.gov.co

Para citar este artículo / To reference this article / Para citar este artigo: Norza, E. & Peñalosa, M. (2016). Microextorsión en 
Colombia: caracterizando el delito desde Medellín, Cartagena y Bogotá, 2011-2014. Revista Criminalidad, 58 (1): 131-157.

Micro-extortion in Colombia: characterizing crime from Medellin, 
Cartagena and Bogota, 2011-2014

Resumen
Este artículo hace parte de la serie de publicaciones de la 
línea de investigación titulada Factores psicosociales y demo-
gráficos influyentes en la microextorsión, cuyo objetivo fue 
identificar componentes psicosociales y demográficos en las 
víctimas y victimarios en las ciudades de Medellín, Cartagena 
y Bogotá, que pueden precipitar el ilícito. Se planteó una in-
vestigación exploratoria descriptiva con enfoque mixto, apli-
cando entrevistas semiestructuradas a víctimas, victimarios 
e investigadores judiciales, para generar un modelo de ciclos 
causales a través de la lógica del pensamiento sistémico. Los 
resultados indicaron que, en promedio, los victimarios suelen 
ser jóvenes entre 18 y 25 años, son vulnerables a la influencia 
de terceros, tienen niveles mínimos de escolaridad, están ubi-
cados en sectores con condiciones sociales desfavorables, es-
casa ocupación laboral y remuneración exigua, en entornos 
familiares disfuncionales, para quienes la microextorsión es el 

primer delito que cometen. Las víctimas, en promedio, tienen 
un rango de edad entre los 42 y los 49 años, son laboralmente 
productivas, tienen familias funcionales y estables, a quienes 
los victimarios utilizan para direccionar la amenaza, están ubi-
cadas en estrato socioeconómico medio-bajo, cuentan con 
niveles de educación intermedia y estilos de vida rutinarios, 
con valores y relaciones sociales apropiados. Finalmente, el 
componente económico es la variable que media en la ite-
ración sistémica, y el mantenimiento de la microextorsión 
por largo tiempo conforme un juego entre el victimario y 
la víctima, en donde el primero identifica la amenaza como 
un mecanismo efectivo para constreñir a la víctima, lo cual 
constituye un ciclo que se refuerza por el pago periódico, que 
impulsa una nueva amenaza. Este juego se sostiene debido 
al bajo riesgo percibido por el victimario para su captura y la 
facilidad del ilícito en cuanto al esfuerzo requerido.

Micro-extorsão na Colômbia: caracterização do crime        
de Medellín, Cartagena e Bogotá, 2011-2014
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Abstract
This article makes part of the series of publications belonging 
in the research line titled Influential psychosocial and demo-
graphic factors in micro-extortion, the objective of which was 
to identify in both victims and victimizers, in the cities of Me-
dellin, Cartagena and Bogota, those psychosocial and demo-
graphic components likely to precipitate crime.  A descriptive 
exploratory research with a mixed approach was outlined by 
applying semi-structured interviews to victims, offenders and 
judicial investigators in order to create a causal cycle model 
through the logic of systemic thinking. The results showed 
that, on average, perpetrators usually are young individuals 
between 18 and 25 years of age, with minimum schooling 
levels, vulnerable to the influence of third parties, located 
in sectors of unfavorable social conditions, poor labor op-
portunities and exiguous remunerations, and living within 
dysfunctional family environments for whom the so-called 
“micro-extortion” method is the first crime they dare to com-
mit. On average, victims are within the age range between 

42 and 49 years. In labor terms, they usually are productive 
individuals with functional and stable families that perpetra-
tors generally choose as targets to address their threats; they 
belong to low-middle income socioeconomic strata, with 
intermediate levels of education, a routinary life style with 
upright values and proper social relationships. Finally, the 
economic component is the variable intervening in systemic 
iteration, and maintaining the micro-extortion process for a 
long period of time shapes some sort of game between the 
offender and the victim, where the former identifies threat 
as an efficient and effective mechanism designed to constra-
in the latter, in this manner giving rise to a cycle that can be 
reinforced by periodical payments serving to encourage new 
threats. Sustaining this game relies upon the low degree of 
danger or risk perceived by the perpetrator with respect to 
the likelihood of being caught, this added to the easiness of 
this kind of crime as far as efforts required are concerned.

Key words

Extortion, victim, criminal/offender/delinquent, crime/offense, security, safety (Source: Tesauro de política criminal 
latinoamericana - ILANUD).

Resumo
Este artigo faz parte da série das publicações da linha da in-
vestigação intitulada Os fatores psicossociais e demográficos 
que influenciam a micro-extorsão, cujo objetivo era identifi-
car componentes psicossociais e demográficos nas vítimas 
e vitimários nas cidades de Medellín, Cartagena e Bogotá, 
que pode precipitar a atividade ilícita. Uma investigação ex-
ploratória descritiva com um enfoque misturado é apresen-
tada, aplicando entrevistas semiestruturadas às vítimas, viti-
mários e investigadores judiciais, para gerar um modelo de 
ciclos causais através da lógica do pensamento sistêmico. Os 
resultados indicaram que, na média, os vitimários são geral-
mente jovens entre 18 e 25 anos, são vulneráveis à influência 
de terceiros, têm níveis mínimos de escolaridade, ficam em 
setores com condições sociais desfavoráveis, escassa ativida-
de laboral e remuneração exígua, em ambientes familiares 
disfuncionais, para quem a micro-extorsão é o primeiro crime 

que cometem. As vítimas, na média, têm uma faixa de idade 
entre os 42 e os 49 anos, são produtivas, têm famílias funcio-
nais e estáveis, e os vitimários utilizam elas para a direcionar a 
ameaça. Ficam em um estrato socioeconômico média baixa, 
têm níveis de ensino médio e estilos rotineiros de vida, com 
valores e relações sociais apropriadas. Finalmente, o compo-
nente econômico é a variável que medeia na iteração sistê-
mica, e a manutenção da micro-extorsão por longo tempo 
conforma um jogo entre o vitimário e a vítima, onde o pri-
meiro identifica a ameaça como um mecanismo eficaz para 
constranger a vítima, que constitui um ciclo que é reforçado 
pelo pagamento periódico, que impulsa uma ameaça nova. 
Este jogo sustém-se devido ao baixo risco percebido pelo vi-
timário para sua captação e a facilidade da atividade ilícita a 
respeito do esforço requerido.

Palavras-chave

Extorsão, vítima, delinquente, crime, segurança (fonte: Tesauro de política criminal latinoamericana - ILANUD).

Palabras clave

Extorsión, víctima, delincuente, delito, seguridad (fuente: Tesauro de Política Criminal Latinoamericana - ILANUD).
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Introducción
En 1927 Gordon Hostetter, en los Estados Unidos, 
propuso una conceptualización de la extorsión, de-
finiéndola inicialmente dentro del “racketeering” y 
entendiéndola como un “esquema por el cual los 
parásitos humanos se insertan en la industria de 
otros, encontrando la forma de lucrarse de los resul-
tados de la actividad económica de los demás, man-
teniendo su control por intimidación, la fuerza y el 
terrorismo (Hostetter & Beesley, 1929, pp. 37-41)”. 
Sin embargo, el entendimiento de la extorsión se ha 
logrado ampliar en otros componentes, que permi-
ten evidenciar en este tipo de fenómeno la misma 
lógica de un sistema en el cual existen actores e in-
teracciones entre los mismos, que lo refuerzan o lo 
debilitan (Cohen, 2003; Gambetta, 1993).

En consecuencia, algunos investigadores han 
propuesto tres variables de interacción principal 
en este fenómeno criminal: a) la estructura organi-
zativa del grupo criminal, que adopta la extorsión 
dentro de un aspecto de crimen organizado; b) la 
fuerte presencia y control territorial a nivel local, y 
c) la relación simbiótica entre la víctima y el victima-
rio (Joint Research Centre on Transnational Crime, 
2008).

Por tanto, al observar el funcionamiento de la 
extorsión como un sistema propio de una estruc-
tura con asignación de funciones, se asocia direc-
tamente con la delincuencia organizada (Albanese 
2002; Konrad y Skaperdas, 1998). Esta asociación, 
que se inicia con la propuesta de Schelling en el 
año 1967 y que en el 2008 es ampliada a través de 
un estudio realizado por la “Joint Research Centre 
on Transnational Crime” en todos los países de la 
Unión Europea, propuso la injerencia de una es-
tructura organizada de actividades criminales, re-
lacionadas con mercados monopolísticos ilegales, 
quienes usan la violencia (o amenaza de violencia, 
sinónimo de protección) como instrumento de 
constreñimiento para obtener una ganancia en su 
mayoría de orden económico.

En efecto, la extorsión se caracteriza por una 
relación entre víctima y victimario que ha sido ex-
plicada desde tres líneas. La primera, definida como 
relación depredadora, cuando el pago es exigido 
y realizado en una sola ocasión. Sigue de una rela-
ción parasitaria, en la cual el victimario exige y logra 
mantener largos pagos por periodos de tiempo pro-
longados, y la simbiótica, cuando tanto la víctima y 
el victimario, en una relación prolongada, obtienen 

beneficios para cada uno de ellos1  (Joint Research 
Centre on Transnational Crime, 2008).

Asimismo, una característica esencial en la comi-
sión de este delito es la fluctuación dependiente del 
contexto social y económico, en el cual, acorde con 
el escenario en que se presenta, se transforma en 
un delito fácil de cometer, o complejo por el nivel de 
especialización e inversión requerido por el victima-
rio (Monzini, 1993). Dicho de otra manera, para el 
delincuente puede representar una inversión eleva-
da o mínima, dependiendo de la víctima y el contex-
to seleccionado (Paoli, 2003; Gambetta, 1993).

Dentro de este contexto, para el caso colombia-
no la extorsión cobró protagonismo a principios del 
año 2000, como fuente de financiación de grupos 
armados organizados al margen de la Ley (guerrilla 
y autodefensas), que desplazaron y superaron el se-
cuestro en los registros administrativos delictuales 
(vid. gráfica 1). En tal sentido, según la criminodiná-
mica de las ultimas décadas en Colombia, parecie-
ra que las estructuras de criminalidad organizada 
(guerrilla y autodefensas) encontraron en la extor-
sión un nuevo recurso lucrativo para su economía 
criminal, al obtener dividendos para financiar dicha 
estructura mediante una actividad criminal con faci-
lidad en su comisión dentro de la guerra (Ballentine 
& Nitzschke, 2005).

Entre los años 2000 y 2014 se reportaron 32.209 
víctimas de extorsión en el territorio nacional, en 
contraposición con 17.067 víctimas por secuestro 
(vid. gráfica 1), sin contar con los casos que no fue-
ron denunciados y las secuelas ocasionadas a sus 
familias, la sociedad y el país en los ámbitos socioe-
conómicos, políticos y culturales.

No obstante, en los ultimos cinco años se ha ob-
servado mutación de la extorsión a otras formas, 
determinadas por microterritorios y cuantías econó-
micas a pequeña escala exigidas por los extorsiona-
dores; esto apunta a una nueva forma del crimen de 
alto impacto a la seguridad y convivencia ciudadana, 
denominada “microextorsión”, que viene afectan-
do diferentes estamentos de la sociedad colombia-
na, en particular la vida cotidiana de comerciantes, 
tenderos, transportadores y agricultores, en la cual 
los delincuentes no siempre hacen parte de una es-
tructura organizada. Este fenómeno se intenta ex-
plicar a través de esta investigación.

1	 En este tipo simbiótico suele ser común la comisión de un delito o una 
actividad ilícita por parte de la persona extorsionada, a quien el extor-
sionador logra establecer una relación lucrativa coaccionándola.
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Análisis criminológicos realizados desde el Ob-
servatorio del Delito de la DIJIN han permitido con-
figurar la microextorsión cuando se realiza un pago 
periódico de dinero que no sobrepasa un salario 
mínimo2, lo cual motiva la mentalidad criminal a pro-
longar y mantener en el tiempo la intimidación a tra-
vés de la amenaza; acentúa a largo plazo el miedo 
que conlleva secuelas en el ámbito emocional, per-
sonal y familiar de la víctima; influye negativamente 
en la conciencia, aprendizaje, desarrollo de la per-
sonalidad y relaciones de interacción de la víctima 
y su núcleo familiar con los demás, y transgrede 
derechos personalísimos asociados con el bienestar 

(seguridad, libertad, autonomía, integridad, salud y 
patrimonio económico).

De acuerdo con la tendencia en la modalidad de 
la extorsión, según boletines internos de la DIASE 
(Dirección Antisecuestro y Extorsión de la Policía 
Nacional de Colombia), el número de registros ad-
ministrativos delictuales está fluctuando rápida-
mente. En contraste, al revisar las características 
de los victimarios, se observa un posicionamiento, 
hacia el año 2010, como fuente de financiación de 
organizaciones delincuenciales, con 92 registros, in-
crementándose a 295 en el 2011, 355 en el 2012, 501 
en el 2013 y 255 en el 2014 (vid. tabla 1).

Gráfica 1.  Evolución de la extorsión, el secuestro extorsivo y el secuestro simple, 2000 al 2014
Fuente: Dirección Antisecuestro y Antiextorsión [DIASE], 2015

Tabla 1   
Modalidades delincuenciales de la extorsión, definidas por los analistas de 
la Dirección Antisecuestro y Antiextorsión (DIASE)

Modalidad de la extorsión Año 2012 Año 2013 Año 2014 Histórico  
2012-2014

Clásica 1.671 3.698 3.888 9.257
Microextorsión 355 501 255 1.111

Devolución de bienes 101 160 128 389

Carcelaria 89 266 419 774

Información íntima 55 123 165 343
Devolución de 
documentos 42 57 34 133

Vacuna 3 0 0 3

TOTAL 2.316 4.805 4.889 12.010

Fuente: DIASE, 2015	

2	 El Código Penal Colombiano, en su art. 268, referido a las circunstancias de atenuación punitiva común a todas las conductas que afectan el patrimonio 
económico, hace referencia a la microextorsión, siendo el marco legal para su tratamiento actual: las penas señaladas en los capítulos anteriores del 
Código Penal, se disminuirán de una tercera parte a la mitad cuando la conducta se cometa sobre cosa cuyo valor sea inferior a un salario mínimo legal 
mensual, siempre que el agente no tenga antecedentes penales y no haya ocasionado grave daño a la víctima, atendida su situación económica (2000, 
Ley 599, art. 268). Por disposición del Decreto 2552 de 2015, el salario mínimo mensual legal vigente para el año 2016 quedó estipulado en 689.455 
pesos.
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Debido a este panorama, la microextorsión 
fue incluida como uno de los desafíos asociados a 
la coyuntura criminal del país dentro de la Política 
Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana 
(Departamento Nacional de Planeación, 2011), que 
protagoniza una de las estrategias del Plan Integral 
Policial para la Seguridad del Ciudadano Corazón 
Verde, denominada Estrategia Integral contra la Ex-
torsión en Menor Cuantía, que busca contribuir a la 
disminución del ilícito a través de la desarticulación 
de organizaciones delincuenciales dedicadas a este 
flagelo y la lucha contra los delitos conexos que ayu-
dan a su financiación.

Por lo anterior, al revisar los estudios y explica-
ciones académicas sobre la microextorsión, que 
lograran fundamentar la estrategia de la Policía 
Nacional frente a este fenómeno, se encontraron 
pocos documentos especializados en el tema, pues 
la mayoría se centra en la extorsión. Esta situación 
impulsó la necesidad de generar conocimiento cien-
tífico específico, y en particular individualizar, desde 
el ámbito preventivo, posibles factores de riesgo en 
víctimas y victimarios, que hagan más proclive su 
ejecución.

En efecto, centrarse en los factores de riesgo 
obedece a la línea criminológica que trata de en-
tender la conducta criminal y el delito, detallando 
la relación existente entre la delincuencia y la 
victimización. Es decir, entendiendo que el papel 
desempeñado por los victimarios y las víctimas no 
es incompatible, en razón de la existencia de una 
correlación que puede estar determinada por la pre-
sencia de factores en uno y otro, predisponentes 
o precipitantes de posibles victimarios, víctimas y 
del delito (Landrove, 2012; Rodríguez, 2012; Fattah, 
2014).

La presencia de estos factores permite explicar 
una mayor propensión al ilícito, desde su escogen-
cia, planificación, ejecución y persistencia, siguiendo 
los parámetros de la Teoría Integradora de la Crimi-
nalidad, que soportaría la microextorsión como el 
resultado de la interacción entre el individuo y su 
entorno, marcados por la existencia de predispo-
nentes (entendidos como características de orden 
social, ambiental y formal), y dentro de estos, facto-
res demográficos y psicosociales en víctimas y victi-
marios, que precipitan el injusto penal (Farrington, 
2005).

Sumado a ello, y a raíz de la identificación de es-
tas condiciones relevantes en el criminal y la vícti-
ma, no solo es factible entender la conducta de los 
actores y el delito, sino que a partir de la conjunción 
o relación intrínseca de estos componentes se pue-
den denotar las principales causas que predisponen 

y precipitan el ilícito, y las consecuencias que se ge-
neran, lo cual impulsa ciclos de realimentación que 
en la lógica del “pensamiento sistémico3” estructu-
ran el ciclo delincuencial de la microextorsión, sobre 
la base teórica del diseño de un “Modelo de Sistema 
Dinámico del Crimen”. En otras palabras, el análisis 
de los fenómenos pensados como interacciones sis-
témicas, centra la comprensión del comportamien-
to del sistema (microextorsión para nuestro caso), 
entendiendo los ciclos de realimentación en cada 
una de sus variables que lo generan o lo mantienen 
(Olaya, 2009, 2010; Olaya & Rodríguez, 2011; Forres-
ter, 1987).

Por tanto, según Olaya (2009, 2010), el entender 
un fenómeno como un conjunto de variables que se 
interrelacionan a través de sistemas, permite inferir 
que existen actores dentro de los mismos que de-
ben tomar decisiones, y la dinámica entre ellos pro-
duce relaciones lineales, no lineales y estructuras de 
realimentación, las cuales, al ser comprendidas con 
una visión sistémica, enmarcan el delito como una 
red o sistema multicausal que induce posibilidades 
de resultado en escenarios delictuales.

Visto de esta manera, el delito es producto de la 
racionalidad, en el que la búsqueda de las causas, 
entendidas como los factores que predisponen o 
precipitan el ilícito, constituyen eje central para 
combatirlo, siendo la ingeniería criminológica una 
herramienta eficaz que coadyuva a explicar, a través 
del modelamiento de una red multicausal (Useche, 
2011), la microextorsión como producto de estructu-
ras que conectan causas y consecuencias.

En este contexto, la investigación aquí presen-
tada indaga, con un enfoque sistémico, sobre los 
principales factores de riesgo en las víctimas y vic-
timarios, que harían más proclive la microextorsión; 
a su vez, cobra relevancia como valor agregado el 
planteamiento del ciclo delincuencial, al confluir los 
focos de riesgo precipitantes y predisponentes que 
se interrelacionan, y que al identificarse podrían ser 
útiles para minimizar el punible.

Por lo expuesto, se partió de dos preguntas de 
investigación. La primera definida en: ¿cómo inciden 
en la microextorsión los factores psicosociales y 
demográficos presentes en víctimas y victimarios?, 
y la segunda operacionalizada en: ¿cómo entienden 
este delito los actores inmersos en el sistema delic-
tivo de la microextorsión?

3	 El análisis de los fenómenos pensados como interacciones sistémicas, 
se centra en la comprensión del comportamiento del sistema (delito 
para nuestro caso), entendiendo los ciclos de realimentación en cada 
una de sus variables que generan o mantienen el sistema.
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Para cumplir con los objetivos y dar respuesta a 
los interrogantes planteados, se expone una breve 
reseña de la evidencia empírica encontrada, par-
tiendo de cómo se entiende la microextorsión, para 
después centrarse en el ilícito como un sistema mul-
ticausal, en el que confluyen factores que pueden 
predisponer la comisión del ilícito como variables 
que interactuaron en el presente estudio4, resaltan-
do dentro de esta última la amenaza como medio 
empleado, y la motivación económica como causa 
preponderante.

1. La microextorsión y los factores 
predisponentes o precipitantes
Disímiles estudios han documentado la extorsión, 
y soportan su existencia en la presencia y control 
de grupos delincuenciales en una zona geográfica 
determinada, que los lleva a cometer el delito de 
manera rutinaria o esporádica; a esto se suma la re-
lación que se genera entre víctimas y agresores du-
rante el tiempo corto o prolongando en que tiene 
lugar la amenaza y el pago ilícito (Pérez, Vélez, Vélez 
& Rivas, 2014).

En lo que atañe a la microextorsión como una 
forma de extorsión rutinaria, los estudios son limita-
dos, pero al unificarse diferentes maneras de abor-
darla en Colombia, es posible describirla como el 
cobro periódico de dinero en pequeñas cantidades 
a cambio de algún servicio, como: a) dejar trabajar; 
b) permitir la libre movilidad, y c) brindar protección 
o no causar daño; el delito se enmarca en el inter-
cambio económico con la víctima, en compensación 
de la promesa de proteger su integridad física y acti-
vidad comercial por parte de la delincuencia común 
(Serge, Norza & Ruiz, 2012; Rivas, 2014; Cubides, 
2014).

Su asocio con la presencia de alguna estructura 
delincuencial denota la existencia de factores pre-
cipitantes para la aparición de la microextorsión y 
otros ilícitos, que junto con otras variables, como 
la presencia de pandillas juveniles, el expendio de 
droga, trabajo sexual, consumo de alcohol, precaria 
situación social y deterioro físico de los barrios, ayu-
da a explicar la violencia y la criminalidad (Cubides, 
2014).

En cuanto a la presencia de factores de riesgo, 
estudios empíricos han documentado su relación 
con el aumento de la posibilidad de desarrollar una 
conducta delictiva (Fattah, 2006/2014), resaltando 
aquellos que han asociado el delito como el resul-

tado de la decisión racional del individuo, motivado 
por la confluencia de factores económicos, psicoso-
ciales y políticos, que involucran la esfera personal 
de cada sujeto y su interacción con el medio en el 
que se desenvuelven (Salazar, Torres, Reynaldos, 
Figueroa & Araiza, 2011; Myres, 2012; Andrade, 2015; 
Di Genaro, 2016).

Acorde con ello, se han clasificado factores o 
predictores de riesgo individuales y sociales, estáti-
cos y dinámicos, los cuales denotan aquellas varia-
bles que pertenecen al pasado del individuo y que 
no pueden modificarse, y las susceptibles de cam-
bio, interactuando en igual medida el entorno social 
y cultural en el que se desenvuelve el sujeto (Redon-
do & Pueyo, 2007; Andrews & Bonta, 2010).

En el mismo plano unas y otras cobran rele-
vancia, ya que previa identificación de los factores 
predisponentes del delito, se podrán enfocar las 
medidas preventivas, con miras a evitar el inicio 
de carreras delictuales, y la intervención y resocia-
lización de la conducta criminal para evitar la rein-
cidencia una vez que se ha materializado el ilícito, 
máxime que acorde con la literatura encontrada, la 
confluencia de múltiples factores, que involucran  
la esfera personal de cada individuo y su interacción 
con el medio en el que se desenvuelven, es la que 
precipitaría la conducta criminal y el delito.

Entre los disímiles factores que han sido co-
rrelacionados en diferentes investigaciones, para 
soportar esta precipitación al delito en los victima-
rios, sobresalen las zonas carentes de condiciones 
socioeconómicas favorables, el consumo de dro-
gas, marginación del entorno, situación económica 
familiar insuficiente, vivir con los padres, presencia 
de maltrato familiar, familias desestructuradas y dis-
funcionales, falta de control parental y ausencia de 
apoyo familiar, niveles educativos bajos, deserción 
o fracaso escolar e inexperiencia laboral coligada a 
trabajos informales, historial y presencia de familia-
res antisociales, y la relación de la corta edad de los 
jóvenes con grupos de amigos delincuentes (Vás-
quez, 2003; Andrews & Bonta, 2010; Salazar et al., 
2011; Gómez, Restrepo & Ricaurte, 2013; Barrera & 
Guzmán, 2013; Rodríguez, 2015).

Estos factores predisponentes han sido recogi-
dos en diferentes modelos integradores, con miras 
a la prevención e intervención del inicio de carreras 
criminales, siguiendo los postulados de la Teoría 
Integradora del Crimen, con el propósito de com-
prender los determinantes de la acción delictiva en 
situaciones particulares, sobre la base de entender 
que el aprendizaje y mantenimiento de la conduc-
ta delictual obedece a un sistema de interacciones 
entre factores biológicos, cognitivos, emocionales 4	 Factores demográficos y psicosociales presentes en víctimas y victi-

marios.
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y de características personales de cada individuo, 
que interactúan con el medioambiente (Nguyen, Ar-
bach-Lucioni & Pueyo, 2011), los cuales variarán para 
cada comportamiento ilícito, contexto geográfico y 
cultural.

La bibliografía consultada respecto a la víctima 
indicó posibles asociaciones entre víctimas y agre-
sores, lo cual evidencia una interrelación entre la de-
lincuencia y la victimización; para el caso particular 
de la microextorsión, se identifica el establecimien-
to de una correspondencia entre los actores que ha-
cen parte de la pareja penal, en razón al tiempo que 
dura la coacción, el pago periódico del injusto penal 
y los beneficios obtenidos (Pérez et al., 2014), preci-
sando que si bien es cierto que no todas las víctimas 
de la delincuencia comparten las mismas caracterís-
ticas de los victimarios, existen elementos comunes 
entre estos (Fattah, 2006/2014).

Fattah (2014) es uno de los autores que han de-
sarrollado uno de los más completos trabajos docu-
mentados frente a los riesgos de la victimización, y 
la importancia de la asistencia y reparación a la vícti-
ma, quien integró en un sistema global los factores y 
modelos que en el marco de la victimología han sido 
propuestos por diferentes estudiosos, incluyendo 
características biológicas, psicológicas, demográfi-
cas, sociales y culturales, que serían utilizadas por el 
victimario para la escogencia de la víctima, la planifi-
cación y materialización del ilícito.

Dentro de la agrupación de diez categorías, 
resaltó como factores predisponentes: 1) Los de 
riesgo alusivos a las características sociodemográfi-
cas, como la edad, el género, zonas de residencia, 
ausencia de vigilancia, alcoholismo, escolaridad, 
ocupación, estado civil, entorno familiar, estilos 
de crianza, modelado violento, posición socioeco-
nómica; 2) Propensión estructural o cultural, que 
incluye la estigmatización cultural y la marginación; 
3) Asociaciones referidas a los vínculos personales, 
sociales o profesionales de la víctima, donde cobra 
protagonismo la influencia de amigos antisociales; 
4) Momentos y lugares peligrosos; 5) Conductas 
peligrosas, que abarcan la negligencia, falta de cui-
dado, imprudencia y descuido, y 6) Oportunidades 
dirigidas a las actividades y comportamientos de los 
individuos, en donde se incluye el desempeño y la 
actividad laboral (Fattah, 2014).

En armonía con ello, para el caso de la micro-
extorsión, la literatura ha argumentado que la afec-
tación más frecuente se presenta en los sectores 
comerciales y de microempresa, asociados a la ocu-
pación dentro de los factores sociodemográficos 
(Pérez et al., 2014). Respecto a los factores psicoló-

gicos, el miedo que surge en la víctima ante al grado 
de intensidad de la amenaza por parte del victima-
rio, sería una característica que comparten los dos 
actores (Celedón, Saleme, López & Pardo, 2009), 
amenaza que, como delito independiente, presen-
taría una mayor tasa de victimización y afectación 
en los estratos bajos5 (Cruz, López & Ruiz, 2012).

Este último como elemento capaz de producir 
una afectación en el ámbito patrimonial, psicológico 
y moral de la víctima, en proporción con su estado 
cognitivo y afectivo, y como acción en el victimario 
que busca reducir a la víctima, constituyéndose en la 
forma de agresión instrumental para la consecución 
del pago por parte del extorsionista (Celedón et al., 
2009; Salgado, 2010; Ashford, 2016), que incluso lle-
varían a las víctimas a no denunciar o desplazarse a 
otras zonas geográficas (Ríos, 2014), reforzando la 
capacidad criminal del ilícito (Serge et al., 2012).

Concomitante con ello, algunas investigaciones 
apuntan a que la motivación económica constituiría 
la causa principal que lleva a la comisión de la extor-
sión (Gómez et al., 2013; Barrera & Guzmán, 2013), 
donde cobra importancia el concepto de la econo-
mía del crimen (Becker, 2013), entendida como la 
recompensa económica o monetaria que valoran 
positivamente los victimarios, y estimula su decisión 
racional de extorsionar con miras a maximizar su 
bienestar, situación que se acrecentaría ante la pre-
sencia de factores de riesgo que facilitan y contribu-
yen a mayores tasas de crimen y violencia (Roemer, 
2007; Grautoff, Chavarro & Arce, 2011; Galiani & Jait-
man, 2014; Jaitman, 2015).

Finalmente, asociada a los factores predispo-
nentes, la evidencia empírica analizada sugiere que 
existen componentes de protección frente al delito, 
aplicables al victimario y a la víctima, donde se des-
tacan condiciones del entorno familiar, contextual y 
social, tales como la existencia y composición de fa-
milias funcionales y estables, con valores definidos, 
la educación y ocupación laboral, entornos sociales 
adecuados y mejores condiciones económicas (Ag-
new, 2006; Bravo, Sierra & del Valle, 2009; Salazar 
et al., 2011), lo cual reafirma la importancia de indi-
vidualizar los factores demográficos y psicosociales 
que en victimarios y víctimas pueden predisponer a 
la microextorsión, para prevenir el ilícito. Sin embar-
go, pareciera que, al igual que pasa en la extorsión, 
la variable económica media entre todos los facto-
res que inciden en este fenómeno criminológico.

_________________________
5	 Estratos 1, 2 y 3 para Colombia.
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2. Método

2.1. Tipo de investigación y variables

Se planteó una investigación exploratoria descripti-
va de tipo transversal con enfoque mixto, identifi-
cando dos variables principales:
•	 Factores demográficos: edad, sexo, ubicación 

geográfica, lugar de nacimiento, estrato socioe-
conómico, estado civil, ocupación y escolaridad.

•	 Factores psicosociales: datos que proporcionan 
información frente a aspectos personales del 
grupo poblacional participante: estructura fa-
miliar (patrones de crianza, afectividad, relacio-
nal), desempeño laboral, actividad económica, 
conocimiento, desarrollo y percepción del delito 
(datos criminológicos), antecedentes judiciales, 
aspectos situacionales y mediáticos.
Se aclara que el estrato socioeconómico com-

prendió la clasificación estandarizada para Colom-
bia por el Departamento Nacional de Estadística 
(DANE), con base en las características de las vivien-
das y su entorno urbano o rural, fundamentada en 
que la vivienda-entorno expresa un modo socioeco-
nómico de vida demostrable, lo cual constituye una 
aproximación a la diferencia socioeconómica jerar-
quizada de pobreza a riqueza que se puede presen-
tar en una misma ciudad (Departamento Nacional 
de Estadística, 2016).

En este contexto, los estratos se dividen en 
seis: 1: bajo-bajo; 2: bajo; 3: medio-bajo; 4: medio; 

5: medio-alto, y 6: alto. De estos, los estratos 1, 2 y 
3 corresponden a los bajos, que albergan a los ciu-
dadanos con menos recursos económicos, en con-
traposición con los estratos 5 y 6, que abarcan los 
altos, que alojan a los ciudadanos con los mayores 
recursos económicos, y el estrato 4 constituye el ni-
vel medio o intermedio (DANE, 2016).

2.2.  Selección de las ciudades objeto 
de estudio

Se delimitó a las ciudades de Medellín, Cartagena y 
Bogotá; las dos primeras por ser las capitales que 
han sido constantes con el mayor número de regis-
tro administrativo de denuncias por microextorsión 
a nivel nacional, entre los años 2011 y 2013, según da-
tos suministrados por la Dirección Antisecuestro y 
Antiextorsión de la Policía Nacional, y Bogotá como 
la capital del país que concentra la mayor muestra 
poblacional heterogénea de diferentes regiones e 
idiosincrasias del país de víctimas y victimarios, y 
multipluralidad de dinámicas sociales (vid. tabla 2).

Tres ciudades caracterizadas por contar con 
economías estables e informales en los sectores del 
comercio, transporte público y pequeña empresa, 
donde se concentran emporios económicos, em-
presariales y turísticos que reúnen gran número de 
población permanente y visitante, lo cual puede ser 
visto como motivación de valor estratégico para los 
victimarios.

Tabla 2   
Número de denuncias de microextorsión por municipio, tomando los diez con mayor registro 
en los años 2011, 2012, 2013 y 2014

Año 2011: 295 Año 2012: 355 Año 2013: 501 Año 2014: 255 

Municipio No. Municipio No. Municipio No. Municipio No.

Medellín 108 Medellín 111 Medellín 167 Medellín 57

Bogotá, D. C. 41 Cartagena 45 Itagüí 89 Itagüí 27

Cartagena 26 Itagüí 31 Riohacha 33 Cali 26

Itagüí 11 Cúcuta 30 Cartagena 27 Buenaventura 21

Arauca 10 Palmira 11 Valledupar 19 Riohacha 12

Villavicencio 10 Santa Marta 9 Cali 14 Bogotá, D. C. 10

Barrancabermeja 9 Cali 8 Barranquilla 14 Quibdó 9

Bello 8 Barrancabermeja 7 Santa Marta 13 Cartagena 8

Cúcuta 5 Bogotá, D. C. 7 Bogotá, D. C. 13 Cúcuta 7

Montería 5 Maicao, Pereira, 
Riohacha 7 Cúcuta 9 Pereira 6

Fuente: DIASE, 2015
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2.3. Muestra

Estuvo conformada por un total de 78 participantes, 
divididos por actores en tres grupos, promediados 
para las tres ciudades: a) 18 víctimas de microex-
torsión; b) 36 victimarios, condenados en estableci-
mientos carcelarios por microextorsión, y c) 24 fun-
cionarios judiciales, encargados de la investigación y 
judicialización del ilícito.

La selección se realizó mediante un proceso no 
probabilístico e intencional, en donde se tuvo en 
cuenta la población registrada en el Sistema de In-
formación Policial de Secuestro y Extorsión (SIPSE) 
y en el Sistema de Información Estadístico Delin-
cuencial, Contravencional y Operativo (SIEDCO) de 
la Policía Nacional de Colombia.

Para establecer el contacto con víctimas se so-
licitó el apoyo a los investigadores del Grupo Anti-
secuestro y Antiextorsión (GAULA) de la Policía 
Nacional, encargados de adelantar las investiga-
ciones judiciales de los casos denunciados, quienes 
solicitaron de manera voluntaria su cooperación. 
Frente a los victimarios, se contó con la autorización 
de la Dirección del Instituto Nacional Penitenciario 
y Carcelario (INPEC), para el ingreso y realización 
voluntaria de las entrevistas a condenados por mi-
croextorsión recluidos en los centros penitenciarios 
y carcelarios de las ciudades de Bogotá, Medellín y 
Cartagena. Finalmente, para el tercer grupo se soli-
citó la participación voluntaria de funcionarios ads-
critos al GAULA de la Policía Nacional y de la Fiscalía 
General de la Nación.

2.4. Instrumentos

Se diseñó una entrevista semiestructurada, defi-
nida para cada grupo poblacional, validada por un 
equipo de jueces tripartito (coeficiente kappa de 
0.90). En cada uno de los instrumentos se tuvieron 
en cuenta, como estructura principal, las variables 
identificadas para el estudio: factores demográficos 
y psicosociales, organizados en cinco formatos, uno 
para cada tipo de población entrevistada6, que per-
mitieran la construcción posterior de un modelo di-
námico para el entendimiento del fenómeno desde 
un pensamiento sistémico del crimen.

El cuestionario dirigido a las víctimas se estruc-
turó con 78 preguntas, divididas en dos secciones: 
la primera indagó por datos demográficos y psico-
sociales presentes en víctimas; la segunda buscó de-
terminar la percepción que las víctimas tienen sobre 
el delito y su tratamiento: conceptuación, ciclo o 

desarrollo del delito, conocimiento de la legislación 
aplicable y atención a víctimas. El cuestionario de 
los victimarios estuvo compuesto por 81 preguntas, 
divididas en las mismas secciones, aclarando que 
en la segunda, alusiva a la percepción del delito, se 
incluyeron preguntas dirigidas a conocer la carrera 
delictual del victimario. En el caso de los funciona-
rios judiciales, fueron 45 preguntas con la misma 
estructura.

Los dos formatos adicionales, dirigidos a investi-
gadores judiciales expertos en el fenómeno de estu-
dio, estuvieron conformados cada uno por 48 ítems, 
organizados en las mismas secciones, y se adicionó 
una línea sobre la unificación de una definición de 
microextorsión y oportunidades de mejora para la 
atención a víctimas.

Todos los participantes emitieron consentimien-
to informado, diligenciado previamente por los en-
trevistados, quienes de manera voluntaria quisieron 
colaborar sin recibir retribución económica alguna, 
y se dejó constancia de su autorización libre y es-
pontánea. Se les informó sobre la naturaleza acadé-
mica del trabajo, procedimientos y confidencialidad 
de la información aportada, cuyo uso se restringió al 
desarrollo científico de la investigación, garantizán-
dose la reserva de la identidad de cada participante.

2.5. Procedimiento

La investigación se desarrolló en cuatro fases:
La primera dirigida a la revisión de la literatu-

ra existente en torno a la microextorsión o a la 
comprensión de la extorsión, que permitiera funda-
mentar variables de interés en la investigación. Asi-
mismo, se efectuó un escrutinio estadístico, con el 
propósito de observar la evolución del delito y el re-
gistro administrativo de denuncias durante los años 
2011, 2012 y 2013, con el propósito de delimitar la 
ubicación geográfica y temporal de la investigación.

La segunda fase se centró en el diseño de los 
instrumentos, dividiéndose en dos subfases. En la 
primera se diseñaron y validaron tres entrevistas se-
miestructuradas, dirigidas a víctimas, victimarios y 
funcionarios judiciales, para determinar el producto 
final aplicado dentro de la investigación.

En la tercera fase se aplicaron los instrumentos 
de recolección de información, previa tramitación de 
las coordinaciones pertinentes para el ingreso a los 
centros de reclusión en las tres ciudades escogidas. 
Para ello se diseñó un cronograma de aplicación, 
que se inició en Bogotá y continuó con Medellín y 
Cartagena.

La cuarta fase se dirigió al procesamiento de 
datos y análisis de la información recolectada. Se 6	 Víctimas, victimarios y funcionarios judiciales.
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identificaron las características demográficas y psi-
cosociales, y datos criminológicos en víctimas y vic-
timarios, con la información cuantitativa registrada 
en las noticias criminales del Sistema de Informa-
ción Estadístico Delincuencial, Contravencional y 
Operativo de la Policía Nacional (SIEDCO). En cuan-
to a la información cualitativa, previo desarrollo  
de un árbol de categorías, se analizó el contenido de 
las entrevistas, lo cual permitió consolidar las princi-
pales causas y consecuencias del ilícito, para final-
mente realizar el análisis macro desde la dinámica 
de sistemas; se logró estructurar como un sistema 
dinámico del crimen, el modelo explicativo del ciclo 
delincuencial, asociando las causas, consecuencias y 
ciclos de realimentación relevantes.

Por último, se destacaron los principales puntos 
de análisis en la discusión de resultados y conclusio-
nes, acorde con la información obtenida.

3. Resultados
Precisando que se utilizó un muestreo no probabi-
lístico e intencional, a continuación se exponen los 
resultados de la muestra entrevistada, promedian-
do los hallazgos encontrados en las tres ciudades, 
por grupos poblacionales de interés: víctimas, 
victimarios y funcionarios judiciales (vid. tabla 3), 
estructurados metodológicamente en cuatro te-
máticas.

En la primera temática se presenta la con-
ceptuación de microextorsión, desde la visión 
de víctimas, victimarios y funcionarios judiciales, 
denotando el impacto del punible desde la singu-
laridad de interés y de afectación de cada grupo.

La segunda, acorde con el objetivo de la in-
vestigación, caracteriza a víctimas y victimarios, 
incluyendo datos criminológicos. En la tercera par-
te, y como resultado del análisis de la información 
cualitativa, se analizaron e identificaron algunas 
asociaciones entre las causas y consecuencias 
relevantes, individualizando el modus operandi ca-
racterístico en cada ciudad seleccionada.

En la cuarta sección, y teniendo en cuenta la im-
portancia que debe darse a la víctima por el alto 
impacto del punible, se plasmó la concepción que 
víctimas, victimarios y funcionarios judiciales tienen 
frente al marco legal, resaltando la percepción de  
las víctimas con relación a la respuesta institucional, 
y las oportunidades de mejora para la atención a las 
víctimas desde la perspectiva de los funcionarios 
judiciales, por ser quienes tienen un contacto di-
recto con ellas, y el conocimiento de los programas  
existentes.

3.1. Concepto de microextorsión

Cada grupo presentó una conceptuación distinta. 
Los victimarios desconocían que era una modali-
dad delictiva, y ofrecieron la siguiente percepción: 
mecanismo ilegal para obtener, a través de la uti-
lización de la amenaza, cuotas de dinero en cuan-
tía menor, de acuerdo con la capacidad de pago 
de la víctima, sin tener claridad del monto o límite 
del mismo, constituyendo el factor económico el 
elemento determinante. El método utilizado varía 
según la finalidad perseguida con la obtención del 
dinero: lucro particular o financiación de organiza-
ciones delictivas.

A diferencia de ellos, las víctimas la identificaron 
como modalidad delictiva de la extorsión, y la con-
ceptualizaron como un delito de alto impacto, por la 
vulneración de derechos personalísimos: la libertad, 
autonomía, intimidad, locomoción, propiedad per-
sonal, integridad física, trabajo. Del delito se derivan 
afectación psicológica, desestabilización familiar, di-
ficultades en las relaciones laborales y sociales e in-
cluso desplazamiento, en razón de que su ejecución 
y efectos se pueden prolongar en el tiempo.

Los funcionarios judiciales diferenciaron el delito 
de la modalidad, reconociéndolo como un fenóme-
no de alto impacto, por desencadenar diversas pro-
blemáticas sociales y vulnerar distintos derechos 
fundamentales, al unísono de la concepción de las 
víctimas, que dan especial relevancia al medio utili-
zado para su materialización: la amenaza, agresión 
y coacción.

En este último grupo fue factible unificar la 
conceptuación general, por incluir los elementos 
característicos señalados en los anteriores grupos: 
exigencia repetitiva de pequeñas cantidades de di-
nero, realizada a un grupo de personas o gremio in-
formal, utilizando la amenaza a la actividad laboral y 
la integridad física de la víctima y su núcleo familiar, 
que más allá del alto impacto a la esfera personal, 
familiar y la transgresión de derechos fundamenta-

Tabla 3   
Participación por grupo poblacional: víctimas, 
victimarios y funcionarios judiciales

Grupo poblacional Medellín Cartagena Bogotá Total

Víctimas 5 8 5 18

Victimarios 5 8 23 36
Funcionarios 

judiciales 5 5 14 24

Total 15 21 42 78

Fuente: Elaboración propia, 2015
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les, amenaza a toda una colectividad a través de la 
puesta en evidencia de un escenario de permanente 
riesgo, en el que no es factible el ejercicio pleno de 
los derechos y libertades públicas y, por ende, las 
condiciones necesarias para una adecuada convi-
vencia y seguridad ciudadana, cuyo elemento carac-
terístico es la coacción.

3.2.  Caracterización de víctimas, 
victimarios y datos criminológicos

3.2.1. Víctimas

Frente a los factores demográficos, se encontró que 
el rango de edad es determinante para la elección de 
la víctima; es notable la centralización de la muestra 
hacia el adulto intermedio (42 a 49 años), asociado a 
estabilidad familiar y laboralmente productivo, con 
mayor preponderancia del sexo masculino, lo que 
permite inferir que la víctima es escogida en razón 
del análisis de aspectos económicos, familiares y 
personales, para identificar vulnerabilidades dentro de 
su entorno familiar y social.

En este contexto, predominó el estado civil 
casado (61,1%), que fue superior en Medellín, seguido 
de unión libre (33,3%), característico de Cartagena, 
y presencia de hijos (94,4%); se resalta la primacía 
de estructuras familiares definidas, regularmente 
nucleares, y patrones de crianza basados en apegos 
seguros y lazos afectivos enmarcados en principios 
morales. La presencia de parejas e hijos constituyen, 
desde la perspectiva de los victimarios, factores de 
vulnerabilidad en las víctimas. 

Respecto al nivel de escolaridad, imperó, con un 
44,4%, la secundaria completa, seguido de primaria 
incompleta (27,8%) y profesional (22%), asociado con 
el desarrollo de un oficio u ocupación; se resalta el 
de comerciantes (38,9%) y conductores (27,8%), y 
prevalencia del nivel socioeconómico 37 (50%), seguido 
del 28 (38,89%). Asociaron sus oficios al hecho de 
ser víctimas de microextorsión por el desarrollo de 
actividades rutinarias y el manejo de manera informal 
de cantidades de dinero en efectivo (92%), que permite 
a los victimarios mayor posibilidad de conocer su flujo 
de caja y realizar exigencias económicas.

Tratándose de factores psicosociales, el 88% 
consideró que las condiciones económicas familia-
res son adecuadas contando con ingresos suficien-
tes; estructuras familiares caracterizadas por lazos 
afectivos fuertes, estables, roles determinados y 

patrones de crianza con alto nivel de formación en 
valores y principios morales. Fue preponderante la 
existencia de relaciones apropiadas en los entornos 
sociales, donde resaltan como líderes y buenos veci-
nos, pudiendo ser objetivos evidentes y accesibles a 
los delincuentes.

En un 96% indicaron que la microextorsión afec-
ta la estabilidad emocional, el desarrollo laboral, fa-
miliar y económico, que involucra a la familia y per-
sonas cercanas, y genera secuelas psicológicas que 
se mantienen en el núcleo familiar a largo plazo.

Dentro de los datos criminológicos relevantes, 
la duración de la victimización predominante co-
rrespondió al rango de 1 a 9 años (39%); se revelan 
períodos prolongados de intimidación y coacción, 
que constituyen el factor determinante para la no 
denuncia, en razón al miedo y la respuesta positiva 
a ceder a la exigencia, lo cual reafirma la necesidad 
de priorizar el tema de atención a las víctimas. En 
un 94% no tenían relación con el microextorsionista,  
refirieron que la motivación principal de los victima-
rios es la consecución de dinero sin mayor esfuerzo.

Señalaron, en un 44,44%, que los medios de comu-
nicación desempeñan un papel favorable para con-
trarrestar el delito, al mantener informada a la comu-
nidad, en particular frente a las vías para denunciar, el 
impacto real del ilícito y los resultados alcanzados, lo 
cual motiva en algunos casos a denunciar.

3.2.2. Victimarios

Respecto a factores demográficos, se encontró que 
una gran proporción iniciaron la microextorsión 
como el primer delito que cometieron siendo muy 
jóvenes (menores de edad o 18 años en un 30,55%); 
frente a la permanencia en el ilícito, prevaleció 
el rango de edad de 28 a 36 años (27,77%). En la 
misma proporción de 47% para uno y otro caso, se 
encontró que iniciaron la secundaria, sin culminarla 
(secundaria incompleta), y la deserción escolar 
asociada a la falta de motivación educacional, 
respectivamente.

Sobresalió el estado civil soltero (47,23%) y alta 
presencia de hijos de diferentes madres. De igual 
manera, la ubicación de los entrevistados en las tres 
ciudades se identificó en estratos socioeconómicos 
bajos, que involucran los estratos 19, con 36,11%, y 
210, con 33,33%, respectivamente; Bogotá presentó 
mayor participación de personas pertenecientes al 
estrato 2, a diferencia de Cartagena y Medellín, don-
de prevaleció el estrato 1, con más del 50%.

7	 Para Colombia comprende el estrato socioeconómico medio-bajo.
8	 Para Colombia comprende el estrato socioeconómico bajo.

9	 Para Colombia comprende el estrato socioeconómico bajo-bajo.
10	 Para Colombia comprende el estrato socioeconómico bajo.
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 Congruente con la alta presencia de hijos, no se 
encontró una estructura familiar determinada como 
parte de los factores psicosociales. El 90% tienen 
varios hijos de diferentes núcleos familiares, han 
establecido convivencia con distintas parejas y no 
sostienen un adecuado vínculo con todos los inte-
grantes de la familia. Aunque tienen hijos a cargo, 
económica y emocionalmente tienden a habitar la 
casa materna.

Conforme con sus narraciones, existe ausencia 
de valores frente a su accionar por fuera de la Ley. 
Llamó la atención que a pesar de no sostener una 
apropiada relación con sus familias (parejas e hijos), 
las utilizan como justificación de su actuar delictual, 
con el agravante de que al caer o recaer en el delito, 
se profundiza el distanciamiento, y se precisa que 
tienden a presentar altos niveles de agresividad a 
través del uso de la amenaza verbal.

Mantienen relaciones sociales con personas 
que consideran que les aportan a sus intereses per-
sonales, y se establece una categoría que recopiló 
información sobre la forma en que tuvieron cono-
cimiento del delito y el procedimiento para llevarlo 
a cabo, donde predomina el ingreso a esta modali-
dad delictual por la influencia de amigos y el engaño 
en igual proporción (27,78%), que se relacionan con 
su entorno social, variables características del ran-
go de edad en que iniciaron su carrera delictual (18 
años o menores).

Acorde con lo anterior, fue sobresaliente la rea-
lización del ilícito por primera vez de manera grupal 
(38,89%); se resalta, frente a datos criminológicos, 
concomitantes con el rango de edad, nivel y deser-
ción escolar de los victimarios, que el primer delito 
que cometieron fue el de extorsión en la modali-
dad de microextorsión (33,33%), por el cual fueron 
condenados, seguido de hurto (13,8%); los 18 años 
(30,5%) fue la edad característica, seguida de los 28 
a 36 años (27,77%).

En un 90% desconocían a su víctima, y el factor 
económico fue el determinante para su selección; 
se realizó un trabajo previo de campo para tal efec-
to, en el que además de la capacidad de pago, eva-
lúan, desde su órbita, vulnerabilidades de la víctima: 
aspectos familiares (familias funcionales, con espo-
sas e hijos) y personales (ciudadanos de reconocida 
reputación en el barrio), sobre los que direccionan 
la amenaza.

Resultan atractivas para los victimarios las eda-
des estables productivamente: adultez intermedia 
(42 a 49 años), que coincide con la edad sobresalien-
te en las víctimas. Estas últimas, en un 100%, fueron 
escogidas por el victimario, y se precisa que si bien 
es cierto que el consenso fue que ninguna víctima 

pudo evitar ser elegida, se resaltó información que 
sugirió, desde la perspectiva del victimario, que las 
personas deben ser más cuidadosas en el manejo 
confidencial de información personal, como varia-
bles que hacen parte de los factores psicosociales 
de la víctima.

De la mano del factor económico como el mo-
tivante, un 82% coincidió en señalar el desempleo, 
entendido como ausencia de un trabajo formal, es-
table y bien remunerado, como precipitante para 
la comisión del delito, asociado con pocas oportu-
nidades laborales, educativas, condiciones de vida 
inadecuadas, pobreza, campañas de prevención 
impropias; además, refirieron la utilidad que hubie-
ra tenido la masificación de estrategias de preven-
ción, que contuvieran la variable de capacitación y 
educación como mecanismo de protección contra la 
manipulación y el engaño por parte de los autores 
intelectuales, y cobra relevancia el nivel educacional 
como mecanismo protector.

El dinero producto de la microextorsión no es la 
única fuente utilizada primariamente por los delin-
cuentes entrevistados para suplir sus necesidades 
básicas, ya que algunos refirieron que este dinero 
se emplea como un recurso adicional a sus oficios 
informales, lo cual denota inconformismo frente a 
remuneraciones bajas y largas jornadas laborales, 
de modo que se opta por la microextorsión como 
oportunidad para obtener ingresos, por acarrear 
menos esfuerzo y menor riesgo que otros ilícitos, 
desde su percepción.

Sumado a esto, se identificaron casos en que los 
victimarios eligieron esta actividad por su deseo de 
obtener reconocimiento y poder dentro de su grupo 
social, en aras de lograr un estatus dentro del mismo, 
acorde con el rango de edad característico de esta 
población. Un 77,7% afirmó una influencia positiva de 
los medios de comunicación para la comisión del de-
lito, pues señalaron que el suministro de información 
útil acerca de posibles víctimas es alto.

3.3. Ciclo o desarrollo del delito

3.3.1. Posibles causas y consecuencias

Fue posible identificar causas relevantes asociadas 
a las características demográficas y psicosociales 
identificadas en la población de victimarios entrevis-
tados, que constituyen factores de riesgo, cuya pre-
sencia aumenta la aparición de la microextorsión, 
reseñadas en la gráfica 3 con un signo positivo, así 
como consecuencias notables que impactan negati-
vamente la convivencia y seguridad ciudadanas, re-
presentadas con un símbolo negativo (vid. gráfica 3).
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Dentro de las causas relevantes están la facilidad 
de lucro económico, salarios bajos e inestabilidad 
laboral, influencia de amigos o grupos delincuencia-
les, nivel de escolaridad bajo y deserción escolar aso-
ciada a edades tempranas, curiosidad por el riesgo, 
búsqueda de reconocimiento y poder dentro de sus 
grupos sociales, ausencia de valores y percepción, 
desde la óptica del victimario, de que la microex-
torsión, en comparación con otros delitos, conlleva 
para su realización menor esfuerzo y riesgo.

Respecto a las consecuencias con incidencia di-
recta en la víctima y su núcleo familiar, preponderó 
la afectación al bienestar en sus esferas económi-
ca, física y psicológica; esta última es la que ma-
yor repercusión tiene a mediano y largo plazo, por  
la coacción ejercida sobre la víctima, lo cual lleva a la 
no denuncia, y percepción de inseguridad, escena-
rio con el que se materializa la vulneración de los 
derechos a la autonomía y la libertad.

Las causas y consecuencias se asociaron, para 
formar ciclos de realimentación relevantes que ayu-
dan a entender el inicio, motivación y mantenimiento 
del ilícito; el factor económico se entiende como la 
ambición por mayores ingresos, la causa y motivante 
preponderante que en los victimarios origina el de-
sarrollo y mantenimiento del mismo (vid. gráfica 4).

Este injusto económico genera en la víctima y en su 
familia afectación económica, física y psicológica, por 
la amenaza y coacción, que da como resultado miedo, 
el cual lleva al pago de la microextorsión y la no de-
nuncia. Esta característica genera el mantenimiento 
de la microextorsión por largo tiempo, de modo que 
se conforma un juego entre el victimario y la víctima, 
en donde el primero identifica la amenaza como un 
mecanismo efectivo para el pago continuo por parte 
de la víctima, y constituye un ciclo que se refuerza por 
el pago, que impulsa una nueva amenaza.

Estas circunstancias se ven agravadas en muchos 
casos por el desconocimiento de los programas de 
atención a las víctimas y ausencia de fortalecimien-
to de programas de inclusión social. La conjunción 
de estos factores mantiene la motivación en el vic-
timario para continuar con el ilícito, lo cual crea el 
imaginario de que sus acciones serán invisibles para 
las autoridades, escenario que posteriormente pue-
de mantenerse cuando no se realiza un proceso de 
resocialización efectivo.

3.3.2. Modus operandi

Partiendo del elemento característico: la amenaza 
como medio de coacción y el mecanismo utilizado 

Gráfica 2.  Síntesis de la caracterización
Fuente: Elaboración propia, 2016
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Gráfica 3.  Causas y consecuencias relevantes para la comisión del delito
Fuente: Elaboración propia, 2015

Gráfica 4.  Ciclos de realimentación relevantes
Fuente: Elaboración propia, 2015
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para materializar la microextorsión, se identificaron 
en las ciudades seleccionadas dos modus operandi:

En Medellín imperó la amenaza personal (frente 
a frente), con la cual se inicia el ilícito, dirigida por lo 
común a un sector o gremio (conductores y trans-
portadores); no se escogen individuos con carac-
terísticas específicas, sino los vehículos que pasan 
por una zona determinada, donde los delincuentes 
actúan por la presencia del gremio microextorsio-
nado. Posterior a esto, la víctima paga la suma de 
dinero, y el victimario recurre a la selección de estos 
mismos automóviles, de modo que ataca constan-
temente el mismo vehículo, sin importar quién sea 
el conductor.

En Cartagena prevaleció la amenaza y exigencia 
impersonal, a través de llamadas, correos o métodos 
que evitan el contacto directo entre víctima y victima-
rio, dirigida a una persona determinada, que cumple 
con la característica de poseer cierta cantidad de di-
nero, que suele ser más alta que la solicitada, aunque 
no excede la suma del salario mínimo legal mensual 
vigente; la víctima paga y los victimarios desisten, 
para buscar un nuevo sujeto. En Bogotá se registra-
ron las dos, con predominio de la primera.

3.4.  Concepción frente al marco legal  
y atención a víctimas

3.4.1. Concepción frente al marco legal

Los victimarios participantes, en un 91%, descono-
cían el marco legal11  de la microextorsión, incluyen-
do la posible sanción o rango de tiempo frente a la 
pena de privación de la libertad, y no diferenciaron 
modalidades frente al punible de extorsión.

Un aporte significativo refirió que el 100% de los 
partícipes que admitieron haber perpetrado el he-
cho, consideraron que las víctimas no denuncian 
debido al miedo y la percepción de que no existen 
estrategias y/o un organismo que impida que se ma-
terialicen las amenazas.

En un 100% coincidieron en señalar que debería 
prestarse especial atención a las condiciones car-
celarias en las que se cumple la condena, pues inci-
den en el proceso de resocialización y la reinciden-
cia, máxime que, según los resultados obtenidos, 
la microextorsión es el primer ilícito con el que los 

jóvenes, a cortas edades, inician sus carreras delic-
tivas, y precisaron que los programas deberían ser 
personalizados, acordes con las características de la 
población victimaria.

Las víctimas entrevistadas señalaron, con un 
38,89%, que tenían conocimiento sobre el marco le-
gal, en contraposición con un 27,78%, que respondió 
en forma negativa, característica que apunta a con-
firmar que el aumento de las penas o la respuesta 
a los fenómenos criminológicos únicamente con es-
trategias punitivas, no logran afectar la percepción 
y, por tanto, la decisión del delincuente para come-
ter el delito. Es decir, siguiendo las teorías clásicas 
de la función preventiva de las penas, argumenta-
das por Jakobs (1993) y Roxin (1994, 1977), parecie-
ra no aplicar el componente disuasorio del temor al 
castigo punitivo.

En cuanto a la institución predominante que re-
cepcionó las denuncias, fue el GAULA de la Policía 
Nacional (94%), donde los participantes se acerca-
ron y expusieron su caso. El restante 5,5% se dirigió a 
la Fiscalía General de la Nación, y refirió haber tenido 
inconvenientes para efectuar la denuncia. Respecto 
a la percepción de respuesta institucional, se indicó 
la necesidad de fortalecer la misma (vid. tabla 4).

En la mayoría de casos se presentó una mejoría 
después de la denuncia; se precisa que en un 5,55% 
la microextorsión continúo, y en un 16% persistieron 
las amenazas. Frente a la condena, un 33,3% la con-
sideró adecuada, en contraposición con un 55,55%, 
que refirió que debería ser más fuerte, dada la vul-
neración física y emocional de diferentes derechos 
personalísimos de la víctima y su núcleo familiar.

El 100% de los funcionarios judiciales entrevis-
tados conocían el marco legal. Infirieron que las 
personas tienden a denunciar después de haber 
pagado, aunque sea una vez, pero desisten y con-
tinúan victimizadas; esto puede obedecer al temor 
a que se materialice la amenaza, y en ello desempe-
ña un papel determinante la influencia de la familia, 
sin desconocer el impacto positivo de la difusión de 
información sobre los canales para denunciar y los 
programas de atención implementados por parte 
del Estado.

En esta línea, se identificaron posibles causas 
asociadas a la no denuncia: información incompleta 
sobre los pasos que se deben seguir para denunciar 
y programas de atención a víctimas, incertidumbre 
frente a la solución del problema, existencia de una 
cultura ciudadana de evasión a los procesos judicia-
les, búsqueda de solución sin ayuda de las autori-
dades, falta de confianza en estas y en el sistema 
judicial, y el temor a las represalias como factor de-
terminante.

11	 Lo constituye el art. 268 de la Ley 599 de 2000, que hace alusión a 
una circunstancia de atenuación punitiva, que establece que la pena 
señalada para el delito de extorsión, que tipifica el artículo 244 de la 
misma norma, disminuirá de una tercera parte a la mitad, cuando  
la conducta se cometa sobre cosa cuyo valor sea inferior a un salario 
mínimo legal mensual vigente.
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Respecto al tema restaurativo, los funcionarios 
expresaron la necesidad de vincular, en los prea-
cuerdos que se planteen entre los victimarios y los 
funcionarios judiciales, otros factores adicionales al 
económico, en razón de las secuelas a nivel emocio-
nal del ilícito, los cuales deben contar con la aproba-
ción de las víctimas,  se resalta la importancia que 
debe tener su atención.

3.4.2. Atención a víctimas

Los funcionarios judiciales hicieron propuestas fren-
te a posibles estrategias para implementar:
•	 Mayor difusión interna y externa de las políti-

cas y estructuras especializadas, creadas para la 
atención de la denuncia y la víctima.

•	 Relaciones más cercanas y próximas a la ciuda-
danía, que permitan afianzar la confianza hacia 
las instituciones y fortalecer la prevención social 
y situacional para reducir la aparición de víctimas 
y victimarios.

•	 Asistencia integral a las víctimas y su núcleo fa-
miliar, a través de la implementación de protoco-
los que provean a la víctima un acompañamiento 
completo, que vaya más allá de la finalización del 
proceso penal y mejore los tiempos de respues-
ta institucional.

•	 Disponibilidad de mayor personal capacitado, 
desde la perspectiva psicológica; concientiza-
ción del fenómeno, desde el punto de vista de 
la víctima, y recursos complementarios a nivel 
técnico, de movilidad e infraestructura, sin dejar 
de lado el componente de agilidad en los proce-
dimientos investigativos.

•	 Mejoramiento de condiciones carcelarias, para 
lograr una verdadera resocialización, y oportu-
nidades laborales más estables y mejor remune-
radas, dirigidas a población vulnerable: jóvenes 
solteros entre 18 y 25 años, ubicados en barrios 
de estrato 1, con alta presencia de hijos, bajos ni-

veles educativos y falencias en la formación de 
valores sólidos, como requisito para el aprendi-
zaje de conductas pro sociales.

•	 A nivel general, aseguraron que las víctimas que 
se acercaron a la institución recibieron apoyo 
psicológico, legal, constante retroalimentación 
y se efectuó la judicialización del caso.

4. Conclusiones y discusión

4.1. Con base en los hallazgos obtenidos, que son 
válidos para la muestra consultada, se unificó un 
concepto de microextorsión partiendo de la con-
ceptuación dada por las víctimas, victimarios y fun-
cionarios judiciales entrevistados, consistente en la 
exigencia y entrega periódica de sumas de dinero 
que no superan un salario mínimo legal mensual vi-
gente12 , acorde con la capacidad de pago de la vícti-
ma, utilizando como medio para el logro del injusto 
económico la amenaza a la integridad física y/o co-
mercial de esta. Se confirmó que la periodicidad del 
cobro, la cuantía baja y la coacción son elementos 
que están presentes en la microextorsión, acorde 
con lo expuesto por Serge et al., (2012), Rivas (2014) 
y Cubides (2014).

No obstante, por las menores cuantías, parecie-
ra que la actividad comercial (suelen ser víctimas en 
ocupaciones informales o con remuneración media) 
y el estrato socioeconómico de la víctima tienen un 
efecto recíproco en cuanto a su selección, pues las 
personas de clase media-baja tienen bajos ingresos 
y suelen disponer de dinero en efectivo, a diferencia 
de los individuos de clase alta, quienes, en prome-
dio, realizan sus transacciones económicas por me-
dios electrónicos, los cuales dificultan la posesión o 

Tabla 4 
Comparativo de la percepción de respuesta institucional en las ciudades de Bogotá, Cartagena y Medellín

Calidad Bogotá Cartagena Medellín Total

Adecuada-buena 11,11 % 27,78 % 5,56 % 44,44 %

Excelente 5,56 % 5,56 %

Inadecuada 5,56 % 5,56 %

Mínima 5,56 % 5,56 % 11,11 % 22,22 %

Regular 5,56 % 11,11 % 16,67 %

Sin respuesta 5,56 % 5,56 %

Total 27,78 % 44,44 % 27,78 % 100,00 %

Fuente: Elaboración propia, 2015

12	 Para Colombia, el salario mínimo legal mensual vigente para el 
año 2016 fue fijado por el Gobierno Nacional en la suma de seis-
cientos ochenta y nueve mil cuatrocientos cincuenta y cinco pesos 
($689.455,oo m/cte).
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tránsito de dinero en efectivo. Estas características 
median en la cuantía de la extorsión solicitada por 
el victimario y facilitan la microextorsión, en cuan-
to a la capacidad de la víctima para cumplir con el 
pago de menores cuantías. Asimismo, las personas 
de estrato socioeconómico alto poseen o pueden 
acceder fácilmente a medidas de seguridad perso-
nal, en contraste con las de estrato medio-bajo; por 
tanto, en términos de riesgo para el delincuente o 
posibilidad de captura, es menor cuando la víctima 
pertenece a este último nivel socioeconómico.

Acorde con ello, se coligió que el elemento carac-
terístico en la microextorsión, en cuanto al impacto 
en los actores, es la amenaza, según lo expuesto 
por Celedón et al. (2009), Salgado (2010), Ashford 
(2016), en razón a que como línea transversal fue 
resaltado en la conceptuación dada desde la óptica 
de interés de cada grupo poblacional entrevistado13.

Desde la órbita de los victimarios, como la herra-
mienta capaz de generar la coacción para la conse-
cución del injusto penal en las víctimas, generadora 
de temor a la transgresión de derechos personalí-
simos, que lleva a la doblegación de su voluntad, y 
desde la percepción de los funcionarios judiciales, 
como medio utilizado para la materialización del 
ilícito, capaz de generar un alto impacto a la seguri-
dad y convivencia ciudadanas.

La agresión, la violencia, la intimidación y el len-
guaje soez son característicos de la amenaza, que 
a nivel psicológico sobresalieron como pericias re-
queridas en los victimarios; esto encuentra susten-
to en Farrington (2005), quien sugiere la adquisición 
de estos comportamientos por el entorno en el que 
se desarrollan los individuos; así, la delincuencia es 
el resultado de un proceso de interacción o integra-
ción entre el individuo y el ambiente, que explica en 
igual medida el ilícito.

La amenaza constituye así el elemento capaz 
de producir, dentro de los procesos cognitivos en 
las víctimas, emociones dañinas, que ocasionan el 
apego a conductas irracionales, como procesos de 
deterioro a nivel social y político, y daños a la salud 
física y mental, en razón a que los perjuicios mayor-
mente reportados en las víctimas se relacionaron 
con la afectación familiar, de modo que llevaron al 
detrimento de relaciones personales y falta de co-
hesión social.

Ello repercute, según lo expuesto por los en-
trevistados, en pérdida de credibilidad hacia los 
programas y procesos de atención del delito y 
de la víctima, brindados por las autoridades del  

Estado, lo cual lleva a la no denuncia e incluso al despla- 
zamiento forzado, según lo expuesto por Ríos (2014), 
ante el miedo a que la amenaza se materialice.

Por ende, se concluyó que un aspecto importan-
te para disminuir el ilícito es a través del manejo ade-
cuado del miedo en la víctima y su núcleo familiar; 
por un lado, instruyendo sobre los mecanismos para 
obtener seguridad o acceder al servicio de investi-
gación judicial, que lleve a la captura y culminación 
de la microextorsión, y, de otra parte, cobrando 
importancia la atención integral a la víctima, a tra-
vés del fortalecimiento de los programas existen-
tes que involucren el constante acompañamiento y 
seguimiento psicológico y emocional más allá de la 
finalización del proceso penal, en procura de su re-
sarcimiento integral, prevención de la victimización 
secundaria y disminución del ilícito, confirmando la 
importancia de la asistencia y reparación a la vícti-
ma, expuesta e impulsada por Fattah (2014).

En consonancia, como consecuencia del razo-
namiento efectuado sobre la información aportada 
por los funcionarios judiciales entrevistados, frente 
a sugerencias para la atención a las víctimas, cobró 
relevancia la priorización de estrategias que, entre 
otras, difundan medidas de prevención y autosegu-
ridad, capacitación a los funcionarios judiciales desde 
la perspectiva de atención psicológica a las víctimas, 
fortalecimiento de convenios de articulación con 
otras instituciones para impulsar el procedimiento 
investigativo, robustecimiento de personal y recur-
sos adecuados para la atención de la microextorsión, 
incluyendo mayor flujo de información sobre los pun-
tos de atención a la ciudadanía que se especializan en 
atender la modalidad delictual.

4.2. Adicional a lo anterior y acorde con el obje-
tivo general de la investigación, se concluyó, frente 
a la muestra entrevistada, que existen factores de-
mográficos y psicosociales que, sin generalizarse, 
constituyen predisponentes y precipitantes que ha-
cen más proclive la aparición de victimarios y víctimas 
de microextorsión y del ilícito, confirmando los hallaz-
gos de Fattah (2006/2014), Andrews & Bonta (2010), 
Nguyen et al. (2011), Salazar et al. (2011), Myres (2012), 
Andrade (2015) y Di Genaro (2016), quienes precisa-
ron la existencia de factores de riesgo que hacen más 
propensa la criminalidad, producto de la interacción 
de elementos económicos, políticos y sociales que 
involucran la esfera personal de cada individuo y su 
medioambiente (vid. gráfica 2).

Dentro de los factores predisponentes sobre-
salieron, para la aparición de posibles victimarios, 
el nivel de escolaridad bajo, la ausencia de valores, 
familias disfuncionales, caracterizadas por padres 13	 Víctimas, victimarios y funcionarios judiciales.
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solteros jóvenes (entre 18 y 25 años), con alta pre-
sencia de hijos de diferentes madres y curiosidad 
por el riesgo propio de la edad, inestabilidad laboral 
y remuneraciones bajas, facilidad de ser influencia-
dos por terceros, todo asociado a baja percepción 
de riesgo y contextos sociales desfavorables.

En las víctimas, los apegos sociales apropiados, 
estilos de vida rutinarios y la falta de discreción en el 
manejo de información económica, personal y fami-
liar, constituyeron los factores predisponentes más 
relevantes para la victimización.

En lo que atañe a los factores precipitantes, 
se destacaron, para la aparición de posibles victi-
marios, la presencia de grupos delincuenciales pe-
queños, conformados por jóvenes de 18 a 25 años, 
con bajos niveles de escolaridad, ocupación laboral 
baja, curiosidad por el riesgo, ambición por el poder, 
ubicados en sectores socioeconómicos desfavora-
bles14, lo cual constituye factores de riesgo determi-
nantes, dada su capacidad para influenciar a otros 
jóvenes con características similares.

En las víctimas resaltó el manejo informal de di-
nero en efectivo, en oficios como conductores de 
transporte público y administradores de tiendas 
de abarrotes, los cuales se relacionan con familias 
funcionales en edad productiva (42-49 años), con 
niveles de educación media, ubicados en barrios de 
estrato socioeconómico medio-bajo15.

El reconocimiento social, que caracterizó a 
los padres como cabezas de familia dentro de sus  
círculos laborales y sociales, constituye, junto con la 
presencia de parejas estables e hijos, factores preci-
pitantes, los cuales significan, desde la órbita de los 
victimarios, focos de vulnerabilidad, hacia donde es-
tos últimos dirigen su amenaza, previo trabajo de in-
teligencia para poder efectuar una mejor coacción y 
consecución del pago periódico de la microextorsión.

La no denuncia fue otro factor precipitante en 
las víctimas, que motivó a la reincidencia, y esta a su 
vez se asocia a la percepción de impunidad y de inse-
guridad. Esta, como se dijo al inicio de este acápite, 
está intrínsecamente relacionada con la amenaza 
que motiva al miedo, como medio característico ca-
paz de materializar la microextorsión.

Acorde con lo anterior, se coligió que la microex-
torsión no se da por la presencia de una única causa, 
lo cual encuentra soporte en Fattah (2014), quien 
explica que el delito es producto de la decisión ra-
cional del individuo, marcada por la confluencia  
de múltiples causas o factores de riesgo, resultado 

de la estructura y funcionamiento social en el que 
se presenta.

Congruente con ello, al efectuar un contraste 
entre los factores demográficos y psicosociales re-
levantes en las víctimas y victimarios antes enuncia-
dos, se concluyó que existe una correspondencia 
entre los actores que hacen parte de la pareja pe-
nal, con soporte en Pérez et al. (2014), en razón de 
la existencia de características comunes en los dos 
actores, entendidas como predisponentes, a saber:
•	 En los victimarios, la dificultad de alcanzar objeti-

vos sociales positivos en relación con posiciones 
económicas o un mayor estatus social, es una de 
las causas que se relacionan con la precipitación 
del ilícito, confirmando lo expuesto por Salazar et 
al. (2011) y Barrera & Guzmán (2013), quienes ex-
plican que las zonas marginales carentes de con-
diciones socioeconómicas favorables hacen más 
proclive una posible relación con la delincuencia, 
lo cual precipita una fuente de tensión, situación 
confirmada por los victimarios entrevistados que 
reclamaron una mejor calidad de vida.

•	 En la misma línea, fue consecuente la ubicación 
de los victimarios16  y las víctimas17  en los estra-
tos bajos, que albergan a ciudadanos con menos 
recursos económicos, siendo una característica 
sociodemográfica que comparten los dos acto-
res, sustentado en Barrera & Guzmán (2013) y 
resultados de encuestas e investigaciones enfo-
cadas al crimen.

•	 La amenaza como factor psicológico, que en 
igual medida fue constante en los dos actores, 
se correlaciona con la ubicación de estos en los 
estratos bajos, confirmando lo expuesto por 
Celdedón et al. (2009) y encontrando respaldo 
en los resultados de Cruz et al. (2012), quienes 
evidenciaron que la amenaza tiene una mayor 
tasa de victimización y afectación en los estratos 
bajos (1, 2 y 3), coincidiendo con los estratos en 
los cuales se ubicaron los victimarios18  y las vícti-
mas19  de microextorsión.

•	 El rango de edad como factor precipitante, que 
prevaleció en los victimarios al cometer por pri-
mera vez el ilícito20 , en contraposición con el 
promedio de edad en las víctimas, asociado a 
edades productivas, constituye otra característi-
ca que comparten los dos actores, sin dejar de 
lado que se observa una asociación inversa.
Por un lado los victimarios, caracterizados por 

concentrar una población joven, suelen ser menos 

14	 Para Colombia, esta condición se da en el estrato socioeconómico 1.
15	 Para Colombia, esta condición se da en el estrato socioeconómico 3.

16	 Estratos 1 y 3, correspondientes para Colombia a bajo-bajo y bajo.
17	 Estrato 3, correspondiente para Colombia a medio-bajo.
18	 Mayor concentración en estrato 1.
19	 Mayor concentración en estrato 3.
20	 18 años o menores de edad.
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sensibles a los costes y más a la recompensa –lo 
cual es consecuente con los hallazgos de Rodríguez 
(2015)–, motivados por una posible gratificación 
económica sin hacer la evaluación adecuada de las 
consecuencias; esto muestra frialdad en la comisión 
del delito, y arrepentimiento por los costos perso-
nales, dejando a un lado el remordimiento por los 
daños ocasionados.

A la par, se puede explicar la microextorsión 
como el primer delito que se comete a edades tem-
pranas (18 a 25 años), siguiendo la Teoría Integra-
dora de la Criminalidad (Farrington, 2005), por la 
presencia de factores predisponentes: bajos niveles 
educativos, fracaso o deserción escolar, inexperien-
cia e inestabilidad laboral, bajos ingresos salariales, 
entendidos como factores de riesgo asociados al 
entorno social, caracterizado por la presencia de 
familiares disfuncionales, falta de control familiar 
que se traduce en escaso control parental y social, 
ausencia de patrones de crianza y modelos positi-
vos, sumado a la presencia e influencia de amigos 
antisociales. Ello es congruente con lo expuesto por 
Vásquez (2003), Andrews & Bonta (2010), Salazar 
et al. (2011), Gómez et al. (2013), Barrera & Guzmán 
(2013), Rodríguez (2015) y Fattah (2006/2014).

En contraposición, la adultez intermedia prepon-
derante en las víctimas se asoció a una edad produc-
tiva, estabilidad económica y familiar, que a su vez 
lleva a mayor sensibilidad frente a los costos, lo cual 
repercute en la búsqueda de protección a la integri-
dad física y comercial, por encima del pago del injus-
to económico.

La adultez intermedia y los factores identificados 
que se asociaron a ella21, desde el plano de los victi-
marios, responde a un factor precipitante, en razón 
a que realizan su exigencia pecuniaria acorde con la 
capacidad de pago de la víctima, e identifican la exis-
tencia de parejas e hijos como vulnerabilidades hacia 
donde dirigen la amenaza, lo cual se explica en Fattah 
(2014), quien indicó que la percepción que tiene el 
victimario de la víctima y el conocimiento detallado 
de las características de la persona, le permiten al vic-
timario, como ocurre en la microextorsión, una elec-
ción y comisión del delito con mayor efectividad que 
en otro ilícito, y que respalda las afirmaciones efec-
tuadas por los victimarios de escoger el ilícito por la 
facilidad que presupone su comisión.
•	 Otro factor victimógeno que resaltó para la 

escogencia de la víctima, correlacionado con  
la adultez intermedia, según Fattah (2014), fue la 
ocupación, que se asocia al nivel socioeconómi-
co y capacidad de pago de la víctima, que hacen 

parte del entorno social en el que se desenvuel-
ve el sujeto y que, en igual medida, se soporta 
en Serge et al. (2012) y Pérez et al. (2014), quie-
nes señalaron que los sectores comerciales y de 
microempresa suelen ser los más vulnerados, 
como se confirmó en la presente investigación.
Esta característica en los victimarios destacó 

por la ausencia de un trabajo u ocupación laboral 
estable, que igualmente se asocia con inexperien-
cia laboral, coligada a trabajos informales, recursos 
socioeconómicos exiguos, ambición y la corta edad 
de los jóvenes, donde desempeñan un papel deter-
minante factores sociales y familiares relacionados 
con la marginalidad (Salazar et al., 2011), además de 
la existencia de antecedentes delictuales en la fami-
lia y el aprendizaje brindado por el entorno familiar 
y social, que constituye un factor determinante para 
que identifiquen la microextorsión como un medio 
de trabajo aceptable en su contexto, que es visto 
por los jóvenes como una respuesta a diversas fuen-
tes de tensión (Agnew, 2006).
•	 El nivel escolar fue otra característica común en 

víctimas y victimarios, que se correlaciona con 
los factores antes indicados, en particular la ocu-
pación e ingresos laborales, lo cual revela que 
el desarrollo y el nivel académico influyen como 
herramienta protectora frente al desarrollo del 
delito en las víctimas, y la deserción o fracaso 
escolar se constituye en un factor de riesgo en 
los victimarios, que con la manifestación de com-
portamientos inadecuados, disminuyen la frus-
tración ante el fracaso escolar y la incapacidad 
de alcanzar metas, de acuerdo con lo expuesto 
por Gómez et al. (2013).

	 Al sumarse a otros factores psicosociales y de-
mográficos, como la presencia de entornos so-
cioeconómicos bajos y ausencia de recursos su-
ficientes, falta de control parental e interacción 
con amigos delincuentes, y la facilidad de ser 
influenciados debido a la corta edad, todo eso 
lleva a una mayor propensión frente al ilícito (Sa-
lazar et al., 2011, y Andrews & Bonta, 2010).

•	 Destacó la existencia de componentes moti-
vacionales (económicos en su mayoría) en los 
victimarios, que precipitan su decisión de delin-
quir22, aunados a factores sociales, como la exis-
tencia de antecedentes delictuales en la familia 
y el aprendizaje brindado por el entorno, que 
difiere en los actores, ya que no fue constante 
su presencia en las víctimas; el ambiente social 

22	 Ausencia de valores, curiosidad por el riesgo, búsqueda de reconoci-
miento y poder, ambición, salarios bajos, facilidad y rentabilidad del 
ilícito y la oportunidad dada por la víctima.21	 Estabilidad económica y familiar.
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relacionado con la marginalidad constituye un 
factor determinante en los victimarios (Salazar 
et al., 2011).

•	 La estructura familiar y los patrones de crianza 
fueron otra característica que prevaleció en las 
víctimas y victimarios entrevistados, cuya rela-
ción entre los actores es inversamente proporcio-
nal. En los victimarios resaltó la ausencia de una 
estructura familiar determinada, en contraposi-
ción con la existencia y composición de familias 
funcionales definidas y estables en las víctimas  
con valores definidos. Se concluyó, en cohe-
renca con Andrews & Bonta (2010) y Barrera & 
Guzmán (2013), que la existencia de un adecuado 
vínculo familiar y una acción paterna en la crianza, 
como mecanismo de control, aumenta el desarro-
llo de regulaciones de conducta, que aleja a las 
personas de comportamientos antisociales.
Coherente con lo anteriormente expuesto, se 

llegó a la conclusión de que las características per-
sonales de la edad, género, escolaridad, ocupación, 
posición socioeconómica, que interactúan con el en-

torno social y cultural23, constituyen predisponentes 
que comparten víctimas y victimarios. Al interrela-
cionarse precipitan el ilícito, y esto confirma los pos-
tulados de Fattah (2006/2014), Salazar et al. (2011), 
Nguyen et al. (2011), Myres (2012), Andrade (2015) y 
Di Genaro (2016).

4.3. Con base en las principales causas y con-
secuencias identificadas a partir de los factores 
demográficos y psicosociales presentes en víctimas 
y victimarios, y su interrelación, se coligió, a través 
de la aplicación de la dinámica de sistemas, el mo-
delo del ciclo delincuencial de la microextorsión y 
sus respectivos ciclos de realimentación, que ilustra 
sobre el desarrollo del delito y permite entender la 
microextorsión como el producto de la confluencia 
de los factores identificados y las relaciones causa-
les que a partir de estos se generan entre los actores 
(vid. gráfica 5).

El modelo bosqueja motivadores, entendidos 
como procesos energizantes o fuentes principales 
de tensión, siguiendo a Farrington (2005) y Agnew 
(2006), que predisponen la comisión del ilícito, y 

Gráfica 5.  Ciclo delincuencial desde la dinámica de sistemas
Fuente: Elaboración propia, 2016

23	 Entorno familiar, estilos de crianza, zonas de residencia, presencia e influencia de amigos y familiares antisociales.
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se concluye que dentro de estas, las circunstancias 
marginales en el contexto social fueron determi-
nantes para la aparición de microextorsionistas en 
la muestra entrevistada, pero por sí solas no gene-
raron el comportamiento delictivo.

Se aclara que los ciclos de realimentación fueron 
entendidos como estructuras circulares que se for-
man a partir de las reglas de decisión de los actores, 
que pueden ser positivos si la relación entre las 
variables refuerza el comportamiento antisocial, o 
negativos cuando dichas relaciones tienden a con-
trolar el comportamiento ilegal, precisando que 
para establecer la polaridad de los ciclos, se identi-
ficaron primariamente las diferentes variables del 
sistema y las polaridades entre estas, cobrando pro-
tagonismo los factores de riesgo identificados en 
uno y otro actor, que ayudaron a identificar dentro 
del modelo tres ciclos de realimentación.

En este contexto, la individualización de las cau-
sas (factores psicosociales y demográficos) que 
predisponen o precipitan el ilícito, constituyen eje 
central para combatir la microextorsión; la inge-
niería criminológica es una herramienta eficaz que 
ayudó a entender el delito como un modelo dinámi-
co del crimen, acogiendo los postulados de Olaya 
(2009/2010/2011).

4.3.1. Acorde con ello, se concluyó que la micro- 
extorsión es una red multicausal producto de la 
racionalidad marcada por la motivación econó-
mica, revelada por la ambición y la percepción de 
obtención de dividendos adicionales con menores 
riesgos; se coligió que es la causa psicosocial pre-
ponderante para la materialización del ilícito, so-
bre la base de la utilidad esperada. Al confluir con 
otros factores de riesgo24, vistos como fuentes de 
tensión, estimula y precipita positivamente la deci-
sión en el potencial victimario de ver el ilícito como 
la opción más rentable, confirmando lo expuesto 
por Gómez et al. (2013), Barrera & Guzmán (2013), 
Roemer (2007), Grautoff et al. (2011), Galiani & Jait-
man (2014) y Jaitman (2015).

En esta línea, dentro del modelo se identificó el 
primer ciclo de realimentación positivo, denominado 
ciclo predisponente del victimario, en el que la con-
currencia de factores de riesgo impulsan al individuo 
a cometer el ilícito, destacando, de la mano de la 

utilidad esperada, la influencia de grupos delincuen-
ciales, que en su papel de terceros ejercen presión 
sobre el individuo para que maximice su bienestar, 
convirtiéndolo en victimario, y a su vez este, en su 
papel de victimario, ejerce presión sobre personas 
cercanas que tienen los mismos niveles de ambición 
para que delincan en conjunto. Así, aparece un ciclo 
que refuerza la entrada de nuevos individuos a la 
organización delictiva, por medio de los ya pertene-
cientes a esta (vid. gráfica 6).

La ausencia de fortalecimiento de programas 
de inclusión social, dirigidos a la población joven de 
sectores de estratos socioeconómicos bajos, donde 
hay más presencia de estos factores de riesgo, los 
lleva a adoptar a la microextorsión como fuente per-
manente de ingresos.

4.3.2. Posteriormente, a partir del trabajo de in-
teligencia que implica el seguimiento y estudio de 
la posible víctima, para su escogencia por parte del 
agresor, cobran relevancia los factores predispo-
nentes identificados para la victimización, en con-
cordancia con lo expuesto por Fattah (2014) y Pérez 
et al. (2014), en donde estos activan una estructura 
predisponente de la víctima, vislumbrando la posi-
ble materialización de la pareja penal.

Aunque no se presenta dentro del modelo en 
forma de ciclo, es claro que la probabilidad de ser 
víctima aumenta cuando confluyen factores que di-
ferencian a un individuo dentro de un contexto so-
cial determinado, que para el caso de la microextor-
sión se encuentran asociados a una edad de adultez 
intermedia25, estable y productiva, ubicada en un 
nivel socioeconómico 3, relacionada con presencia 
de familias funcionales y económicamente estables, 
asociadas a ocupaciones de transportadores y co-
merciantes (vid. gráfica 7).

La manipulación de dinero en efectivo, junto 
con la presencia de parejas e hijos, hacia donde se 
dirige la amenaza, aumentan la posibilidad de vic-
timización, y es importante la regulación de cam-
pañas que promuevan el uso de dinero electrónico 
por parte de comerciantes y transportadores, quie-
nes con mayor frecuencia manipulan en efectivo 
cantidades de dinero considerables en sus negocios.

4.3.3. Seguidamente se materializa la coacción 
como elemento característico del punible, que con-
comitante con Celedón et al. (2009), Salgado (2010) 
y Ashford (2016), es el medio más efectivo para 
persuadir a las víctimas, corroborando que la ame-
naza durante períodos de tiempo prolongados, se 
transforma en el método de agresión instrumental

24	 Las causas que sobresalieron en el acápite de resultados, y que se 
involucran en el modelo, son: salarios bajos e inestabilidad laboral, 
influencia de amigos o grupos delincuenciales, nivel de escolaridad 
bajo y deserción escolar asociada a edades tempranas, curiosidad por 
el riesgo, búsqueda de reconocimiento y poder dentro de sus grupos 
sociales, ausencia de valores, y percepción, desde la óptica del victi-
mario, de que la microextorsión, en comparación con otros delitos, 
conlleva para su realización menor esfuerzo y riesgo. 25	  Edad de 42 a 49 años.
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Gráfica 6.  Ciclo predisponente del victimario
Fuente: Elaboración propia, 2016
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capaz de vulnerar diferentes derechos, que impac-
tan negativamente el bienestar del sujeto pasivo, la 
seguridad y convivencia ciudadana, y así se cristaliza 
el segundo ciclo de realimentación positivo del mo-
delo dinámico.

El ciclo del desarrollo del delito positivo, como 
se denominó, se activa cuando el victimario expresa 
la amenaza a la víctima, y es el pago de la suma de 
dinero exigida una de las posibilidades que tiene la 
víctima, sin denunciar, en respuesta al factor miedo. 
Sin embargo, esto aumenta la motivación del de-
lincuente para continuar amenazando a la víctima, 
desplegando un ciclo de refuerzo, entendido como 
una estructura viciosa que continúa creciendo y se 
mantendrá mientras la víctima acepte pagar la mi-
croextorsión (vid. gráfica 8).

4.3.4. Otra de las formas en que la víctima puede 
reaccionar ante la amenaza es no pagar y denunciar, 
lo cual desata una cadena que termina por disuadir 
al delincuente y apartarlo del negocio, o al menos 
de la víctima. Aquí se presenta el tercer ciclo nega-

tivo del modelo, que constituye el primer ciclo de 
control del modelo, pues el mecanismo de la denun-
cia cumple su papel de desestimular las amenazas 
por parte del victimario (vid. gráfica 9).

Congruente con lo anteriormente expuesto, la 
amenaza lleva a la afectación económica, física y 
psicológica de la víctima; se observa que la no de-
nuncia, la percepción de inseguridad e impunidad, 
el desplazamiento (Ríos, 2014), la financiación de 
otros ilícitos y el fortalecimiento de la capacidad cri-
minal del ilícito y de las organizaciones delincuencia-
les (Serge et al., 2012), son algunas consecuencias, 
que en algunos casos se agravan, por el descono-
cimiento de los programas de atención existentes, 
de parte de la ciudadanía y de las posibles víctimas.

Es pertinente recordar que el modelo solo es 
una representación de la realidad, acotado a una 
frontera de interés por parte de los investigadores. 
Por ello, se incluyeron las variables más relevantes 
identificadas, que apuntan al objetivo de entender 
e intervenir la cadena delictual de la microextorsión.

+

+

+

+
Motivación para

continuar amenazando

Amenazar a la
victima

Pagar la extorsión-
No denunciar

Gráfica 8.  Ciclo positivo del desarrollo del delito
Fuente: Elaboración propia, 2016
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Siguiendo este parámetro, con la aprehensión y 
condena los victimarios, en su mayoría jóvenes e in-
fluenciables –cuyo primer delito es la microextorsión, 
por la cual fueron capturados–, conocen en los cen-
tros de reclusión a otros victimarios, con mayor expe-
riencia frente a este y otros punibles, y así se focaliza 
un riesgo en relación con la posible reincidencia.

Frente a este último panorama, la falta de perso-
nalización de programas de resocialización, según 
el tipo de delito y las características demográficas y 
psicosociales de la población a la que van dirigidos, 
puede mantener este tipo de comportamientos, de 
modo que se profesionaliza la adquisición de cono-
cimiento en prácticas delictivas.

En consecuencia, se concluyó que es importante 
focalizar programas de resocialización específicos 
para microextorsionistas, acorde con las caracterís-
ticas demográficas y psicosociales identificadas, con 
el propósito de desligar la posible interiorización de 
que la forma más fácil de lograr la satisfacción de las 
necesidades económicas es a través de este delito, y 
aquí desempeñan un papel determinante la adquisi-
ción, presencia y fortalecimiento de valores.

Gráfica 9.  Ciclo negativo del desarrollo del delito
Fuente: Elaboración propia, 2016

Denuncia-No paga
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Disuasión del
Victimario
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víctima

Motivación para
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+

+

+

+

++

+
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Lo anterior sin dejar de lado, como factor trans-
versal para la minimización del delito, la atención 
frente al manejo del miedo, producto de la amena-
za, en el que se destaca el fortalecimiento de los 
programas de atención a las víctimas, figura que 
cobra protagonismo para implementar, junto con 
ella, medidas preventivas, reeducando a los ciu-
dadanos, en los que confluyen factores predispo-
nentes y precipitantes para la victimización frente 
a la microextorsión, de acuerdo con los resultados 
presentados.

Se destacó la importancia del modelo, en ra-
zón a que al haberse reconocido factores demo-
gráficos y psicosociales relevantes en la muestra 
entrevistada, como causas que predisponen y pre-
cipitan el ilícito, permiten diseñar estrategias y po-
líticas públicas incluyentes, en las que los factores 
de riesgo identificados constituyan pilares o ejes 
centrales hacia los cuales deben enfocarse las es-
trategias de prevención que se planteen, y las de 
intervención, para evitar la reincidencia, con mayor 
énfasis hacia los estratos socioeconómicos bajos, 
que involucran los niveles bajo-bajo, bajo y medio-
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bajo, caracterizados por albergar ciudadanos con 
menores recursos económicos.

Así las cosas, se concluyó que la motivación eco-
nómica incentiva la economía criminal, asociada a 
la presencia de grupos delincuenciales, y estos dos 
elementos motivan, activan y reactivan el modelo 
dinámico, a partir del primer ciclo de realimentación 
positivo identificado, en donde se estructura el posi-
ble victimario. Entonces, se estima pertinente, en el 
marco de la investigación criminal y persecución del 
delito, fortalecer las estrategias hacia la prevención 
y disuasión de estos dos componentes, de modo 
que coadyuven a desestimular e interrumpir desde 
el inicio el modelo y, por ende, el primer ciclo de re-
alimentación positiva del mismo y del ciclo delictual.

Otro factor que se destacó, a partir del accionar 
de la persecución del delito y la investigación crimi-
nal para este propósito, es el fortalecimiento de las 
estrategias de información y atención a víctimas, 
desde un componente dual:

a) La disuasión frente al riesgo que implica ma-
nejar el producto de los negocios de tenderos y el 
transporte público a través de dinero en efectivo, 
que comúnmente se utiliza dentro de los locales y 
los medios de transporte público, de modo que se 
mantiene un flujo de caja incentivante de la conduc-
ta ilegal por parte del victimario.

b) La motivación y facilidad del acceso y segui-
miento a la denuncia, como mecanismo que empo-
dera a la víctima para la persecución del victimario, 
a través de la autoridad judicial competente en los 
sectores de estratos socioeconómicos 2 y 3. Ello en 
razón a que esta última sobresalió dentro del primer 
ciclo negativo identificado, como el elemento capaz 
de interrumpir el modelo delictual.

Concomitante con lo plasmado, y entendiendo 
que los otros factores predisponentes y precipitan-
tes identificados en los ciclos de realimentación po-
sitivos de victimarios y víctimas, constituyen focos de 
atención que deben ser incluidos dentro de las medi-
das de intervención de la modalidad delictual, desde 
un ámbito preventivo, se observó la necesidad de 
robustecer, en desarrollo del principio de correspon-
sabilidad, los esfuerzos de las entidades nacionales y 
territoriales del Estado con el sector privado y la so-
ciedad civil, para minimizar los mismos.

Lo anterior, dando un realce especial y prioriza-
ción a la educación, el fortalecimiento de entornos 
sociales y familiares funcionales, con valores defini-
dos y mejores condiciones económicas, como nive-
les de protección desde el ámbito de competencia 
de cada estamento, los cuales resaltaron en segun-
do plano en el ciclo de realimentación positiva del 
victimario y la estructura predisponente de la víc-

tima, hacia donde deben encaminarse parte de los 
esfuerzos.

Finalmente, y en razón a que la microextorsión 
constituye una conducta pluriofensiva que puede 
ocasionar serias secuelas psicológicas a largo plazo 
en la víctima y su núcleo familiar, afectando otros 
derechos personalísimos, más allá del patrimonio 
económico, se sugiere estudiar la viabilidad de 
tipificar esta conducta dentro del régimen legal 
colombiano, como un delito independiente o, en 
su defecto, como una circunstancia de agravación 
punitiva.

Este último planteamiento toma fuerza al obser-
var el modelo dinámico, y en particular el ciclo de 
desarrollo del delito, en el que sobresalió la amena-
za como el conector entre el ciclo de realimentación 
predisponente del victimario y el ciclo del desarrollo 
del delito desde su doble enfoque: la materializa-
ción del delito o la interrupción del mismo a través 
de la denuncia, previa realización de la estructura 
predisponente de la víctima.
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Insecurity and tourism in Quintana Roo, Mexico (1997-2013)
Insegurança e tourism em Quintana Roo, México (1997-2013)

Resumen
El objetivo es determinar si el turismo en Quintana Roo se 
ve afectado por el incremento de los delitos, y demostrarlo 
mediante un modelo econométrico. Para este se retoman las 
variables de los delitos del fuero federal, por considerar que 
son los que más impactan en la percepción de inseguridad, 
y la ocupación hotelera. En los resultados del modelo se ob-
serva que la relación entre los delitos del fuero federal y el 
turismo es inversa, es decir, cuando se incrementan los deli-
tos, el número de turistas disminuye; sin embargo, el efecto 

de la delincuencia está en función de la percepción, y, por lo 
tanto, resolvimos que este efecto puede lograrse rezagando 
la variable explicativa, por lo que se retardó a un periodo, es 
decir, la inseguridad o el temor se presenta con rezago de un 
año. Por esto, se concluye que al aumentar los delitos del fue-
ro federal en el Estado de Quintana Roo, disminuye, para el 
siguiente año, la densidad hotelera en la entidad; en términos 
absolutos, son menos turistas pernoctando en la infraestruc-
tura hotelera del Estado.

Palabras clave

Criminalidad, delincuencia organizada, turismo, México, inseguridad (fuente: Tesauro de política criminal la-
tinoamericana - ILANUD).
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Abstract
The objective in this article is to determine whether tou-
rism in Quintana Roo is being affected by the increasing 
number of crimes and, if true, then be able to prove this 
fact by means of an econometrical model. For this pur-
pose, the variables of federal jurisdiction are retaken as 
deemed to be those having a stronger impact on the per-
ception of insecurity and hotel occupancy. Through the 
model results it is possible to observe that the relation 
between federal jurisdiction crimes and tourism is inverse; 
i.e., that when there is an increase in crimes, a decrease 
occurs in the number of tourists. However, the impact of 

criminality works according to perception and, therefore, 
we decided that this effect can be achieved by delaying 
the explanatory variable; for this reason, it fell behind for 
a period, this meaning that what relates to traveler inse-
curity and/or fear appears with one year lag. Therefore it 
is concluded that wherever federal jurisdiction’s crimes 
increase in the State of Quintana Roo, hotel density for 
the following year decreases in the entity; in absolute 
terms, this means fewer tourists spending the night in the 
hotel infrastructure of the State.

Key words

Criminality, delinquency, organized crime, tourism, Mexico, insecurity (Source: Tesauro de política criminal latinoameri-
cana - ILANUD).

Resumo
O objetivo é determinar se o turismo em Quintana Roo 
é afetado pelo aumento dos crimes, e demonstrá-lo por 
meio de um modelo do econométrico. Para isso as va-
riáveis dos crimes da lei federal são retomadas, por con-
siderar que são aqueles que batem mais na percepção da 
insegurança, e a ocupação hoteleira. Nos resultados do 
modelo observa-se que a relação entre os crimes da lei 
federal e o turismo é inversa, ou seja, quando os crimes 
aumentam, o número dos turistas diminui; não obstante, 

o efeito da delinquência é baseado na percepção, e, por-
tanto, nós resolvemos que este efeito pode se conseguir 
deixando atrás a variável explicativa, razão porque foi 
retardado para um período, ou seja, a insegurança ou o 
medo aparece com atraso de um ano. Por isso, conclui-
se que ao aumentar os crimes da lei federal no Estado de 
Quintana Roo, diminui, para o seguinte ano, a densidade 
hoteleira na entidade; em termos absolutos, são menos 
turistas pernoitando na infraestrutura do hotel do Estado.

Introducción
El Secretario de Turismo (2015) ha manifestado que 
en México el turismo ha sido afectado por la crisis 
mundial del 2008-2009, la epidemia de la influenza 
A (H1N1) y las noticias de la inseguridad que se pu-
blicaban en el mundo acerca de México (Ollaquin-
dia, 2015). También, la Confederación Patronal de la 
República Mexicana (Coparmex) ha señalado que 
la inseguridad que vive el país ha provocado que el 
turismo pierda competitividad respecto a otras na-
ciones (González, 2014).

	 En el presente trabajo se busca explicar si el 
turismo en Quintana Roo, principal destino de sol y 
playa en México, se ve afectado por la inseguridad. 
Las autoridades, los expertos y empresarios del tu-

rismo reconocen que existe una percepción de se-
guridad negativa sobre México, que se difunde en 
los medios de comunicación y que ha afectado al tu-
rismo, y por otro lado, según los registros oficiales, 
los delitos se han incrementado en México; sobre 
todo los de alto impacto relacionados con la delin-
cuencia organizada, lo que repercute en la percep-
ción de inseguridad. No existen estadísticas sobre 
turistas víctimas y, ciertamente, tampoco parecen 
ser hechos que sucedan con frecuencia.

	 El tema se estudia desde el marco del miedo 
al crimen, que suele ser más alto que la inseguridad 
real. También se recurre a datos que demuestran la 
importancia del turismo en México, y en concreto 
en Quintana Roo, así como a información sobre la 
percepción de inseguridad y el incremento de deli-

Palavras-chave

Criminalidade, delinquência organizada, turismo, México, insegurança (fonte: Tesauro de política criminal la-
tinoamericana - ILANUD).
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tos. Se revisan reportes del Banco de México y del 
Foro Económico Mundial, que consideran la seguri-
dad de un destino como un indicador relevante que 
se debe considerar para el turismo, y cómo México 
ha bajado en competitividad turística por la insegu-
ridad que se percibe.

Con estas ideas, se analiza la relación entre inse-
guridad y turismo en Quintana Roo, y se busca esta-
blecer una relación objetiva entre ambas, por lo que 
se recurre a un modelo estadístico que explique si el 
incremento de los delitos afecta negativamente al 
turismo en Quintana Roo. Se encuentra una relación 
positiva entre el incremento de los delitos del fuero 
federal, los de alto impacto y el turismo.

Revisión de la literatura:  
el miedo al crimen
Bauman (1996) afirma que se pensó que con la mo-
dernidad se iba a controlar el mundo social y natu-
ral, y con ello vencer los miedos y temores. Sin em-
bargo, lo que caracteriza a las sociedades modernas 
es la incertidumbre, la amenaza y el miedo. Miedo ante 
la incertidumbre: desconocemos el hecho concreto 
que nos amenaza o pone en riesgo y, por lo tanto, 
no sabemos qué hacer o no para contrarrestarlo. 
Para Beck (1996), el concepto de riesgo significa, 
entre otras cosas: falta de control, incertidumbre, 
control y descontrol al mismo tiempo.

También está el tema del miedo de ser víctima 
de un delito, que es un miedo mucho más concreto, 
el temor a perder la vida, mientras el riesgo tiene 
que ver con la incertidumbre, con lo impredecible.

Señala Cornelli (2008, p. 334) que el miedo a 
la criminalidad constituye, en todo caso, un rasgo 
esencial de la modernidad: “El estado de guerra de 
todos contra todos reaparece en el imaginario co-
lectivo y, unido, el tema de la violencia y del miedo 
a la violencia”.

Además, con el uso de los medios electrónicos 
han surgido diversos delitos, difíciles de prevenir y 
combatir y que afectan a millones de personas de 
todas las edades y países.

Por tanto, el tema sobre seguridad se encuentra 
como la principal preocupación de la mayoría de  
las personas y, al mismo tiempo, se desconfía de las 
instituciones cuya tarea es la protección y conserva-
ción del orden. Así, “…las instituciones en general, 
pierden su validez simbólica de contenedores de la 
violencia y del desorden, y deja sobre el campo des-
ilusión, desconfianza e inseguridad” (Cornelli, 2008, 
p. 335).

Algunos miedos son fabricados, otros son rea-
les. Según los datos oficiales relacionados con el 
crimen, existe un incremento de los delitos, pero la 
percepción del miedo es superior. De esta forma, el 
crecimiento de la criminalidad afecta a todos los ha-
bitantes y presenta dos dimensiones: la inseguridad 
objetiva, que hace referencia a los hechos concre-
tos de delitos registrados, y la inseguridad subjetiva, 
que es la percepción de inseguridad: la sensación y 
temor de ser víctimas de un hecho delictivo 
(Carrión, 2007). Es importante señalar que la inse-
guridad subjetiva existe con independencia de la 
inseguridad objetiva o delitos reales (Kessler, 2008, 
p. 107).

De esta forma, Torrente (2001) explica que el ha-
ber sido víctima de un delito no es un factor deter-
minante en la percepción de la seguridad, salvo si 
fue muy grave, pero la mayoría de los delitos están 
relacionados con robos convencionales. También 
Kessler (2008), al revisar las encuestas sobre victi-
mización, encuentra que las personas que han pade-
cido algún delito no son las que manifiestan mayor 
temor; afirma que “…el temor es, muchas veces, 
una conducta preventiva, por lo cual…no necesaria-
mente la victimización y el temor están asociados” 
(Kessler, 2008, p. 122).

El temor de ser víctima de un delito tiene que ver 
con la construcción social del miedo; los medios de 
comunicación desempeñan un papel central en la 
construcción de la inseguridad (Torrente, 2001). En 
las encuestas sobre percepción de inseguridad se 
observa que existe una relación entre sentirse inse-
guro en la medida en que se lee o escucha el noticie-
ro; los medios de comunicación motivan el pánico 
social y, en un sentido más amplio, la sociedad es 
la que construye las nociones de riesgo, amenaza, 
peligro y define a nuestros enemigos (Kessler, 2008, 
p. 108).

El miedo al delito afecta la calidad de vida de las 
personas, se incrementa la desconfianza y la intole-
rancia, se exigen medidas punitivas o autoritarias 
para combatir la inseguridad, la democracia se de-
bilita, igual que la solidaridad entre los ciudadanos. 
Como consecuencia del miedo, la gente ha dejado 
de salir, pone cámaras, rejas y guardias para vigilar 
u observar e impedir el paso a los desconocidos, del 
otro amenazante, la mayor parte de las veces imagi-
nario: se estigmatizan los lugares y se devalúan las 
áreas (Torrente, 2001).

El turismo se desarrolla dentro de este marco del 
miedo al crimen, el riesgo y la incertidumbre, carac-
terísticas de las sociedades globales y que impactan 
su crecimiento y desarrollo: “como los atentados te-
rroristas, las crisis financieras, el virus de la influen-
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cia (sic) AH1N1, pero, principalmente la violencia 
generada por el narcotráfico en México” (Vladimir, 
2015, p. 9).

Los medios de comunicación desempeñan un 
papel determinante en la construcción de la imagen 
de un destino o país, “…es un proceso complejo 
donde el potencial viajante consulta al menos siete 
sitios sólo en la Internet, algunos de los cuales re-
visa hasta tres veces, antes de tomar una decisión 
en torno al destino…” (Paz, 2014). Y al momento de 
elegir un destino, el factor seguridad resulta ser el 
más importante para el turista. Además, los turistas 
extranjeros de los países desarrollados tienen más 
cultura de prevención ante cualquier evento ame-
nazante que los turistas nacionales. Por lo que “…
en los últimos años el movimiento del turismo en 
el mundo crece o decrece de acuerdo a la pérdida 
de confianza y en la seguridad del destino turístico” 
(Vladimir, 2015, p. 29).

En México, la Secretaría de Turismo trabaja en 
la difusión de la imagen de México como un desti-
no seguro. Un experto en mercadotecnia turística 
afirma: “Operadores y mayoristas de otros países 
nos han comentado que no se resolvió la inseguri-
dad, pero sí cambió la percepción, al ya no ser estos 
eventos la nota principal de noticieros, diarios y por-
tales de internet” (Paz, 2014).

El turismo en México

Para México, el turismo representa una de las prin-
cipales fuentes de divisas. Genera el 8,4 % del PIB 
y es la tercera fuente generadora de divisas en el 
país. El Secretario de Turismo informó que al cierre 
del segundo trimestre del 2015, el número de per-
sonas empleadas en el sector turístico ascendió a 
3.700.000, un 0,4 % más que las reportadas el año 
pasado y que equivalen al 7,3 % de quienes laboran 
en el país (Secretaría de Turismo, 2015).

Sin embargo,
México ha crecido en menor proporción res-

pecto de otras naciones, tanto en términos de 
llegadas de turistas como de ingresos por turismo 
internacional. Aspectos asociados a la recesión 
económica global, la percepción de inseguridad y 
eventos vinculados a contingencias, han deterio-
rado la imagen del país y los efectos para el sector 
turístico han sido sumamente dañinos (Programa 
Sectorial de Turismo, 2013-2018, p. 23).
Lo anterior, ha impactado de forma negativa en 

el desarrollo de las comunidades que viven de la ac-
tividad turística en México.

Incluso, México ha bajado posiciones en la cla-
sificación de la Organización Mundial de Turismo 
(OMT), al pasar del séptimo lugar en el 2000, al dé-
cimo en el 2011, en la recepción de turistas interna-
cionales, y del duodécimo al vigésimo tercero en el 
ingreso de divisas (Programa Sectorial de Turismo, 
2013-2018, p. 24).

El turismo en Quintana Roo

El Estado de Quintana Roo, con una población de 
1.325.578 habitantes, comprende diez municipios: 
Cozumel, Isla Mujeres, Benito Juárez, Solidaridad, 
Tulum, Lázaro Cárdenas, José María Morelos, Felipe 
Carrillo Puerto, Bacalar y Othón P. Blanco.

Quintana Roo presenta graves contrastes so-
cioeconómicos: mantiene un crecimiento económi-
co alto en los municipios de Cozumel, Solidaridad y 
Benito Juárez, como consecuencia de la actividad 
turística, mientras los municipios de Lázaro Cárde-
nas, José María Morelos y Felipe Carrillo Puerto tie-
nen una actividad basada en la agricultura, y en ellos 
se vive en extrema pobreza. El resto de los munici-
pios tiene un crecimiento económico medio.

La mayor parte de la población de Quintana Roo 
son migrantes, que se concentran sobre todo en el 
municipio de Benito Juárez; ahí reside el 51 % del to-
tal de la población de la entidad. En este municipio, 
el 24 % vive en asentamientos irregulares de la zona 
metropolitana de Cancún, en viviendas precarias y 
en constante riesgo.

La gente que llega al norte de Quintana Roo, 
para laborar en los servicios del turismo, tiene una 
preparación deficiente y se emplea en labores con 
un bajo nivel salarial (Oehmichen, 2010); esto ge-
nera frustración, desintegración familiar, baja pro-
ductividad laboral y problemas sociales, como son 
el alcoholismo, la drogadicción y la inseguridad (Ob-
servatorio de Violencia Social y de Género de Benito 
Juárez, Q. R., 2008).

Por otro lado, Quintana Roo es uno de los des-
tinos turísticos más importantes de América Latina 
y el Caribe, y el primer destino turístico de sol y pla-
ya del país; recibe a casi once millones de turistas 
al año, los cuales generan una derrama de cerca de 
6.000 millones de dólares al año.

De esta forma, Quintana Roo es de los Estados 
más competitivos en México, principalmente por la 
preferencia de grupos empresariales turísticos a ins-
talarse en su territorio, hasta ahora con un desarrollo 
de alrededor de 82.000 cuartos de hotel; una ocupa-
ción promedio de 63 % (mayor que la media nacional, 
de 46,4 %) y su potencial mercado turístico de 3.000 
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millones de dólares anuales del mercado de consumo 
turístico (Plan Quintana Roo, 2011-2016, p. 54).

Los destinos más visitados de Quintana Roo son: 
Cancún (se ubica en el municipio de Benito Juárez); 
Chetumal (capital de Quintana Roo y que se encuen-
tra en el municipio de Othón P. Blanco); la Riviera 
Maya (pertenece al municipio de Solidaridad); Co-
zumel e Isla Mujeres. Como se puede apreciar en la 
tabla 1, Cancún es el que tiene mayor afluencia de 
turistas, seguido de la Riviera Maya. Además, no 
se aprecian diferencias significativas entre los años 
2014 y 2015 en los meses de enero y julio, según las 
fechas registradas en la Secretaría de Turismo; se 
observa en general un incremento en la afluencia de 
turistas en los principales destinos de Quintana Roo.

Inseguridad en México

Según la Encuesta Nacional de Victimización y Per-
cepción sobre Seguridad Pública (ENVIPE, 2015), en 
México se ha incrementado el número de delitos, de 
23,1 millones en el 2010 a 33,7 en el 2014, por lo que 
la tasa por cada cien mil habitantes fue de 41,7 en el 
2014, mientras en el 2010 era de 30,5 (un crecimien-
to del 37 %). Pero, además, poco sabemos sobre los 
delitos en México, pues se estima una cifra negra1 

del 93 %. Los delitos no se denuncian, principalmen-
te porque la población lo considera una pérdida de 
tiempo (32,2 %) y por desconfianza en la autoridad 
(16,8 %) (ENVIPE, 2015).

Como efecto del combate al narcotráfico por el 
gobierno mexicano, se ha incrementado el número 
de delitos relacionados con la delincuencia organi-
zada, y la población se siente más insegura. De esta 

forma, el Estado, con sus políticas públicas sobre 
seguridad, dirigidas sobre todo al combate al narco-
tráfico, ha desatado más violencia y, con ello, mayor 
inseguridad.

El hecho de saber que el Estado incrementa el 
número de policías, militariza la seguridad públi-
ca y hace más uso de la prisión de alta seguridad, 
produce el efecto de mayor miedo, desconfianza 
e inseguridad entre la población. E. g., según la 
ENVIPE (2015), en México el 73,2 % se siente inse-
guro, aunque solo un 28,2 % ha manifestado ser 
víctima de un delito. Existe una relación entre sen-
tirse inseguro en la medida en que se lee o escucha  
el noticiero. Los medios de comunicación motivan el 
pánico colectivo.

La política criminal del Estado mexicano, encami-
nada sobre todo a combatir al narcotráfico y para lo 
cual utiliza al ejército en funciones de seguridad pú-
blica (por la desconfianza que se tiene en los cuer-
pos policiacos), no ha impactado en la reducción de 
los delitos; antes bien, se han incrementado.

La industria turística  
y la inseguridad en México
Se considera que el incremento de los delitos en 
México y la percepción de inseguridad afectan la 
imagen y competitividad de la industria turística, 
lo que ha conducido a que México baje su lugar en 
los listados de destinos seguros de la Organización 
Mundial de Turismo. Los empresarios mexicanos del 
sector demandan al Gobierno acciones concretas 
para disminuir la inseguridad.

Un indicador que afecta el crecimiento de las 
economías regionales, que observa el Banco de 
México (Banxico), es la seguridad que ofrece el 
lugar, y en el caso del sector turístico, es deter-
minante en la ocupación hotelera en los centros 
turísticos de playa. Los directivos empresariales 
consultados por el Banco de México vinculan el 
mayor dinamismo en la ocupación hotelera a la 
promoción del lugar como destino seguro. El flujo 
del turismo internacional está asociado (señalan 
los empresarios) a una mejoría en la percepción so-
bre la seguridad (Banxico, 2015).

De esta forma, el indicador seguridad resulta de-
terminante en el crecimiento y desarrollo del turis-
mo; tal es el caso del Índice de Competitividad de 
Viajes y Turismo (ICVT), del Foro Económico Mun-
dial, que pretende medir los diversos factores de 
políticas internas y los relacionados con la industria 
turística que han sido identificados como promo-

Tabla 1   
Afluencia de turistas al Estado de Quintana Roo, México

Turistas

Enero-julio

Destino 2014 2015

Cancún 2.704.826 2.847.485

Cozumel 380.844 338.552

Chetumal 269.835 273.934

Isla Mujeres 193.748 191.161

Riviera Maya 2.669.958 2.843.241

Estado 6.219.211 6.494.373

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Secretariado Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública.	

1	 La “cifra negra” se refiere al nivel de delitos no denunciados o que no 
derivaron en averiguación previa.
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tores para el desarrollo de la competitividad en el 
sector a nivel mundial. Este índice analiza cuatro 
subíndices: 1) Entorno propicio; 2) Políticas relacio-
nadas con viajes y turismo; 3) Infraestructura, y 4) 
Recursos naturales y culturales.

Cada uno de estos cuatro subíndices está com-
puesto, a su vez, por un número de pilares de 
competitividad, de los cuales hay 14 en total y 90 in-
dicadores individuales distribuidos entre los diferen-
tes pilares. En el subíndice de Entorno propicio para 
la competitividad turística se encuentra el pilar de 
Seguridad, el cual se considera que es un factor crí-
tico que determina la competitividad de la industria 
de viajes y turismo de un país. Los turistas suelen 
desanimarse a viajar a países o regiones peligrosas, 
lo cual los hace menos atractivos para desarrollar el 
sector. Se toma en cuenta el costo de la delincuen-
cia común, la violencia, el terrorismo y la medida en 
que los servicios de policía pueden ser confiables, 
así como la incidencia de accidentes de tráfico en el 
país.

México ha subido posiciones en materia de com-
petitividad turística, al pasar del sitio 44 en el 2013 
(de entre 140 países estudiados), al lugar 30 en el 
2015 (de entre 141 países); sin embargo, su califica-
ción en el año 2015 (4,36 en una escala del 1 al 7) es 
menor que en el 2013 (4,5).

El pilar de competitividad relacionado con Segu-
ridad y protección es un tema que afecta de forma 
importante el desarrollo del turismo en México; de 
esta forma, de los 141 países estudiados en el 2015, 
México ocupa la posición 124, y junto con el pilar de 
Sustentabilidad ambiental, son los peores pilares 
de competitividad turística calificados. En el ICVT se 
observa que México ocupa uno de los primeros lu-
gares en contar con recursos naturales y culturales, 
de los 141 países evaluados, pero no existe sosteni-
bilidad del ambiente y seguridad, lo que repercute 
en su competitividad en viajes y turismo.

En términos más concretos, dentro de las varia-
bles peor evaluadas para México en el ICVT (2015) 
está la de costos a las empresas derivadas del cri-
men y la violencia, en donde México ocupa la posi-
ción 133 de 141 países y la 127 en la variable confianza 
en los servicios policiacos, e igual posición para tasa 
de homicidios. Estos datos dan cuenta de la afecta-
ción de la violencia hacia el turismo en México.

Lo que se observa en los datos de la Secretaría 
de Turismo de México (2015) es que las llegadas de 
los turistas internacionales y la ocupación hotelera 
han permanecido relativamente estables en los 
años en México, solo afectadas en el 2009 por la epi-
demia de la influenza A (H1N1).

Sin embargo, en los datos de ocupación hotelera 
también se aprecia que aquellos Estados, según la 
ENVIPE (2015), que son percibidos como más inse-
guros y están afectados por la delincuencia organi-
zada, presentan en los últimos años un descenso en 
su ocupación; tal es el caso de los Estados de Méxi-
co, Guerrero, Michoacán, Morelos y Chihuahua.

El contexto de inseguridad  
en el Estado de Quintana Roo, 
México

Según la última ENVIPE (2015), Quintana Roo ocupa 
el octavo lugar en incidencia delictiva en el país, de 
los 31 estados, con una tasa de incidencia delictiva 
de 41,381 por cada cien mil habitantes; solo están 
por delante el Estado de México, D. F., Baja Califor-
nia Norte, Morelos, Jalisco, Guerrero y San Luis 
Potosí. En términos de percepción, el 61 % de sus 
habitantes dicen sentirse inseguros, aunque solo 
el 28,6 % de los encuestados afirman haber sido víc-
timas de un delito. En el 2014, en Quintana Roo se 
denunciaron solo el 12,4 % de los delitos, de los cua-
les el 72 % llevaron a inicio de averiguación previa; 
es decir, del total de delitos se inició averiguación 
previa en el 8,9 %, por lo que se tiene una cifra negra 
del 91 %.

De esta forma, uno de los temas que generan 
mayor preocupación entre los habitantes de Quin-
tana Roo es la inseguridad (60 %), por encima del 
desempleo y el aumento de precios. Las conductas 
delictivas o antisociales que se reportan con mayor 
frecuencia, alrededor de la vivienda de los habitan-
tes de Quintana Roo, son: i) el consumo de alcohol 
en la calle; ii) robo o asaltos frecuentes, y iii) el pan-
dillerismo o bandas violentas. Esta última conducta 
es de los reportes más altos del país; un 77 % de la 
población del Estado menciona que la observa en las 
calles de Quintana Roo (ENVIPE, 2015). Como afirma 
Kessler (2008, p. 114), que los jóvenes que escapan 
a la definición normalizada serán considerados los 
portadores de conductas desviadas: “El otro del de-
lito tiene en casi todas las ciudades una apariencia 
reiterada: el joven varón de sectores populares, que 
aparentemente no estudia ni trabaja, seguramente 
se droga, un neo-marginal moderno”.

Quintana Roo es, después del Estado de México, 
de los estados donde sus habitantes más invierten 
en medidas de seguridad, y ocupan el segundo lu-
gar de los 31 Estados. Así, el 51,5 % de los hogares en 
Quintana Roo tienen alguna medida de seguridad 
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(candados, cerraduras, rejas, bardas, etc.), por te-
mor a ser víctimas de la delincuencia (ENVIPE, 2015).

A nivel de municipio, y tomando solo en consi-
deración los delitos de alto impacto, como robo con 
violencia, secuestro, extorsión y homicidio doloso, 
se observa en la gráfica 1 que el municipio de Benito 
Juárez es el que tiene, en el 2014, la tasa más eleva-
da, con 19,3 delitos de alto impacto por cada diez mil 
habitantes, seguido por el municipio de Solidaridad, 
con 15,9. Ambos municipios están por encima de la 
media en el Estado de Quintana Roo, que es de 14,7 
delitos de alto impacto por cada diez mil habitantes.

Además, es importante hacer notar que los deli-
tos de alto impacto en el municipio de Benito Juárez 
presentan un incremento importante en robo con 
violencia y extorsión, mientras que delitos como el 
homicidio doloso y el secuestro han descendido, 
como se aprecia en la tabla 2.

También la ENVIPE (2015) contiene información 
de las áreas metropolitanas con más habitantes, 
según su percepción de inseguridad. Para Quintana 
Roo, la ENVIPE muestra los datos obtenidos de la 
ciudad de Cancún, donde se observa que el 64 %  
de la población dice sentirse insegura. La per-
cepción de inseguridad es mayor que en todo el 
Estado, donde el 61 % se percibe como inseguro. 
Los residentes de la ciudad de Cancún afirmaron 
que se consume alcohol en la calle, que existen 
robos o asaltos frecuentes, hay pandillerismo o ban-
das violentas y se consume y vende droga.

En la Encuesta Nacional de Victimización de Em-
presas (ENVE, 2014), que se aplica solo en las gran-
des ciudades, como es el caso de Cancún, se aprecia 
que la tasa de prevalencia delictiva2 es de 3.520 por 
cada diez mil unidades económicas, lo cual supera 
el promedio nacional, que es de 3.363. De esta ma-
nera, el 35,2 % del sector privado en Cancún declaró 
haber sido víctima de por lo menos un delito. Los 
delitos más frecuentes fueron robo, asalto de bie-
nes o dinero, robo hormiga, robo total o parcial de 
vehículos. Además, en el porcentaje de extorsiones 
a unidades económicas por medio del teléfono, por 
internet o correo electrónico, es Cancún el que ocu-
pa los porcentajes más altos del país; los delitos más 
frecuentes en Quintana Roo son el de extorsión, el 

Gráfica 1. Delitos de alto impacto por cada 10.000 habitantes en los municipios de Quintana Roo (2014).

CZM (Cozumel), BJ (Benito Juárez), FCP (Felipe Carrillo Puerto), IM (Isla Mujeres), JMM (José María Morelos), LC (Lázaro Cárdenas), OPB (Othón P. Blanco), 
SOL (Solidaridad), TUL (Tulum) y BAC (Bacalar).

Fuente: elaboración propia con base en datos extraídos del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

2	 La prevalencia delictiva mide el número de personas que han sido 
víctimas de un delito, mientras que la incidencia delictiva mide la can-
tidad de delitos cometidos.

Tabla 2   
Delitos de alto impacto en el municipio de Benito 
Juárez, Quintana Roo (2011-2014)

Delitos/Año 2011 2012 2013 2014

Robo con 
violencia 1.420 902 958 1.254

Extorsión 85 111 115 121
Homicidio 

doloso 184 155 106 89

Secuestro 12 7 6 5

Fuente: elaboración propia con datos del Secretariado Ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública.

CZM BJ FCP IM JMM LC OPB SOL TUL BAC Q.
Roo

Tasa por cada 10.000 4,6 19,3 6,6 4,2 2,5 2,8 12,3 15,9 7,2 6,9 14,7
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robo o asalto en la calle o en el transporte público, 
y el fraude.

Como consecuencia de haber sido víctimas del 
delito, los empresarios de Cancún declararon haber 
reducido los horarios de producción o comercializa-
ción de sus bienes o servicios, dejaron de manejar 
efectivo en las instalaciones de su establecimiento 
y cancelaron planes de crecimiento de su negocio.

Relación entre delincuencia  
y turismo en Quintana Roo

Métodos

En este apartado se busca explicar si el turismo en 
Quintana Roo se ve afectado por el incremento 
de los delitos, y demostrarlo mediante un modelo 
econométrico, para el cual se retoman los del fuero 
federal en ese Estado y que han recibido sentencia, 
por considerar que los delitos más graves son los 
que impactan en la percepción de la inseguridad.

El turismo se mide con la densidad de ocupa-
ción hotelera en Quintana Roo, definida por la OMT 
como factor de ocupación por cuarto, y se obtiene 
dividiendo el número de turistas por noche entre los 
cuartos ocupados. En la tabla 3 se pueden observar 
los datos que se ocupan para el modelo; en estos se 
aprecia que la densidad de ocupación ha ido descen-
diendo, mientras que los delitos del fuero federal se 
han incrementado; sin embargo, no es posible esta-
blecer ninguna relación con significancia estadística, 
por lo que recurrimos al modelo econométrico.

También la ENVIPE (2015) contiene información 
de las áreas metropolitanas con más habitantes, 
según su percepción de inseguridad. Para Quintana 
Roo, la ENVIPE muestra los datos obtenidos de la 
ciudad de Cancún, donde se observa que el 64 % de 
la población dice sentirse insegura. La percepción  
de inseguridad es mayor que en todo el Estado, donde 
el 61 % se percibe como inseguro. Los residentes de la 
ciudad de Cancún afirmaron que se consume alcohol 
en la calle, que existen robos o asaltos frecuentes, 
hay pandillerismo o bandas violentas y se consume 
y vende droga.

En la Encuesta Nacional de Victimización de Em-
presas (ENVE, 2014), que se aplica solo en las gran-
des ciudades, como es el caso de Cancún, se aprecia 
que la tasa de prevalencia delictiva  es de 3.520 por 
cada diez mil unidades económicas, lo cual supera 
el promedio nacional, que es de 3.363. De esta ma-
nera, el 35,2 % del sector privado en Cancún declaró 
haber sido víctima de por lo menos un delito. Los 

delitos más frecuentes fueron robo, asalto de bie-
nes o dinero, robo hormiga, robo total o parcial de 
vehículos. Además, en el porcentaje de extorsiones 
a unidades económicas por medio del teléfono, por 
internet o correo electrónico, es Cancún el que ocu-
pa los porcentajes más altos del país; los delitos más 
frecuentes en Quintana Roo son el de extorsión, el 
robo o asalto en la calle o en el transporte público, 
y el fraude.

Como consecuencia de haber sido víctimas del 
delito, los empresarios de Cancún declararon haber 
reducido los horarios de producción o comercializa-
ción de sus bienes o servicios, dejaron de manejar 
efectivo en las instalaciones de su establecimiento 
y cancelaron planes de crecimiento de su negocio.

Tabla 3   
Densidad de ocupación y delitos del fuero federal 
sentenciados en Quintana Roo, 1997-2013

Año Densidad de 
ocupación hotelera

Delitos del fuero 
federal sentenciados

1997 2,17 259

1998 2,17 321

1999 2,19 264

2000 2,28 318

2001 2,24 374

2002 2,24 383

2003 2,21 415

2004 2,18 344

2005 2,16 487

2006 2,10 596

2007 2,15 442

2008 2,15 493

2009 2,22 544

2010 2,13 487

2011 2,07 586

2012 1,96 528

2013 2,18 1.006

Fuente: Secretaría de Turismo y Anuario Estadístico por Entidad Federativa, 
INEGI. 

Los datos para este modelo fueron obtenidos de la Secretaría de Turismo de 
México (DATATUR) y del Anuario Estadístico de las Entidades Federativas que 
emite el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI).

Nota: se recurre a estos años (1997-2013) porque solo se tiene registro 
continuo para ellos. 
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Inseguridad y turismo en Quintana Roo, México (1997-2013)

Desarrollo del modelo
El modelo planteado es el siguiente:

 

Donde:
DENS_OCUPt es la densidad de ocupación hotele-

ra de Quintana Roo en cada año;
DEL_FFt-1 es el número de delitos denunciados y 

sentenciados de fuero federal del año anterior.
La obtención de los parámetros se realizó por el 

método de Mínimos Cuadrados Ordinarios (MCO), 
por medio del software econométrico GRETL.

Resultados

Lo que podemos apreciar en la tabla 4 es que la re-
lación entre los delitos y el turismo es inversa, es 
decir, cuando se incrementan los delitos del fuero 
federal, el número de turistas disminuye; sin embar-
go, el efecto de la delincuencia está en función de la 
percepción y, por lo tanto, decidimos que este efec-
to puede ser logrado rezagando la variable explica-
tiva, por lo que se retardó a un período (DEL_FFt-1); 
es decir, la inseguridad o el temor se presenta con 
rezago de un año.

El objetivo del modelo es identificar el impacto 
negativo que tiene la inseguridad en el turismo; por 
lo tanto, este modelo explica el cambio en la den-
sidad hotelera en un 41 %, según lo indica el R2. La 
única variable independiente utilizada en el modelo 
(DEL_FFt-1) es estadísticamente significativa al 99 % 
(p = .0077). Se enfatiza en el hecho de haber retar-
dado la variable explicativa en un período. Así, al 
aumentar los delitos del fuero federal en el Estado 
de Quintana Roo, disminuye para el siguiente año 
la densidad hotelera de la entidad, esto es, menos 
turistas pernoctando en la infraestructura hotele-
ra del Estado. Podemos afirmar que los delitos del 
fuero federal afectan negativamente al turismo, en 
Quintana Roo.

La delincuencia afecta al turismo, sobre todo la 
delincuencia organizada, el narcotráfico, el secues-
tro, el tráfico de armas y todos aquellos delitos re-
lacionados con el fuero federal; los turistas tienen 
miedo de pernoctar en un destino donde se sabe, 
por los medios de comunicación principalmente, de 
la existencia de hechos violentos. Además, la per-
cepción de inseguridad del destino no se presenta 
de manera inmediata después de un hecho delictivo 
grave, la construcción de un destino como insegu-
ro es un proceso complejo, en el que los medios de 
comunicación etiquetan un espacio como peligroso, 

difunden imágenes sensacionalistas que crean páni-
co social, los individuos internalizan esas etiquetas y 
se crean expectativas conforme a ellas: de esta ma-
nera eligen un destino los turistas.

Conclusiones

México tiene el turismo como la tercera fuente 
de divisas, por lo es importante prestar atención 
a todas aquellas variables que puedan afectar su 
competitividad turística. Una de estas es la seguri-
dad. Según la encuesta sobre victimización y per-
cepción de la seguridad en México, la inseguridad 
es el principal problema señalado por la población. 
Asimismo, y aunque también se ha incrementado el 
número de delitos en México, carecemos de datos 
precisos para medir los impactos de la inseguridad 
en la actividad turística.

En las estadísticas podemos encontrar que los 
delitos hacia los turistas no son muchos, pero no se 
han generado encuestas sobre la percepción de se-
guridad de los turistas que visitan México. Se sabe 
que los medios de comunicación son determinantes 
en la construcción de la inseguridad, pero, en tér-
minos concretos, no tenemos información sobre las 
condiciones específicas que los turistas observan en 
el destino y que les genera inseguridad, como pue-
den ser: robos, delincuencia, pandillerismo violento, 
venta de drogas y falta de alumbrado. Igualmente, 
no podemos saber si los turistas se perciben como 
posibles víctimas de algún delito; si se sienten inse-
guros en el transporte público; en los comercios o 
centros recreativos; en la calle y en los cajeros auto-
máticos de bancos; si tienen confianza en la seguri-
dad pública del destino. Ni siquiera es posible saber 
con certeza si fueron víctimas de un delito y no lo 
denunciaron, ni las causas para no hacerlo, si fue el 
caso.

Ante el desconocimiento del efecto de la insegu-
ridad en la actividad turística, se ha recurrido, hasta 
ahora, a estimarlo mediante el número de delitos en 
el destino, así como por la confianza de la población 
en los cuerpos policiacos, fundamentalmente. Sin 
embargo, sabemos que los residentes no tienen la 
misma percepción de seguridad de su espacio que 
los turistas, como afirma Babinger (2012): “Los folle-
tos turísticos promocionan lo que los turistas quie-
ren ver… muchos lugares que se presentan como 
bellos paraísos, en los cuales el turista puede encon-
trarse consigo mismo, además de con un medioam-
biente limpio y natural, que son para sus habitantes 
verdaderos infiernos donde tienen que lidiar con la 
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suciedad, un entorno deteriorado y problemas de 
insalubridad e inseguridad” (Babinger, 2012, p. 6).

De esta manera, Quintana Roo, que es el princi-
pal destino turístico en México, presenta incremen-
to de delitos graves que pueden generar sentimientos 
de inseguridad en los visitantes. Los turistas eligen 
viajar a destinos seguros y confiables, y aquellos que 
perciban inseguridad en el lugar o sean víctimas de 
algún delito, verán afectada su experiencia de viaje 
y no recomendarán el destino.

Lo anterior se refleja en los resultados del mode-
lo econométrico que se aplicó en este estudio para 
medir los impactos de la inseguridad en el turismo; 
encontramos que el incremento de los delitos del 
fuero federal impacta en la disminución del número 
de turistas que arriban al Estado. Asimismo, pode-
mos ver que el impacto es a nivel de la percepción, 
pues dicho efecto negativo no se presenta de ma-
nera inmediata, sino que los delitos que acontecen 
cada año impactan en el número de turistas que arri-
ban al año siguiente.

Por lo anterior, el Estado mexicano debe de reo-
rientar sus políticas públicas sobre seguridad, dado 
que, según las estadísticas, en términos reales no ha 
logrado disminuir los delitos graves; más aún, se han 
incrementado, como es el caso de las extorsiones.

Adicionalmente, la seguridad, en un sentido am-
plio, tiene que ver con la seguridad social, con la ca-
lidad de vida de los residentes del destino turístico; 
ellos tendrán una actitud positiva hacia el desarrollo 
del turismo en la medida en que son beneficiarios 
de ese crecimiento, y cuando no es el caso, los resi-
dentes insatisfechos, apáticos o infelices, en última 
instancia, transmiten sus sentimientos a los turistas, 
que, a su vez, es probable que sean reacios a visitar 

los destinos donde se sienten incómodos (Sánchez, 
Núñez & Fuentes, 2014, p. 87).

Por otra parte, suele suceder que los residentes 
perciben que su comunidad se ha vuelto más inse-
gura como consecuencia del crecimiento del turis-
mo, y que ello implique un mayor consumo de alco-
hol, drogas, robos y vandalismo (Sánchez, Núñez & 
Fuentes, 2014, p. 91).

El Plan Quintana Roo, 2011-2016, señala que es 
necesario desarrollar una política para fortalecer el 
papel del sector turístico como detonante del de-
sarrollo local, impulsar la infraestructura y capaci-
tación de los prestadores de servicios y mejorar las 
condiciones de vida, y de esta forma impactar posi-
tivamente en la reducción de la inseguridad objetiva 
y subjetiva.

La seguridad turística debe entenderse como 
una estrategia integral, esencial para mantener la 
competitividad en el sector del turismo, de inclusión 
social y de sustentabilidad, cuidando el patrimonio 
natural y cultural con que cuenta y fortaleciendo el 
sentido de pertenencia, e impulsando una política 
de seguridad integral para proporcionar una expe-
riencia turística satisfactoria a los visitantes.
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Acerca de la Revista  
Criminalidad

Perfil
La Revista Criminalidad (Rev. Crim.) es una publica-
ción que tiene por objeto difundir y divulgar resul-
tados originales de investigación y trabajos inéditos 
que hagan aportes significativos al campo de la cri-
minología, la criminalidad y sus disciplinas conexas. 
Asimismo, presenta el análisis y la información cuan-
titativa y cualitativa sobre los delitos y las contraven-
ciones que se efectúan en el territorio colombiano.

La revista está dirigida a la comunidad científico-
académica nacional e internacional que realiza es-
tudios afines con el área temática de la misma. Es 
una publicación de la Dirección de Investigación Cri-
minal e INTERPOL –DIJIN– de la Policía Nacional de 
Colombia, y su periodicidad es cuatrimestral, en los 
meses de abril, agosto y diciembre.

Se creó en 1958, y se publicó anualmente hasta 
el año 2007, cuando cambió su periodicidad a se-
mestral, y en el 2013 pasó a ser cuatrimestral. En  
el 2004 le fue asignado el código ISSN, en el 2012 el 
ISSN virtual y después comenzó a ser incluida en sis-
temas de indexación e información.

Misión

La Revista Criminalidad tiene como misión dar a co-
nocer estudios rigurosos de alta calidad en el ám-
bito del desarrollo de la investigación criminológica 
con enfoques multidisciplinares, así como difundir 
los consolidados de los delitos y las contravenciones 
reportados en Colombia.

Filosofía editorial

Considerar que el conocimiento de hechos sociales –
como los delitos y contravenciones, las víctimas, los 
autores y los mecanismos de control social formal e 
informal del Estado– es la esencia para obtener re-
sultados efectivos, tanto para la toma de decisiones 
como en los estudios e investigaciones académicos 
que se adelanten.

La objetividad y la rigurosidad son una exigencia 
en la calidad de la información que se consigne en 
la revista, acogiendo la diversidad de pensamiento 
y la discusión constructiva, con soporte en conduc-
tas éticas y mejores prácticas. Es una constante que 

la información estadística sobre delitos y contra-
venciones reúna las condiciones de excelencia en 
cuanto a validez, confiabilidad y objetividad, por ser  
una variable fundamental para la producción de co-
nocimiento científico.

Se ha establecido que es esencial dar a conocer 
los resultados operativos de la Policía Nacional de 
Colombia, por ser una variable fundamental en cri-
minología para evaluar la acción del Estado frente a 
las cifras reportadas de delitos.

Estos lineamientos son garantizados por el co-
nocimiento y el criterio profesional de quienes in-
tegran el Comité Editorial, el Comité Científico y los 
pares evaluadores. La revista está dirigida a todos 
los públicos interesados en el tema de criminalidad, 
del análisis criminológico y las disciplinas conexas.

Comité Editorial

Está conformado por expertos en las áreas temá-
ticas de la revista. Tiene como función velar por la 
calidad editorial y científica, y además garantizar el 
cumplimiento de la política editorial.

También es función del Comité apoyar al editor 
en la selección y publicación de contenidos, la re-
visión de los artículos y el nombramiento de pares 
evaluadores, así como en la elección de los integran-
tes del Comité Científico y la resolución de los con-
flictos de interés que se generen sobre los enfoques 
de los artículos y que den lugar a debate sobre su 
eventual publicación.

Comité Científico

Está compuesto por reconocidos académicos, y 
tiene como objetivo garantizar la solidez científica,  
la pertinencia y la relevancia de los contenidos de la 
publicación. Debe orientar las políticas académicas 
y establecer los parámetros de calidad científica de 
la revista.

Pares evaluadores

Son expertos académicos en las áreas temáticas 
que componen la revista, con amplia trayectoria en 
instituciones a nivel nacional o internacional. Tienen 
la función de evaluar y dictaminar acerca de la cali-
dad científica y el rigor metodológico de los trabajos 
recibidos, de acuerdo con los lineamientos estable-
cidos para tal propósito. El proceso de valoración 
será anónimo en doble vía.
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About Revista Criminalidad

Profile

Revista Criminalidad (Rev. Crim.) is a publication 
aimed at disclosing original investigation and re-
search results as well as unpublished works offering 
significant contributions to the fields of criminolo-
gy, criminality and related disciplines. Likewise, it 
exposes quantitative and qualitative analyses and 
information regarding crimes and infringements in 
the Colombian territory.

This journal is addressed to the national and in-
ternational scientific-academic community carrying 
out studies relating to its thematic area. It is a publi-
cation of the Criminal Investigation Directorate and 
INTERPOL –DIJIN– of the National Police of Colom-
bia, released three times a year in April, August, and 
December.

It was created in 1958 as an annual publication 
until 2007 when it became bi-annual. In 2013, it be-
gan to be published three times a year. It was assig-
ned code ISSN in 2004 and the virtuaI ISSN in 2012, 
after which it was included in indexation and infor-
mation systems.

Mission

The mission of Revista Criminalidad consists of re-
vealing rigorous high-quality studies in the sphere 
of criminological investigation developed with mul-
tidisciplinary approaches, as well as disseminating 
consolidated data of crimes and transgressions re-
ported in Colombia.

Editorial Philosophy

It is based on the belief that knowledge of social 
facts –such as crimes and infringements, victims 
and perpetrators, and State formal and informal 
control mechanisms– is essential to achieve effec-
tive results in both decision-making and any acade-
mic studies, investigations and research carried out.

Objectivity and thoroughness are a prerequisite 
in the quality of any information published in the 
journal, while welcoming diversity of thought  
and constructive discussion, with ethical conduct and 
best practices support. Meeting the requisites of 
excellence with respect to validity, trustworthiness 
and objectivity is a constant for statistic information 
on crimes and violations, since this information is a 
fundamental variable in the production of scientific 
knowledge.

Disclosing the operative results of the National 
Police of Colombia is essential because, as already 
stated, this information is a fundamental variable 
in criminology, particularly for the evaluation of the 
State’s action vis-à-vis crime figures reported.

These guidelines are secured by the knowledge 
and professional criteria of the Staff of the Editorial 
Committee, the Scientific Committee, and the Evalu-
ating Peers. The journal addresses all publics inter-
ested in criminality matters, criminological analysis 
and related disciplines.

Editorial Board

The Editorial Board comprises specialists in the jour-
nal’s main issues, most of them external to the insti-
tution. Their function is watching over editorial and 
scientific quality and, moreover, ensuring compli-
ance with editorial policies.

Providing support to the editor in the selection 
and publication of contents is also a Board’s duty, 
as well as the review and revision of articles, and 
the appointment of the peer evaluators; the Board 
is additionally responsible for the election of the Sci-
entific Committee members and the resolution of 
conflicts of interest generated by the approaches 
or trends of contributions giving origin to debates 
regarding their eventual publication.

Scientific Committee

The objective of this body, consisting of renowned 
academics, is ensuring the scientific soundness, per-
tinence and relevance of contents. It must give an 
orientation to the academic policies of the journal 
and establish its scientific-quality parameters.

The Evaluating Peers

They are academic experts in the thematic areas 
envisaged in the journal, all of them with a wide ex-
perience in both national and international institu-
tions. Their function consists of evaluating and judg-
ing the scientific quality and methodological rigor of 
contributions received, according to the outlines es-
tablished for that purpose. The assessment thereof 
must be an anonymous two-way process.
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Sobre a Revista Criminalidad

Perfil

A Revista Criminalidad (Rev. Crim.) é uma publicação 
que visa divulgar resultados originais de pesquisas 
e documentos inéditos que fazem contribuições 
significativas ao campo da criminologia, o crime e 
disciplinas afins. Também apresenta a análise e in-
formações quantitativas e qualitativas sobre crimes 
e violações que ocorrem na Colômbia.

A revista destina-se a comunidade científica e 
acadêmica, nacional e internacional, realizando es-
tudos parecidos com a área do mesmo assunto. É 
uma publicação da Dirección de Investigación Cri-
minal e Interpol –DIJIN– da Polícia Nacional da Co-
lômbia e sua periodicidade é cada quatro meses, em 
abril, agosto e dezembro.

Foi criada em 1958 e foi publicada anualmen-
te até o ano 2007, quando mudou a periodicidade 
para semestral, e em 2013 mudou para cada quatro 
meses. Em 2004, o código ISSN foi atribuído e em 
2012 foi atribuido o código ISSN virtual e depois co-
meçou a ser incluída nos sistemas de indexação e 
informação.

Missão

A Revista Criminalidad pretende revelar os rigorosos 
estudos de alta qualidade no campo do desenvol-
vimento da investigação criminológica com aborda-
gens multidisciplinares, bem como para divulgar o 
consolidado dos crimes e contravenções relatadas 
na Colômbia.

Filosofia Editorial

Considerar que o conhecimento dos fatos sociais –
tais como crimes e contravenções, as vítimas, agres-
sores e os mecanismos de controle social formal 
e informal   do Estado– é a essência para obter re-
sultados eficazes, tanto para a tomada de decisões 
quanto nos estudos e pesquisas acadêmicas que se 
realizem.

A objetividade e o rigor são uma demanda sobre 
a qualidade da informação depositada na revista, 
acolhendo a diversidade de pensamento e discus-
são construtiva com suporte em condutas éticas e 
boas práticas. É uma constante que a informação 

estatística sobre crimes e contravenções reúna as 
condições de excelência elegíveis para a confiabi-
lidade, validade e objetividade, como uma variável 
fundamental para a produção do conhecimento 
científico.

Foi estabelecido que é essencial para apresentar 
os resultados operacionais da Polícia Nacional da 
Colômbia, como uma variável fundamental na cri-
minologia para avaliar a ação do Estado contra os 
números relatados de crimes.

Essas diretrizes são garantidas pelo conhecimento 
e abordagem profissional daqueles que compõem 
o Comitê Editorial, o Comité Científico e os pares 
avaliadores. A revista é destinada a todos os públicos 
interessados ​​na questão da criminalidade, análise da 
criminalidade, e disciplinas relacionadas.

Comitê Editorial

É composto por especialistas nas áreas temáticas da 
revista. Sua função é garantir a qualidade editorial e 
científica, e também garantir a conformidade com a 
política editorial.

O papel da comissão é também apoiar o edi-
tor na seleção e publicação de conteúdos, revisão  
dos artigos e à nomeação dos revisores, e a eleição dos 
membros do Comité Científico e a resolução de 
conflitos de interesses gerados em abordagens aos 
artigos e debate que conduza à sua eventual publi-
cação.

Comitê Científico

É composto por renomados acadêmicos, e tem 
como objetivo garantir a solidez científica, a rele-
vância e a pertinência do conteúdo da publicação. O 
Comitê deve orientar as políticas acadêmicas e defi-
nir os parâmetros da qualidade científica da revista.

Pares avaliadores

São especialistas acadêmicos nas áreas temáticas 
que compõem a revista, com vasta experiência 
em instituições nacionais ou internacionais. Têm a 
função de avaliar e pronunciar-se sobre o rigor cien-
tífico e metodológico do trabalho recebido em con-
formidade com as diretrizes estabelecidas para tal 
propósito. O processo de avaliação será anônimo, 
nos dois sentidos.
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Políticas éticas

Publicación y autoría

La Revista Criminalidad es una publicación de la Di-
rección de Investigación Criminal e Interpol (DIJIN) 
de la Policía Nacional de Colombia (Bogotá, D. C., 
Colombia), institución encargada de su soporte 
financiero. Está conformada por un Comité Direc-
tivo, editor, asistente editorial, encargado de so-
porte técnico, corrector de estilo y traductores–, 
Comités Editorial y Científico, los cuales garantizan 
la calidad y pertinencia de los contenidos de la pu-
blicación. Los miembros de los Comités Editorial y 
Científico son elegidos de acuerdo con su prestigio 
y producción académica.

Los artículos presentados a la Revista Criminali-
dad han de ser originales e inéditos, y se debe ga-
rantizar que de ninguna otra obra, en su totalidad 
o en parte, han sido copiados o plagiados. Además, 
no deben estar simultáneamente en proceso de 
evaluación en otra publicación.

Todo artículo remitido a la Revista Criminalidad 
debe estar acompañado de la declaración de origi-
nalidad firmada por el(los) autor(es) en el formato 
elaborado para ello, que se puede descargar de 
http://www.policia.gov.co/imagenes_ponal/dijin/
revista_criminalidad/formato_originalidad.pdf o 
solicitarse por correo electrónico.

Responsabilidades del autor

El(los) autor(es) de los artículos aceptados debe(n) 
autorizar a la Revista Criminalidad a usar los dere-
chos patrimoniales de autor (reproducción, comu-
nicación pública, transformación y distribución). 
Esta autorización se cimenta con la firma de la “De-
claración de originalidad”. En este documento los 
autores confirman que el texto es de su autoría y 
que respetan los derechos de propiedad intelec-
tual de terceros. Cuando son elaborados en com-
pañía, todos los autores deben haber contribuido 
de manera significativa a la investigación y elabo-
ración del artículo.

Si el(los) autor(es) de un artículo publicado en la 
Revista Criminalidad quiere(n) incluirlo después en 
otra publicación, la revista, compilación o libro don-
de se publique deberá hacer referencia claramente 
a los datos de la fuente (Revista Criminalidad), pre-
via autorización del editor de la revista.
Las contribuciones enviadas para posible publica-
ción en la Revista Criminalidad no pueden estar sien-
do evaluadas para ser publicadas al mismo tiempo 
en otra revista y/o libro, nacional o extranjero.

Si es necesario, se tendrá que especificar si en 
el artículo propuesto existen posibles conflictos 
de intereses o cualquier responsabilidad ética. En 
todo caso, los lectores deben ser informados acer-
ca del sujeto (natural o jurídico) que haya finan-
ciado el artículo y el papel de los proveedores de 
fondos en el mismo.

Una vez publicado el artículo en la Revista Crimi-
nalidad, el autor deberá abstenerse de enviarlo con 
el mismo propósito a otra revista.

Aunque el Comité Directivo es responsable 
de aprobar los artículos, con base en criterios de 
calidad y rigurosidad investigativa, y teniendo en 
cuenta las evaluaciones realizadas por pares anó-
nimos, el autor(es) es el responsable de las ideas 
expresadas en el artículo, así como de su idoneidad 
ética; además, da fe de que los datos en él inclui-
dos son reales y auténticos.

Todos los artículos presentados a la Revista Cri-
minalidad estarán sujetos a evaluación, y aquellos 
aprobados por el Comité Directivo serán someti-
dos a revisión por pares evaluadores. El proceso 
de valoración será anónimo en doble vía, o sistema 
doble ciego, es decir, el evaluador desconocerá el 
nombre y procedencia del autor, y el autor recibirá 
las críticas anónimas.

Los autores aceptan someter los textos a la 
evaluación de pares externos y se comprometen 
a tener en cuenta sus observaciones. Estas modi-
ficaciones deberán ser realizadas en el plazo que 
señale el Editor de la revista. Luego que se reciba el 
artículo modificado, se le informará al autor acerca 
de su aprobación definitiva.

Cuando los textos presentados a la Revista 
Criminalidad no son aceptados para publicación, 
el Editor enviará una notificación escrita al autor, 
donde explicará los motivos de esta decisión. Du-
rante el proceso de edición, se puede consultar a 
los autores para resolver inquietudes. En el proce-
so de evaluación y de edición, el correo electrónico 
es el medio de comunicación preferido.

El Comité Directivo se reserva la última palabra 
sobre la publicación de un artículo y el número en 
el cual aparecerá. La revista se reserva el derecho 
de hacer correcciones de estilo al documento an-
tes de la publicación.

Todos los autores están obligados a proporcio-
nar retracciones o correcciones de errores.

Revisión por pares/responsabilidades 
de los evaluadores

Cuando se recibe un artículo, el Comité Directivo eva-
lúa si cumple con los requisitos básicos exigidos por 
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la revista. El Comité Editorial establece el primer fil-
tro; para este proceso se tienen en cuenta aspectos 
sobre el formato, la calidad y la pertinencia del docu-
mento. Después de esta primera revisión, y a partir 
de los comentarios y sugerencias de los miembros de 
los Comités Editorial y Científico, se seleccionan los 
artículos sobre los cuales se iniciará el proceso de ar-
bitraje. En esta instancia, los textos son sometidos a 
la evaluación de pares académicos anónimos y al con-
cepto del Comité Directivo. El resultado será comuni-
cado al autor en un periodo de hasta cuatro meses a 
partir de la recepción del artículo.

Todos los artículos que pasen la primera revisión 
serán sometidos a un proceso de arbitraje, a cargo 
de evaluadores anónimos, quienes podrán hacer 
sugerencias/comentarios al autor y señalar referen-
cias significativas que no hayan sido incluidas en el 
trabajo. Estos evaluadores son, en su mayoría, ex-
ternos a la institución, y en su elección se busca que 
no tengan conflictos de interés con los temas sobre 
los que se les pide arbitrar. Ante cualquier duda, se 
procederá a buscar a otro evaluador.

La Revista Criminalidad tiene un formato de eva-
luación que incluye preguntas con criterios cuidado-
samente definidos.

Los evaluadores tienen la responsabilidad de su-
gerir la aceptación, rechazo o aprobación, con mo-
dificación, del artículo arbitrado.

Responsabilidades editoriales
El Comité Directivo, junto con los Comités Editorial 
y Científico, es responsable de definir las políticas 
editoriales, para que la revista cumpla con los están-
dares que permitan su posicionamiento como una 
reconocida publicación académica.

El Editor, como responsable de lo publicado en la Re-
vista Criminalidad, se compromete a esforzarse en satis-
facer las necesidades de lectores y autores, mejorar de 
manera constante la publicación, garantizar la calidad 
del material que se publica y la libertad de expresión, y 
mantener la integridad académica de la revista.

Dado que la Revista Criminalidad es pública y de 
acceso abierto, se compromete a publicar correc-
ciones, aclaraciones y rectificaciones, y a dar justifi-
caciones cuando la situación lo amerite.

El Comité Directivo es responsable de seleccio-
nar los mejores artículos para la publicación. Esta 
selección se hace con base en las recomendaciones 
derivadas del proceso de evaluación y revisión edi-
torial del artículo, en el que se tienen en cuenta cri-
terios de calidad, relevancia, originalidad y contribu-
ción a la disciplina. En este mismo sentido, cuando 
un artículo es rechazado, la justificación que se le da 
al autor debe orientarse hacia estos aspectos.

El Comité Directivo es responsable de vigilar el 
proceso editorial de todos los artículos que se pos-
tulan para su publicación en la Revista Criminalidad, 
y hace todo lo posible para desarrollar mecanismos 
de confidencialidad durante el proceso de evalua-
ción por pares, hasta su publicación o rechazo.

Cuando la Revista Criminalidad reciba quejas  
de cualquier tipo, el Comité Directivo responderá de 
manera oportuna, de acuerdo con las normas es-
tablecidas por la publicación; en caso de que el re-
clamo lo amerite, debe asegurarse de que se lleve 
a cabo la adecuada investigación, tendiente a la rá-
pida resolución del problema. Cuando se reconozca 
una falta de exactitud o un error en un contenido 
publicado, se consultará al Comité Editorial, y se 
harán las correcciones y/o aclaraciones en la página 
web de la revista.

Tan pronto un número de la Revista Criminalidad 
sea publicado, el Comité Directivo es responsable 
de la difusión y distribución entre los colaborado-
res, evaluadores y las entidades con las que se ha-
yan establecido acuerdos de intercambio, así como 
entre los depósitos legales y sistemas de indexación 
nacionales e internacionales. Igualmente, es el en-
cargado de hacer los envíos de la revista a los sus-
criptores nacionales e internacionales.

Responsabilidades éticas
En caso de detectarse una mala práctica, los Comi-
tés Editorial y Directivo de la Revista Criminalidad 
tendrán presente el código de conducta y los linea-
mientos de mejores prácticas para los editores de 
revistas, elaborados por el Committee on Publication 
Ethics (COPE), consultado en:

http://publicationethics.org/files/Code_of_con-
duct_for_journal_editors_Mar11.pdf

http://www.popcouncil.org/Frontiers/Scien-
ceWriting/Spanish/PDFS_Spanish/12_4.pdf

La Revista Criminalidad siempre estará dispuesta 
a enmendar errores, dar aclaraciones y retractacio-
nes, y presentar disculpas cuando sea necesario.

De ninguna manera la Revista Criminalidad per-
mitirá que se comprometan sus estándares éticos e 
intelectuales por presiones internas o externas a la 
institución.

La Revista Criminalidad tiene un manual de bue-
nas prácticas, que se puede consultar con más deta-
lles en: http://www.policia.gov.co/imagenes_ponal/
dijin/revista_criminalidad/guia.pdf

Como forma de evitar el plagio y datos fraudu-
lentos, la Revista Criminalidad no tendrá presentes 
traducciones de documentos o trascripciones de 
otros artículos, trabajos cortos o que todavía estén 
en proceso de investigación.
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Ethical Policies

Publication and Authorship

Revista Criminalidad is a magazine published and fi-
nancially supported by the DIJIN, the National Police 
of Colombia’s Directorate of Criminal Investigation 
and Interpol at Bogota, Colombia. It is composed by a 
Directive Committee consisting of a number of direc-
tors, an editor, an editorial assistant, a proofreader/
copyeditor, translators, and technical support staff, 
Editorial and Scientific Committees in charge of en-
suring the quality and relevance of the publication’s 
contents. The members of the Editorial and Scientific 
Committees are elected according to their own pres-
tige and academic production.

Articles submitted to Revista Criminalidad must be 
original, unpublished, and guaranteed as not having 
been copied or plagiarized in full or in part. Besides, 
none shall simultaneously be undergoing an evalua-
tion process in any other publication.

Every article sent to Revista Criminalidad must be 
accompanied by the originally statement signed by 
the author(s) in the format prepared for this purpose 
that can be unloaded from http://www.policia.gov.
co/imagenes_ponal/dijin/revista_criminalidad/forma-
to_originalidad.pdf or requested by electronic mail.

Responsibilities of the Authors

The author or authors of articles having been ac-
cepted shall authorize Revista Criminalidad to use 
their economic copyrights (reproduction, public 
communication, transformation, and distribution). 
This authorization is underpinned with the signa-
ture of the Statement or Declaration of Originality. 
In that document, authors will be confirming that  
the text belongs to their own authorship and  
that the intellectual property rights of third parties 
have been respected. All authors having written a 
joint article must have substantially contributed to 
both research and preparation thereof.

Authors of articles published in Revista 
Criminalidad subsequently wishing to include them 
in other publications may do so, but provided that 
the relevant magazines, newspapers, books or com-
pilations make clear reference to the source data (in 
this case Revista Criminalidad), with prior authoriza-
tion of its publisher.

Contributions sent for potential publication in 
Revista Criminalidad shall not be undergoing evalua-
tions aiming at being simultaneously published in 
another national of foreign magazine, newspaper 
and/or book.

It will be necessary to note if the proposed article 
is likely to pose any potential conflict of interest or 
any other matter of ethical responsibility. In all cases, 
readers have to be advised with respect to the person 
(whether corporate or natural) having financed the 
article, and the role of suppliers of funds therefor.

Once the article has been published in Revista 
Criminalidad, the author shall abstain from sending 
it to another magazine for the same purpose.

Although the Directive Committee is both res-
ponsible for approving the articles as based on 
certain quality and research-rigor criteria, and ta-
king into account evaluations made by anonymous 
peers, all authors are wholly responsible of any 
ideas expressed as well as for it ethical suitability. 
In addition, they must attest that all data included in 
their articles are true, actual and genuine.

All articles submitted to Revista Criminalidad will 
be subject to evaluation, and those having been ap-
proved by the Directive Committee will be passed 
on to peer reviewers for their assessment. Evalua-
tion will be an anonymous double-way process or 
double-blind peer review, which means that evalua-
tors ignore the author’s name and origin, and their 
critical comments and suggestions will be received 
anonymously by the author.

Authors shall accept submitting their texts to ex-
ternal peers for evaluation and they agree to take 
their observations into account. Amendments shall 
be made within the period of time indicated by the 
magazine’s editor. Upon having received an article 
back as modified, its final approval will be communi-
cated to the author.

If texts submitted to Revista Criminalidad are not 
accepted for publication, the editor shall send a written 
notice to the author whereby the reasons for that 
decision will be duly explained. During the evaluation 
and edition process, authors may be consulted in 
order to resolve doubts and concerns, and electronic 
mail is the preferred mean of communication.

The Directive Committee will have the last say 
with regard to the publication of any article and the 
issue in which it will appear. The magazine reserves 
the right to make form and style corrections to the 
paper prior to its publication.
All authors are obliged to retract their views and co-
rrect errors if requested to do so.

Review and Revision by Peers/Responsibilities 
of Evaluators

At the time of receiving an article, the Directive 
Committee checks if it complies with the base 
conditions required by the magazine. The Editorial 



176

IS
SN
 1
79
4-
31
08
. 
Re
v.
 c
ri
m.
, 
Vo
lu
me
n 
58
, 
nú
me
ro
 1
, 
en
er
o-
ab
ri
l 
20
16
, 
Bo
go
tá
, 
D.
 C
.,
 C
ol
om
bi
a

Committee establishes the first filter and, for this 
process, aspects such as form, quality and relevan-
ce of the paper are taken into consideration. After 
this first review, and from comments and sugges-
tions expressed by the members of the Editorial 
and Scientific Committees, articles selected to un-
dergo peer review will be selected and this process, 
known as the arbitration system, will be initiated. 
In this case, texts are submitted to both the evalua-
tion of anonymous academic peers and the opinion 
of the Directive Committee. The outcome shall be 
communicated to the author within a period of up 
to four months from reception of the article.

All articles having passed their first review will 
be subject to an arbitration process in charge of 
anonymous evaluators who are entitled to make su-
ggestions/comments to the author and point out to 
significant references not having been included in 
the work. Most of these evaluators are external and 
it is sought that they have no conflicts of interest in 
regard with the subjects they have been requested 
to arbitrate. Should any doubt arise in this respect, 
it will be necessary to find another evaluator.

Revista Criminalidad has an evaluation form in-
cluding questions with carefully defined criteria.

Evaluators are responsible for suggesting accep-
tance, rejection or approval with amendments of 
articles arbitrated by them.

Editorial Responsibilities

The Directive Committee, together with the Editorial 
and Scientific Committee, is responsible for defining 
the editorial policies aiming at compliance by Revista 
Criminalidad of all standards required to achieve its 
positioning as a well-recognized academic publication.

The Editor, as the person responsible for the ma-
terial published in Revista Criminalidad, is committed 
to make the best efforts to meet readers’ needs and 
continuously improve the magazine’s publications 
by ensuring and maintaining not only the quality of 
its contents but also freedom of expression and its 
academic integrity.

Taking into account that Revista Criminalidad is a 
public and open-access magazine, it is committed to 
publish amendments, corrections, explanations and 
rectifications, and to give any justifications when cir-
cumstances deserve it.

The Directive Committee is responsible for the 
selection of the best articles destined for publi-
cation. This selection is based on the recommen-
dations deriving from the evaluation process and 
the editorial review of the article, where quality, 
relevance, originality and contribution to its discipli-
ne. In the same sense, if an article is rejected, the 
justification given to the author must be oriented 
towards all of the aforementioned aspects.

The Directive Committee is responsible for mo-
nitoring the editorial process of all articles applying 
for publication in Revista Criminalidad, and under-
takes everything possible to develop confidentiality 
mechanisms during the peer evaluation process un-
til actual publication or rejection.

In the event of complaints of any nature 
whatsoever being received by Revista Criminalidad, 
its Directive Committee will reply in a timely manner 
according to the standards established by the maga-
zine. Should any claim deserve a prompt resolution, it 
shall first ensure that proper investigation leading to 
it is carried out. If any accuracy or error is detected in 
already published contents, the Editorial Committee 
shall be consulted and the amendments and/or ex-
planations will be made on the magazine’s web page.

As soon as an issue of Revista Criminalidad is pu-
blished, the Directive Committee is responsible for 
its dissemination and distribution among its contri-
butors, evaluators and entities having entered ex-
change agreements with it, as well as among the 
legal deposits and indexation both national and in-
ternational. Likewise, the Directive Committee is in 
charge of mailing the magazine to its domestic and 
foreign subscribers.

Ethical Responsibilities

In the event of having detected bad practice, Revista 
Criminalidad’s Editorial and Directive Committees will 
take into account the code of conduct and the best 
practice guidelines for magazine editors prepared by the 
Committee on Publication Ethics (COPE), consulted at:
http://publicationethics.org/files/Code_of_con-
duct_for_journal_editors_Mar11.pdf
http://www.popcouncil.org/Frontiers/ScienceWri-
ting/Spanish/PDFS_Spanish/12_4.pdf

Revista Criminalidad will always be willing to 
amend mistakes, give explanations, retract, and 
offer apologies whenever necessary.

In no way whatsoever will Revista Criminalidad 
let its ethical and intellectual standards be compro-
mised by either internal o external pressures alien 
to the institution.

Revista Criminalidad has a good practices manual 
that can be consulted in detail at:

http://www.policia.gov.co/imagenes_ponal/di-
jin/revista_criminalidad/guia.pdf

As a way to prevent plagiarism and fraudulent 
data, Revista Criminalidad will not take into account 
neither translations of documents or transcriptions 
of other articles, short texts or works still under-
going research processes.
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Políticas éticas

Publicação e autoria

A Revista Criminalidade é uma publicação da Direção 
da Investigação Criminosa e a Interpol (DIJIN) da Po-
lícia Nacional de Colômbia (Bogotá, D. C., Colômbia), 
instituição encarregada do seu suporte financeiro. É 
conformada por uma Comitê Diretivo – diretores, 
editor, assistente editorial, responsável do suporte 
técnico, revisor e tradutores – Comitês Editorial e 
Científico, que garantem a qualidade e a pertinência 
dos conteúdos da publicação. Os membros dos Co-
mitês Editorial e Científico são escolhidos de acordo 
com seu prestígio e produção acadêmica.

Os artigos apresentados à Revista Criminalidade 
devem ser originais e inéditos, e deve se garantir 
que não tem sido copiados ou plagiados de nenhum 
outro trabalho, total ou parcialmente. Além, não 
devem estar simultaneamente no processo da ava-
liação em uma outra publicação.

Todo artigo encaminhado à Revista Criminalidade 
deve estar acompanhado da declaração do origi-
nalidade assinada pelo autor (pelos autores) no 
formato elaborado para esse fim, e é possível fazer 
o download em http://www.policia.gov.co/image-
nes_ponal/dijin/revista_criminalidad/formato_origi-
nalidad.pdf ou fazer o pedido pelo e-mail.

Responsabilidades do autor

O autor (autores) de artigos aceitados deve 
autorizar à Revista Criminalidade para usar os 
direitos patrimoniais do autor (reprodução, 
comunicação pública, transformação e distribuição). 
Esta autorização cimenta-se com a assinatura da 
“Declaração de originalidade”. Neste documento 
os autores confirmam que o texto é da sua autoria e 
que respeitam os direitos da propriedade intelectual 
de terceiros. Quando são escritos por duas o mais 
pessoas, todos os autores devem ter contribuído da 
maneira significativa à investigação e a elaboração 
do artigo.

Se o autor (autores) de um artigo publicado na 
Revista Criminalidade quiser inclui-lo mais tarde em 
uma outra publicação, a revista, a compilação ou o 
livro onde se publica terão de fazer claramente a re-
ferência aos dados da fonte (Revista Criminalidade), 
prévia autorização do editor da revista.

As contribuições encaminhadas para a possível 
publicação na Revista Criminalidade não podem ser 
avaliadas para ser publicadas ao mesmo tempo em 
uma outra revista e/ou livro, nacional ou estrangeiro.

Se for necessário, terá que especificar-se que no 
artigo proposto existem possíveis conflitos de inte-
resse ou qualquer responsabilidade ética. Em todo 
caso, os leitores devem ser informados sobre o as-
sunto (natural ou legal) que financiou o artigo e o 
papel dos fornecedores dos fundos.

Uma vez publicado o artigo na Revista Criminalidade, 
o autor deve abster-se de enviá-lo com o mesmo fim 
para outra revista.

Embora o Comitê Diretivo é responsável de apro-
var os artigos, com base nos critérios da qualidade e 
da rigorosidade investigativa, e considerando que as 
avaliações feitas por pares anônimos, o autor (auto-
res) é responsável das ideias expressadas no artigo, 
assim como da sua idoneidade ética; além, dá a fé de 
que os dados nele incluídos são reais e autênticos.

Todos os artigos apresentados à Revista 
Criminalidade serão sujeitos à avaliação, e aqueles 
aprovados pelo Comitê Diretivo serão submetidos à 
revisão por pares dos avaliadores. O processo de va-
loração será anônimo e bidirecional, ou sistema em 
dupla ocultação, ou seja, o avaliador não conhecerá 
o nome e a origem do autor, e o autor receberá as 
críticas anônimas.

Os autores aceitam submeter os textos à ava-
liação de pares externos e comprometem-se a consi-
derar suas observações. Estas modificações deverão 
ser feitas no termo que indica o Editor da revista. 
Assim que o artigo modificado for recebido, o autor 
será informado sobre sua aprovação definitiva.

Quando os textos apresentados à Revista 
Criminalidade não são aceitados para a publicação, 
o Editor encaminhará uma notificação escrita para 
o autor, onde explicará as razões para esta decisão. 
Durante o processo da edição, é possível consultar 
os autores para resolver perguntas. No processo da 
avaliação e da edição o e-mail é o meio de comuni-
cação preferido.

A Comitê Diretivo reserva-se a última palavra na 
publicação de um artigo e o número em que apare-
cerá. A revista se reserva o direito de corrigir o estilo 
do documento antes da publicação.

Todos os autores têm a obrigação de fornecer 
retrações ou correções dos erros.

Revisão por pares/responsabilidades  
dos avaliadores

Quando um artigo é recebido, a Comitê Diretivo ava-
lia se cumprir as exigências básicas da revista. O Co-
mitê Editorial estabelece o primeiro filtro; para este 
processo os aspectos sobre o formato, a qualidade e 
a pertinência do documento são considerados. Após 
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esta primeira revisão, e a partir dos comentários e su-
gestões dos membros dos Comitês Editorial e Cientí-
fico, os artigos sobre os quais começará o processo 
de arbitragem são selecionados. Nesta instância, os 
textos são submetidos a avaliação de pares acadê-
micos anônimos e ao conceito da Comitê Diretivo. O 
resultado será comunicado ao autor em um período 
de até quatro meses da recepção do artigo.

Todos os artigos que passam a primeira revisão 
serão submetidos a um processo de arbitragem, a 
cargo de avaliadores anônimos, que fazem suges-
tões/comentários ao autor e indicam referências 
significativas que não têm sido incluídas no trabal-
ho. Esses avaliadores são, em sua maioria, externos 
à instituição, e em sua eleição procura-se que não 
tenham conflitos de interesse com os assuntos so-
bre os quais se pede a eles a arbitragem. Se houver 
dúvidas, a revista procurará um outro avaliador.

A Revista Criminalidade tem um formato da ava-
liação que inclui perguntas com critérios cuidadosa-
mente definidos.

Os avaliadores têm a responsabilidade de suge-
rir a aceitação, a rejeição ou a aprovação, com modi-
ficação, do artigo arbitrado.

Responsabilidades editoriais

A Comitê Diretivo, junto com os Comitês Editorial e 
Científico, é responsável de definir as políticas edito-
riais, de modo que a revista cumpra os padrões que 
permitem seu posicionamento como uma reconhe-
cida publicação acadêmica.

O editor, como responsável das informações 
publicadas na Revista Criminalidade compromete-
se a se esforçar em satisfazer às necessidades dos 
leitores e os autores, melhorar constantemente a 
publicação, garantir a qualidade do material que é 
publicado e a liberdade da expressão, e manter a in-
tegridade acadêmica da revista.

Dado que a Revista Criminalidade é pública e 
do acesso aberto, compromete-se a publicar co-
rreções, aclarações e retificações, e dar justificações 
quando for necessário.

A Comitê Diretivo é responsável de selecionar 
os melhores artigos para a publicação. Esta seleção 
é feita baseada nas recomendações derivadas do 
processo da avaliação e da revisão editorial do ar-
tigo, em que os critérios da qualidade, relevância, 
originalidade e contribuição à disciplina são consi-
derados. Neste mesmo sentido, quando um artigo é 
rejeitado, a justificação fornecida ao autor deve ser 
orientada para estes aspectos.

A Comitê Diretivo é responsável de monitorar 
o processo editorial de todos os artigos que postu-

lam-se para sua publicação na Revista Criminalidade, 
e faz o possível para desenvolver mecanismos do 
confidencialidade durante o processo da avaliação 
por pares, até sua publicação ou rejeição.

Quando a Revista Criminalidade recebe queixas 
de qualquer tipo, a Comitê Diretivo responderá 
oportunamente, de acordo com as normas estabe-
lecidas pela publicação; caso seja necessário, deve 
se garantir que uma investigação apropriada seja 
realizada, que vise à definição rápida do problema. 
Quando uma falta de exatidão ou um erro em um 
conteúdo publicado é reconhecido, o Comitê Edi-
torial será consultado, e as correções e/ou as acla-
rações no Website serão feitas.

Logo que um número da Revista Criminalidade 
seja publicado, a Comitê Diretivo é responsável da 
difusão e a distribuição entre os colaboradores, os 
avaliadores e as organizações com que os acordos 
do intercâmbio têm sido estabelecidos, assim como 
entre os depósitos legais e os sistemas de indexação 
nacionais e internacionais. Também, é responsável 
de fazer os envios da revista aos assinantes nacio-
nais e internacionais.

Responsabilidades éticas

Em caso de detectar uma má prática, os Comitês 
Editorial e Diretivo da Revista Criminalidade terão 
presente o código de conduta e as diretrizes de 
boas práticas para os editores de revistas, elabora-
dos pelo Committee on Publication Ethics (COPE), 
pesquisado em:
http://publicationethics.org/files/Code_of_con-
duct_for_journal_editors_Mar11.pdf
http://www.popcouncil.org/Frontiers/ScienceWri-
ting/Spanish/PDFS_Spanish/12_4.pdf

A Revista Criminalidade estará sempre disposta 
a corrigir erros, dar as aclarações e as retratações, e 
pedir desculpas quando for necessário.

De jeito nenhum a Revista Criminalidade permi-
tirá que seus padrões éticos e intelectuais sejam 
comprometidos por pressões internas ou externas 
à instituição.

A Revista Criminalidade tem um manual de boas 
práticas, que pode se pesquisar com mais detalhe 
em: http://www.policia.gov.co/imagenes_ponal/di-
jin/revista_criminalidad/guia.pdf

Para evitar o plagio e os dados fraudulentos, a 
Revista Criminalidade não considerará traduções 
de documentos ou transcrições de outros artigos, 
trabalhos curtos ou que ainda estão no processo de 
investigação.
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Indicaciones para los autores

Para que los artículos sean sometidos a evalua-
ción por pares, es necesario adoptar las siguientes  
pautas:
1. 	 Remisión del manuscrito: el texto se debe pre-

sentar en formato Word for Windows, letra Arial, 
tamaño 12 puntos. Enviarlo a los siguientes co-
rreos electrónicos: revistacriminalidad@hotmail.
com y dijin.revistacriminalid@policia.gov.co. De 
ser posible, remitir una copia del manuscrito ori-
ginal impresa en papel tamaño carta, acompaña-
da de un archivo magnético, a la dirección postal: 
Observatorio del Delito –DIJIN–, Policía Nacional 
de Colombia. Avenida El Dorado No. 75-25, barrio 
Modelia, Bogotá, D. C., Colombia.

2. 	 Código de conducta y mejores prácticas: el  
artículo debe estar acompañado de la decla-
ración de originalidad firmada por el autor (o 
autores), en el formato elaborado por la Revis-
ta Criminalidad, que se debe solicitar por co-
rreo electrónico o descargar desde la dirección 
http://www.policia.gov.co/revistacriminalidad 
en el enlace Pautas Autores. En caso de que se 
envíe una copia impresa del manuscrito original, 
debe adjuntarse la declaración de originalidad 
impresa, con las firmas del autor o autores. El 
autor (o autores) aplicará el código de conducta 
y mejores prácticas que se indican:

•	 El artículo que se enviará para su posible publica-
ción en la Revista Criminalidad debe ser original e 
inédito, y que de ninguna otra obra, en su tota-
lidad o en parte, haya sido copiado o plagiado.

•	 De ninguna manera se aceptará que una parte o 
todo el contenido del artículo presentado para 
ser publicado en la Revista Criminalidad haya sido 
publicado anteriormente.

•	 Las contribuciones enviadas para posible publi-
cación en la Revista Criminalidad no pueden estar 
siendo evaluadas para su publicación al mismo 
tiempo en otra revista y/o libro, nacional o ex-
tranjero.

•	 Si es necesario, se tendrá que especificar si en el 
artículo propuesto existen posibles conflictos de 
intereses o cualquier responsabilidad ética.

•	 Una vez publicado el artículo en la Revista Crimi-
nalidad, el autor deberá abstenerse de enviarlo 
con el mismo propósito a otra revista.

•	 En caso de malas prácticas, el Comité Editorial 
de la Revista Criminalidad pondrá en práctica el 
código de conducta y los lineamientos de mejo-
res prácticas para los editores de revistas, ela-
borados por el Committee on Publication Ethics 

(COPE), consultado en http://publicationethics.
org/files/Code_of_conduct_for_journal_edi-
tors_Mar11.pdf y http://www.popcouncil.org/
Frontiers/ScienceWriting/Spanish/PDFS_Spa-
nish/12_4.pdf

3. 	 Los manuscritos recibidos no serán devueltos. 
Sin embargo, si el trabajo no es aceptado para 
su publicación, el autor puede enviarlo a otras 
revistas, con el mismo fin.

4. 	 Proceso de selección y evaluación de artículos:
a) Los artículos recibidos serán sometidos, sin 

excepción, a un proceso de evaluación por 
parte de pares académicos externos.

b) La recepción y evaluación de los artículos no 
implica, necesariamente, su publicación.

c) El proceso de selección comienza, para las 
colaboraciones que tengan la declaración de 
originalidad incluida, con la revisión, por par-
te del Comité Editorial, del cumplimiento de 
las presentes normas y la pertinencia del ma-
nuscrito con la política editorial. El autor será 
informado de las observaciones que surjan 
durante este proceso.

d) Luego, el artículo será enviado a dos pares 
académicos, quienes dictaminarán acerca de 
la calidad científica y académica del mismo. El 
proceso de valoración será anónimo en doble 
vía. Los evaluadores podrán formular suge-
rencias al autor.

e) Si los resultados de los dictámenes son con-
trarios, el artículo será remitido a un tercer 
par académico. No obstante, el Comité Edito-
rial se reserva la última palabra sobre la acep-
tación de los escritos.

f) El autor deberá realizar los ajustes sugeridos 
por los pares académicos y el Comité Editorial.

g) Se publicarán los artículos que cuenten con el 
concepto favorable de los pares académicos y 
del Comité Editorial.

h) La duración de este proceso es de aproxima-
damente ocho semanas.

5. 	 Extensión de los trabajos: no debe ser inferior a 
5.000 palabras ni sobrepasar las 10.000.

6. 	 Organización del manuscrito: cada artículo de-
berá incluir, en la primera página, la información 
del autor (ficha de identificación), y en lo posi-
ble, utilizar la siguiente estructura:
a)	Título: debe ser claro, preciso y conciso, que 

refleje la temática del artículo. Evitar el uso de 
siglas, acrónimos y abreviaciones.

b)	Nombre del autor o autores: los trabajos de-
berán acompañarse de una ficha de identifi-
cación del autor, que contenga los siguientes 
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datos: nombre, título profesional de mayor 
grado, actividad, afiliación institucional, ciu-
dad, país y correo electrónico. Si son varios 
autores, definir el orden de publicación y de-
signar el autor que se encargará de enviar y 
recibir la correspondencia.

c)	Resumen: introduce, de forma sucinta, al 
contenido del artículo. Se deben mencionar 
los objetivos del estudio, la metodología em-
pleada, los resultados y las conclusiones, sin 
entrar en detalles. Su extensión no debe ex-
ceder las 200 palabras.

d)	Palabras clave: incluir una lista de cinco pa-
labras clave, que indiquen los principales as-
pectos del artículo. Se deben seleccionar del 
Tesauro de política criminal latinoamericana, 
del Instituto Latinoamericano de las Nacio-
nes Unidas para la Prevención del Delito y el 
Tratamiento del Delincuente (ILANUD), o del 
Criminological Thesaurus - United Nations Inte-
rregional Crime and Justice Research Institute 
(UNICRI).

e)	Introducción: contextualiza al lector. Expone 
el problema e incluye una breve revisión de 
la literatura relevante. También menciona el 
propósito del artículo y sus principales objeti-
vos.

f)	Método: describe el método empleado para 
el estudio (diseño, selección de la muestra, 
técnicas de recolección y análisis de datos, 
etc.). Asimismo, se deben mencionar los ma-
teriales y equipos utilizados en su realización.

g)	Resultados: esta sección presenta los princi-
pales resultados y hallazgos de la investiga-
ción. Se deben omitir los detalles periféricos y 
evitar repetir en el texto los resultados que se 
muestran en las tablas, cuadros e ilustraciones.

h)	Discusión: se deben presentar las conclusio-
nes relevantes del estudio y ofrecer al lector 
una explicación al respecto, poniendo énfasis 
en las implicaciones de los nuevos resultados, 
sus aplicaciones prácticas, etc. Las conclusio-
nes deben estar en estrecha correlación con 
los objetivos del estudio.

i)	 Referencias: es un listado, al final del artículo, 
que incluye las obras o fuentes originales cita-
das en el texto. Todas las referencias y fuentes 
citadas deben seguir, de manera estricta, las 
normas APA (American Psychological Associa-
tion) (6.ª edición).

j)	 Apéndices: se utilizan para aclarar o comple-
mentar la información del artículo.

7. Citas y referencias: incluir, al final del artículo, 
una lista de las referencias y fuentes citadas en 
el texto, de acuerdo con las normas APA. A con-
tinuación se ofrecen algunas especificaciones, 
tomadas de la norma en referencia.
a) Citas: se utilizan paréntesis dentro del texto, 

más que notas a pie de página. Usualmente se 
señala el nombre del autor, el año de la publi-
cación y el número de la página. E. g.:

Citación textual:
• Douglas (2005) afirmó que “la conducta de los 

delincuentes…” (p. 153)
• “La conducta de los delincuentes…” (Dou-

glas, 2005, p. 153)
Textos con múltiples autores:
• Dos autores: cada vez que se cita la referencia en 

el texto, se deben mencionar ambos nombres.
• Tres a cinco autores: se cita a todos la primera 

vez que se presenta la referencia. En las citas 
sucesivas se incluye únicamente el apellido 
del primer autor, seguido de la expresión et 
ál. y el año.

• Seis autores: se cita tan solo el apellido del pri-
mero de ellos, seguido por et ál. y el año. No 
obstante, en la lista de referencias se deben 
mencionar todos los autores (se usa et ál. des-
pués del sexto autor).

• Si es una cita textual corta, menos de 40 pala-
bras, se incorpora en el texto y se encierra en-
tre dobles comillas. Si es una cita mayor de 40 
palabras, se inserta como bloque o párrafo in-
dependiente, con sangría, sin comillas (como 
un nuevo párrafo), utilizando un tamaño de 
letra más pequeño o la fuente cursiva.

•	 Cuando una idea sea aportada por varios 
autores (dos o más), las citas se ordenan al-
fabéticamente, con su respectivo año de pu-
blicación, separadas cada una por un punto y 
coma. E. g.:

Según esta última teoría (Bachman & Smith, 
2004; David & Freemantle, 2005), se definió 
que…
b) Referencias: la lista de referencias se debe or-

ganizar alfabéticamente, por el primer apelli-
do del autor, seguido de las iniciales del nom-
bre. Si se utilizan varias obras de un mismo 
autor, se listan en orden cronológico, desde 
la más antigua a la más nueva. Si el año de pu-
blicación también es el mismo, se agrega una 
letra: a, b, c, etc., después del año. E. g.:

Artículo de revista científica
Slocum, O. & Simmons, D. (2005). Criminal beha-

vior. Criminal Journal, 12 (1), 19-28.
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Libros
Blanchard, K. & Robinson, D. (2002). Zap the 

gaps (2a. ed.). New York, NY, U.S.A.: Harper-
Collins Publishers Inc.

Enciclopedias
Bergman, P. G. (1993). Relativity. In The New En-

cyclopedia Britannica (vol. 26, pp. 501-508). 
Chicago: Encyclopedia Britannica.

Artículo de internet basado en una fuente  
impresa
Orellana, M. A. (2002). Derecho penal ambiental 

comparado: el Common Law [versión electróni-
ca]. Revista Chilena de Derecho, 29 (2), 441-459. 
Recuperado de http://www.puc.cl/derecho/
html/publicaciones/pdf_revistas/2002/N_02/
RCHD2002_2_12_orellana.PDF.

c. La información de los autores y obras citadas 
en el texto debe coincidir con las respectivas 
entradas en la lista de referencias.

8. Notas al pie de página: son aclaraciones, y sus res-
pectivas llamadas deben aparecer identificadas 
con un superíndice en forma consecutiva, en la 
parte inferior de las páginas.

9. Tablas, cuadros, ilustraciones, etc.: sirven para 
aclarar, ilustrar, complementar o sintetizar la 
información, pero se recomienda no utilizar 
un elevado número de cuadros. Este material 
gráfico debe explicarse por sí solo, para evitar 
replicar la información del texto. Cada uno de 
estos elementos debe citarse en el artículo 
y estar identificado mediante numeración 
consecutiva y su respectivo título.

10. Clasificación de contribuciones: la Revista Crimi-
nalidad publica trabajos originales de investiga-
ción, que se ajusten a la clasificación de artículos 
del Índice Bibliográfico Nacional Publindex - Col-

ciencias. También publica traducciones, repor-
tes de caso, reseñas bibliográficas de reciente 
aparición y análisis estadísticos relacionados 
con tópicos de la criminología, criminalidad, psi-
cología, victimología, ciencias forenses, ciencias 
sociales y derecho penal, entre otros.

Clasificación de artículos de investigación, según 
Publindex, que aplican para la Revista Criminalidad:

• Artículo de investigación científica y tecnoló-
gica: documento que presenta, de manera de-
tallada, los resultados originales de proyectos 
terminados de investigación. La estructura 
generalmente utilizada contiene cuatro apar-
tes importantes: introducción, metodología, 
resultados y conclusiones.

• Artículo de reflexión: documento que presen-
ta resultados de una investigación terminada, 
desde una perspectiva analítica, interpretati-
va o crítica del autor, sobre un tema específi-
co, recurriendo a fuentes originales.

• Artículo de revisión: documento resultado 
de una investigación terminada, donde 
se analizan, sistematizan e integran los 
resultados de investigaciones, publicadas o 
no, sobre un campo en ciencia o tecnología, 
con el propósito de dar cuenta de los avances 
y las tendencias de desarrollo. Se caracteriza 
por presentar una cuidadosa revisión 
bibliográfica de por lo menos 50 referencias.

• Reporte de caso: documento que presenta los 
resultados de un estudio sobre una situación 
particular, con el fin de dar a conocer las expe-
riencias técnicas y metodológicas considera-
das en un caso específico. Incluye una revisión 
sistemática comentada de la literatura sobre 
casos análogos.
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Authors’ Guidelines

In order to submit contributions to peer 
evaluation, the following instructions are to be 
followed:
1. 	 Manuscript submission: The manuscript shall 

be submitted in Word for Windows, Arial 
12-point font, and sent to the following e-mail 
addresses: revistacriminalidad@hotmail.com, 
and dijin.revistacriminalidad@policia.gov.co. 
Where possible, a printed copy of the original in 
letter-size paper should be sent, together with 
a magnetic file, to postal address Observatorio 
del Delito –DIJIN–, Policía Nacional de Colombia. 
Avenida El Dorado No. 75-25, Barrio Modelia, 
Bogotá, D. C., Colombia.

2. 	 Codes of conducts and best practices: The 
article must be accompanied by the originality 
statement signed by the author or authors in the 
format prepared by Revista Criminalidad to be 
requested by electronic mail or downloaded from 
http://www.policia.gov.co/revistacriminalidad 
using the Pautas Autores link. En the event that 
a printed copy of the original manuscript is sent, 
the statement of originality must be attached 
in printed form to that copy, with the signature 
of the author or the authors. The author (or 
authors) shall apply the code of conduct and the 
best practices established:
•	 The article sent for potential publication 

in Revista Criminal must be original and 
unpublished, and no information or fragment 
shall be copied or plagiarized in any way from 
another work in whole or in part.

•	 In no way whatsoever any parts or the 
whole contents of the article submitted 
for publication in Revista Criminal will be 
accepted if they have been already published.

•	 No contributions sent for possible publication 
in Revista Criminalidad shall at the same time 
be under evaluation for the same purpose by 
any another journal, magazine and/or book, 
either national or foreign.

•	 Where necessary, it shall be specified if there 
are any potential conflicts of interest or any 
other ethical responsibility in the article 
proposed.

•	 Once the article has been published in Revista 
Criminalidad, the author must abstain from 
submitting it to any other journal or magazine 
for the same purpose.

In the event of malpractice, Revista Criminal’s 
Editorial Committee will put into practice both the 

code of conduct and the best practices guidelines 
for magazine editors as prepared by the Committee 
on Publication Ethics (COPE), consulted on http://
publicationethics.org/files/Code_of_conduct_
for_journal_editors_Mar11.pdf and http://www.
popcouncil.org/Frontiers/ScienceWriting/Spanish/
PDFS_Spanish/12_4.pdf.
3.	 Manuscripts received will not be returned. 

Notwithstanding, if a work is not accepted for 
publication, the author may submit it to another 
magazine or journal for the same purpose.

4.	 Article selection and evaluation process:
a.	With no exception, articles received will be 

subject to an external peer-evaluation process.
b.	Reception and evaluation of articles does not 

necessarily imply acceptance and publication 
thereof.

c.	The selection process for those contributions 
including the statement of originality begins, 
with verification, by the Editorial Board, of 
compliance with the current standards, as 
well as the appropriateness and relevance 
of the manuscript with relation to editorial 
policies. The author(s) shall be notified of the 
observations arising during this process.

d.	After this review, the article will be sent  
to at least two evaluating peers for them to 
decide on the scientific and academic quality 
of the manuscript. The assessment will 
be an anonymous two-way process, and  
the evaluators may make suggestions to the 
author.

e.	If the evaluation results are conflicting, the 
article shall be sent to a third academic peer. 
However, the Editorial Board reserves the 
right to their last word regarding acceptance 
of writings submitted.

f.	 Authors must introduce the adjustment 
suggested by the academic peers and the 
Editorial Board.

g.	Only those articles having obtained the 
favorable opinion or the evaluating peers and 
the Editorial Board can be published.

h.	The duration of this process is about eight (8) 
weeks.

5.	 Length of Works: No less than 5,000 words, but 
not exceeding 10,000.

6.	 Manuscript layout: Each article must include, on 
the first page, the author’s information record 
(author’s identification file or card), preferably 
using the structure described below:
a. Title: it must be clear, precise and as brief as 

possible, reflecting the subject matter of the 
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    article. The use of acronyms and other kind of 
abbreviations should be avoided.

b. Name of Author or Authors: Works shall be 
accompanied by an author’s identification 
record/card or file [“ficha de identificación”] 
containing the following details: Name, 
higher professional degree obtained, activity, 
institutional membership, city or town and 
country and e-mail address. In the case of 
several authors, the publication order is to 
be defined as well as the name of the author 
appointed to send and receive the relevant 
correspondence.

c. Abstract: A summarized introduction to the 
contents of the article. The study objectives, 
methodology, findings and conclusions 
should be mentioned without going into 
details. The length of the abstract should not 
exceed 200 words.

d. Key words: A list of five significant words 
shall be included, indicating the main issues 
discussed in the article. These words should 
be selected from the “Tesauro de Política 
Criminal Latinoamericana” (Thesaurus of 
Latin American Criminal Policy) from the 
United Nations Latin American Institute for 
the Prevention of Crime and the Treatment 
of Off enders (ILANUD), or the Criminological 
Thesaurus - United Nations Interregional Crime 
and Justice Research Institute (UNICRI).

e. Introduction: It is intended to contextualize 
the reader by exposing the matter and 
including a brief review of relevant 
literature on the subject. The purpose and 
main objectives of the article should be 
mentioned as well.

f. Method: The method used in the study is 
described (design, sample selection, data 
collection and capture techniques and ana-
lysis, etc.). Likewise, materials and equipment 
used in the making of the article are to be 
referred to.

g. Results: This section exhibits the main findings 
and conclusions of the relevant research or 
investigation carried out. Peripheral details 
should be avoided, as well as repetition, in 
the main text, of results or findings already 
shown in tables, charts, graphs and any other 
illustrations.

h. Discussion: the most significant conclusions 
of the study in question shall be exposed 
while offering the reader a proper explanation 
by emphasizing the implications of the new 
results or findings, their practical applications 

and so forth. Conclusions must be closely 
correlated to the study purposes.

i. References: it is a listing at the end of the 
article, including original works or sources 
quoted in the text. All references and 
sources mentioned should strictly meet the 
standards of the APA (American Psychological 
Association) (6th edition).

j. Appendixes: they shall be used where 
necessary to explain or supplement the 
information contained in the article.

7. 	 Quotes and references: At the end of the article, 
a list of references and sources quoted in the 
text are to be included, according to the APA 
standards. Some specifications taken from 
the aforementioned standards are transcribed 
below.
a. Quotes: they are used in brackets, preferably 

instead of footnotes. Usually, the author’s 
name is mentioned as well the publication 
year and the page number. Ej.:

Textual Quotation:
• Douglas (2005) asserted that “the off enders’ 

behavior…” (p. 153)
• “The off enders’ behavior…” (Douglas, 2005, 

p. 153)
Texts with multiple authors:
• Two authors: each time the reference is quoted 

in the text, both names must be mentioned.
• Three to five authors: All of them are mentioned 

the first time the reference appears. In 
subsequent quotes, only the last name of the 
first is mentioned, followed by the expression 
et al., and the publication year.

• Six authors: only the last name of the first 
author is mentioned, followed by the 
expression et al. and the year. However, all  
the authors must be included in the references 
list (et al. is used after the sixth author).

• Where dealing with short textual quotes 
of less than 40 words, these quotes can be 
incorporated into the text in double quotation 
marks or inverted comas. If they exceed 40 
words, they can be inserted as a separate 
block or paragraph, with indentation, with no 
quotation marks (as a new paragraph) using a 
smaller font size, or italics.

• If a given idea is contributed by several (two 
or more) authors, quotes shall be arranged 
in alphabetical order with their respective 
publication year, separated by semicolons. Ej.:

	 According to this last theory (Bachman & Smith, 
2004; David & Freemantle, 2005), it was defined 
that…
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b. References: the reference list must be 
arranged in alphabetical order; the authors’ 
first name shall be followed by their name 
initials. If several works of the same author are 
used, they should be listed in chronological 
order from the earliest to the most recent. 
If the publication year is also the same, then  
the letters a, b, c, and so forth are added after the 
year. Ej.:

Articles from a scientific magazine:
Slocum, O., & Simmons, D. (2005). Criminal 

behavior. Criminal Journal, 12 (1), 19-28.
Books:
Blanchard, K., & Robinson, D. (2002). Zap the gaps 

(2nd Ed.). New York, NY, U.S.A.: HarperCollins 
Publishers, Inc.

Encyclopedias:
Bergman, P. G. (1993). Relativity. In The New 

Encyclopedia Britannica (Vol. 26, pp. 501-508). 
Chicago: Encyclopedia Britannica.

Internet article based on a printed source:
Orellana, M. A. (2002). Derecho penal ambiental 

comparado: el Common Law [Electronic 
version]. Revista Chilena de Derecho, 29 
(2), 441-459. Retrieved from http://www.
puc.cl/derecho/html/publicaciones/pdf_
revistas/2002/N_02/RCHD2002_2_12_orellana.
PDF.

c. Information relating to authors and works 
quoted in the text must coincide with the 
relevant entries in the reference lists.

8.	 Footnotes: They usually are explanations, 
references, quotes, definitions or comments 
placed at the bottom of a page or in a separate 
list, identified by consecutive superscript 
numbers or another type of symbols (asterisks, 
for example) corresponding to markers they are 
linked to in the main text.

9. Charts, graphs, illustrations, etc.: although these 
are useful to explain, illustrate, supplement or 
synthesize information, using them abundantly 
is not recommended. This kind of material 
should be self-explanatory in order to avoid 
duplicating information already given in the 
text. Each of these elements should be quoted 

in the article and be identified by consecutive 
numbers and a title.

10. Contribution classification: Revista Criminalidad 
publishes original investigative works adjusted to 
article classification as determined in the “Indice 
Bibliográfico Nacional Publindex- Colciencias” 
(Publindex-Colciencias National Bibliographic 
Index). It also publishes translations, case 
reports, bibliographic reviews recently issued, 
and statistical analyses relating to criminology, 
criminality, psychology, victimology, forensic 
sciences, social sciences and criminal law 
matters, among others:

Classification of investigative articles, according to 
Publindex, applicable to Revista Criminalidad:

•	 Article on Scientific and Technological 
Research: A document offering original 
results of a given accomplished research 
project. The structure generally used contains 
four important sections: Introduction, 
methodology, results or findings, and 
conclusions.

•	 Article to Reflect Upon: A document showing 
the results of a given closed investigation 
or research from the author’s analytical, 
interpretative or critical perspective about a 
specific subject, resorting to original sources.

•	 Article for Review: A document resulting 
from a given research or investigation, where 
the results of studies either published or 
unpublished about a particular field in science 
or technology are analyzed, systematized or 
integrated in order to reveal development 
advances and trends. It is characterized by 
including a careful bibliographical review of 
no less than 50 references.

•	 Case-study Report: A document showing 
the results of a study of a particular 
situation, in order to disclose the technical 
and methodological experiences taken 
into account in a specific case. It includes a 
commented systematic review of literature 
dealing with similar cases.
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Instruções para autores

De modo que os artigos sejam avaliados por 
pares, é necessário adotar as seguintes diretrizes:
1.	 Apresentação do manuscrito: o texto deve ser 

apresentado em formato Word for Windows, 
Arial, tamanho 12. Enviá-lo para os seguintes 
e-mails:revistacriminalidad@hotmail.com  
e dijin.revistacriminalidad@policia.gov.co.

	 Se possível, envie uma cópia do manuscrito 
original impressa em papel tamanho carta, 
acompanhada de um arquivo magnético para 
o endereço: Observatorio del Delito –DIJIN–, 
Policía Nacional de Colombia. Avenida El 
Dorado No. 75-25, barrio Modelia, Bogotá, D. C., 
Colombia.

2. 	 Código de conduta e boas práticas: o artigo 
deve estar acompanhado da declaração 
de originalidade assinada pelo autor (o 
autores), no formato elaborado pela Revista 
Criminalidad, que se deve solicitar pelo e-mail 
o fazer download desde o endereço http://
www.policia.gov.co/revistacriminalidad no link 
Pautas Autores. No caso de enviar uma copia 
imprensa do manuscrito original, deve se anexar 
a declaração de originalidade imprensa, com 
as assinaturas do autor ou autores. o autor 
(ou autores) aplicarão o código de conduta e 
melhores práticas indicados em baixo:
• O artigo a ser enviado para sua possible 

publicação na Revista Criminalidad deve 
ser original e inédito, e de jeito nenhum, 
tenha sido copiada ou plagiada, total ou 
parcialmente.

• De jeito nenhum, se o artigo foi publicado 
anteriormente total ou parcialmente, vai 
ser aceitado para ser publicado na Revista 
Criminalidad.

• As contribuições submetidas para possível 
publicação na Revista Criminalidad não podem 
ser objeto de avaliação para sua publicação 
ao mesmo tempo em outra revista e/ou livro, 
nacional ou estrangeiro.

• Se necessário, deve se especificar se o artigo 
proposto têm possibles conflitos de interesses 
ou qualquer responsabilidade ética.

• Uma vez publicado o artigo na Revista 
Criminalidad, o autor deve abster-se de enviá-
lo com o mesmo fim para outra revista.

• No caso de más práticas, o Comitê Editorial da 
Revista Criminalidad vai pôr em prática o código 
de conduta e as diretrizes de boas práticas 
para os editores das revistas, elaborados 
pelo Committee on Publication Ethics (COPE), 

consultado en http://publicationethics.org/
files/Code_of_conduct_for_journal_editors_
Mar11.pdf e http://www.popcouncil.org/
Frontiers/ScienceWriting/Spanish/PDFS_
Spanish/12_4.pdf.

3.	 Os manuscritos recebidos não serão devolvidos. 
No entanto, se o trabalho não for aceito para 
publicação, o autor pode enviá-lo para outras 
revistas com o mesmo propósito.

4.	 Processo de avaliação e seleção dos artigos:
a.	Os artigos recebidos serão submetidos, sem 

exceção, para um processo de avaliação 
externa por pares acadêmicos.

b.	A recepção e avaliação dos artigos não implica 
necessariamente publicação.

c.	O processo de seleção começa, para as 
colaborações que tenham a declaração de 
originalidade incluída, com uma revisão pelo 
Conselho Editorial, o cumprimento destas 
regras e da relevância do manuscrito com 
a política editorial. O autor será informado 
sobre os comentários que surgem durante 
este processo.

d.	Depois, o artigo será enviado a dois pares 
acadêmicos, que emitiram uma opinião sobre 
a qualidade científica e acadêmica do mesmo. 
O processo de avaliação será anônima, nos 
dois sentidos. Os revisores podem fazer 
sugestões para o autor.

e. 	Se os resultados são opiniões contrárias, o 
item será enviado a um terceiro par acadêmico. 
No entanto, o Conselho Editorial reserva-se a 
palavra final sobre a aceitação dos escritos.

f.	 O autor fará ajustes sugeridos pelos colegas 
acadêmicos e o Conselho Editorial.

g. Os artigos para publicar são aqueles que 
têm uma opinião favorável de seus pares 
acadêmicos e do Conselho Editorial.

h.	A duração deste processo é de 
aproximadamente oito semanas.

5. 	 Extensão dos trabalhos: não deve ser inferior a 
5.000 palavras ou exceder 10.000.

6. 	 Organização do manuscrito: cada artigo deve 
incluir, na primeira página, informações sobre 
o autor (cartão de identificação), e sempre que 
possível, use a seguinte estrutura:
a.	Título: deve ser claro, preciso e conciso, 

refletindo o tema do artigo. Evitar o uso de 
siglas, acrônimos e abreviações.

b.	Nome do autor ou autores: os trabalhos 
devem estar acompanhados de um cartão de 
identificação do autor, contendo as seguintes 
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informações: nome, título profissional do mais 
alto grau, a atividade, afiliação institucional, 
cidade, país e e-mail. Se vários autores, definir 
a ordem de publicação, e designar o autor que 
irá enviar e receber correio.

c.	Resumo: apresenta, resumidamente, o 
conteúdo do artigo. Também mencionar os 
objetivos do estudo, metodologia, resultados 
e conclusões, sem dar detalhes. Sua extensão 
não deve exceder 200 palavras.

d.	Palavras-chave: Incluir uma lista de cinco 
palavras-chave que indicam os principais 
aspectos do artigo. Você deve selecionar 
as palavras do Tesauro de Política Criminal 
Latinoamericana, do Instituto Latino-
Americano das Nações Unidas para a 
Prevenção do Delito e Tratamento do 
Delinquente (ILANUD), ou do Criminological 
Thesaurus - United Nations Interregional Crime 
and Justice Research Institute (UNICRI).

e. Introdução: contextualiza o leitor. Descreve 
o problema e inclui uma breve revisão da 
literatura relevante. Também menciona o fim 
do artigo e seus principais objetivos.

f. Método: descreve o método utilizado para 
o estudo (desenho, seleção da amostra, 
técnicas de coleta e análise de dados, etc.). 
Também devem-se mencionar os materiais e 
equipamentos utilizados na sua realização.

g. Resultados: esta seção apresenta os principais 
resultados e conclusões da pesquisa. Omitir 
os detalhes periféricos e evitar a repetição 
no texto dos resultados apresentados em 
tabelas, gráficos e ilustrações.

h. Discussão: deve apresentar-se as conclusões 
relevantes do estudo e dar ao leitor uma 
explicação, destacando as implicações dos 
novos resultados, suas aplicações práticas, 
etc. As conclusões devem estar bem 
relacionadas com os objetivos do estudo.

i. Referências: é uma lista, no final do artigo, 
que inclui obras ou fontes originais citadas 
no texto. Todas as referências e fontes citadas 
devem seguir estritamente as regras APA 
(American Psychological Association) (6.ª 
edição).

j. Apêndices: são utilizados para esclarecer ou 
complementar a informação no artigo.

7. 	 Citações e referências: incluir no final do artigo, 
uma lista de referências e fontes citadas no 
texto, de acordo com as regras APA. Aqui estão 
algumas especificações pegadas da norma de 
referência.

a. Citações: os parênteses são usados dentro do 
texto, em vez de notas de rodapé. Geralmente 
indica-se o nome do autor, ano de publicação 
e número de página. E. g.:

Citação textual:
•	 Douglas (2005) afirmou que “o comporta-

mento dos criminosos...” (p. 153)
•	 “O comportamento dos criminosos...” (Dou-

glas, 2005, p. 153)
Textos de vários autores
• Dois autores: sempre que a referência é citada 

no texto deve mencionar-se os dois nomes.
• Três a cinco autores: citar todos os autores 

a primeira vez que a referência ocorre. Em 
citações sucessivas colocar apenas o nome do 
primeiro autor, seguido dae et al. e o ano.

• Seis autores: citar apenas o sobrenome do 
primeiro, seguido por et al. e o ano. No 
entanto, na lista das referências devem-se 
incluir todos os autores (use et al. depois do 
sexto autor).

• Se for uma citação textual curta, menos de 40 
palavras, deve-se incorporar no texto e fechar 
entre aspas duplas. Se for uma citação maior 
do que 40 palavras, essa é inserida como 
um bloco ou um parágrafo separado, com 
recuo de margem, sem aspas (como um novo 
parágrafo), utilizando um tamanho de letra 
menor ou fonte itálica.

• Quando uma ideia é fornecida por diversos 
autores (dois ou mais), as citações são 
organizados em ordem alfabética, com seus 
respectivos anos de publicação, separadas 
por um ponto-e-vírgula. E. g.:

	 De acordo com esta última teoria (Bachman 
& Smith, 2004; David & Freemantle, 2005), foi 
determinado que...

b. Referências: A lista de referências devem 
ser dispostas em ordem alfabética pelo 
sobrenome do autor, seguido pelas iniciais  
do nome. Se estiver usando vários trabalhos do 
mesmo auto, devem-se classificar em ordem 
cronológica do mais antigo ao mais recente. 
Se o ano de publicação também é o mesmo, 
adicionar uma letra: a, b, c, etc. depois do ano. 
E. g.:

Artigo de uma revista científica
Slocum, O. & Simmons, D. (2005). Criminal 

behavior. Criminal Journal, 12 (1), 19-28.
Livros
Blanchard, K. & Robinson, D. (2002). Zap the gaps 

(2.ª ed.). New York, NY, U.S.A.: HarperCollins 
Publishers Inc.
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Enciclopédias
Bergman, P. G. (1993). Relativity. Em The New 

Encyclopedia Britannica (vol. 26, pp. 501-508). 
Chicago: Encyclopedia Britannica.

Artigo acedido na Internet com fonte impressa
Orellana, M. A. (2002). Direito penal ambiental 

comparado: Common Law [versão eletrônica]. 
Revista Chilena de Direito, 29 (2), 441-459. 
Recuperado de: http://www.puc.cl/derecho/
html/publicaciones/pdf_revistas/2002/N_02/
RCHD2002_2_12_orellana.PDF.

c. As informações sobre autores e obras citadas 
no texto devem coincidir com as entradas 
correspondentes na lista de referências.

8. 	 Notas de rodapé: são esclarecimentos, e as 
suas chamadas devem ser identificadas com um 
sobrescrito consecutivamente na parte inferior 
das páginas.

9. 	 Tabelas, quadros, ilustrações, etc.: Serve 
para esclarecer, ilustrar, complementar, ou 
sintetizar as informações, mas é recomendado 
não usar um grande número de gráficos. Este 
material gráfico deve explicar-se só, para evitar 
repetir informações no texto. Cada um destes 
elementos deve ser citado no artigo e ser 
numerado consecutivamente e seu respectivo 
título.

10.	 Classificação de contribuições: a Revista 
Criminalidad publica trabalhos originais de 
pesquisas, que estejam em conformidade com 
a classificação de artigos do Índice Bibliográfico 
Nacional Publindex - Colciencias. Publica também 
traduções, relatos de casos, resenhas de livros, 

de início recente e tópicos relacionados análise 
estatística em criminologia, crime, psicologia, 
vitimologia, ciência forense, ciências sociais e 
direito penal, entre outros.

Classificação dos artigos de pesquisa, que aplicam 
para a Revista Criminalidad, de acordo com Publin-
dex:

• Artigo de pesquisa científica e tecnológica: 
um documento que apresenta, em detalhes, 
os resultados originais de projetos de pesquisa 
concluídos. A estrutura geralmente utilizada 
contém quatro seções principais: introdução, 
metodologia, resultados e conclusões.

• Artigo de reflexão: documento que apresenta 
resultados de uma pesquisa concluída, a partir 
de uma perspectiva analítica, interpretativa 
ou crítica do autor, sobre um tema específico, 
utilizando fontes originais.

• Artigo de revisão: documento resultado 
de uma pesquisa concluída, na qual são 
analisados, sistematizados e integrados os 
resultados das pesquisas, publicadas ou não, 
sobre um campo da ciência ou tecnologia, a 
fim de explicar as tendências de progresso e 
desenvolvimento. É caracterizado por uma 
revisão cuidadosa da literatura de pelo menos 
50 referências.

• Relatório de caso: Um documento que 
apresenta os resultados de um estudo sobre 
uma situação particular a fim de apresentar 
as experiências técnicas e metodológicas 
consideradas num caso específico. Inclui uma 
revisão sistemática comentada da literatura 
sobre casos semelhantes.



www.policia.gov.co/revistacriminalidad
01-8000-910-600

POLICÍA NACIONAL
DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN CRIMINAL E INTERPOL

Reseña histórica

La Revista Criminalidad es una publicación 
que edita la Dirección de Investigación 
Criminal e INTERPOL (DIJIN) de la Policía 
Nacional de Colombia. En 1955, a través del 
Departamento de Información Criminal y 
Estadística, se inició la recopilación ordena-
da y sistemática de registros administrati-
vos con fines estadísticos de delitos, contra-
venciones y servicios de policía a nivel 
nacional; sin embargo, solo a partir de 1958 
los datos y análisis se hacen públicos, 
mediante el documento titulado Estudio 
Criminológico 1958.

En 1960 se inició el estudio de las 
infracciones a los títulos del Código Penal 
colombiano, y en 1965 se estructuró y dio 
forma a los contenidos de la  publicación. En 
1974 se creó la Oficina de Estudios Sociales, 
para fortalecer la Sección de Estadística 
Criminal mediante un grupo interdisciplina-
rio (psicólogos, politólogos, sociólogos, 
abogados y estadísticos); en 1977 se organi-
zó el Centro de Investigaciones Criminológi-
cas (CIC), que estaría a cargo de la edición 
de la publicación hasta el año 2009, fecha 
en la que se creó el Grupo Observatorio del 
Delito, que depende del Área de Investiga-
ción Criminológica.

A la Revista Criminalidad, en el 2004, le 
fue asignado el código ISSN, y en el 2012 el 
ISSN virtual, para ser incluida en sistemas 
de indexación y resumen. La publicación fue 
anual hasta el 2007, cuando cambia su 
periodicidad a semestral, y en el 2013 se 
convierte en cuatrimestral.

En la actualidad está incluida en ocho 
sistemas de indexación e información, 
como: Publindex de Colciencias, Clase, 
Latindex, Dialnet, Lilacs, Google Académico, 
SciELO-Colombia y DOAJ. Asimismo, en el 
2015 obtuvo la certificación tipo A por parte 
del Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística (DANE), para los registros 
administrativos con fines estadísticos.

Para el 2016, se ha incluido en los 
archivos de los artículos en formato HTML 
de la página web institucional, comandos 
que permiten modificar el color del fondo y 
la fuente, así como el tamaño de la letra, 
con el propósito de adecuar la información 
contenida en la revista a nuestros lectores.

La Revista Criminalidad se ha constituido 
en instrumento orientador mundial para la 
definición de políticas públicas y estrategias 
dirigidas a lograr un mayor desarrollo social, 
progreso económico y la consolidación de 
una cultura de cooperación y solidaridad 
ciudadana.
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El registro y la medición de la criminalidad. El problema de los datos faltantes y el uso 
de la ciencia para producir estimaciones en relación con el homicidio en Colombia, 
demostrado a partir de un ejemplo: el departamento de Antioquia (2003-2011) 
Criminality registration and measurement. The problem of missing data, and the use of science 
to produce estimations relating to homicide in Colombia, as demonstrated with an example 
from one of its administrative and political divisions: the Department of Antioquia (2003-2011) 
O registro e a medição da criminalidade. O problema dos dados faltantes e o uso da ciência 
para produzir estimativas com relação ao homicídio na Colômbia, demonstrado a partir 
de um exemplo: o departamento de Antioquia (2003-2011) 

Técnicas de clustering para detectar patrones espaciales de criminalidad en jóvenes 
y adultos en Medellín. Octubre del 2013 a noviembre del 2014 
Clustering techniques used to detect spatial patterns of criminality among young people 
and adults in Medellin. October 2013 through November 2014
Técnicas de clustering para detectar padrões espaciais de criminalidade em jovens e adultos 
em Medellín. Outubro de 2013 a novembro de 2014

Minería ilícita: incidencia en la convivencia y seguridad ciudadana en diez departamentos de Colombia
Illicit mining activities: its influence on citizen coexistence and security in ten Colombian departments
Mineração ilícita: incidência na convivência e na segurança cidadã em dez departamentos da Colômbia

Boko Haram: análisis del fenómeno terrorista en Nigeria 
Boko Haram: Analysis of the terrorist phenomenon in Nigeria
Boko Haram: análise do fenômeno terrorista na Nigéria 

Familia, barrio y sociedad: un estudio comparativo en jóvenes con y sin antecedentes 
delictivos de Argentina 
Family, neighborhood, and society: a comparative study carried out 
in Argentina among youth with and without criminal backgrounds
Família, bairro e sociedade: um estudo comparativo em jóvens com e sem antecedentes 
criminais da Argentina

El beneficio penitenciario del adelantamiento de la libertad condicional en España. 
Análisis  histórico-evolutivo de la institución
The prison system’s benefit of granting parole in advance in Spain. 
Historical-evolutionary analysis of the Institution 
O benefício penitenciário do adiantamento da liberdade condicional na Espanha. 
Análise histórico-evolutivo da instituição

Gestión pública territorial de la seguridad ciudadana en Colombia. Análisis de las inconsistencias 
normativas y las afectaciones en las relaciones interinstitucionales
Public territorial management of citizen security in Colombia.  Analysis of normative inconsistencies 
and affectations in institutional relationships
Gestão pública territorial da segurança cidadã na Colômbia. A análise das inconsistências normativas 
e das afetações nas relações interinstitucionais

Microextorsión en Colombia: caracterizando el delito desde Medellín, Cartagena y Bogotá, 2011-2014 
Micro-extortion in Colombia: characterizing crime from Medellin, Cartagena and Bogota, 2011-2014 
Micro-extorsão na Colômbia: caracterização do crime de Medellín, Cartagena e Bogotá, 2011-2014 

Inseguridad y turismo en Quintana Roo, México (1997-2013)
Insecurity and tourism in Quintana Roo, Mexico (1997-2013)
Insegurança e tourism em Quintana Roo, México (1997-2013)

Estudios Criminológicos
Criminological Studies
Estudos Criminológicos

Historical Overview

Revista Criminalidad is a periodical published 
by the Directorate of Criminal Investigation 
and INTERPOL (“Direccion de Investigacion 
Criminal e INTERPOL”) –DIJIN– of the 
Colombian National Police. In 1955, through 
the Criminal and Statistics Information 
Department initiated an orderly, disciplined 
and systematic gathering of administrative 
records of crimes, offenses, breaches, 
violations and police services at the national 
level. However, only since 1958, this kind of 
information was made public through a 
document entitled Estudio Criminológico 
1958 (literally, Criminological Study 1958).

In 1960, the study of breaches of the 
Colombian Criminal Code titles was first 
launched and, in 1965, the publication’s 
contents were structured and shaped. Then, 
the Office of Social Studies (“Oficina de 
Estudios Sociales”) was created in 1974 in 
order to strengthen the Criminal Statistics 
Section with the involvement of an effective 
interdisciplinary group (comprising psycho-
logists, sociologists, political scientists, 
lawyers, and statisticians); in 1977, the 
Center for Criminological Investigations 
(“Centro de Investigaciones Criminologi-
cas”) - CIC was created and took charge of 
the editing of the publication until year 
2009, when the Observatory for Crime 
Group (“Grupo Observatorio del Delito”) 
reporting to the Criminological Investigation 
Area was introduced.

Revista Criminalidad was assigned its 
ISSN number in 2004, and a virtual ISSN in 
2012 for its inclusion in indexation and 
summarizing systems. First created as an 
annual periodical in 1955, it began to be 
published on a semi-annual basis in 2007 and 
became a quarterly publication since 2013.

At present, it is included in eight indexa-
tion and information systems such as 
Colciencia's Publindex, Clase, Latindex, 
Dialnet, Lilacs, Academic Google, SciELO-Co-
lombia, and DOAJ.

Moreover, it was granted the A type 
rating by the National Administrative 
Department of Statistics (DANE) in 2015, for 
its administrative records with statistical 
purposes.

For year 2016, in the files in HTML format 
of the institutional web page, commands 
enabling users to change background color 
as well as font color and size have been 
introduced, in order to tune and adapt both 
the information contained in the publication 
and its visual appearance, in response to the 
interests and concerns of our readers.

Revista Criminalidad has become a global 
guiding instrument in the definition of public 
policies and strategies aimed at attaining 
broader social development, economic 
progress, and the consolidation of a citizen 
culture of cooperation and solidarity.
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